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P iratona:

Con distinguido afecto y  predilección muy sincera dedicamos a la Asocia­
ción Estudiantil Universitaria del Azuay, que representa una alborada de cultura 
intelectual y  un futuro de amplios horizontes, este modesto trabajo de investiga­
ción sintética de hondos pivblemas sociales de la América Española y  de la 
Real Audiencia de Quito, dwante el período colonial\ como un aporte de horas 
de vigilia para las grandes obras retvindicadoras y  de positivo beneficio social 
que la juventud ecuatoriana debería realizar en pro del indigenismo y  de las 
clases obreras.

En este libro que nada tiene de original para los eruditos, se verá cómo 
España en el noble afán de conquistas espirituales y  reformas humanitarias, se 
anticipó a los siglos y  a todas las naciones del universo, colocándose a la van­
guardia de todas ellas, con su legislación no rivalizada e incomparable que 
abarca trascendentales principios y doctas enseñanzas y  sabias normas de justi­
cia social y con perfiles ecuménicos de inmortalidad y  grandeza.

Para reconoccry admirar y  aplaudir el maravilloso tesoro social de las Cé­
dulas Reales contenidas en la legislación de las Indias símbolo del Evangelio de 
amor y  fraternidad para la raza americana y hay que estudiarlas con reveren­
cia y el más vivo interés y tal como lo exige la integridad de su doctrina y  la ati­
nada previsión política de la época en que se expidieron adaptándolas al sistema 
tradicional y  a la fisonomía del alma colectiva. Para que se reconozca el ideal 
excelso y  lo fundamental de la obra hispánica, a que se aprecie y  juzgue el pro­
blema del indio en sus vastas proyecciones de rehabilitación, hay que hacer un 
estudio imparcial analítico y  comparativo de esa obra maestra reconstructiva a 
través de las transiciones que ha sufrido en los cauces del mare magnum legis­
lativo de nuestra República.

Por desvanecer prejuicios, hemos emprendido en la publicación de estos 
apuntes de escaso mérito sociológico, con una sola idea orientadora, cual es de 
señalar copiosas fuentes de investigación jurídica e histórica para la juventud 
universitaria, que tiene el encargo especial de convertir en realidad el contenido 
ideológico y  el secreto de las grandes reformas sociales, para la redención del in­

Biblioteca Nacional Eugenio Espejo



IV

dio. Con este objeto, hemos recordado en defensa y  reivindicación de los fue­
ros de España, cuál fue internacionalmente la programación científica y  cultu­
ral desús progresistas instituciones, cuáles Jueron sus actividades restauradoras, 
económicas, educativas y  políticas que forman el peristilo de monumentos legis­
lativos, entre los que figura la Ordenanza Real que recibieron los Virreyes de 
América, Presidentes Oidores y  Gobernadores, a quienes se les conminó con 
graves penas que: por ningún motivo consientan que los indios voluntarios o 
repartidos, padezcan violencias, vejaciones, injusticias ni género alguno de servi­
dumbre. (*)

Lo que deberían buscar las generaciones presentes, con elevado sentido de 
su misión altruista y  de su responsabilidad histórica, es la efectividad de un ré­
gimen de caridad cristiana, de garantías democráticas, de industrias nativas; 
y que haya justicia gratuita, tierras y  educación para los indios, escuelas agrí­
colas, colectivización del trabajo, desarrollo de la capacidad productiva y  de las 
fuentes de riqueza nacional.

Con olas exterminadoras de fuego y  de sangre desgraciadamente se aproxi­
ma ya, gigantesca en sus proporciones c incontenible como el océano, la gran re­
volución social que trae consigo la guerra europea que va a cambiar la organi­
zación del mundo, en sus cimientos, para el castigo y  la expiación de los pue­
blos, con las doctrinas disolventes de anarquía y  comunismo.

<j>¿ s é u to o ’-

Quito, 26 de Mayo de 1941. (Fecha recordativa de un honorífico
Acuerdo que me fue entregado por el Directorio de la Asociación Estudiantil Uni­
versitaria del Azuay, en la sesión extraordinaria que tuvo lugar en la Suprema 
Corte de Justicia).

(#)  Solórzano, Política Indiana, Libro II, Capítulo V II, pág. 86. Edición de 1736.
Las Leyes I, II, IV, XIV, XV, T it. XII del Lib. VI de la Recopilación de 1680, pres­

criben que: No haya servicios personales, que cesen los repartimientos que antes se hacían 
de indios e indias para la labor de los campos, edificios, guarda de dañados, servicios de las 
casas y otros. Que no sean apremiados a que se alquilen ni a salir de sus lugares, sino a 
Pueblos de Españoles, y esto sea pagando su jornal, a vísta de nuestras Justicias. Q u e  no 
se pueda cargar indios sino en los casos permitidos, hasta que sean de diez, y ocho años, y 
con dos arrobas y no más. Existen centenares de Leyes especiales, como las 48 y 49 , del 
T ít. XV I, Lib. V I, en favor de los indios labriegos a quienes se les debía dar tierras para 
sembrar, bueyes, rejas, &; y se le impuso al señor de la estancia el deber de pagar doctrina, 
justicia y protector por el indio, curarle en sus enfermedades, fijando un real de jornal cada 
día, excepto en las faltas voluntarias.
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inmerecida me ha dispensado el ca- 
tedrático y jurista azuayo, doctor don Al­

fonso María Mora, al empeñarse, amablemente, 
en que frente al docto libro en que ha reunido y 
catalogado las fuentes de la legislación indige­
nista de América, figuraran unas mal hilvanadas 
frases que, como mías, nada podrían añadir a la 
importancia de la obra realizada.

Este volumen, contribución ecuatoriana a 
la labor del Congreso Indigenista Interamerica- 
no de Pázcuaro, viene a sumarse a los otros con 
que el señor doctor Mora ha aclarado importan­
tes problemas de orden jurídico y de índole so­
cial. Largos años pasados en las cátedras de 
derecho romano y derecho civil de Cuenca, le 
permitieron darnos no pocas monografías de mé­
rito, como las tituladas “El derecho de filiación 
ante el Código Civil”, “ Derecho de sucesión 
mortis causa” y otras más. Sus aficiones y preo­
cupaciones de índole social le llevaron a tratar 
de “El problema del salario”, “ El derecho de

< ?rLf i o N R A
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propiedad y el socialismo”, y, en el año de 1937, 
del “Comunismo contemporáneo” a cuya crítica 
dedicó un volumen de trescientas treinta y cinco 
páginas, que prologó el insigne Crespo Toral.

Con el que hoy sale de las prensas quiteñas, 
ha realizado su autor tarea por demás meritoria 
de paciencia y discrimen. Lo es, en efecto, 
aquella que permite tener a la mano el panora­
ma de las principales disposiciones dictadas en 
auxilio de las clases trabajadoras. Hizo bien al 
enjuiciar en su libro la obra sociológica y jurídi­
ca de España en América, porque esa magna ta­
rea fué desconocida hasta hace poco en que la 
publicación de textos inéditos permitió juzgar, 
sin odio ni pasión, al que en los años de la Inde­
pendencia y en los inmediatos a ella nos com­
placíamos en llamar “monstruo sangriento” .

Para juzgar de la obra indigenista de Espa­
ña, no son ya del caso las exageraciones de Fray 
Bartolomé de Las Casas. Uno de los eruditos 
que más ha estudiado su vida y sus libros, don 
Manuel Serrano y Sanz, expresa que Fray Bar­
tolomé “acabó de escribir su Historia de tas In­
dias cuando se le había debilitado mucho la me­
moria y sin haber tenido la costumbre, tan loable 
como general en los españoles de aquella época, 
de ir apuntando en un libro los sucesos propios 
y los ajenos de que tenían noticia, por donde se 
puede concluir que el buen Padre escribía bajo
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palabra de honor y no como hombre de ciencia 
histórica”.

Vale más el análisis de las disposiciones le­
gales y de las instituciones jurídicas, dictadas 
para beneficio de la clase indígena, tal como lo 
realizaron Antonio de León Pinelo y el insigne 
y nunca bien alabado Juan de Solórzano Perei- 
ra, cuyas huellas sigue, acertadamente, el señor 
doctor Mora.

Los que quieren amenguar el mérito de la 
obra jurídica de España en América, objetan que 
los preceptos legales emanados del poder espa­
ñol fueron acatados pero no cumplidos, por don­
de todo se reduciría a un asiento en el papel de 
normas sin trascendencia práctica ni significado 
histórico.

A tales censores, ha contestado sabiamente 
don Rafael Altamira que el precepto legal es sólo 
idea hecha norma exigible por el Estado, y que 
el conocimiento de tal precepto nos lleva a des­
cubrir acertadamente la ideología jurídica del 
pueblo que lo creó. Las disposiciones de las 
Leyes de Indias sirven, pues, para darnos cabal 
cuenta del pensamiento jurídico español en los 
años de la Conquista y Colonización. Un pen­
samiento tan elevado y tan original como no lo 
ha tenido ningún otro pueblo. En efecto, si 
para las Leyes de Partidas se inspiró España 
en el derecho romano, para el derecho indi­
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genista de América no tuvo otra inspiración que 
la de su profundo sentido de la justicia; un sen­
tido fundado en ideales cristianos y de honda 
simpatía humana. Tal es el mérito insigne de 
la obra jurídica española, puesto de relieve en 
este libro-

Viene a tiempo el estudio del docto cate­
drático del Azuay y actual Ministro Juez de la 
Corte Suprema de Justicia, pues, tras la catástro­
fe que envuelve a la humanidad entera y sea cual 
fuere el vencedor, habrán de revisarse las institu­
ciones sociales vigentes, para ajustarlas a normas 
en consonancia estricta con la justicia social.

En pos del mundo pagano que hoy se de­
rrumba en pedazos, vendrá el resurgimiento de 
un mundo cristiano, si bien ello habrá, acaso, de 
lograrse luego de padecimientos y trastornos 
inauditos. En la nueva organización que se ave­
cina habremos de ver plenamente realizados los 
ideales jurídicos de protección del débil y del 
menesteroso, de que las normas escritas fueron 
expresión material y no siempre feliz. Aquellas 
normas que el autor de este libro ha ido anotando 
y enumerando cuidadosamente, con gran sentido 
jurídico y social, para servicio y beneplácito de 
cuantos se dedican a las arduas tareas de la juris­
prudencia y de la historia.

gfo lW + o  f á e ^ .
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La Conquista Española 
Juzgada Jurídica

y Sociológicamente

crg W rA L M in m s favorecidos con la galante invitación del Honora- 
0 |r¿b le  señor don Pablo Campos Ortiz, Encargado de Negocios de

México, en el Ecuador, por instrucciones recibidas de lo Secreta­
ría de Relaciones Exteriores de aquella Nación hermana y del Comi­
té Organizador del Primer Congreso Indigenista Interamericano, a 
que tomáramos parte en él presentando ponencias o trabajos en 
caso de no concurrir personalmente a tan magnífico y colosal certa­
men, en la ciudad de Pútzcuaro, listado de Micboacán, nos atreve­
mos a enviar este modesto ensayo desde el observatorio sociológico 
de la heráldica Quito, cuna de la Libertad y Luz de América, en cu­
yas cabañas palpita el alma de los hijos del Sol -  como una lám­
para aunque en trance de extinguirse -  bajo la fronda de las monta­
ñas y en los páramos de los volcanes que conocen el dolor y las pe­
nurias, el hambre y las miserias de la raza subyugada.

Es altamente significativo ver desde este observatorio nacional, 
de auténtica prestancia y prístina grandeza, cómo en atmósfera encen­
dida de verdadero patriotismo y de supremas aspiraciones, se plantean 
teóricamente y resuelven problemas de trascendental importancia eco­
nómicos, agrarios y educativos, que conciernen a las clases trabajado­
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ras y al indigenismo que aguardan su mejoramiento y redención, en 
el concierto humanista de universal progreso que marca definitiva­
mente la luminosa trayectoria del siglo XX, en el inmenso campo de 
acción social que es de grandiosos ideales, generosas iniciativas y  
grandes reformas,

Saludamos con toda nuestra simpatía y fervoroso optimismo a los 
delegados oficiales de los países invitados al Congreso, a los represen­
tantes gemimos de los grupos indígenas, a los miembros del Comité 
Organizador y funcionarios de la Mesa Directiva, anhelando que 
lleguen a formular sendos programas, acuerdos y resoluciones de ca­
rácter internacional que reafirmen los lazos de cultura y fraternidad 
que existen entre los pueblos americanos.

Cooperando a tan laudabilísimo propósito y sin otro objetivo que 
el cumplimiento de un imperioso deber cívico, vamos a estudiar a 
grandes rasgos los principales hechos culminantes y sistemas jurídico— 
político-sociales que han dejado vestigios permanentes de la domina­
ción colonial de Eapnña que blinde sus raíces eu América; para ello 
adoptaremos del programa elaborado por el Comité Organizador del 
Congreso Indigenista, una de las tesis que reputamos más difícil y 
compleja, cual es La Conquista Española juzgada Juríd ica  y  Socio­
lógicamente; tesis de fundo y periferia institucionales y que, al mismo 
tiempo, es de sumo interés y de trascendente valor histórico.

Tan íntima y directamente vinculada se halla la suerte del indio 
americano a sus tradiciones y a la obra cosmopolita española que es 
necesario valorarla, con toda justeza e imparcialidad, a fin de palpar y 
conocer mejor la evolución social auto-regulada por las propias nece­
sidades de la raza aborigen que no se lian podido remediar n través do 
tres siglos de coloniaje y una centuria do vida republicana.

Con un breve examen analítico, deduciremos conclusiones gene­
rales del pasado histórico y del programa de transformación económi­
co-educativa que conviene implantar, con nn elevado sentido de ética 
y de humanismo cristiano, a fin de que los campesinos que reclaman 
Tierra y  Libertad, las obtengan con mejores condiciones de vida que 
la actual, con mayor atención de parte de los gobiernos que deben 
procurarles la autonomía que reclaman y la igualdad ante la ley, con 
el plono goce de derechos civiles y políticos.
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I

Preliminares (*)

A raíz del descubrimiento de América termina gloriosamente el 
Medio Evo y, a principios del siglo XVI, empieza la Edad Moderna, 
esparciendo el Renacimiento Occidental los materiales de la antigüe­
dad clásica greco-romana que él durante más de cincuenta años había 
coleccionado proficuamente, en un enorme revuelo histérico-científico 
para lus letras de España, de cuya frondosa cultura y selectos frutos 
participaron sus colonius americanas.

Incorporado en su mayor parte el inmenso Mundo de Colón a 
Europa, después que hubo llevado 1lis/xinia Peninsular sus triunfan­
tes banderas lmsta la Oceanía y el África, las plantó en Santo Do­
mingo, en las playas del mar, y por fin en las islas descubiertas por 
Magallanes, a merced de las olas.

Era de ver en medio de tantas inmigraciones, cómo afluían y se 
entrelazaban en ambos hemisferios diversas corrientes de porteutosa 
civilización, mientras España ocupaba el lugar de Roma imperialista, 
dando la vuelta al Universo, con sus exploradores, nautas, almirantes 
y adelantados que descubrieron las rutas marítimas y los vastísimos 
territorios y fronteras del Tahuantiusuyo, con sabios geodestas y geó­
grafos que estudiaron la longitud y magnitud de los Continentes, en 
tanto que experimentados arqueólogos, tísicos y naturalistas es­
cudriñaban minuciosamente la riqueza de los reinos animal, ve­
getal y mineral.

Innúmeras y admirables son las obras didácticas, científicas y de 
jurisprudencia que entonces se produjeron y publicaron sobre materias 
fundamentales y casi todos los ramos del saber humano, habiéndose 
dado atención preferente a múltiples e importantísimas lucubraciones 
y trabajos de etnografía, de geografía marítima y terrestre, de física

(* ) Sobre un rema similar a este tenemos aleo publicado en la REVISTA órgano 
del ‘Centro de Estudios Históricos y Geográficos del Azuay” , del que nos honramos ser uno 
de sus miembros; y si de aquel trabajo reproducimos aquí varios fragmentos, es para difundir 
con mayor número de datos el conocimiento que debería tener la juventud, de los veneros de 
ciencia jurídico-socia) que contiene el derecho colonial español propio de la América Indiana.
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y geografía, de economía social y hacendaría, de legislación america­
na, de metalurgia y mineralogía, de agronomía e historia universal.

Comencemos por sentar una verdad evidente, bajo el punto de 
vista cronológico y de la misión intemacionalista y sociológica de Es­
paña, afirmando que ella inició una nueva era de progreso y de inten­
sa cultura en las ludias Occidentales. Ensayó multifásicos programas 
industrialistas y técnicos, habiendo hecho que brotara el más bello 
ideal de unidad política y religiosa con la fusión de lenguas y de san­
gre, la nota más culminante de humanitarismo y sabiduría, en las ma­
ravillosas y complejas organizaciones jurídico—sociales de raigambre 
europea, modernizando los hábitos y costumbres de los pueblos aborí­
genes, en armonía con normas vitales de hegemonía imperial y con 
sujestivos planes cosmopolitas.

Al descubrimiento inicial de América en 12 de octubre de 1-192, 
siguió el trabajo, de la Conquista, y consecuencia de ella fuá el mo­
vimiento pacificador de la colonización y el cruzamiento de razas. 
Estos grandes hechos sociológicos sincronízause en etapas históricas 
que corresponden al triunfo y a la expansión territorial del feudalismo 
español.

Se levantó el acta de fundación de les ciudades coloniales y de 
los Cabildos con ritos religiosos y formalidades civiles, y conforme a 
Cédulas Keales, se tomó posesión de los pueblos y reinos conquistados, 
repartiéndose tierras y ejidos en nombre de Dios y del Rey, con In 
Cruz y el Escudo de Armas de Castilla, que simbolizan el espíritu de 
la raza expedicionario, compuesta de gente de toda condición y cate­
goría, entre la que figuraban nobles patricios y héroes conquistadores, 
genios militares, frailes y sacerdotes, magistrados y literatos de re­
nombre, abogados, cartógrafos, soldados y marinos aventureros, cuya 
mayoría pertenecía al pueblo.

Esa mezcolanza típica refleja la de la sangre española, dotada de 
caudalosa fuerza creadora y de singularísimas cualidades y también de 
vicios originales, cuyos rasgos fisiológicos y elementos étnicos, en con­
fuso hibridismo, se pierden en las tinieblas del pusado.

Quizá ningún pueblo, como el español, descubre mejor el folklore  
de sus costumbres, leyendas y tradiciones, creencias y supersticiones, 
símbolos, intelectualismo, hervores de sangre, agudezas de ingenio, 
r omanzas, música típica y canciones emotivas que forman algo así co­
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mo la literatura embrionaria florecida en ultramar, con la pompa ro­
mancera y el sonoro ritmo del Idioma castellano.

No es posible detenernos aquí a un enjuiciamiento crítico ni a 
contemplar sino en lineamiento9 generales la evolución de las colonias 
feudalizadas con la gema de Castilla y el bronce indio, dentro de los 
organismos políticos de las ciudades y  del estado de nueva creación. 
El anbolo del imperialismo territorial y de mando, la búsqueda ince­
sante de riqueza, la evangeliznción de los indios y su conversión a la 
fe católica, fueron los mayores ideales de la conquista.

Era proverbial en la antigüedad la riqueza metalífera de Améri­
ca legendaria, de variado clima y fecundo suelo. Creció su fama con 
el botín de guerra, con los grandes tesoros teñidos en la sangre de los 
indios, con el reparto de encomiendas, de tierras y de minas, obra del 
absolutismo español y de su dominación exclusiva espiritual y tempo­
ral. Sobre los fósiles palpitaban los ideales. Esto lo demuestra la 
historia superabundantemente.

En las relaciones de los viajes de Cristóbal Colón, se encuentran 
las instrucciones y cartas que le escribieron los Reyes Católicos, des­
de Madrid, Barcelona, Segovia y otras ciudades de la Metrópoli. Le 
decían: "Sus Altezas mandan y encargan al Almirante y Viso-Rey 
y Gobernador que por tudas las vías y maneras qne pudiere, procure 
y trabaje atraer a los moradores do las dichas Islas y Tierra Eirme, a 
que se conviertan a nuestra Santa Fe Católica”. “Habéis de ver en 
estas Islas y Tierra Firme que descubrióreis, qué oro é plata é perlas 
ó otras cosas hubiere, é en qué oUntidnd ó cómo es el nacimiento 
dellns, ó facer de todo ello relación por ante nuestro Escribano e 
Oficial que Nos mandamos ir con voz para ello . . . .  ” (1)

Escribe Alberto Zura Feldo que: "México y Perú, los dos ma­
yores centros coloniales de América, asiento de los Virreinatos más 
poderosos y espléndidos, adquirieron rápidamente tal brillo y poderío 
merced .a la riqueza aurífera de sus minas, a la exuberancia vegetal 
de su trópico y a la vasta servidumbre civil de los indios. Después 
de la Conquista aquellas regiones naturalmente pródigas siguieron 
siendo, como lo fuera antes E l Dorado, cuya leyenda alucinaba y

(1) Política Indiana de Solúrzano, Cap. X II, Lib. I pág. 50. Relacionas Geográficas 
de Indias, Tom o I, pág. XXI.
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atraía a los aventureros, de todas las categorías. Al despojo inicial 
del tesoro de Incas y Aztecas, siguió la caudalosa vena de sus minas, 
alimentando la codicia y la opulencia de sus Colonias, que se levanta­
ron sobre el botín y el carcheo de los Imperios destruidos”. (1)

La Sociología vaciando el polvo de oro de la tradición en ánfo­
ras de plata, al ocuparse de las colonias de Indo-Ainéiica que fueron 
regidas por admirables y sapientísimas leyes, las aquilata en su valor 
jurídico e intrínseco, en su verdadera finalidad y fundamentos científi­
cos, en los nuevos y variados aspectos de la vida del Continente, 
examinando innumerables hechos dignos de profunda meditación y 
análisis.

La absorción de poderes en la Monarquía Española, convirtió el 
antiguo mecanismo del gobierno indiano, en el de una gran máquina 
corporativa de Cabildos, Alcaldías y Corregimientos, con distintos 
tributos y recursos financistas y muchas ruedas políticas, sociales y 
jurídicas; sin que por ello pueda desconocerse el servicio prestado u 
la humanidad, los fundamentos de orden y los gérmenes de verdadera 
civilización en ese gran concurso de fuerzas descollantes y maravillo­
sas instituciones hispanas que dejaron en el surco, la religión, el espí­
ritu y la sangre de la raza de Pelayo y del Cid.

I I

Estructura constitucional y política en la formación 
de los pueblos americanos

Al inaugurarse los regímenes político-civil y económico-social, 
estableciéronse en las nuevas villas y ciudades, juntamente "con los 
primeros Cabildos e Iglesias, los Virreinatos, los Corregimientos y las 
Encomiendas; y se hizo el reparto de tierras a españoles e indios, 
proveyéndoles de la administración de justicia y de una casa munici­
pal, en cada pueblo, así como de escuelas, hospitales, misiones y dóc­

i l )  Proceso intelectual del Urueuay y crítica de su literatura, . Tom o I .,  pág. 14.
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trinas en las principales circunscripciones. Y como una consecuencia 
natural y lógica de la colonización que se realizaba, con los represen­
tantes del gobierno peninsular, éstos al adquirir domicilio permanente 
y propiedades inmuebles, hicieron sus plantaciones, construyendo al­
querías en el campo para la labranza y casas espaciosas en las capita­
les fortificadas de los Provincias, que llegaron a ser asiento de nuevas 
poblaciones, y más tarde, sede de Audiencias y Cancillerías, Capita­
nías Generales, Virreinatos y Arzobispados.

Son incontables las instituciones de derecho público americano y 
basta internacional que se crearon en la América y contribuyeron 
definitivamente, en el campo financiero y administrativo de la Ha­
cienda Real, para el arraigo colonizador. Entre ellas desempeñaron 
papel principalísimo en el Gobierno de las Indias Occidentales, el Al­
mirantazgo que lo inició Colón, jurídica y económicamente, con 
amplitud de atribuciones políticas y militares; el Cabildo o Municipio 
que fué el originario núcleo del gobierno popular comarcano, la pri­
mera grande escuela de verdadero patriotismo y genuino democracia 
que se implantó en todas los nuevas ciudades, o cuyo cnrgo y vigilan­
cia estaban encomendados ciertos tributos y tasas y los bienes de co­
munidad de los naturales; las Encomiendas castellanas y distribución 
de indios bajo ol patronato feudalisla español que hacía lotes del terri­
torio para conquistadores y tributarios; la Casa de Contratación de 
Sevilla que facilitó las oxpediciones y organización de flotas y el 
comercio de España con las Colonias y que llevaba una correspon­
dencia exacta y documentada do las patentes de comercio y de ingre­
sos fabulosos; el Consejo de las Indias que fué el más grande organismo 
legislativo, político y administrativo, y que como Tribunal Supremo 
extendió su jurisdicción sobre los nuevos Reinos de América, en todos 
los ramos del gobierno y de la Real Hacienda, de la administración de 
justicia civil, eclesiástica, militar, etc; Ins Reales Audiencias, cuerpos 
consultivos del Virrey, que representaban la hegemonía del poder 
ejecutivo, administrativo, judicial y aun legislativo peninsular, como 
Cortes de segunda instancia; los Virreinatos y Capitanías Generales 
que, ett lo político y militar, fueron la más completa y acabada forma 
de imperialismo corporativo, que sirvieron para importantes funciones 
de la administración pública y para consolidar el régimen de España 
en las Colonias.
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Al rededor de iglesias parroquiales, monasterios y conventos, eu 
todas las ciudades del nuevo continente, abriéronse las puertas de co­
fradías hospitales para españoles e indios, colegios y escuelas en loo 
que se enseñaba gramática y la lengua castellana a los naturales, po­
niendo los acantilados y los hondos cimientos de la vida política, 
social y religiosa que iba reflejando, en su fondo cosmopolita y super­
estructura, el brillo do monumentales instituciones de beneficencia y 
cultura nacionales, con una orquestación de factores y fuerzas socioló­
gicas, a] servicio del Rey y de la Nación.

El trazo de villas y ciudades se hizo sobre la sangre y el despo­
jo del indianismo, siendo atalayas y mudos testigos los cortijos y las 
fortalezas antiguas, libros abiertos en los montañas que conservan el 
coraje de una raza y la galena argentífera de su leyenda.

Se concertaban capitulaciones para llevar a cabo nuevos descu­
brimientos y pacificaciones de indios, mediante la autorización dada 
directamente, ora por los Reyes de España para tales empresas, ora 
por las Audiencias y por el Gobernador y Presidente de las Indias, 
quienes podían también conceder licencia para la formación de colo­
nias a Adelantados, Capitanes y Maestres de Campo, los que adqui­
rían en ellas latifundios, fundaban mayorazgos y gozaban do las minas 
de oro y plata, explotando el trabajo de los naturales.

En el repartimiento de los solares para los pobladores, debían 
dejurse libres los sitios para lu plaza central y la formación de las ca­
lles, así como para la fábrica de Templos y Cabildos, Casas Reales y 
Monasterios, conforme minuciosas instrucciones contenidas en Cédulas 
y Provisiones de la Corona de España; igualmente debían señalarse 
"dehesas y tierras para propios que debían confinar con los ejidos para 
el pastoreo de bueyes de labor, caballos y ganado.”

En cada una de las colunias así formadas se elegían n los miem­
bros de Justicia y Regimiento; y hecha la planta, cada uno do los Jio- 
bladores en sus respectivos solares debía armar su toldo y bacor ran­
chos con maderas y ramadas, admitiéndose a todos los casados, hijos 
y descendientes de pobladores que estaban obligados a edificar sus vi­
viendas, con la advertencia de que siembren y echen sus gnnndos en 
sus dehesas y cultiven la tierra de pan y legumbres, sin hacer daño a 
los indios. Así consta literalmente en las leyes XV, X V I, X IX  y 
XXVI, Título VII, Libro IV.
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Para las capitulaciones destinadas a Villas de Alcaldes Ordinarios 
y Regidores, debía haber por lo menos treinta vecinos, cada uno con 
sn casa y semovientes, en tierras de la extensión de cuatro leguas de 
término, eligiéndose las más fértiles, con caudales de agua y las de 
mejor aprovechamiento, y debían reunir éstas y otras condiciones pa­
ra merecer el título de Ciudad o Villa.

Posteriormente, "Felipe II, en 15G3 y 1594, advirtió a los Virre­
yes y  Gobernadores que, para el repartimiento de las tierras, aguas, 
abrevaderos y pastos entre los que fueren a poblarlas, era necesario el 
parecer de los Cabildos de las Ciudades o Villas, teniendo considera­
ción que los Regidores sean preferidos si no tienen tierras y solares 
equivalentes; y que a los indios se les deje sus tierras, heredades y 
pastos, de form a que no les fa lte  lo necesario, y  tengan lodo el alivio 
y descanso posible para el sustento de sus casas y  familias. Recopi­
lación: Ley V, Tít. ÍXII, Lib. IV.

Los Virreyes y Mariscales, los Grandes Capitanes y Gobernado­
res, los Corregidores y el personal Militar y de Justicia, con sus fue­
ros y privilegios, personificaban la soberanía que ejercía el Monarca 
Español; soberanía de recia estructura económico-europea que si bien 
despótica y predominante, tuvo fondo cosmopolita y de civilización 
espiritual y jurídica normativa, habiendo ella sustituido al régimen 
idólatra y fetichista de las tribus semibárbaras con el de la evangeliza- 
ción cristiana y leyes sociales.

Quedaron así plenamente satisfechos los ideales de los Royes 
Católicos, implantando en las selvas vírgenes, centros urbanos, con en­
tables do agricultura y minería, de industria y comercio florecientes, 
con un variado sistema de ética reconstructiva y matemática social, 
sobro el que descollaban en las colonias, magníficos proyectos y plura­
lidad de leyes de educación pública, cívica, artística y técnica que se 
desarrollaron, paulatinamente, desde los primeros centros de cultura 
obrera y enseñanza rudimentaria en talleres y escuelas públicas y par­
ticulares, hasta los colegios seminarios y las doctas universidades del 
Perú, México, Nueva Granada y el Reino de Quito, que se fundaron 
dando aprendizaje y carreras científicas a todos los que deseaban ilus­
trarse, enriquecerse y trabajar.

Al escudriñar la obra estructural, titánica, maravillosa e inmensa 
producida por el trabajo colectivo y el esfuerzo constante del genio 
español, multiplicado en raudales de portentosa sabiduría y con léxico
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novedoso, detallista y científico en la inmortal Legislación de las In ­
dias, gracias al cristianismo y a sus aspiraciones humanas y de justicia 
social; se siento el vértigo y la admiración del que encuentra tesoros 
cuantiosos e inagotables en esa insuperable obra del occidcntnlismo, 
digna del más fervoroso y paciente estudio, que bien podría llamarse 
Leyenda del Siylo de Oro, de América en España y de España en 
América, que contiene auténticas declaraciones de garantías y dere­
chos para los indios, como luego veremos.

I I I

Instituciones básicas de Derecho Público y de administración colonial.
Formación de los Cabildos, su aulonomia y su misión histórica.

El Oran Consejo de las Indias, con supremacía de facultades 
y misión internacional.

Los Cabildos o Ayuntamientos precedieron n las Audiencias, y 
éstas a los Virreynatos, Corregimientos o Gobernaciones, Alcaldías e 
Intendencias.

Los núcleos sociológicos municipales aparecen en los diversos po- 
ríodos históricos de la originaria vida cívica y cultural indiana, como 
elementos típicos y autónomos en la formación constitucional de los 
nuevos Estados.

A la cabeza de la comunidad se asemeja el Cabildo a una batería, 
con sus fuerzas rítmicas que 60 renuevan constantemente, personifican­
do el hibridismo alternativo y representativo de la democracia. 
“La vida política española escribe el doctor \V. Loor, reposa sobre 
el Municipio” ; “alma del pueblo en todu lo cívico y lo político”, como 
lo dice magistralmente el sapientísimo historiógrafo y jurista Rdo. P. 
Jerves; “para entender y platicar de las cosas cumplideras al servicio 
de Su Majestad é al bien é pro común”, como lo anota el señor J . J i ­
jón y Caanoaño, “poniendo los cimientos de la libertad, los fundamen­
tos del orden en el desorden de las sociedades indias”.

Hay cuerpos orgánicos que son inferiores y superiores, al mismo 
tiempo, y si bieo dependientes del Estado, le han precedido biológica­
mente en su formación definitiva, se desarrollan y viven mantenieudo
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su hegemonía en la adaptación a las diversas formas de gobierno, 
llámense éstas monárquicas o republicanas. Esto ocurre con los mu­
nicipios civiles de América que nos recuerdan la fuerza motriz en la 
formación de las ciudades españolas peninsulares con sus burgos in­
vestidos de facultades legislativas y autonómicas, para la protección y 
defensa de los genuinos intereses del pueblo; ellos fueron como en la 
antigua Roma y son todavía el eje ccfulo-raquídeo de la nacionalidad 
y de las grandes organizaciones políticas modernas que señalan glorio­
sas etapas históricas del derecho político y administrativo regional.

iáe ha encontrado en la CiuJad-Oabildo el elemento celular del 
orgauismo político que sirvió de base a todo el sistema colonial, después 
de la guerra de la conquista; era “la raíz y origen del self-gouernement" 
hispano-aincricnno, habiéndose con él enmarcado las comunas en sen­
deros democráticos, descentralizándolas juntamente con las tasas y los 
tributos de la Cámara Real.

En sn libro “ El Gobierno Representativo Federal en la Repúbli- ' 
ca Argentina”, el doctor José Nicolás Matienzo, citado por don Julio 
Navarro Monzó, reproduce oda ilustrada observación: “Otra causa de 
diiaceuli'alizaciúit-Aice aquel notable jurista en el Capítulo I I  de su tra- 
bajo-fué la organización de los Cabildos, que daba n las ciudades cier­
ta libertad e independencia con relación al Gobierno central. Pues los 
Cabildos compuestos de vecinos que designaban sus propios sucesores 
sin intervención de la autoridad política, ejercían In policía, tenían a 
su cargo la justicia correccional y de primera instancia, corriendo con 
el abasto de víveres, administraban los bienes y rentas de los munici­
pios, construían hospitales y templos, abrían calles y plazas públicas, 
cooperando a la defensa militar del territorio y tenían el derecho de 
convocar al pueblo a Cabildo abierto con el objeto de resolver casos 
extraordinario», ponían en posesión de sus cargos a los gobernadores 
nombrados por la Corona, recibiéndoles el juramento de ley, asumían 
el gobierno político en caso de ausencia o impedimíento del goberna- 
nudor y representaban al pueblo en toda gestión relativa a su interés 
local”. (1 )

Hay que advertir que a más de éstas y otras funciones como las

[1] Julio Navarro M onzó. Anales de la Facultad de Ciencias Jurídicas y Sociales 
de la Universidad de La Plata. T om o V II, p;ígs. 418—419. Año de 1934.
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relativas a la urbanización, aseo y ornato, provisión de víveres a las 
ciudades, les correspondía a los Cabildos, como al do la Capital do 
Quito, la designación de Alcaldes Ordinarios de los indios y de la Santa 
Hermandad; y, además, la elección de diputados para las Cámaras de 
Recusación y para el encabezamiento de alcabalas, así como el 
nombramiento de Procuradores Generales, Corregidores de Partidos, 
Mayordomos de la Ciudad, Alguaciles y Depositarios, Abogados y 
Procuradores de pleitos, Alcaldes de los gremios de zapateros, sastres, 
sombrereros, etc., etc.

La provincia presupone la existencia y  el nexo de las comunas, 
y dentro de ella actúa el conjunto de ayuntamientos formados por 
vecinos de una serie de caseríos, poblaciones y parroquias; obedece 
esta distribución territorial y jerárquica a un plan político-adminis­
trativo, así como al objetivo, fin y naturaleza de tales entidades, cada 
una de las que tiene funciones especificas.

Columna dorsal y, por lo tanto, centralista del gobierno de Amé­
rica fuó históricamente el Consejo de las Indias que residía en la 
Corto de Madrid, ejerciendo como Tribunal Supremo amplísima juris­
dicción en los pueblos conquistados, tanto en lo contencioso-ndminis- 
trativo, como en lo ejecutivo y jndieial, habiéndole confiado el Rey 
que pudiese consultándole ordenar y hacer las Leyes, Pragmáticas, 
Ordenanzas y Provisiones generales y particulares para los Reinos de 
las Indias Occidentales, para la buena gobernación y administración 
de justicia, según consta de la Ley 2, Tít. II, Llb. I I  de la Reco­
pilación.

En lo jurídico, económico, militar, político, moral, religioso, ar­
tístico, histórico y científico, ejercían el procúralo de alta filosolía y 
universal jurisprudencia, en la comunidad internacional do España con 
los demás Estados, y en todos los ramos fiscales y hacendarlos y del 
derecho público y privado objetivo americano, famosos enciclopedis­
tas, sapientísimos miembros o asesores del Gran Consejo de las Indias, 
en el que tenían su asiento los representantes diplomáticos y conseje­
ros eclesiásticos y laicos educados en las Cortes europeas, los relatores 
de ponencias, cronistas mayores y cosmógrafos, abogados y catedráti­
cos de merecido renombre, los procuradores de pobres, defensores de 
indios y solicitadores fiscales, juntamente con los contadores y tesore­
ros do la Hacienda Fiscal y  Cámara Real, secretarios de archivos y 
un escribano titular.
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Oonocía el Consejo de las Indias, repartido en Salas, de lo con­
cerniente a las visitas de armadas, flotas y navios en los puorlos de 
América, del servicio de las Misiones religiosas en las colonias, así 
como de las fundaciones de Audiencias y Virreinatos, erecciones de 
Iglesias y provisiones de altas dignidades y beneficios, gratificaciones 
y mercedes, de las causas diplomáticas y de los negocios de mayor 
importancia y trascendencia de buen gobierno y política administra­
tiva, tanto eclesiásticos como civiles encomendados por los flejes; 
debiendo especialmente proveer a todo lo relativo a la conversión y 
garantías individuales de los indios, “de forma que en sus personas y 
haciendas no se les haga maltratamiento ni daño alguno, antes en 
todo sean mirados y favorecidos como vasallos"; pues, si la conquista 
les había colocado bajo la protección y amparo del Rey, “había sido 
por bien suyo, y para sacarles de la tiranía y servidumbre en que 
antiguamente vivían,” según lo prescrito en la Ley 15, Lib. 11, Tít. 
2 y un las Ordenanzas de los Felipes I I  y IV.

Como todo organismo jurídico-sociológico, el Consejo de las 
Indias que, en 1851, se llamó de Ultramar, estuvo sujeto a modifica­
ciones impuestas por las circunstancias y la voluntad de los Monarcas, 
en cuanto al personal directivo de Ministros y Oficiales Reales, a la 
formación de Salas de Gobierno y de Justicia, y a la mayor o menor 
suma do atribuciones, hasta 185J, en que dejó de existir.

I V

Organismos unitarios y  sociológicamente vinculares y  centralistas 
reflectores del gobierno hispanoamericano. Reales Audiencias, 

Virreinatos, Capitanías Generales, Diócesis y Arzobispados.

La profunda transformación jurídica, económica, política y social 
que se operaba gradualmente en el Gobierno y las colonias ligadas 
por los lazos del sentimiento religioso y do la idea reconstructiva, 
dió nuevas orientaciones ul derecho público hispanoamericano que se 
desenvolvía y acentuaba en bases sólidas con la creación de orgnnis-
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id o s  corporativos del Poder Central, como llegaron a ser las Reales 
Audiencias, dependientes del Supremo Consejo de las Indias, que 
supieron mantener la unidad política y la expansión de la cultura 
europea encarnada en maravillosas instituciones gubernamentales, 
judiciales y administrativas.

Desde los primeros años del siglo X V I, aparecieron antes que 
los Virreynatos, en una elevada categoría, las Audiencias o Cancille­
rías Reales, siendo la primera la de Santo Domingo, en 1527, y la 
segunda la do México, en 1528; a éstas les siguen la de Panamá, en 
1535, la de Lima, en 1542, la de Santiago de Guatemala, en 1543, 
la de Guadalajara de Nueva Galicia, en 1548, la de Santa Fe 
en el Nuevo Reino de Granada, en 1549, la de La Plata, en 1559, la 
de San Francisco de Quito, en 1563, la de Manila en las Filipinas, c-n 
1583, la de Santiago de Chile, en 1G09, siendo estas las fechas de su 
erección oficial.

Ocupaban lns Audiencias —Tribunales Superiores de Justicia y 
Apelación— un lugar soeiológico central en el organismo jurídico de 
reinos y nacionalidades que se subdividían estructurándose en Estados. 
Abarcaron bajo su jurisdicción a varias "provincias mayores y meno­
res”, reducidus a grandes distritos y partidos territoriales, con sus 
Cajas Reales, en las que se depositaba el producto de los tributos de 
españoles e indios; y ordinariamente las Audiencias, entidades do 
derecho público, tenían su Presidente, Oidores, un Gobernador y Ca­
pitán General, un Alcalde del Crimen, un Fiscal, un Teniente de 
Gran Canciller y los Ministros y Oficiales necesarios para la adminis­
tración de justicia y el buen gobierno, en la residencia o sede territo­
rial que comprendía el radio de los Corregimientos y Gobernaciones.

Los Virreinatos délas ludias formaban un verdadero Estado que 
tenía su Corte de Audiencia para el Virrey, silla Arzobispal, casona 
Universitaria y un Tribunal de Inquisición. Administrativamente 
fueron órganos de Supremo Gobierno y de Justicia, para ol “ennoble­
cimiento y pacificación de las Provincias”. Los Virreyes eran invio­
lables y sagrados, como lo era también la personn del Emperador a 
quien representaban; fueron Presidentes natos de lu Real Audiencia, 
Gobernadores en bus  respectivos Distritos y provincias subordina­
das; y cuando viajaban por mar, se les consideraba, en las flotas, 
como Generales de la Armada. Se les había mandado que: “ pongan 
su primero y mayor cuidado que Dios Nuestro Señor sea servido, y
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su Santa Ley predicada”; “que tengan muy especial cuidado del buen 
tratamiento, conservación y aumento de los indios, y del buen recau­
do, administración, cuenta y cobranza de nuestra Real Hacienda, y 
provean todo aquello que Nos podríamos hacer y proveer........

8ede de imperialismo internacional y de alta política americana 
eran los famosos Virreynutos fundados en México, en 1535; en el Pe­
rú en 1551; en Nueva Granada, en 1713; y en Buenos Aires, en 
177S, como un definitivo baluarte y alcázar de la Monarquía Españo­
la. Las facultades del Virrey casi ilimitadas, fueron prudencialmente 
restringidas por los abusos que cometían, y controladas por las Au­
diencias, cesaron en su cargo, el día en que los pueblos de América 
proclamaron su libertad e independencia.

Aquellas instituciones jarídico—sociológicas demuestran que era 
centralista la Constitución Política del feudalismo español, como lo 
filé también el ai/l/o de las Comunidades gentilicias, en la organiza­
ción menos compleja y más sencilla del gobierno judicial y régimen 
hacendarlo que existió en las dinastías aztecas y en las tribus perua­
nas antes de ser éstas sojuzgadas por los incas y aun después de su 
dominación, como lo demuestran las antiguas estructuras político-so- 
cialos del imperio teocrático, desde Maita-capno hasta Atahualpa; 
sólo quo no pudo España asegurar, con la fuerza de sus armas, la 
subsistencia y perpetuidad de las Audiencias y Virreinatos, en las 
colonias americanas, por cuanto frente a ellas, como dejamos expues­
to, so organizaron y actuaban los Cabildos y Municipios, con relativa 
nutonomíu e independencia, en sus funciones, habiéndose debido en 
gran parte a estas entidades corporativas la formación e independen­
cia de las naciones bolivnriuuns que actualmente existen.

Y, así como hasta hoy, no se ha podido romper definitivamente 
el ointurón de hierro de los ayllos que subsiste en las comunidades 
arcaicas del indigenismo, no cabe restringir, mucho menos que desa­
parezcan los fueros y privilegios de los Municipios que mantienen 
autonómicamente el régimen administrativo-democrático regional, 
con el de libertad cívica y justicia social a que aspiran los pueblos.

Consecuencia natural de la conquista l'ué originariamente el nom­
bramiento de Capitanes Generales, en las posesiones de Tierra Firme, 
en el Perú, Chile, México, Nueva Granada, Quito y Panamá, habién­
dose otorgado este honorífico título n los grandes genios militares, ya 
por los descubrimientos de pueblos o por la pacificación de los mis­
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mos, como n Fiznrro, Cortés, Valdivia, Quezadn, Sebastián de Benal- 
oázar, Francisco de Mendoza, etc.

Pero no hay qne confundir este título blnsonario que osten­
taban principalmente los adelantados y virreyes y basta los 
gobernadores de provincia, con la institución sociológica organizada 
en América, con el nombre de Capitanía General, en el siglo X V III, 
que se dió a ciertos distritos formalmente militarizados, atendiendo a 
circunstancias difíciles por las que atravesaban la Metrópoli y su Go­
bierno, en las colonias; y así vemos que se crearon tales organismos 
de contextura militar, con fines estratégicos, para evitar conspiraciones 
y mantener íntegramente la soberanía territorial, ya para la pacifica­
ción de los pueblos que intentaban sublevarse, apoyados en los Cabil­
dos Municipales, ya para el saneamiento y protección de las costas 
amagadas por compañías de piratas, como ocurrió en Guatemala, Ve­
nezuela, Chile, Ecuador, etc.

A través de la evolución y de las sombrías borrascas y revueltas 
de pueblos y naciones, es de ver cómo desaparecen algunas institucio­
nes y otras se transforman radicalmente, mientras subsisten en el pro­
ceso de la accidentada historia política y religiosa ciertos organismos 
primigenios, como las parroquias, los municipios cantonales y  las 
diócesis.

Los centros parroquiales representan nádeos de caseríos indíge­
nas que organizaron los españoles, en el repartimiento territorial de 
los naturales, congregados en pueblos y reducciones, formando curatos, 
con su iglesia y doctrino, a costa de tributos. No por ello se les podía 
quitar las tierras que antes hubieren tenido los mdios, para sn aprove­
chamiento, ya que les amparaba la Ley IX, Tít. I I I , Lib. V I, en la 
posesión de ellas.

Las erecciones de las iglesias parroquiales se hacían en los cabe­
ceras de los pueblos, conforme o los Breves y Bulas Apostólicas de la 
Santa Sede, dentro de los términos de las Diócesis donde ejercían ju ­
risdicción los Obispos, quienes tenían que dar cuenta de la fundación 
respectiva al Concejo de las Indias, a los Virreyes, Presidentes y Au­
diencias que ejercían el Patronato Real.

Los Obispados fueron establecidos en América Indiana, con mu­
chos privilegios y prerrogativas, y el Prelado eu su respectiva Dióce­
sis ejercía jurisdicción, conforme al título que había obtenido. Eran, 
además, los Obispos, cabeza directiva de los Capítulos Catedrales, ba-
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biándose oreado en los Cabildos Eclesiásticos, canongías de dignidad y 
cargos beneficiarios, con los uombros de Deán, Penitenciario, Teolo­
gal, Magistral, etc.

El Arzobispado en lo espiritual, era el territorio metropolitano en 
el que ejercía jurisdicción eclesiástica el Arzobispo, considerado como 
el Príncipe de la Iglesia y él era juez competente en segunda instan­
cia, para conocer de muchas causas enconienjlndas a su jurisdicción, 
inclusive de las sentencias expedidas por los Obispos sufragáneos y 
sus Vicarios Generales.

Muchas veces, no sólo el poder eclesiástico, sino aun el temporal 
estuvo en manos de Virreyes-Arzobispos, como lo fueron los Excmos. 
Moya de Contreras, Fray García Guerra, Fray Pablo Enríquez de 
Rivera, Fray Antonio María de Bucarelli y Antonio Caballero 
Góngorn.

Tres fueron las sedes metropolitanas o arzobispales que sucesiva­
mente se fundaron, en los Virreinatos de América, a saber: la de San­
to Domingo, la de México y la de Lima, erigida esta sede en 1548, 
habiendo ella llegado a tenor once obispos sufragáneos. Posteriormen­
te se establecieron otros Arzobispados, como el de La Plata, fundado 
en 1G11, que abarcaba cinco Diócesis.

V

Organización Sociológica y  jurtdico-poli Tica de los Corregimientos o 
Gobernaciones v  de las Intendencias. Empleados del Poder Judicial, 

Alcaldes, Fiscales, etc.

La provincia presupone la existencia del nexo de las comunas, 
y dentro do ella hemos v í b Io que actúa celularmente el conjunto de 
Cabildos y Municipios formados por una serie de caseríos, poblaciones 
y parroquias; obedece esta distribución territorial y jerárquica a un 
plan político-administrativo del régimen español, así como al objetivo, 
fin y naturaleza de tales entidades cada una de las que tiene funciones 
especiales. Se denominaron Gobernadores a los Jefes de Provincia,
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encargándoles el manojo y conocimiento de varios negocios y causas, 
tanto en lo administrativo, como en lo civil y penal; y se llamaron 
Corregidores, cuando ellos no ejercían mando militar.

A las Audiencias estuvieron subordinadas las Gobernaciones o 
Corregimientos y Alcaldías Mayores, cuya provisión se bacía en las 
“ provincias menores”, para el gobierno seccional en sus ramificacio­
nes políticas, judiciales y  administrativas; y las atribuciones y deberes 
de cada una de las autoridades, estaban delimitados, por Cédulas, Or­
denanzas y Leyes, en los respectivos distritos, partidos y cabeceras 
jurisdiccionales.

Los Corregidores y Alcaides Mayores eran nombrados por los 
Virreyes o Presidentes que tenían el gobierno de la provincia; acepta­
ban sus cargos previa fianza. En la forma ritual de posesión de ellos 
constaba el juramento que debían hacer á Dios y Su Majestad, de pro­
curar el bien público, el aumento y conservación de los indios, y de 
administrar justicia a las partes, sin acepción de personas, guardando 
las leyes del Reino, las Cédulas y Provisiones de! Monarca.

Los Gobernadores o Corregidores, conforme a lo dispuesto en la 
Ley XIX, Tít. II , Lili. V, estaban obligados a visitar los pueblos de 
indios pura su protección y defensa, a que no reciban agravios de per­
sona alguna y usen de su patrimonio libremente; no podían recibir de 
ellos cosa alguna, ni ocupar sus bestias o cabalgaduras ni los servicios 
personales, a no ser con la retribución respectiva, bajo pena de priva­
ción del cargo y la multa de cien a mil maravedíes para la Cá­
mara Real.

Según ordenanzas de Carlos I, en 1550, y de Felipe II , en 1575, 
los pueblos de indios estaban sujetos a la jurisdicción de los Corregi­
mientos y Alcaldías Mayores, que conocían de las causas civiles y 
criminales que se promovían ya sea entre españoles, ya entro españo­
le? e indios, o ya únicamente entre estos últimos y de sus quejas en 
contra de los encomenderos.

Se les facultó a algunos Corregidores de indio.?, asesorarse cada 
uno con nn Teniente Letrado que debía babor rendido exámenes y 
obtenido nprobación, para ejercer su cargo como juez de comisión.

En la Capital de las Audiencias, el Gobernador era su Presidente 
y al mismo tiempo era Capitán General, ejerciendo el comando militar 
como ocurrió en el Perú, en Bogotá, en México, on Chile, en Qui­
to, en Buenos Aires, etc. Particularmente a cada una de las goberua-
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ciones, estuvo usignada una rentn anual, más o menos cuantiosa, 
habiéndose desmembrado la suma de poderes que ejercíun, para la 
mejor administración de justicia y por la necesidad de establecer nue­
vos organismos seccionales.

A fines del siglo X V III, se les confió el ramo de policía y el 
arreglo de la Real Hacienda, con algunas funciones judiciales, a In ­
tendentes de Ejército y Provincia, cuyos cargos se crearon en el Perú, 
por una ordenanza del Virrey Agustín de Jáuregui, sancionada por 
Real Cédula do 1784, y en el Reino de la Nueva España, mediante 
Cédula de 4 de Diciembre de 1786.

Según aquellas Ordenanzas de Intendentes, el territorio de su ju­
risdicción fué dividido en zonas que corresponden a los actuales depar­
tamentos y en partidos equivalentes a las provincias que se llamaban 
también subdelegaciones.

Entre otros asuntos, les correspondía a los Intendentes, todo lo 
relativo a terrenos de propios o arbitrios, y a los bienes de comunida­
des de pueblos indígenas; y tenían que desempeñar, al mismo tiempo, 
funciones de justicia y policía, hacienda y guerra.

A medida que quedaban vacantes los Corregimientos y Alcaldías 
Mayores en México, pasaba la jurisdicción de estos organismos a los 
Intendentes, sin perjuicio de la que tenían los Alcaldes Ordinarios pa­
ra administrar justicia en ciudades y villas. A las Intendencias se ha­
llaba adscrito un Teniente Letrado, que era al mismo tiempo Asesor, 
en los asuntos sometidos a su competencia. Presidía éste los Ayunta­
mientos, cuando faltaba el Intendente Corregidor, y cuando ambos 
estaban impedidos les reemplazaban los Alcaldes ordinarios.

Entre los oficios concejiles de las ciudades y villas, a los que se 
refiero el Tít. X, Lib. IV  de la Recopilación de las Leyes de Indias 
figuran las Alcaldías Ordinarias; y la elección del ciudadano que debía 
ojercerlas correspondía a los Cabildos o Concejos Municipales, en cada 
año, habiendo prohibido Felipe IV , que el número de ellos excediera 
de dos en las ciudades y villas; el Regidor más antiguo, donde no hu­
biere Alférez Real, suplía a los Alcaldes ordinarios, en caso de ausen­
cia o vacancia de éstos.

Los Alcaldes ordinarios tenían voto en los Ayuntamientos a los 
que debían concurrir en los lugares donde no había Gobernador, pu- 
diendo conocer, en primera instancia, de los pleitos entre españoles e
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indios; y no podían volver o ser reelegidos sino después de dos &ños 
de haber cesado en sus cargos.

En la apelación de las causas de jurisdicción ordinaria conocían 
los Alcaldes Mayores en los casos que conforme a las leyes y a las 
costumbres podían hacerlo, excepto en Lima y en México, donde se 
elevaban los procesos en los que fallaban los Alcaldes Ordinarios, di­
rectamente, a la Sala de la Real Audiencia de aquellas ciudades, con­
forme a las Leyes S i l  y X III, Tít. X II, Lib. V.

Para algunas Audiencias, se estableció una Sala de cuatro Alcal­
des del Crimen, a la que los Oidores que antes ejercían jurisdicción 
peual debían enviar las causas que tuvieren pendientes por delitos y 
crímenes, para que aquellos jueces las tramiten y resuelvan.

En adelante, los Oidores no podíiiu ejercer jurisdicción criminal, 
sino en ciertos casos reservados, ni formar como antes Audiencia de 
Provincia, a no ser en las Cancillerías de Valladolid y Nueva Granada; 
pero, en los lugares donde todavía no se habían establecido Alcaldes 
del Crimen, debían continuar los mismos Oidores, conociendo do las 
cansas civiles y penales, conforme la Ley L X V III, Tít. I, Lib. II.

En las Audiencias y Cancillerías Reales de las Indias, se crearon 
Fiscalías, debiendo haber dos, tanto en la de Lima como en la de Mé­
xico, la una para asuntos puramente civiles, y la otra para causas 
criminales, cuyo reparto dejó establecido Eelipe IV, según Ins orde­
nanzas de 1G2G y 1G32; tales funcionarios tenían asiento en los Rúa­
les Estrados, después que los Oidores y Alcaldes, debían concurrir a 
las Audiencias, a las visitas de cárcel y para la resolución do los nego­
cios en que tenía interés la Hacienda Real, así como debían emitir 
dictamen en las causas que subieren en apelación, relativas a acreedo­
res o deudores al Fisco; y, además, ejercían especiales funciones paru 
la defensa y protección de los indios, en los litigios que éstos tuvieren 
con españoles, debiendo cuidar que los protectores, letrados y procu­
radores de aquéllos cumplan con los deberes de su elevado ministerio.

Según Ley XXXVII, Tít. X V III, Lib. II., y por lo ordenado y 
dispuesto en las Ordenanzas de Carlos I y Felipe IV , los Fiscnles te ­
nían obligación de reclamar y hacer efectiva ante las Audiencias 
Reales, la libertad de los indios, de cualquier clase que sean, si acaso 
se hallaban bajo servidumbre o esclavitud, en las estancias, casas, mi­
nas y haciendas de los españoles, debiendo informar a los Virreyes y 
al Soberano Español, para que se les haga justicia y pongan remedio.
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V I

Criterio de justicia social adoptada al indigenismo en la organización de 
pueblos y reducciones y  el reparto de tierras a los habitantes del 

Tahuantinsuyo. Importancia doctrinaria y  trascendencia jurídica de 
Cédulas y Provisiones Reales relativas al problema sociológico-agrario. 

Variedad de soluciones.

En cuanto la Sociulogía forma parte de las ciencias políticas, ju­
rídicas y judiciales y del derecho objetivo en todas sus ramas, ella nos 
presenta la imagen real de la vida de sociedades y pueblos, en las di­
versas épocas históricas de cada país; y su estudio se halla íntimamen­
te ligado con los fenómenos sujetos a observación y análisis y con las 
constituciones del Estado que requieren normas jurídicas fundamenta­
les para la realización del derecho que consagra normas y garantías 
para individuos, colectividades y naciones.

A cada paso la historia se repite, con distintas figuras, en todos 
los ambientes y escenarios, y los hechos reales confirman esta verdad.

Al régimen incásico le sustituyó el régimen colonial. Trasmi­
tíanse los feudos por sucesión hereditaria, tanto en la época de los in­
cas, como en la do los emperadores españoles, juntamente con la 
propiedad agraria, de la que unos y otros disponían con los títulos 
de la Corona.

Es hecho incuestionable que en los tiempos del incalió, buho 
tierras dostinudas al culto del Sol; tierras del Rey distinadas pura él 
y las clases guerrera y aristocrática; y, por último, tierras comunales 
del pueblo quo era mero usufructuario de ellas.

El conquistador europeo, encontró on las IndiaB Occidentales, el 
ayllo y el clan territoriales que servían de base a todo el antiguo sis- 
tomn agrario, con grandes repartimientos do la propiedad inmueble 
quo fructificaba con el sistema de las comunidades de indios; y, ado­
rnas, encontró lu propiedad colectiva familiar exclusiva de los caciques 
y la individual de vasallos que pertenecía a cluses elevadas, quienes 
podían transmitirla por herencia.

La omnipotencia del Inca era absoluta, como dueño de vidas y 
haciendas. Se le reputaba, sucesor y representante de la divinidad. 
Como hijo del Sol, era fuente suprema de derecho y de toda uuturi-
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dad, dueño de tierras y minas y dei ganado de las cordilleras, legisla­
dor y juez inapelable; y, como señor feudal, estaba rodeado de 
curacas, régulos, caciques y otros miembros de la clase aristocrática y 
guerrera que gozaban de excenciones, prerrogativas y privilegios.

Observando estos hechos sociológicos, con penetrante visión y 
hondo sentido humano, procuraron los Reyes de España adaptar su 
legislación vincular al sistema agrario del pueblo conquistado, sin 
romper algunas tradiciones que debían respetarse ni abrogar totalmen­
te el derecho consuetudinario; y para evitar el despojo de las tierras 
que poseíau los indios, en la inmensidad de sus dominios que hasta 
hoy no están habitados integralmente, expidieron para los numerosísi­
mos pueblos del Tahuantinsnyo, eu su mayor parte dedicados a la agri­
cultura, leyes demasiado justicieras y del todo favorables como son las 
de la Recopilación de las Indias, ceñidas a Reales Cédulas, Ordenanzas 
e Instrucciones, en virtud de los omnímodos derechos y títulos que se 
atribuyeron los monarcas españoles.

Los Emperadores Carlos I  y Felipe II , con el objeto de resta­
blecer las antiguas comunidades de indios, a que éstos no vivan aleja­
dos y divididos en montes y tierras, privados de todo beneficio 
espiritual y temporal, a que sean instruidos en la fe católica y la ley 
evangélica, y se olviden de sus ritos y costumbres paganas, ordenaron 
que habiten eu Poblaciones y Doctrinas, recomendando a  los Virre­
yes, Presidentes y Gobernadores que ejecuten dichas órdenes, con 
templanza y moderación, tratándoles bien y con suavidad, debiendo 
los Obispos y Curas, ayudar y facilitar la formación de reducciones y 
parroquias de indios

En todos los pueblos y reducciones debían construirso iglesias y 
funcionar doctrinas de indios reunidos por fiscales de su raza. Fe­
lipe II, en el Pardo, en 1573, y Felipe III ,  en Madrid, en 1616, dic­
taron Ordenanzas que se hallan incorporadas en la Ley V III , Tít. 
III, Lib. IV, para que: “los sitios eu que se han de formar Pueblos 
y Reducciones, tengan comodidad de aguas, tierras y montes, entra­
das y salidas y labranzas, y un exido de una legua do largo, donde 
los indios puedan tener sus ganados, sin que se revuelvan con otros 
de españoles”.

Por un sentido tradicional—histórico, para los fines de la coloniza­
ción indígena y la solución del problema agrario y económico de la 
Nación, era natural y lógico que los soberanos feudalistas españoles,
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pusieran de este modo todo su especial cuidado y atención en el re­
partimiento y adjudicación que hicieron de tierras a las comunidades 
do indios, reconociendo al mismo tiempo junto a la propiedad colecti­
va, el dominio privado en los inmuebles, cuya posesión estaba legiti­
mada por una prescripción de uso y goce inmemoriales, fuera de que 
esas eran tierras del incanato adquiridas por el secularmente, en una 
serie de sucesiones hereditarias, dinastías y guerras.

Y por éstas y otras razones en la Ley XIV, Lib. IV, se manda 
Conforme a lo establecido por Felipe II, en Toledo, en 1560, que a 
los indios reducidos no se les quite las tierras que antes hubieren teni­
do; y su texto es el siguiente: “Con más voluntad y prontitud se re­
ducirán a las poblaciones los indios si no se les quita las tierras y 
granjerias que tuvieren en los sitios que dejaren. Mandamos que en 
esto no se haga novedad y se les conserven como las hubieren tenido 
antes, para que las cultiven, y traten de su aprovechamiento”.

Sobre bases lijas y definitivas, estableciéronse además de las tie­
rras de pueblos y reducciones, las de ejidos y propios, las de reversión 
o realengas, las de sobrantes o resguardos, las de cofradías y benefi­
cencia, las de peonías y caballerías, etc., que adquirían los campesinus 
por diversos títulos de composición, encomiendas, venta etc.

Considerados los hechos del descubrimiento y la conquista, de la 
fusión de lenguas y de razas, en el mismo territorio que fue objeto de 
la colonización, necesariamente tenemos que discriminar las principa­
les fuentes en las Leyes de Indias, que sentaron las bases jurídicas y 
fundamentos sociológicos para el consorcio y organización constitucio­
nal y política, económica y agraria en lus nuevas Villas y Ciudades, 
en esta parte del mundo americano; sin que dentro de la extensión 
limitada y tema de este trabajo, podamos apartarnos un ápice del 
texto de ellas y de la verdad histórica, al desempolvar las institucio­
nes arquitectónicas y normativas del Gobierno de España en sus co­
lonias.

Felipe II, en 1588, reiterando las órdenes que él anteriormente 
expidiera, prescribió imperativamente que: en los repartimientos de 
tierras, así de lus nuevas poblaciones como en los lugares que no estu­
vieren colonizados, se hagan con toda justicia, sin acepción de perso­
nas ni agravio a los indios. Mandamos, dice el mismo Rey, en la 
Ordenanza de 1594; que las estancias y tierras que se dieren a los 
españoles, sean sin perjuicio de los indios, y que las dadas en su per­
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juicio y agravio, se vuelvan a quien de derecho pertenezcan. Ley 
'IX, Tit. ! XII , Lib. IV.

Había terminante prohibición de que en las reducciones y pue­
blos de indios, puedan vivir españoles, negros, mestizos y mulatos; 
siendo célebres las Ordennuzus que, al ofecto, expidieron los Felipes 
II, III y IV, en 1563, 1600 y 16-16, respectivamente.

Las estancias de españoles para ganados no podían concederse a 
no ser que estuvieren apartadas de. los pueblos y sementeros de indios, 
para que éstos no reciban daños en sus maizales y otras sementeras.

La Ley XX, Tít. III del Lib. IV, ordena que en donde existan 
minas se procure erigir pueblos de indios, para que no se les traslade 
de lugares distantes, con manifiesto daño y perjuicio; y mientras se 
funden las reducciones, se les debía conducir para el laboreo de minas 
de los parajes más cercanos, sin que el tránsito sea de tierra fría a 
caliente, ni viceversa.

Para que sea aceptada una solicitud de composición do tierras, 
era menester que el peticionario las hubiese poseído por diez años; 
debiendo ser preferidas las comunidades de indios, ya que según la 
Ley XVIII, Tít. XXII. Lib. VI, tenían derecho los mismos indios a 
que se les dejara aun el sobrante de las que ocupaban, el que se lla­
maba do resguardo, así como las aguas y riegos, sin que se les pueda 
arrancar pnr renta o enajenación.

A los Virreyes y Gobernadores no les era permitido hacer revi­
sión respecto a las tierras ya cnmpueslwi, es decir, cuando se habían 
refrendado los títulos de posesión, tampoco se admitía innovación al­
guna en contra de lo dispuesto por Ordenanzas Reales.

El repartimiento de tierras y aguas, de que se ocupa el Título 
..X II, Lib. VI de la Recopilación de Leyes de Indias, cuando no era 
para las comunidades, ni para los ejidos ni encomiendas, se hacía en 
la forma de peonadas, solares y caballerías, en la cabida señalada por 
las leyes, previa solicitud al Cabildo, cuya autorización se comunicaba 
al Virrey o Presidente, por medio de Regidores Diputados, con cuyo 
visto bueno debía conferirse el despacho o título definitivo; era obli­
gatorio a los concesionarios tomar posesión de las tierras repartidas y 
hacer plantaciones, dentro de tres meses, bajo pena de perderlas.

Ninguna institución tuvo mayor vigilancia y atención esmerada 
de parte de loe reyes colonizadores, sobre bases de equidad y de jus­
ticia, que lo del reparto del suelo americano para el fomento de la
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agricultura; y era porque ellos comprendían que tanto en los pue­
blos que nacen, como en los que se reorganizan y en los de vida 
agrícola secular, no hay ni puede haber fuente más abundante de ri­
queza que la agrícola, allí donde la propiedad y posesión de las tie­
rras forman el patrimonio do individuos, razas y naciones.

El Emperador Carlos I, en 1523, ordenó a Virreyes y Goberna­
dores que después de haber señalado ejidos, en ia fundación de las 
Villas y Ciudades, se asignen a los Concejos las tierras que hubiesen 
menester y dehesas para propios, las que eran destinadas para darles 
en arrendamiento individual o colectivo a los pobladores; y los Ayun­
tamientos, Justicias y Regimientos, debían sujetar dichas tierras a pú­
blica almoneda.

En los remates de rentas que producía “la hacienda de propios”, 
debía intervenir el Cabildo de la Ciudad, v, además, un oidor, en los 
distritos donde funcionaba la Pical Audiencia. Ley I .XIV, Tit. VII 
y Leyes III y VIII, Tit. XXIL Lib. IV.

Además, en los sitios en los que se formaban pueblos o reduccio­
nes, solía destinarse para el uso y aprovechamiento de los indígenas, 
gran cantidad de tierras vacantes y que no eran libres, sino de la Co­
rona, y que se llamaban de reversión, porque únicamente se les con­
cedía la posesión precaria y temporal, toda vez que el dominio directo 
de tales tierras se reservaba para sí el Rey, estableciendo ana especie 
de censo eufiteútico.

Se ha calificado como de socialismo agrario, a la Provisión expe­
dida en Fnensálida, a 28 de Octubre de 1541, por el Emperador Car­
los 1?, concediendo derecho igual a todos los indios para “la crianza, 
multiplicación y abasto desús ganados”, al ordenar que: Todos los 
Jfnn/cs, Paflón, Términos y  Aguas de las Provinceas de las Indias, 

f ia n  comunes, puní que Indos los vecinos de el as puedan gozar de 
ellos libremente. Y  afsimefmo pueden hacer, y  hagan cube qualf- 
ijuier bohíos, que oviere en las dichas Provinceas, Cabañas, y  traer 
fu  ganado ¡unto a ellos, o apartados como quifieren. Está recopi­
lada en la Ley V, Tit. X V II. Lib. IV.
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V I I

Función financiera que realizó la conquista. Régimen de las encomiendas. 
Su reglamentación.

Si objetivmnonte estudiamos el problema sociológico y económi­
co de la colonización española contemplaremos la vigorosa corriente 
inmigratoria que se enraizó en América, debido o lo riqueza del suelo 
y del subsuelo, a la exuberancia y extensión del campo ultramari­
no, a la belleza de sus trópicos y al clima agradable y delicioso, a la 
fecundidad y abono de sus tierras, a la decoración de sus valles y 
paisajes, multiplicándose las fuentes de producción, gracias a todas estas 
veutajas de la pródiga naturaleza, al régimen de organización de las 
nuevas industrias y al aprovechamiento del trabajo de millures 
de indios.

Era naiural que, con el prurito explorador, la supremacía mental 
de la raza blanca, el interés lucrativo de comercializar la producción, 
aplicando fuerzas sanas, robustas y estimuladoras a la explotación de 
las minas, en mancomunidad criolla y división creciente de activida­
des, hubiese llegado a progresar enormemente esa fuente do riqueza y 
la del agro, al mismo tiempo, con la técnica que comenzó a desarro­
llarse, con las herramientas y semillas importadus del extranjero, así 
como con la implantación del comercio marítimo y terrestre, y con las 
artes, los oficióse iudustrios, en todas sus ramificaciones.

Al enunciar estos hechos sociales realizados al amparo de pocas 
pero selectas leyes proteccionistas, y que en el orden moral y jurídi­
co, en el religioso y político, en el económico y hacendarlo, llevnn el 
sello de la admirable previsión de un Gobierno imperialista, en todas 
sus prodigiosas empresas que se desenvolvían creando medios de sub­
sistencia e ingentes capitales, no es nuestro propósito escudriñar ni 
someramente las cuestiones hacendarías, ni las raciales y psicológicas 
de los pueblos indianos que originaron tantos y tan variados proble­
mas que atañen al Derecho Privado Americano y al Derecho Público 
Colonial, porque tal discriminacióu excedería los límites de este tra­
bajo; ni menos tenemos tiempo para hacer el diagnóstico de los defec­
tos sociales, ni el recuento del slunúmero de abusos y de los actos de
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violencia, expropiación y servidumbre de que fueron víctimas los in­
felices indios, debido no a las leyes sino a los artificios con que se elu­
día su cumplimiento, y al dcspoti.-mo, fraudes y desmedida ambición 
de los colonizadores.

La composición de tierras en el Reino de las Indias que fue 
resultado de la conquista, introdujo el vasallaje, impuso obligaciones 
tanto a los grandes como a los pequeños propietarios, aumentando las 
rentas del erario, conforme a la variedad de títulos, a su tarifa aran­
celaria, a localidad y extensión de los inmuebles adjudicados; siendo 
de advertir que esos sistemas de composición se aplicaron no sólo a 
los particulares sino también a las tierras de comunidades de indios, 
para ejidos y pnstoreo de ganado, que no siempre eran a título gratui­
to, sino a trueque de ciertas tributaciones de servicios en las villas y 
ciudades.

Adviértese el peligro de la “dictadura de clase” y el de la servi­
dumbre económica, en la Carta-Patente de 22 de Julio de 1497, con 
la que se perdió la obra de la colonización, autorizando el reparto de 
las tierras entre los españoles, para que sean labradas por el cacique 
y por los indios de las reducciones. Y, originariamente, al liacer 
esos lepartimientos, adoptáronse las encomiendas o sen la adjudica­
ción de indios a los pobladores españoles, para que éstos los defiendan 
1/ amparen, proveyéndoles de ministros que les enseñen la doctrina 
cristiana, guardando así el Patronato de la Corona, enseñándoles a vi­
vir en policía, conformo consta de Reales Cédulas de 14 de Agosto y 
12 de Noviembre de 1509.

Las encomiendas constituyen una forma de feudalismo agrario 
que tiene muchos rasgos do semejanza con el colonato europeo que 
era do explotación ded trabujn de los siervos adscritos a la gleba.

Un los títulos do las encomiendas se expresaba el número de in­
dios de los que cada una se componía, el nombre del distrito territo­
rial y en que forma debían satisfacer éstos los tributos al encomendero, 
y en caso de vacancia el número de vidas o sucesiones a las que al­
canzaban; habiéndose prohibido que de las tierras de los indios, se 
hagan composiciones en encomiendas, debiendo para ello acudir el in­
teresado únicamente al Consejo de las Indias, desde que Felipe IV, 
expidió la Ordenanza de 1620.

Desde el día en que recibían !n Cédula de confirmación, se les 
concedía a los encomenderos el derecho de tener caballo, lanza y es-
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nada, dentro de los términos de las ciudades, debiendo elegir uno 
para su residencia. No podían ellos entrar en los pueblos de las en­
comiendas en qnc los indios habitaban, ni las mujeres, padres, hijos, 
criados y esclavos de los encomenderos, para no cansarles molestia a 
los indios ni a que haya pretexto de ocuparles en “servicios persona­
les" desde qne se expidieron las Reales Ordenanzas de los Felipe II y 
III. Ley XVI, Tít. IX, Lib. VI.

Tampoco podían los encomenderos tener estancias ni obrajes 
dentro de las tierras de encomiendas de los indios; y estaban obliga­
dos a pagarles los daños y perjuicios que se les hubiere irrogado. La 
familia del encomendero, sus criados y esclavos no podían servirse de 
los indios ni tampoco alquilarlos, ni echarles a las minas, ni constituir­
les en prendo, ni impedirles que contraigan matrimonio, ni tener en 
su casa a indias de su repartimiento, según consta de las Leyes XV II 
y XVIII, Tít. IX, Lili. VI.

Se les prohibió también a los encomenderos que puedan suceder 
en las tierras vacantes por muerte de los indios; pues, a falta de here­
deros, los sucedían los pueblos en que aquellos estaban avecindados y 
el patrimonio real. Lo Ley XXXLI del Tít. I, Lib. VI, concedió li­
bertad de testcmentifacción o los indios, a que no sufran violencias de 
parte de los encomenderos, ni de los curas y doctrineros, clérigos y 
religiosos.

Por fin, Felipe II, en 1ÓG8, y Felipe III, en 1612, para reme­
diar males y frecuentes abusos, ordenaron que : “entre las cláusulas 
que se deben expresar en los títulos de encomiendas, conforme a las 
Leyes IL y L, Tít. VIII del Lib. VI, se ponga ésta : no haya ser- 
nido personal de los indias”.

Forzoso es confesar que en estas reiteradas órdenes hubo un al­
tísimo Ideal de caridad cristiana y de jusllcin sucinl; pero, por des­
gracia, en la práctica llegó n ser ese nobilísimo ideal ilusorio, siendo 
mayores los niales que deploraron los indios, cuyo trabajo fué objeto 
de explotación, que los bienes que reportaron con el sistemo do las 
encomiendas, hasta el día en que fueron abolidas.

Muy apasionadamente han sido discutidas las encomiendas a 
pesar de que-no fueron a título perpetuo, sino vitalicio y temporal, 
hasta dos generaciones, en el líeiuo de Quito, y hasta cuatro, en Méxi­
co, sin que, cumo dejamos expuesto, hubiesen sido susceptibles de 
traspaso ni enajenación. Hubo varios casos excepcionales de en­
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contiendas perpetuas, como los concedidos en el Perú, por el Virrey 
don Andrés Hurtado de Mendoza, siendo una de ellas en favor de 
Diego de Sayrc Topa, descendiente de real estirpe incásica; y ln mor­
onda por el Capitán y Gobernador de México Fernando Cortés, a 
doña Isabel Mntvznma, a título de mayorazgo, por haber sido bija 
del emperador azteca. Y, como e'lns imponían al colono español 
ciertas obligaciones, y especialmente las de amparar y defender a los 
indios, éstos cu cambio estaban obligados n pagar tributos en dinero 
y en especies a los encomenderos, en los respectivos pueblos v reduc­
ciones. lín muchas ocasiones y casi siempre se les exigía trabajos 
forzados, aun después que fueron abolidos, bajo la férula de los caci­
ques, sin remuneración alguna o con un salario miserable, eu fraude 
cíe las leyes que prohibían tales servicios, ti no ser puyándoles ¡j dán­
doles buen trido o los indios.

Es por esto que el problema de las encomiendas ha dado margen 
a po'émicas y grandes controversias. Unos con Fr. Bartolomé do 
Las Casas, lian sostenido: "l" que privaban al indio de su entera li­
bertad natural; 2' que equivalían a declararles esclavos; y 3- que 
ningún español cumplía aquello a que estaba obligado". Otros lian 
creído encontrar en las encomienda' un sistema cooperativo y de asis­
tencia recíproca, para la civilización del indio y prosperidad de la 
industria y agricultura, alirmainln que tal sistema un implica pérdida 
de la libertad, ni desmembración de los derechos inherentes a la per­
sona humana, ya que los enennu inli rus no podían vender el trabajo 
de los indios, ni disponer de ellos ni de sus bienes, como solía hacerse 
en la antigüedad con los esclavos.

Tai Enciclopedia Esposa, refiriéndose a la disputa que hubo so­
bre esta materia entro los dominicos y franciscanos, ante la Junta 
reunida en Burgos, que se compuso de miembros del Consejo Ideal, 
de eminentes legisladores, licenciados y fumosos teólogos, transcribe 
el célebre fallo de 1012, relativo a las encomiendas, cuyas conclusio­
nes elevadas al Boy, son las siguientes: “ 1? que los indios eran libres; 
2- que debían ser Instruidos ou la Fe con toda diligencia; 3? que el 
Bey podía mandar que trabajasen, siempre que el trabajo no fuese 
impedimento para la Fe y fuese provechoso para ellos y para el Esta­
do, y que ellos lo pudieran sufrir, dáudules tiempo para recrearse, así 
en cada día como on torio el año en tiempo conveniente; 4- que los 
Indios tengan casa y hacienda propia y que se les dé tiempo para que
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puedan labrar y conservarlas; 5? qne se ordenase cómo los indios tu­
viesen comunicación con los pobladores qne iban n América, para 
qne fuesen mejor y más pronto evangelizados. De conformidad con 
estas reglas se autorizaron las encomiendas, dictándose una serie de 
beyes (llamadas Leyes de Burgos). en 1512, así como otras cuatro 
en 1513, qne todavía moderaban las anteriores, pues en ellas se pro­
hibía el trabajo de las mujeres indias en las minas, así como el de 
las en cinta y  el de tos indios menores de catorce años en toda clase 
de trabajos".

Con estas admirables leyes sociales incorporadas boy en los Có­
digos modernos, reglamentáronse a principios del siglo X V I, las en­
comiendas que aportaron arbitrios financistas y garantías para la 
-nbsistencia y arraigamiento de los conquistadores y de sus familias 
en América, en beneficio do ellos y de sus descendientes; y en utili­
dad de los indígenas y de sus comunas para mantener la disciplina y 
el vasallaje, con ciertas tasas tributarlas.

La mayor parte de las Cédulas Reales qne prohibían al servicio 
personal de los indios, así en el Perú como en México, en el Reino 
de Quito y en la Nueva Granada, y en todas las latitudes del Conti­
nente americano, fueron expedidas mediante la iulluencin y la inter­
vención directa de frailes y religiosos ejemplares, como Fr. Juan 
Garcés, dominico, P. Luis de Valdivia, jesuíta, Fr. Miguel de Agio, 
franciscano; este último es autor de unu serie de discursos que se pu­
blicaron en 160-1, a que sean puestos en libertad los indios de las 
encomiendas.

En Ins Ordenanzas Reales de 1542, 1549 y 15(53, se habían dic­
tado admirables normas de protección legal a que los indina sirvan no 
por la fuerza, sino por su propia voluntad, prohibiéndoles a los enco­
menderos que los tengan como mercancía sujetos a trabajos peligrosos 
V superiores o sus fuerzas. Existen Cédulas Reales, en el mismo 
sentido, dirigidas a las Reales Audiencias de Guatemala, en 1549, de 
México, en 1555, de Quito, en 1591, con órdenes terminantes u que 
en las provincias ni en ninguna pnrte de ellas, se exijan servicios 
personales a los indios, ni se les reparta en vía de tributos en las en­
comiendas; y, al respecto, son igualmente perentorias las admonicio­
nes que constan de la Cédula Real firmada en Valladolid, el 24 de 
Noviembre de 1601, y dirigida al Virrey Luis de Velasco, prescri­
biendo que: los jueces y las personas que hicieren las tasas de los
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tributos, no los lasen por ningún caso en servicio personal a los in­
dios, so pena que el encomendero que contraviniere a esto, por el 
mismo caso pierda su encomienda.

Y para abolir el servicio doméstico y el de las lincas de los en­
comenderos, se despachó una Cédula Real, en Monzón de Aragón, a 
2 de Diciembre de 1593, ordenando que: "No fe  confíenla que los 
Encomenderos tengan en fu s  cafas indios, de que f e  Jirvan perfonal- 
menle, ocupados en traer yerva pura fus caballos, agua, leña, y  en 
la labor de f u s  huertas y  viñas, y  heredades, y  guardas de su ga­
nado, d’:. Y  que f e  provea, como los Indios, que Jirvieren a los E f-  
pañoles, los fu-van de f u  propia voluntad, y  no de otra manera 
alguna; y  fe  de orden como a los Indios que ají Jirvieren a Efpaño- 
les, o a otras personas, f e  les pague fu  falario, y  soldada ente­
ramente".

Sin embargo, sería caer en candoroso optimismo imaginar que 
con el sistema do las encomiendas, se redimió a los indios. Si bien 
se les impuso a los españoles el deber estricto de ampararles y defen­
derles, no hay'qne olvidar que pesaba sobro la raza indígena el pago 
de los tributos en dinero y en especies que satisfacían por medio del 
cacique al Rey y a los encomenderos. Esta forma dió pretexto a 
muchas extorsiones.

Escribe el notable historiador González Suárez: “Eran, las en­
comiendas un número determinado de indios que el Bey señalaba a 
un individuo para que tuviera cuidado de ellos, y recibiera a su vez 
el tributo que les estaba tasado, en dinero, en víveres o en alguna 
otra cosa útil. Estos indios no eran esclavos ni criados del encomen­
dero: eran libres y tan vasallos del Rey como los mismos europeos. 
El encomendero no podía vivir ni tener propiedad alguna en el pue­
blo de su encomienda; tampoco le era permitido hacer trabajar a los 
indios ni ocuparlos en su servicio, de ningún modo”.

Y añade: “ A primera vista la institución de las encomiendas 
parece odiosa, pero examinada atentamente, no puede menos de ser 
aprobada, pues, en sí mismas las encomiendas, tales como se organi­
zaron en el Virreinato del Perú, no tienen nada de injusto” (1).

(1) Finíerico GonztVoz Suárez.—IIistmia General do la Iíepública del Ecuador.— 
Tomo III, Tágs. -101 y 402.
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En contra de esta afirmación general, podríamos citar concesio­
nes de encomiendas, como la que se hizo en nombre de Su Majestad, 
por el Marqués Gobernador del Perú y Capitán General don Francis­
co Pizarro, en 3 de Febrero de 1536, n Juan Roldan, vecino de la 
villa de Trujillo, en la que “se le facultó que, él personalmente y con 
los caciques, utilizaran el trabajo de los indios". De ios cuales indios 
-así consta en el respectivo lítalo—os habéis do servir en vuestras ha­
ciendas y labranzas y en sacar oro de las minas, con lodo que seáis 
obligados a los doctrinar y enseñar en las cosas de nuestra Fe Cató­
lica, e a les hacer todo buen tratamiento______”

Por tanto, hay que admitir y reconocer, como un signo antropo- 
lógico—sociológico de aquella época histórica que la condición jurídica 
de los indios, no fué de completa esclavitud, sino de libertad relativa 
proclamada oficialmente y en toda su amplitud, muchas veces, por las 
instituciones jurídicas fundamentales de la madre España.

V I I I

Leyes sociales de mitas y  obrajes. Restricciones juríd icas 
y  garantías legalistas.

Al empuje de un solo remo, el de la conquista y colonización, 
así, como los españoles testarudos y despóticos, abusaron consuetudi­
nariamente de la situación desventajosa y de la inferioridad social y 
política de los indios; de igual modo cu los numerosos pueblos fueron 
verdugos de éstos los caciques que les oprimían y vejaban por un ilo- 
gicismo y degeneración de raza, como si fueran aquellos sus esclavos, 
en peor forma que lo hacían antes de la conquista; a tal punto qne de 
España hubieron de enviarse varias Ordenanzas a las Líenles Audien­
cias, a que se eviten tantas exacciones, tantos trabajos forzados y ve­
jámenes de que se quejaban los indios, debiendo tasarse y moderarse 
los tributos que los caciques les cobraban “ tiránicamente contra razón 
y justicia".

Con el afán de incrementar la riqueza nacional y privada y de 
establecer hábitos de trabajo en las poblaciones, y en atención a “ la 
pública utilidad”, llegó a permitir Felipe III , en la Ordenanza de 26 
de Mayo de 1609, que se hagan repartimientos de los indios necesa-
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ríos para labrar los campos, criar ganado, beneficiar minas de oro, 
plata, azogue y esmeraldas; y que, en cuanto a los obrajos que exis­
tían de lana y algodón, se guarde la Ley II, Tít. X X V I, Lib. IV .

Según aquella Ley, los Gobernadores, previa información de la 
necesidad y conveniencia de dar cumplimiento a las licencias de obra­
jes, otorgaban permiso a los españoles a que instalaran sus fábricas; 
pero, si con éstas se perjudicaba a los indios o al gobierno, podían 
decretar su clausura. Sin compelérseles, debía procurarse que 
los indios voluntariamente acudan e esa clase de trabajos, con estipu­
lación del jornal respectivo, debiendo aumentarse o disminuirse el 
número de operarios, discresionalmente, para la conservación de las rni- 
nns, para la labor de los campos, extracción de frutos y cuidado del 
ganado que fuere necesario para las tierras labrantías de propiedad 
de los particulares. Ley XIX, Tít. XII. Lib. VI,

El misino Rey Felipe III ,  ordenó que no exceda el repartimien­
to de indios en la mita del Perú, de la séptima parte que se podía sa­
car de cada pueblo, y en la de México, se limitó al cuatro por ciento 
de braceros para el trabajo de las minas, recomendando que se prote­
ja su vida; y por no haberse observado las paternales advertencias e 
instrucciones de los reyes humanitarios, debido a la intemperancia y a 
la codicia de los mineros, se despoblaron sus pertenencias auríferas y 
empezó el abandono de ellas, desde fines del siglo XV I, después de 
haberse sacrificado la vida do millares de campesinos.

Debían respetarse las tandas o turnos en las mitas, con la estric­
ta obligación de devolver a los indios a sus casas y poblaciones, siu 
detenerles para una segunda jornada de trabajo; tal como lo había or­
denado Felipe III ,  n Virreyes, Presidentes y Gobernadores, desde 
Madrid, a 12 de Diciembre de 1G19, prescribiendo a estas autoridades 
que señalen las horas diarias en que los trabajadores debían ser ocu­
pados, en atención a la costumbre, a su débil complexión y pocas 
fuerzas, previniendo a los Fiscales que soliciten que así se guarde y 
cumpla. Ley XX VI, Tít. X X II, Lib. VI.

En los primeros tiempos de la colonización predominó la idea de 
que era lícito el repartimiento de indios para el laboreo de las minos 
y filé autorizado por graves teólogos y moralistas, por varios virreyes 
y conquistadores que fueron mineros y prevaleció por la costumbre 
inveterada que el incanato habín introducido de emplear millares de 
brazos en la recolección del oro en polvo y galena argentífera, del
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azogue y remellón; y considerando que era estimuladora del ocio la 
optimista libertad que se les había otorgado a los indios, se permitió 
ocuparles en el cateo y labranza de las minas, como si éste hubiese 
sido un correctivo para el mejoramiento de su situación moral y eco­
nómica y  de los defectos y males sociales que se deploraban.

Procedióse a la reglamentación del trabajo de las minas, exclu­
yéndose a las mujeres, niños y menores de diez y ocho años. Influ­
yeron los informes de los Virreyes del Perú y de México y de sus 
Audiencias, a qne se ordene que la provisión se haga con “indios vo­
luntarios, tasándoles competente salario, y las horas en que habíau de 
trabajar”. Estractamos de uua Carta Real, escrita en 1589, al Con­
de del Villar, lo siguiente: "E porque haviendofe platicado íobre efto, 
ha parecido que fin embargo de lo proveído por Cédulas antiguas, 
cerca de que no fueffen compelidos a efte trabajo contra fu voluntad, fe 
les podría mandar que vayan a las minas: lo haréis de aquí adelante, 
no mudando temple, de qne fe les, haga daño en f u  fallid, & teniendo 
Doctrina, y  Justicia, que les ampare, é comida con que f e  sustenten 
o buena paya de fu s  jornales, y  Hospital, donde f e  curen, y  fecal bien 
tratados, y  regalados, los que enfermaren. Y en cuanto a los sala­
rios de doctrina y justicia, porque lm pardillo justo, que fea a costa 
de los Mineros, pnef resulta en fu beneficio, el repartirle los dichos in­
dios, é que también paguen, lo que pareciere fer necesario para la 
cura de los enfermos”. Está recopilada esta Ordenanza en la Ley I, 
Tít. XV, Lib. VI.

Para evitar los accidentes del trabajo, procurando la salud y la 
conservación de ios indios, las Leyes XI, XII y XIX, Tít. XV, Lib. 
VI de la Recopilación, prohíben el trabajo en minas peligrosas, ni 
que se desagüen, porque enferman, aunque quieran hacer de su vo­
luntad; no debía rebajárseles el jornal, bajo ningún pretexto, ni des­
contarse, bajo pena de restitución con las setenas, según la Ley XIV; 
y, de acuerdo con la Ley XIX, del misino Tít. XV, Lili. VI, fijáronse 
para las minas de Ziuuma los horas de trabajo “desde las seis hasta pu­
co más de las diez de la mañana, y desde las dos hasta las cinco de la 
tarde”.

Así, escrupulosamente, bajo un régimen de garantías inspiradas 
en verdadero humanismo y en ¡ajusticia social, reglamentó la Monar­
quía Española, el trabajo de los indios, que debía ser sorteado por ba­
rrios y parcialidades interviniendo los caciques de cada pueblo, a
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quienes se les debía castigar con rigor si delinquían en el repartimien­
to. Ley X X V I I ,  Tít. X X I I ,  Lib. VI.

Ningún minero, dueño de chacras, ni ganadero u otra persona, 
de cualquier estado o calidad, podía servirse de otros indios a no ser 
de los destinados a la mita de su jurisdicción, debiendo quien los em­
pleara en otros usos, labores o trabajos, incurrir en la peua de mil pe­
sos, divisibles entre la Caja de Comunidad del pueblo, el Juez y el 
denunciante. Ley X X X ,  id. V, guardando el precepto general 
contenido en la Ley X III, Tít. I, Lib. VI, no era permitido repartir 
indios con bruscos cambios de clima, sino eligiendo los parajes más 
cercanos a las minas y labores.

Innumerables ocasiones se mandó por los Reyes que los indios 
sean bien tratados en las mitas, y que se les provea de manutención, 
ropa y víveres, a precios módicos, tasándolos con equidad; y  para 
evitar la reventa de provisiones se introdujeron las albóndigas en los 
asientos mineros. Ley XXVIIJ,Tít. XII, Lib. VI.

Precisa, pues, proclamar y reconocer el fondo social de la legisla­
ción española que reaccionó con energía y sanciones severas, en contra 
do las mitas forzosas y perpetuas, de origen indígena, “que en el perío­
do anterior a la conquista era una forma de esclavitud, según la cual 
los indios trabajaban perpetuamente, sin remuneración, al servicio de 
los caciques; los españoles adoptaron este odioso sistema, pero según 
las leyes, en la mita los trabajos debían ser remunerados y tempora­
les”, como lo anota con verdad histórica el insigne profesor don Fran­
cisco IValker Linares.

Sabedores Felipe I I I  y Garlos I I  de los mulos tratamientos que 
recibían los indios en los obrajes de paños, para los que a veces se 
les npresaba y basta encarcelaba, sin que por ello puedan atender a 
sus familias y labores que dejaban abandonadas, ordenaron, el prime­
ro de dichos Reyes en su Carta de Instrucciones que: se dé satisfac­
ción al inundo, de ese modo de tratar a sus vasallos, imponiendo a 
los culpados ejemplares castigos; y el segundo, buho de reiterar las 
órdenes de. que se les trate “con suavidad y cultura a los trabajado­
res”, dirigiéndose a los Virreyes, Presidentes, Audiencias y Justicias, 
a que sean cumplidas y ejecutadas las Ordenanzas y Leyes.

Como a pesnr de estas admoniciones y penas, persistieran en sus 
abusos los dueños de las industrias de paños y otros tejidos y  labores, 
Felipe IV, envió en 1621, instrucciones a los Virreyes y Presidentes
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de las Audiencias, pava que se reparen los daños causados y se pon­
gan remedio en lo sucesivo, prohibiéndoles conceder licencia para la 
fundación de aquellas fábricas industriales que se llamaban obrajes; 
licencia que se reservó el Emperador, a fin de que ante él se eleve la 
solicitud respectiva con previa información de la manifiesta utilidad y 
conveniencia para el público, el Gobierno y los particulares.

Respecto a los obrajes de los paños de la Nueva España que se 
comerciaban con el Perú, se ordenó a los Virreyes que procuren 
relevarles de este trabajo a los naturales, aunque lo ejecuten con 
toda libertad y  buenos jornales, ya que le importaba más al gobierno 
que se clausuren las fábricas, antes que sean maltratados y reciban el 
menor agravio los indios. Así consta en la Ley IV , Tít. XXVI, Lib. IV.

En cambio, se facultó que en la ciudad de Los Angeles de 
México, puedan los moradores de ella instalar telares de seda, sin im­
pedimento alguno.

Tal era la importancia que entonces se dio a los problemas so­
ciales que se reglamentó prolijamente el trabajo de oficios o industrias 
y el de la agricultura, prohibiendo que las mujeres, hijos e bijas de 
los indios no sean obligados a servir en las mitas; y caso de que li­
bremente quisieran ayudar, se les pague lo que fuere justo. Ley 
XXVIII, Tít. XVI, Lib. VI.

Se dispuso que el indio pastor no tengu obligación de pagar el 
ganado perdido y que los muchachos puedan pastorearlo con su vo­
luntad y la de sus padres. Ley XVII, Tít. II , Lib. VI. Ley XXVIII, 
Tít. XV, Lib. VI.

Igualmente se dispuso que los indios enfermos con motivo do 
sus labores y trabajo, ora sean de mita, o repartimiento, o voluntarios, 
tengan el socorro gratuito de medicinas y el regalo necesario, de­
biendo atenderse a esto con mucha vigilancia y que oignu misa y no 
trabajen en días de fiesta. Ley XVI, Tít. II, Lib. VI.

Se reiteró la orden que a todos los indios de mita y voluntarios 
y a toda persona que trabaje en las tuinas, se les pague muy compe­
tentes jornales. conforme a su trabajo y ocupación, los sábados de 
tarde, en sus manos propias, para que huelguen y descansen el do­
mingo, o cuda día, como ellos quisieren; y que los enfermos sean bien 
curudos. Ley XIV, Tít. XV, Lib. VI.

A los indios quo servían en las estancias debíu dárseles tierras e 
instrumentos de labranzas y barbechos en que puedan sembrar sufi-
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('■¡f'ntenioiili! nn filmud do maíz, dos de cebado, tres tle trigo y legum­
bres, proporcionándole a cada gañán por cabezo, bueyes y rejas, 
aunque sea padre o hijo; y de aquellas tierras que se llaman liuasi- 
pnngos, el indio debía disfrutar mientras dure el contrato de trabajo, 
fuera del que debía ganar un real diario, con la obligación del señor 
de la estancia de curarle de sus enfermedades al indio y costearle 
doctrina, justicia y protector de la raza; durante los días de la enfer­
medad del jornalero no se le debía descontar el salario, ni anotar la 
falta. Ley II, Tít. II, Lib. VI.

Es una lástima que al ocuparse del “ Régimen del Trabajo de la 
América Española” durante la colonia, el inteligente jurista chileno 
IVulker Linares, no hubiese tomado nota de aquellas maravillosas 
provisiones legislativas muy superiores a las que hoy ostentan “ Los 
Códigos Orgánioos del Trabajo”, que hasta aquí se han promulgado en 
Europa y las Américas, en estos últimos tiempos, en favor de las clases 
obreras y del indigenismo bajo muchos aspectos fundamentales; y es de 
sentir que tan ilustrado profesor so hubiese limitado a breves aprecia­
ciones sociológicas, como las contenidas en el siguiente párrafo que lo 
transcribimos a continuación, en homenaje a la autenticidad histérica.

“ Las diversas leyes y, en especial, la Recopilación de Indias, 
contienen muchas disposiciones protectoras del trabajo del indígena, 
llegando a constituir un verdadero derecho social muy semejante al 
de nuestros días; en ella se prescribe que el salario debe ser justo y 
suficiente para las necesidades del individuo, que además de los jorna­
les, so debo dar a los obreros mitayos, comida, cena y cama, impo­
niéndose la obligación de tener médico; se otorga una indemnización 
parcial on cuso de accidente del trabajo en las minas, dándose a la 
víctima la mitad de sus jornales mientras dure la curación; Felipe II  
estableció la jornada de ocbolioras para los que trabajasen en la cons­
trucción de fortalezas y obras militares; se prohibía que el pago de 
los jornales se hiciera en especies y so los mandaba pagar todos los 
sábados; es sensible que este derecho social de la Recopilación de 
Indias y otras leyes se baya aplicado tan poco en la práctica”.

El hecho real y evidente es que las autoridades subalternas cie­
gas por sus granjerias y los colonizadores sordos por la codicia y am­
bición sin límites, no comprendieron que de ellos dependía la salva­
ción y felicidad de los pueblos que se hallaban a su cargo; no quisie­
ron oír la voz de apóstoles y misioneros, las quejas de los infortunados
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indios, el clamor de Injusticia; y desatendieron los requerimientos de 
los Monarcas-juristas quo se preocupaban del bien común y del bienes- 
star de sus súbditos, con saludables leyes y consejos dignos de las doc­
trinas de Cristo, en pro de la clase humilde, menesterosa y explotada.

Es que el ambiente criollo del caciquismo español era completa­
mente hostil para el indigenismo, que reclamaba el régimen de liber­
tad civil y el de la igualdad jurídica que en realidad no existía sino 
como el Sermón de la Montaña, en unn visión irreal.

I X

Prontuario de normas ético-jurídicas y  sociales proteccionistas para la 
raza indígena. Garantios individuales conforme al espíritu del siglo XX.

A diferencia de lo que ocurría en Roma y en la mayor parte de 
las naciones de la antigüedad que por el derecho do conquista y con 
la fuerza de las armas hacían esclavos no sólo a los prisioneros de 
guerra, sino también a las ciudades y pueblos sojuzgarlos, reaccionó 
España en contra do aqaella institución semibárbara introducida por 
el Tus Genlium e inspirándose en la filosofía y doctrinas de In Iglesia 
Católica, reconoció jurídicuiuente, en su legislación, desde los prime­
ros tiempos de la Conquista que los Indios debían gozar de libertad y 
de igualdad ante la Ley, como seres racionales y personas humanas.

Al efecto, prohibióse que "en tiempo de guerra ni fuera de ella 
se pueda tomar, aprehender ni ocupar, vender ni cambiar por esclavo 
a ningún indio, ni tenerle por tal por ningún título”; y si alguna per­
sona tenía esclavos indios, debía incurrir por el mismo hecho en la 
pérdida de todos sus bienes aplicables a la Cámara Real y al Fisco.

No encontramos más excepciones que las relativas a los negros y 
mulatos que se importaban del Africa y eran esclavos en América y 
las contenidas eu las Leyes -1 S II y . .X III del Tít. I I , Lib. V I, res­
pecto a los caribes que irrupcionaron en las islas de Barloven­
to a mano armada y eran antropófagos, y, como tales, solían 
ser reducidos a esclavitud, así como lo fueron en cierta época 
los miudanaes que profesaban la religión de Hahoma y se ha­
bían revelado contra los españoles.

Se le acusó a Cristóbal Colón de haber querido implantar 
la esclavitud en el Continente. La Reina Isabel censuró ese
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procedimiento, ordenando la completa libertad de los indios; y 
hasta en vísperas de su muerte se preocupó de ellos, recomen­
dando su buen trato, en el codicilo de 23 de Noviembre de 
1504. La misma Reina declaró que eran dueños do sus propios 
destinos, equiparándoles a los vencedores, y que no se podía 
exigirles ningún servicio gratuito g forzoso.

Refiere Snlórzano en su POLITICA INDIANA, quo ha­
biendo Cristóbal Colón enviado a España, en los primeros des­
cubrimientos, a trescientos indios quo sacó de la Isla Española, 
para que se repartieran entre sus parientes y amigos, como es­
clavos, se mandó que regresaran a su costa, so pena de muerte.

Otro episodio digno de perpetua recordación, en la América 
Latina, es el de la censura contenida en el Breve Pontificio de 
Paulo I I I ,  en 1537, que informado por Fr. Juan Garcés que a los 
indios se les despojaba de sus bienes y do su libertad, ordenó qne 
sean considerados como "verdaderos hombres” en el seno de la Re­
ligión Cristiana, y atraídos a olla por buenos y  blandos medios, sin 
molestias, agravios ni vejaciones, prohibiendo que sean puestos en 
servidumbre ni privados del libre y lícito uso de sus propios bienes 
y haciendas, bajo pena do excomunión latae sentenliae. Y, el mis­
mo Solórzano, roliere que el Papa Clemente V III, en otro BREVE 
dirigido a las provincias del Perú, se expresaba: que quiere y man­
da que aquellas nuevas plantas se rieguen y  fomenten con el suave 
rocío de toda caridad y  mansedumbre.

En pro de la libertad, para las colonias españolas, en 1542, se 
ordenó que de csn fecha eu adelante por ninguna causa de guerra 
ni otra alguna, aunque sea por título de rebelión ni por rescate, se 
pueda hacer esclavos a los indios.

Y si para algún lugar, como para el reino de Chile, donde los 
indómitos araucanos diezmaron con ferocidad a los españoles, se en­
viaron Cédulas Reales, como la de Felipe III, en 1608, facultando 
quo a los que hiciesen guerra abierta se les tomara por esclavos, era 
algún religioso el que imploraba la libertad de los indios, como lo 
filé el P. Luis do Valdivia, que consiguió que se revocara dicha orden 
que tuvo quo renovarla Felipe IV , debido a las matanzas y feroci­
dad de las tribus salvajes que les asesinaron u los mismos religiosos 
que les protegían.
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Como un ejemplo de protección legal al indigenismo, reprodu­
cimos nqní los siguientes datos históricos: "Curios I, en su Real 
Cédula de 25 de julio de 1523, ordenó a Hernán Cortés que no hi­
ciese ni consintiese repartimientos o encomiendas ni depósitos de 
indios, sino que los dejase vivir libremente como nuestros vasallos 
viven en nuestros Reinos de Castilla”.

“A raíz de la matanza de españoles en Cumaná, luciéronse cu 
varios lugares esclavos; pero en 1531, se descubrió una información 
sobre este punto, y el Popa Paulo III, por las gestiones de Fr. Ro­
drigo Niñana, ordenó que todos fuesen tratados como hombres libres”.

Como los portugueses alegasen para vender esclavos en los do­
minios españoles que eran cogidos a los moros y profesaban el Isla­
mismo, se expidieron Cédulas en 1550 y 1570, en las que los Reyes 
Españoles decían: “Como tenéis entendido, Nos tenemos mandado 
que no se hagan esclavos ningunos indios en sus tierras por ninguna 
vía; y así no habéis de permitir ni dar lugar a que indios algunos lo 
sean, sino libres, aunque sean de otra demarcación”; añadiendo que 
“aun a los que fuesen indios y hubieren tomado la secta de llnlionm 
no les haréis esclavos por ninguna vía ni manera que sea, sino pro­
curaréis de hacerles convertir y persuadir por buenos y lícitos me­
dios a Nuestra Santa Fe Católica”.

Mil veces proclamó España In libertad del indio americano, en 
muchas Cédulas, Provisiones y Ordenanzas, cuya irrefutable auten­
ticidad nndle puede poner en duda, ya que constan tales documentos 
originales firmados por Carlos 1, en Granuda, 1526, en Medina del 
Campo, 1532, en Madrid, 1540, en Vnlladolid, 1542, en Ampe­
rios, 1548, en Fuensálida, 1541, en Toledo, 1538; por Felipe II, 
en 1588; por Felipe III, en Madrid, en 1618 y 1620, en Aranjuez, 
1609; y por Fcllpo IV, en esta última ciudad, en 1625, y en Ma­
drid, 1662.

Las Leyes del Tit. II, Lib. V I de la Recopilación de Indina, 
demuestran en el decurso de la historia colonial que el Gobierno Es­
pañol, basado en un régimen humanitario y de justicia, no quiso 
consentir que haya esclavitud en Ins ludias Occidentales, Islas y 
Tierra Firme del Mar Océano, descubiertas por sus conquistadores, 
revocando las declaraciones hechas para la cautividad de los indios, 
en tiempo de guerra.
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Carlos II, revalidó en I ‘1 de Junio de 167D, las órdenes sobro 
la lilievtad de los indios y expidió nuevas providencias prohibiendo 
a sus padres que los esclavizaran, vendiéndolos dentro o fuera di i 
lleino, así fuesen los hijos menores de edad, siendo extensiva esta 
Ordenanza a los naturales de la provincia de Chile que habíame 
nevado a obedecer al Rey y a la Iglesia, para que cu adelante no 
puedan haber esclavos en ninguno de los Reinos del Nuevo Mundo.

Como estuvo absolutamente prohibido el tráfico de los indios a 
España, la Oasa de Contratación de Sevilla que funcionaba en esa 
ciudud, con su Presidente, Jueces y un Fiscal, tenía la obligación di 
hacer que regresaran los naturales que habían llegado a los puertos, 
restituyéndoles la libertad y castigando a los trnnsgresores que de­
bían pagar, además de la pena, los gastos de reembarque, conforme 
disponía le Ley 1C, Tít. I, Lili. XÍ.

Los encomenderos y caciques no podían enajenar a los indios, 
bajo pena de incurrir en graves sanciones y en la multa de cien ma­
ravedíes. Esta prohibición fue absoluta y se hizo extensiva a los 
indios del Brasil, Río de La Plata y el Paraguay, hasta los del Pu- 
tuinayo y Marañón y las islas de Filipinas.

He los prohibió n los mismos indios que ellos se presten para 
ser enajenados, por ningún título ni cu ninguna forma de contrato, 
con obrajes ni ganados, chacras ni minas, ni con las haciendas qui­
eran objeto de compra-venta; y, al efecto, prohibióse que constar:, 
el nombre de ellos en las escrituras que se otorguen aunque perte­
nezcan a mitas, bajo pena de vergüenza pública y destierro perpe­
tuo de las ludias.

A los Fiscales so les impuso la obligación do acudir a la libertad 
•de los indios, si acaso éstos estaban debajo de servidumbre en las 
casas, estancias, tuinas, haciendas n otros jugares sirviendo a los es­
pañoles o indios; así como los eclesiásticos y seglares debían denun­
ciar tales hechos a los protectores, procuradores y abogados de los 
indios, quienes debían recurrir, a su vez, a loa Virreyes y a las Au­
diencias, para que sea efectiva la libertad personal. Ley XXXVII, 
Tit.XVIII, Lib. II— Ley XXIV, Tit. VI, Lib. IV —  Ley LXY, 
Tít. III, Lib. III— Ley XII, Tít. VI, Lib. IV.

Ley de espíritu cristiano y exogámicn, ley niveladora de clases, 
de gran alcance biológico y de repercusión sociológica, fué la II del 
Tit. I del Lib. IV  de la Recopilación, que permite y manda que “los
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indios o indias tengan, como deben entera libertad para casarse can 
quien quisieren, así con indios como con naturales de estos nuestros 
Reinos o con españoles nacidos en las Indias; y al respecto existen 
Cédulas Reales que prescriben que: '‘ninguna orden pueda impedir 
ni impida el matrimonio entre los indios con espartóles y  españolas".

Tan honda es la significación humana y sociológica de estas 
normas ético-jurídicas, cuanto que con ellas se quiso borrar para siem­
pre las diferencias de sangre y el rigorismo de las costumbres de la 
antigüedad y de la Edad Media, que habían establecido un infran­
queable muro entre patricios y plebeyos, entre nobles v villanos; 
diferencia por la que Roma, nación cosmopolita, llegó al extremo de 
prohibir el connttbium cou la Ley de los Doce Tablas o sea el ma­
trimonio entre individuos de aquellas dos clases antagónicas, sin 
reconocer efectos jurídicos a la unión de los esclavos que se llanto 
contuberniuin.

En el Título I del Lib. IV de la Recopilación de Leyes de Itt- 
dius, no sólo se garantiza la libertad personal para contraer matri­
monio, sino que contiene las siguientes prescripciones: que los hijos 
de indias casadas signn el pueblo do su padre y los de solteras el de 
lama dre, podiendo cambiar de domicilio y adoptar los oficios que 
les plazca a los padres, mientras sean menores de edad; que los in­
dios de tierra fría no sentí sacados a las caloríferas ni al contrario; 
que no sean llevados n los Reinos de Castilla, con excepción de los 
hijos de indias, cuyos padres fuesen españoles; que en ciudades, vi­
llas y aldeas, se establezcan escuelas en las que se les enseñe la doc­
trina cristiana a los indios y a leer y escribir en castellano; quu los 
Virreyes y Gobernadores, les procuren que vivan juntos, bajo un 
régimen de buen gobierno y policía, sin que sean compelióos a mitns, 
ni al pago de contribuciones los indios roción convertidos; que se les 
ocupe en sus propios oficios y en sus labores agrícolas, procurando 
•pte tengau bueyes para su trabajo y sustento; y que los desocúpa­
los sean compelióos por la justicia a no estar ociosos, atendiendo a 

-u vida, salud y conservación, debiendo los servicios ser retribuidos 
y no cfectunrse por apremio, aunque sean indios de las encomiendas.

La Ley XXIX, Tít. I, Lib. VI, dispone expresamente que los 
i'-paDoles no les liai/nn conciertos a los indios con caciques y ma­
yordomos, sancionando a los contraventores cou la multa de dos mil 
pesos oro, para la Cámara Real y el Fisco; y en caso de reincidencia,
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pecio, pueden consultarse las Ordenanzas de los Reyes Carlos I y Fe­
lipe III , dictadas en 12 de Mayo do 1551 y 20 de Mayo de 1602, 
respectivamente.

Establecida la libre contratación, según Reales Ordenanzas de 
los Felipe II y III, ellos ordenaron al mismo tiempo que los salarios 
además de ser justos, sean tasados por los Virreyes y los Goberna­
dores, por los Consejos y Justicias, para los obreros que se alquilen, 
teniendo en consideración el precio de las subsistencias, conforme a 
la calidad de trabajo y sus diversas clases, el tiempo y duración, el 
de carestía o comodidad eu las distintas regiones. Ley III, Tít. 
II, Lib. VII.

En contraposición con el sistema de servidumbre del incario 
qne fue de tributación de trabajos forzosos, gratuitos y perpetuos, 
como veremos on el capítulo siguiente, los Reves de España xpidie- 
ron infinidad de Ordenanzas equitativas y benéficas, algunas de las 
que figuran reproducidas en las Leyes II, III, IV, V y VI del Tít. 
XII, Lib. VI, para qne sea enteramente voluntario y libre el servi­
cio que presten los indios, a qno se lo pague por los españoles con 
religiosidad por el tiempo de ocupación, a que no puedan ser conde- 
nades a servidumbre ni apremiados /aíra alquilarse por joma!; y, 
con la mayor precisión y claridad, sé ordenó también que cese el 
trabaja forzado de los indios, en la labor de los campos, en la cons­
trucción de los edificios, y eu las casas, mitas y obrajes, prohibiendo 
qne so les concierte por días y durante semanas.

Causa asombro que en tiumpo de la República, no sólo se hubie­
se tolerado, sino que se haya reglamentado expresamente en nuestros 
Códigos, el concertaje de tos indios que estovo abolido por las leyes 
coloniales; y ese reconocimiento se ha hecho con sarcástica hurla de 
los derechos individuales y da la libertad garantizados por Consti­
tuciones liberales; fuera de que se lian llegado u imponer servicios 
forzosos y gratuitos, como contribución tributaria, para construir ca­
rreteras, ferrocarriles y otras obras públicas.

Aparte de esto, algunos Códigos de Policía reconocen todavía la 
servidumbre doméstica de los indígenas menores de edad, consigna­
dos por sus padres, en las casas de patronos donde deben prestar sus 
servicios, en nombre de la República y de leyes y jueces que auto­
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rizan los documentos de consignación de domésticos que, en su mayor 
¡cute, son niños campesinos.

Es innegable la ventaja indiscutible que, bajo muchos aspectos 
■le justicia social, tiene la Legislación de las Indias sobre los Códigos 
promulgados, a principios del siglo X IX  y en la época actual, en 
manto a los derechos y garantías individuales que se le concedió a 
la raza indígena.

Insistiremos sobre este tema, para confirmar nuestra tesis. Se­
cón las leyes consignadas en el Lib. VI, Tít. X II, no se les podía 
-■blignr que lleven carga los indios sino cuando era ligera y siempre 
que ellos convinieren voluntariamente. Se les dispensó a que pndic- 
-en conducir la cama del Doctrinero o Corregidor cuando se trasla­
daren de un lugar a otro, previo pago del jornal, tasado en su justo 
valor. Podían ser cargueros en ciertos casos permitidos por las le­
ves, los mayores de diez y ocho años, pero no los menores de es- 
la edad.

Se determinó el peso de dos arrobas y nó más que los indios 
podían llevar, debiendo moderarse este peso o aumentarse en algo, 
;>or la justicia, según la distancia, la calidad del camino y otras cir- 
•nnstancins conforme dispono la Ley XV, Lib. VI, Tít. X III, y  la 
Ordenanza de Carlos I, expedida en 1533. Una ley semejante, pa­
ra los trabajadores de Chile hemos visto, hace poco, reproducida en 
11 Legislación Social de ese país, favorablemente comontada en la 
prensa como una novedad ponderada de asistencia ni obrero.

En una Cédula Real, del año 1543, se ordena a las Audiencias 
tener especial cuidado que la earga no sea inmoderada ni se ponga 
vnn ella en peligro la vida, salud y conservación de los indios, prohi­
biendo terminantemente que se les cargue contra su voluntad y sin 
la retribución correspondiente, aún en los casos de urgente necesidad. 
I'il emperador Carlos I, informado de que muchos españoles, con el 
pretexto do que les faltaba bestias, para llevar sus niiiiilcnlmienlos y 
irovisiones y otras cosas para el servicio de sus personas y casas, 

ocupaban a los indios por la fuerza y sin pagarles, prohibió que im­
ite, “no fea  offado de cargar, ni cargue indio alguno, para que 

Heve cofa a ene fías de ningún Pueblo a otro por ningún camino, 
nública ni fecreiamente, contra la voluntad de los tales indios, 
ni de f u  agrado, con naga ni f in  ella". Esta Cédula, como 
lo observa Solórzanu, tiene las modificaciones anotadas en otras pos-
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teriores que facultaban conceder licencia a los Presidentes, Oidores, 
Gobernadores y Justicias, para que se cargue a los indios, con su vo­
luntad, siempre que se les pagua justo salario y que el peso do los 
fardos, no exceda de dos arrobas, vista la necesidad que hubiere y 
la falta de bestias para el transporte.

En ninguna otra legislación colonial, como la de España en los 
Continentes de América, hemos encontrado mayor suma de garantía; 
individuales, como base de restauración y de libertad para los indios, 
a tul extremo que ellas fueron objeto de reglamentación prolija y 
minuciosa.

Fuera de ciertos casos de excepción, no podían ser cargados 
contra su voluntad los indios, ni obligados para traer a cuestas a las 
ciudades cargas de leña, de maíz y otras cosas pesadas ni bastimen­
tos a las minas u otros lugares, so pena de que se les pague a cada 
uno de olios cien pesos de oro, por la primera vez, y en caso de 
reincidencia trescientos pesos; el incriminado culpable debía perder 
sus bienes que eran divisibles entre la Cámara Keal, el Juez y el de­
nunciante, según prescriben textualmente las Leyes V II y V III del 
Tít. X II, Lib. VI.

Movido por poderosas razones de equidad y fundamentos de 
justicia, el Virrey del Perú don Francisco de Toledo, expidió varias 
Ordenanzas relativas a los obrajes de lana y algodón, en cuyos esta­
blecimientos industriales se ocupaban centenares de indios, y pa­
ra lo futuro se impuso la exprosa condición que sean vecinos del lugar 
o du dos leguas en contorno.

Si bien no estaban obligados a trabajnr en las mitas los meno­
res do diez y ocho años, se les permitió que so les ocupe en los obra­
jes do hilados y togidos, por ser aquellos servicios menos onerosos y 
pesados que los demás; y, por cuanto no se satisfacía el salario ínte­
gro y se prolongaba la jornada, se expidieron por los Reyes de Es­
paña varias Cédulas, como las de 1603, dirigida una directamente a 
la Audiencia de Quito, reiterando la ordeu de que se pngue a los in­
dios a razón de 35 pesos anuales, y otra al Virrey del Perú don Luis 
de Velasen, en la que se le manda que él remedie los excesos ¡j malas 
pagas de los obrajes de la Provincia de Quilo.

Constan estos detalles en el Oedulurio Real del Archivo de nues­
tra Corte Suprema y en la obra POLITICA INDIANA, en la que 
se transcribe uno de los principales capítulos de la Célula Real de

Biblioteca Nacional Eugenio Espejo



—  48 —

1601 que se refiere n la intervención del Supremo Consejo de las 
Indias, que prohibió que continúen los indios en los obrajes de 
propiedad de los españoles, ni en los ingenios de azúcar, lino, lana, 
seda o algodón, aunque éstos los tengan en compañía de aquéllos, y 
aunque intervenga el consentimiento de los caciques o autorización 
de la justicia; sin que en esta prohibición motivada por muchas que­
jas se hubiesen incluido los obrajes pertenecientes a los mismos 
indios que servían para su exclusivo hiero y beneficio.

Como observara Solórzuno, los Virreyes del Perú no quisieron o 
no se atrevieron a quitar los obrajes y las mitas de indios forzados, 
antes bien reclamaron ante el Monarca, por los daños y perjuicios 
que sn eliminación ocasionaba a los españoles, hasta que éstos 
consiguieron por la Cédula de 1609, que continúen tales obrajes, con 
la condición que en ella se Impuso, que sean tusados en justicia 
los jornales.

lista política contradictoria obedecía a los diversos informes que 
recibían los Reyes y el Consejo de las Indias; así, por ejemplo, lias 
hiéndase ordenado, en 1680, que senn clausuradas algunas fábrica, 
de tejidos que funcionaban en Quito, sin licencia de Sn Majestad 
se revocó aquella Ordenanza Real, cuatro años después, sólo que el 
trabaja de los indios debín ser libre y voluntario.

Se estableció la justicia gratuita para todos los indios por Feli­
pe II, en Toledo, a ¿5 do Mayo de 1526. No del peculio de ellos, 
sino de la contribución de las Comunidades, se extraían los salarios 
de protectores, procuradores y escribanos que intervenían en las cau­
sas de los indios, por no habérseles de llevar ningunos derechos.

Encontramos en la misma Legislación de las ludias, las más 
auténticas y puras normas de jurisprudencia procesal, de ética y de 
justicia, con el fin de conseguir la rehabilitación del indio y su me­
joramiento y para que no sea distraído de sus jueces propios llamados 
a oír sus demandas y administrar justicia; habiéndose creado con 
estos fines de beneficencia la institución de Prolectores de la liaza, 
que debían hacer valor sus derechos ante el Poder Judicial y Guber­
nativo y ante los mismos Reyes, en junta de los Defensores de Indios, 
que debían ser personas de edad competente y ejercer sus oficios con 
cristiandad, limpieza y puntualidad, Begún lo prescrito en las Reales 
Cédulas firmadas por Felipe II, en 1589 y en 9 de Abril de 1591 
y por Felipe I I I  en 17 de Octubre de 1614.
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Y así mismo se ordenó que: “ Los Defensores de Indios, en 
las ciudades donde hubiere Audiencia, tuviesen salario del Fisco, y 
que no pudieran recibir emolumentos ni regalos de los indios".

Estabnn obligados los procuradores y defensores a enviar infor­
mes ante los Virreyes y Presidentes de las Audiencias y ante el 
Consejo de las ludias, debiendo guardar y hacer que se observe “in­
violablemente” todo lo proveído en beneficio de los naturales, a que 
se despachen pronto y justicieramente sus causas, a que no les falte 
doctrina ni reciban agravios o vejaciones, conforme lo estutuído en 
la Ordenanza Real de 15%.

Si los pleitos se suscitaban entre los mismos indios, a la parte 
actora defendíale el Fiscal, y a la parte demandada, el Protector o 
Procurador, a que se les litiga justicia conforme alas Provisiones y 
Leyes vigentes.

Considerando que la cuestión social para remediar muchos ma­
les, exigía una esmerada protección y defensa para los indios, se les 
concedió iguales garantías que a los menores, pobres y rústicos, para 
qtto como ellos gocen de los mismos favores y privilegios, tanto en 
sus actos judiciales, como extrajudieiales, obrando en su favor el be­
neficio de restitución in in/egrinn.

(¡onforme u las Lores LX X X III, Tít. XV, Lib. I I  y X, y X II 
X II I  del Tít. X, Lib. .V, los indios estuvieron eximidos para sus 
litigios tic las fórmulas comunes u ordinarias, y debían despacharse 
sus causas do un modo breve y sumario; se les aceptaba todo medio 
de defensa, puiliend» emitido les convenga, pedir la práctica de nue­
vas pruebas, y presentar nuevos testigos, en segunda instando, sin 
que so les repute contumaces o rebeldes, gozando de caso de Corte, 
como las viudas y pupilos. Los Virreyes y Audiencias debían des­
pachar no con provisiones, sino con simples decretos los pleitos y 
negocios de poca importancia do los indios, eximiéndoles de daños 
y costas.

Por Ordenanza de Felipe III, expedida en Madrid en 1618, en 
cada uno de los pnoblos y reducciones, si los caseríos de indios eran 
más de ochenta, debían tener hasta dos Alcaldes y dos Regidores 
indios, y si ese número estuviere rodticido sólo a cuarenta casas, de­
bía proveérseles de un Alcalde y un Regidor. Ln jurisdicción de és­
tos se limitaba, en los casos do contravenciones, a capturar y condu­
cir a los indios a la cárcel del pueblo de españoles, en cada distrito;
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pero podían ser castigados por ol mismo Alcalde o Regidor indio, 
con un día de prisión y seis n ocho azotes si faltaren a misa en los 
días de fiesta, o so embriagaren.

Los caciques ejercían únicamente jurisdicción disciplinaria sobre 
los indios, pero no podían intervenir en las causas de pena de muerte 
ni otro castigo atroz, que conocían los Alcaldes del Orimen, y ante­
riormente las Audiencias.

Los indios presos, a consecuencia de un juicio criminal o de con­
travenciones, no debían pagar costas, derechos ni tasas judiciales. 
Y, también se ordenó que los pobres no sean detenidos en la prisión 
por costas, en las causas civiles, y en las penales sólo podían perma­
necer en la cárcel, hasta el tiempo de la condena. Leyes X V I y 
XXI, Tit. VI, Lib. VIL

Desde hace más do tres siglos, no sólo se proclamó por España 
en América que el trabajador era libre para de i ¡car sus esfuerzos a 
las labores lícitas que a bien tuviere, debiendo en el contrato a jor­
nal, determiuarse la naturaleza y clase de servicio, su tiempo de du­
ración, la cuantía y especie del salario, tal como hoy prescriben los 
Códigos del Trabajo, sino que los Reyes Católicos, s- ñ ilarnn el tiem­
po del que uo podía exceder la jornada y también regularon el sala­
rio mínimo para los indios, como hemos visto anteriormente.

Y, al efecto, en comprobación de lo expuesto, consta que el pia­
dosísimo Monarca Felipe II, en San Lorenzo, reglamentó el trabajo 
de los indios que no podía exceder de siete horas diarias, en las mi­
nas de Zariana que hoy pertenecen a la Provincia de “ Él Oro", en 
la República del E juulor, "pura que se conserven mejor los traba­
jadores”. Y como salario mínimo ordenó: ‘ que gane cada indio de 
jornal al día tomín y  medio de oro, cuya paga sea ante la justicia, 
y no le lleven por ello derechos ni otro ningún aprovechamiento”. 
“ Prohibimos, agrega ul mismo Rey, que los indios sean cargados con 
el metal, aunque sea en poca cantidad; y mandamos que todo se ileve 
a los ingenios de moler, en muías y caballos; y  que desde las ciuda­
des de Cuenca, Loja ni otra parte, ninguna persona de cualquier ca 
lidaj que sea, cargue a los indios para el cerro ni otros lugares, con
petacas ni otro género de carga, pena de perdimiento de e l l a s ..........”
Ley XIX, Tit. XV, Lib. VI. Tomo II.

¿Qué más podían hacer los Reyes de España, para evitar la 
servidumbre y los atropellos, en defensa de la libertad personal y de
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l»s derechos individuales, del patrimonio y de la vida de millares 
de cnmpesinos............1

Una fórmula exacta de las modernas leyes sociales y un aporte 
altamente científico y humanitario, contiene aquel iilearium filantró­
pico y nobilísimo de esmerada protección y defensa a los indios, con 
la visión profunda de sus apremiadoras necesidades y de su desni­
vel social.

Muchas veces en la Colonia se les concedió más derechos y pre­
rrogativas que en la República Democrática, como son: la prohibición 
de apremio por costas, lá justicia gratuita y el privilegio de restitu­
ción in integrum, para que pudieran solicitar los indios y obtener la 
rescisión de los contratos que hubieren celebrado relativos a bienes 
raíces, sin intervención de la autoridad o de no defensor, o cuando la 
venta no se hubiere realizado en pública subasta, requisito que era 
necesario si el precio excedía de ciertu cuantía.

Dentro del universal mecanismo de adaptación y coordinación 
de fuerzas éticas, biológicas y sociales, dejóse muy pronto sentir en 
las masas el progreso iutelectuali-ta, desde que en 1513, se expidie­
ron Reales Cédulas para la apertura de escuelas en todas y cada una 
de las poblaciones, “imponiendo a todo colono que tuviere cuarenta 
ti más indios a su servicio, la obligación de enseñarles lectura, es­
critura y doctrina”.

Un 1552, en la Capital del Reino de Quito, el primer Colegio 
indigenista filó dirigido, amparado y costeado en su mayor parte 
por la llor y nata del personal Seráfico de San Francisco, en el que 
entonces sobresalía Fray Jodoco Rycqz, Fray Francisco Morales y 
Fray Juan de Rodenas.

Y esas lucccillas encendidas para alumbrar al indigenismo hasta 
en los últimos rincones de aldea, expandieron los primeros rayos de 
cultura en la sociedad colonial; y luego formóse un prepotente fanal 
en la cátedra de los Colegios Nacionales y Seminarios Conciliares, 
en las capitales de provincia, para llureuininmto de la Gramática, Fi­
losofía y Literatura criollas, de riqueza aluvional y prodigiosa; hasta 
que por fin llegaron a funcionar para españoles y mestizos las Uni­
versidades, como grandes rellectures y amperímetros de ilimitada 
potencialidad científica, para alumbrar todos los Continentes, desde 
la isla La Española hasta la cima del Pichincha, en la Cordillera 
del Ecuador.
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"A Carlos I y Paulo III, se los debió la primera Universidad en 
áanto Domingo, en 1538; la segunda fué la de Méjico, en 1551; la 
tercera la de San Marcos en Lima, en 1555; la cuarta la del Cuzco, 
en 1598; y a estas siguieron la Real y Pontificia organizada en Qui­
to, en 1620, por los jesuítas con el título de San Gregorio Magno y 
las fundaciones de los planteles universitarios de Nueva Granada, 
Chile, Córdova, Habana, Guatemala, Caracas y Bolivia” (I).

Sistema tributario colonial. Sustancial diferenciación con el régimen 
de los trabajos forzados del incanato. La comunidad indígena 

antes y  después de la conquista española.

A fin de que la América esté siempre unida a la Corte de fus- 
tilla y vinculada por instituciones jurídicas que representaban comu­
nidad de intereses y de lectores genéticos y religiosos, políticos y 
ecouómicns, se declaró que la soberanía en los nuevos Reim s y Es­
tados, así como so territorio, eran indivisibles e inalienables, así como 
las ciudades y villas, cuyos habitantes estuvieran obligados n satisfa­
cer tributos en las Tesorerías de sus respectivas provincias, en se ü.il 
de vasallaje.

Por Reales Cédulas conservó el Monarca do España el dominio 
eminente en el territorio de las Indias, adjudicándose la propiedad 
directamente en los inmuebles vacantes y en todas las minas de oro, 
plata, mercurio y otros metales. Los Reyes Carlos 1, ctt Granada, 
en 1536, y Felipe 11, en Madrid, en 1568, permitieron n los españo­
les e indios que descubrieran v beneficiaran las minas, previa la li­
cencia que debían obtener del Gobernador.

Las rentas de la Caja Real, se formaban con diversos pechos o 
tributos, a saber; el de los quintos del derecho de marca y registro 
de la producción m•'tablera, perlas y piedras preciosas, joyas y ba-

(1) Euciclupetlia Escasa, tome 21. pág. 714.
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jillns de oro y piala: el que gravaba los bienes de difuntos extranje­
ros que morían en la América sin dejar sucesores: el de las aduanas 
y de almojarifazgo que así se llamaba la contribución que se pagaba 
por los géneros que salían de las ludias Occidentales o se introdu­
cían en ellas: el de los derechos de annalas que procedían de los tí­
tulos y mercedes, de los beneficios eclesiásticos y empleos seculares 
alte producían renta: el derecho de mesada que en virtud del Pntro- 
qnto se cobraba por todas las prebendas eclesiá.-ticas de las ludias y 
consistía casi siempre en lu renta del primer mes, cuyo valor en caso 
de frutos se regulaba conforme su tasación o precio del remate: el de 
las alcabalas que gravaba la venta y los traspasos de dominio de 
bienes raíces y muebles y que por ser demasiado onerosas exaspe­
raron al pueblo extorsionado, basta producir el amotinamiento y la 
revuelta que seltizn por los criollos y mestizos, en las calles de Quito, 
en 4 de Diciembre de 1,592 y en el año 1593, que tuvo repercusión 
revolucionaria en el Nuevo Mundo y especialmente en las ciudades 
del (bizco y de Arequipa.

Para el pago del tributo sobre los metales debían estos previa­
mente fundirse y marcarse en las Uasas de Fundición que se estable­
cieron en ol Perú y el Ecuador, en México, Colombia y otros países, 
extrayoiulo primero los derechos que les correspondían a los emplea­
dos encargados de eso oficio y, luego, el quinto, atendiendo a 
los quilates y su valor, conforme las Leyes X III, Tít. X X II, Lib. 
IV  y X X II del Tít. X, Lib. V III.

¡So otorgó a los mineros especiales e importantísimos privilegios, 
como ol de que por ninguna deuda sean cmbargables las herramien­
tas g otras casas necesarias para el auio, laboreo y  provisión 
de minas.

Con estas y otras leyes do forma y alcance sociales se permitió 
la explotación y el aprovechamiento do las minas en grande y en pe­
queño escala, ya como derecho propio y regalía de los Emperadores, 
ya como una merced y concesión que éstos hacían en provecho de 
los particulares, sean nacionales o extranjeros, en cualquier lugur pú­
blico o privado, inclusive en favor de los indios quo también tenían 
derecho de explotar las minas de oro y plata.

A que sea délo  más expedita y eficaz la administración de jus­
ticia, nombróse Visitadores, Alcaldes Mayores, Jueces y Escribanos 
de minas, garantizándose la industria y propiedad de los mineros.

Biblioteca Nacional Eugenio Espejo



— 54 -

A toda persona prohibióse conservar objetos de oro y pinta, 
perlas y piedras preciosas, sin quintar, cuya operación tenía por obje­
to el pago de los impuestos.

Se mandó cobrar el tributo de las alcabalas por los Virreyes 
del Perú y de Nueva España, desde el año (le 1574, y su tasa gene­
ral fue primero la del dos por ciento sobre ol precio de ventas y per­
mutas de bienes raíces, muebles y semovientes, sujetándose después a 
diversas reglamentaciones. Estuvieron excentos los indios del pago 
de ese iinpuesto, siempre que las cosas vendidas fuesen suyos o de 
otros indios.

Otro ramo importante de contribuciones era el de las 
aduanas, que se hallaba a cargo de Oficiales Reales, en los puertos del 
Nuevo Mundo, según las ordenes de Felipe I I I ,  en 1618, y de Felipe 
IV, en 1622 y 1624.

Lss tributos debían rematarse v ser recaudados, conforme a las 
Leyes X X V III y LxIII, Tít. V, Lib. VI, Inclusive ol tercio de las 
encomiendas, siempre que produzcan una renta de mas de ochocientos 
ducados; y se les consideró como hacienda propia de los Royes, que 
concedían el usufiuetoa encomenderos y rematistas.

Con el propósito de favorecer e incrementar las doctrinas y los 
pueblos de naturales, ordenó Felipe II que las tasas para éstos no exce­
dan de la mitad de la contribución general; y respecto u los indios 
que voluntariamente habían recibido el bautismo y habían abrazado la 
fe católica, prescribió Felipe III que no paguen tributos por diez años, 
ni se les adscriba a las encomiendas, ni puedan ser compelióos a 
ningún servicio.

Desde 1523, tuvo dispuesto Carlos I que satisfagan los indios 
“en moderada cantidad los frutos de la tierra”. Tal como ocurría en 
la época incásica, los menores de diez y ocho años y los que habían 
cumplido cincuenta estabnn excentos de tributación, así como las in­
dias de toda edad; tampoco paguban el impuesto los indios Alcaldes, 
por razón del cargo y servicio que prestaban, ni los caciques 
y sus hijos.

Respecto a los indígenas que trabajaban en minas, estancias, 
huertas y haciendas o prestaban sus servicios en obrajes, no tributaban 
en los primeros tiempos de la colonia; habiéndose ordenado después 
en tiempo de Felipe II, un impuesto módico y proporcionado a su 
salario y ganancias.
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En la tusnción de los impuestos que hacían los Comisorios, con 
intervención de los Oñciales Líenles y citación de los interesados, de­
bían aquellos, conforme a lo prescrito en mui Cédula Real, reservar a 
los indios bienes suficientes a que puedan subsistir, " y con que poder 
dotar y alimentar a sus hijos y curarse de sus enfermedades; de 
form a que -pagnen menos que en el. tiempo de su infidelidad, teniéndo­
les respeto y cuidado de que no reciban agravio y los tributos sean 
moderados.” Ley XXL Tít. V, Lib. IV.

Efectivamente, si de un modo escrupuloso e imparcial examina­
mos los tributos que recaían sobre los indios, en la administración es-, 
pañola veremos que su catastro era más moderado y reducido que en 
el tiempo del incario; y comparando tilles sistemas con el de la Repú­
blica, nos convenceremos de la triste realidad en que se encuentran, 
con menores garantías y mayores gravámenes que los que tuvieron en 
la época de la colonia, no obstante que son diversos el grado de evo­
lución política, económica y social y los índices de cultura.

Recordemos aunque sea cu forma esquemática que en la época 
del Inca, soberano y señor de vidas y haciendas, que se adjudicó 
para sí el dominio do las tierras del Imperio, la distribución en parce­
las que de ellas so hacía entre las familias y tribus, tuvo por principal 
objeto el mantenimiento de los ayllos primitivos y la imposición de 
los tributos que consistían en el trabajo gratuito y forzoso de millares 
de indios en las fortalezas, templos, caminos, tambos, chasquis y en 
todas las obras públicas de ciudades y campos; trabajo individual y 
colectivo que lo realizaban también en la labranza de las tierras del 
Estado y en las minas del Monarca, en la de las destinadas al culto 
del Sol y de los sacerdotes, guerreros y caciques y en las posesiones 
que usufructuaban las viudas y huérfanos. Eran tributarios los varo­
nes desde la edad do diez y ocho años hasta los cincuenta y cinco 
años.

La composición social agrícola era entonces la de marcas de co­
munidad, muy anteriores en el Perú, al régimen do los Incas, las que 
se formaban de cien individuos; a los grupos de mil se les denominaba 
guarangas; y se les llamaban humis los de las tribus quo se formaban 
de diez mil personas, capaces de llevar las armas y de pagar tributos. 
La chunga era una comuna de diez individuos destinados a trabajar­
en las tierras de los ausentes, bajo la dirección de un jefe.
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"Los hatuimmas, además de trabajar sus propias tierras, debían 
laborar la de sus curacas y las dedicadas a la manutención de las viu­
das e inválidos. El producto de estas tierras era repartido después de 
!« cosecha por el Uagtacamayoc entre los menesterosos”.

De lo expuesto, se deduce claramente que el tradujo obligatorio 
fuá la principal forma tributaria de los pueblos indianos, en cambio 
del usufructo de las tierras que en su mayor parte pertenecieron 
a la comunidad.

Hubo morcadas desigualdades y privilegios, como consecuencia 
de la elevada jerarquía que ocupaban unas clases sobre otras, y de la 
subdivisión de ellas en el mismo imperio del Tabuantinsuyo; y  de 
consiguiente fueron palpables Ins diferencias de legislación y de tribu­
tos; y como lo observa concienzudamente Horacio Urteoga, en su 
interesante estudio “La organización Judicial en el Imperio de los 
Incas”, hubo nobles por la sangre o descendientes de las familias rea­
les, curaoas o reyezuelos de provincia e indios principales o nobles 
por privilegio.

El precitado autor de Historia del Nuevo Mundo por el P. Ber­
nabé Oobo, enumera las penas que se imponían por la falta o negli­
gencia en el servicio, cunles eran la de azotes al indio que dormía en­
tre día, la del tormento al mitima que se iba de donde lo había colo­
cado el Inca para el trabajo, y si lo abandonaba por la segunda vez, 
lo mataban, por la falta de obediencia, y al cacique que no tenía cui­
dado de corregir a los indios de sus pueblos y  avisar de sus vicios al 
Inca, le privaban del cacicazgo.

"Llamaban loy de hermandad a la que mandaba que todos los 
vecinos de cada pueblo se ayudasen unos a otros a barbechar y 
a sembrar, y a coger sus cosechas, y a labrar sus casas, y a otras co­
sas de esta suerte, y que fuesen sin llevar paga ninguna. La ley que 
llamaban milachanacuy, que es mudarse a veces por su rueda o por 
linajes, la cual mandaba que en todas las obras y fábricas de trabajo 
que se hncían y acababan con el trabajo común, hubiese la misma 
cuenta, medida y repartimiento que había en las tierras, para que ca­
da provincia, cada pueblo, cada linaje, cada persona, trabajase lo que 
le pertenecía, y no más; y aquel trabajo fuese remudándose a veces, 
porque fuesen trabajando y descansando.”

"Tuvieron ley sobre el gasto ordinario que les prohibía el fausto 
en los vestidos ordinarios y las cosas preciosas, como el oro y plata y
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piedras finas; y totalmente quitaba la superfluidad en los ban­
quetes y comidas”.

No existía comercio, libre cambio ni iniciativa individual, estí­
mulo para el ahorro ni galardón para el trabajo que era gratuito; y la 
vida frugal, humilde y sencilla del indio, le acostumbró a contentarse 
sólo con los frutos de la tierra, como las alpacas y llamas en las pra­
derías; comía como el ganado para vivir y trabajar de sol a sol en la 
pequeña parcela llamada titpu, de una fanega y media de extensión, 
y en posesiones ajenas; no tenía libre albedrío ni supremacía moral; 
le faltaba independencia para progresar; la adaptación al medio le 
hizo sordo e insensible a la voz de la naturaleza, a las armonías del 
bien y de la libertad.

Es de advertir que “desde su origen, la Comunidad Indígena 
Colonial, no fué simplemente usufructuaria de las tierras, -según lo 
anota un jurista sociólogo- sino propietaria exclusiva de ellas, a dife­
rencia de lo que ocurría, bajo la dominación de los indios”; los espa­
ñoles reconocieron la personería jurídica de cada una de las 
comunidades que gozaban de plena autonomía, de prerrogativas y de­
rechos civiles, para ser representadas judicial y extrajudicialmente, 
por medio de sus respectivos porsoneros.

Por lo demás, queda demostrado en el Cap. VI, que en la fun­
dación de las ciudades y villas, pueblos y reducciones, asignaron los 
Royes de España a los indígenas, en propiedad exclusiva y perpetua, 
tierras en abundancia rospetuudo las posesiones que habían ocupado 
antes de la conquista, y, además, tierras de composición, ejidales, 
revorsorias, etc.

Cuantas veces ha sido estudiada analíticamente la historia socio­
lógica americana y revisados los archivos de España y las Leyes de 
las indias, se hu constatado que fué humanitario, sapientísimo y jus­
ticiero el brillante programa que ellas contienen, para la eficaz pro­
tección y defensa del indigenismo que si no llegó a eximirse de los 
servicios personales en el coloniaje, fué debido a los abusos de au­
toridad, a la deslealtad y porfidia de gamonales y terratenientes, 
sin moral ni concioneia.

Eelipe II, tomando en cuonta que a pesar de Leyes tan bené­
ficas y justicieras vivían oprimidos los indios, quejándose de exaccio­
nes, agravios y fraudes, y que muchos de ellos se hallaban reducidos 
a la miseria y hasta a la mendicidad, ordenó a los Virreyes, Minis­
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tros y Jueces que procuren la recta administración de justicia, el 
bienestar y conservación do aquellos vasallos, y qne se les castigue 
severamente a los infractores delincuentes, aplicando en todo su ri­
gor las leyes preventivas y punitivas que existían.

Con este propósito laudabilísimo, la Ley XXI, Til. X, Lib. VI, 
reprodúcela Real Ordenanza expedida en Madrid, en 1593, y pres­
cribe qne: "Los delitos contra los indios, sean penados con mayor 
rigor que los que se cometieren en contra de los españoles".

Al efecto, llegó a prohibirse qne no sean obligados a hacer ba­
rreras, ni limpiar las calles de la ciudad sin paga, ni apremiados a 
traer aves para las autoridades; sobre sus hombros no podían ser 
conducidos los señores enltamacas ni en andas; ni las indias ser en­
cerradas por los encomenderos a qne hilen y tejan la ropa. Véanse 
las Leyes XII, XIII, XV, XVII, XXI y X X lt, Tít. X, Lib. VI.

Y para que hubiese menos interés lucrativo en las autoridades, 
menos ambiciones y concupiscencia, mayor imparcialidad en su ad­
ministración y más respeto a sus semejantes, la Ley XLII, en el Tít. 
X II, Lib. VI, prohibió de un modo expreso que no se repulían indios 
do mita a los Ministros de Justicia, Inquisidores, (Imitadores, Ofi­
ciales Reales, ni a ios Gobernadores, Corregidores Alculoaldes Ma­
yores ni a sus Tenientes. Los Alcaides y Carceleros tampoco po­
dían servirse de los indios. Ley XI, Tít. I, Lib. V.

De igual modo se les prohibió a los Virreyes. Gobernadores y 
Ministros, Prelados, Clérigos, Monasterios y Hospitales, Casas de 
Religión y de Moneda que tuvieran encomiendas de indios, y lus que 
antes existían a su cargo quedaron disueltas.

En el Capítulo 11, pág. 3C1, de la selecta e importantísima 
obra intitulada VARONES ILUSTRES DEL NUEVO MUNDO, 
que fué escrita hace más de tres siglos, en 1631, por el cronista es­
pañol don Francisco Pizarro y Orellana, consta que fueron dadas 
aquellas leyes para el Gobierno de las indias a instancias del insigue 
dominico Fr. Bartolomé de las Gasas, casi ¡l mediados del siglo XVI.

Ellas prescriben;
“Que ningún indio fa cargaffe, falvo en aquellas partes que no 

se pudiefe efensar, y fe les pagaffe fu trabajo, y que no fe ecbafseu 
ludios a las minas, ni a la pefquería de perlas, y que fe taffaffeu los 
tributos, que kurittffeu de dar a fus encomenderos, quitándoles jnfta- 
mente el fervicio personal”.
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"Que fe quitafen las Encomiendas, y repartimientos de Indios, 
que tenían los Obispos, Jlnnalíerios, y Hofpilales: quilnffen afsi mis­
mo los Indios a los que hnvielfen lido, o de presente fuellen Governa- 
dores, Prefidetites, Oidores, Corregidores y Oficiales de Jufiieia, y 
sus Tenientes, y Oficiales de la hazienda de fu Majestad: y que no 
pudicllcu tener Indios, aunque dixctlen que querían renunciar los 
oficios”.

"Que Indos los Encomenderos del Perú, que fe huvieften halla­
do en las alteraciones, y pafsiones de don Francisco de Pizarro, y 
don Diego de Almagro, perdiefien los Indios, af~í los del un vando, 
como los del otro. I con efta ordénanos, como dize Diego Fernán­
dez, por otro nombre el Palentino, cali ninguno podía tener Indios 
en el Perú, ni hazienda: y por el cnnliguiente todas las personas de 
calidad de la Nueva Efpaña, y lanibién del l’erú tampoco los podrán 
tener, por la ordenauca antes delta: porque casi todos avían lido 
Corregidores, Alcaldes o Jufticias, o Lngarestenientes, o Ministros 
de la hazienda Real. Afsi que folas eftas dos leyes oran como red 
barredera, qnc conprellendían todas las Indias, y defpojara a todos 
los pnlfedores dallas”.

listas últimas frases de don Francisco Pizarro y Orellana, pa­
riente inmediato de los cuatro Pizarras y descendiente de don Fran­
cisco, son el eco de la sórdida protesta y mosquinas concupiscencias 
que se produjeron en españoles y criollos, inclusive en Garciiaso Inca, 
P ir aquellas orden anzas que los magnates creían entonces que eran 
contrariar! al derecho de f/enlrs, y que sin embargo las hizo cumplir 
el Virrey del Perú Vasco Núñez Vela, en 1514, quien refiriéuduse 
a ellas decía: "Se. hun de </miniar y  ejecutar suceda anuo sucediere, 
que esta es tu voluntad de Su. Majestad''.

El Cabildo de la ciudad del Cuzco y lo s  Procuradores de Villas 
y Ciudades, quisieron cu tales emergencias que Gonzalo Pizarro, 
aceptara ser Procurador General para reclamar ante el Virrey y el 
Consejo de ludias sobre tales Ordenanzas, pero él se excusó al princi­
pio y al fin aceptó la comisión, entrevistándose en junta de personajes 
distinguidos del Perú, con Vasco Núñez Vela, sin conseguir por de 
pronto la derogación que llegó a decretarse años después.

En ningún caso podían encomendarse indios por donación, ven­
ta, traspaso o permuta, remuneración u otro título prohibido expre­
samente, so pena de nulidad, y de quedar vacantes las encomiendas,

Biblioteca Nacional Eugenio Espejo



—  6 0  —

debiendo en teles casos, restituir los encomenderos los ñ utos que 
hubieren percibido.

Como la contribución de los indios debía ser de los frutos que 
percibían de la tierra, se prohibió que se les cobre donde no eran veci­
nos del lugar; y para evitar regalos gratuitos quedaron “prohibidas 
las comidas, banquetes y gastos para los Comisarios, Ministros, Co­
rregidores, Tenientes y Alguaciles, o servicios a su favor”.

Los tributos que debían pagarse en dinero o en especies, no po­
dían conmutarse con servicios personales, ni tenían para ello autori­
dad los Virreyes, conforme a la Ley XXIV, Tít. V, Lib. VI. El in­
dio qne estaba enfermo, al tiempo de la mita, no pagaba el tributo 
mientras no recobrase su salud. Ley XV III, Tít. X V I, Lib. VI. 
Se prescribió qne en las jornadas de trabajo se les concediera descan­
so a los indios; y respecto a lo qne éstos debían satisfacer a sus en­
comenderos en oro o pinta, se ordenó que el metal sea pesado y ta­
sado previamente, para evitar engaños y fraudes.

Al hacerse efectiva la contribución y en el avalúo e inventarlo 
de los bienes sujetos a ella, debía observarse lo prescrito, “acerca 
de que no haya servicios personales, ni se echen los indios por los 
encomenderos a las minas”; y de haber exceso en la cobranza tenía 
la pena el recaudador del cuatro por ciento sobre el valor indebido, 
para la Cámara y el Fisco, y si era encomendero el que había de­
fraudado quedaba sujeto a la pérdida de la encomienda, on caso de 
reincidencia. Ley XIX, Tit. V, Lib. VI.

La falta de estudio, el desdén y olvido, la crítica injusta y des­
pectiva, el fanatismo irreligioso y el empeño de echar sombras sobre 
el pasado histórico y sus instituciones gloriosas, hace que personas 
poco ¡lustradas o prevenidas olviden los leyes sociológicas y de be­
neficencia pública que fueron de la augusta madre España inmorta­
lizada por ellas, y qne hoy, con recortes y un ropaje de oropel, figu­
ran en los nuevos CódigoB Sociales; leyes saturadas del espíritu fi­
lantrópico cristiano que a cada paso encontramos en cédulas, prag­
máticas, provisiones, resoluciones y fallos de la Monarquía Española, 
y en las Ordenanzas de los Virreyes, especialmente de Toledo, siendo 
de observar que, en sn conjunto, a ese bloque está estrechamente 
vinculado el Derecho Público y Privado Americano, como el tronco 
a la raíz y las llores a las rumas de un frondoso árbol milenario, con 
todos los elementos de cultura y civilización.
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Es un fenómeno digno de tomarse en cuenta y subrayarse, el 
centraste que existía en el hecho de la transgresión de aquellas nor­
mas jurídicas que en vano estuvieron vigentes y no fueron obedecidas, 
porque se eludieron con ardides y con fútiles pretextos; en tanto 
que la raza indígena las ignoraba, como hasta hoy las ignora, pues 
lo único quo sabe es el despojo de sus tierras, y que antes y después 
de la Colonia y durante ella subsistieron las mitas de sus aborígenes, 
con la opresión que perdura y la odiosa servidumbre del caciquis­
mo criollo.

El distinguido sociólogo Dr. Pío Jaramillo Alvarado, en su li­
bro de crítica DEL AGRO ECUATORI ANO, escrito en prosa co­
rrecta y castiza, reconoce que: “En vano la Legislación de los Indias, 
los Cedularlos Reales, las Ordenes Virreinales están saturadas de 
disposiciones a favor del indio, en la defensa de su persnna y sus 
bienes, pues la expoliación fue completa y las Leyes y  Ordenanzas 
quedaron sin cumplirse”.

Y, bajo otro punto de vista, al estudiar el problema agrario—pe- 
ruano, el ilustrado escritor' don Abelardo Solís, confiesa que: “Las 
leyes de Indias y las Ordenanzas de los Virreyes, especialmente las 
de Toledo, demuestran el inobjetable empeño de conservar y pro- 
tejer el régimen de propiedad de los aborígenes. No existe una Ley, 
dice, una sola Ordenanza que niegue esta verdad y que hubiese pro­
curado la destrucción de esas propiedades".

“ España comprendió la importancia social de ellas, comprendió 
su rol histórico y no ignoró su estructura, porque también habían 
existido en su propio suelo. Esto explica en parte, la facilidad y 
acierto que tuvo la Metrópoli, en la expedición de las Leyes de 
Indias. España, tuvo, pues, en su obra colonizadora visión distinta a 
la que se le atribuye considerando sólo, con miopía y frivolidad, la 
luz de los intereses menudos que proliferaban dentro de nuestras 
sociedades mestizas. Por esto, en lo referente al problema indígena, 
el tosco sentido de adaptaoión a las realidades del medio en la legis­
lación y en las costumbres, demuéstrase en la historia del Virreynato, 
no por la destrucción sino por la transformación de los viejos ay líos, 
agregados sociales refractarios y resistentes del caciquismo indígena 
y del gamonalismo naciente, ya reduciéndose e integrándose para 
dar origen a los actuales Comunidades indígenas, ya disolviéndose
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on el seno de las haciendas quo así han planteado—Comunidad y la­
tifundio—la eouación de nuestro problema agrario”.

"Por revalidación del derecho reconocido por leyes y ordenanzas 
coloniales, la Comunidad resultó propietaria de sus tierras ya poseí­
das, y así ha seguido conservando sn fuerte y rudo sentimiento de 
apropiación de la tierra. Para la Comunidad de nuestros días, el 
dominio eminente y el dominio útil de la tierra, existen fundidos, 
identificados y reunidos” (1).

El Emperador Carlos I, en 1541, asesorado por el Cardenal 
Tavera, y Carlos IT, prescribieron en sus Ordenanzas que: "el uso 
de todos los pastos, montes y aguas de las Provincias de las ludias 
sean comunes a todos los vecinos de ellas, que ahora son y fueren 
después, para que los puedan gozar libremente, y hacer ¡unto a cual­
quier bohío sus cabañas, trayendo allí sus ganados. Los Consejos, 
Justicias y Resillares debían guardar y cumplir lo contenido en la 
Ley V, Lib. IV, Tít. XVIII que reproduce dichas órdenes; y la 
persona que pusiera obstáculos debía pagar la multa de cinco mil 
pesos oro, para la Cámara Real. Consta en la misma Ley p't-citnda 
que ésta se hizo extensiva hasta la ciudad de Santo Domingo de la 
Isla Española, dentro de diez leguas a su alrededor y fuera de ese 
límite; y cada hato de ganado se ordenó que tuviese nuil legua de 
tierras en contorno, a que dentro de ella nadie pueda introducirse”.

La Ley IX, Lili. II, Tít. XXXI, reproduce la Ordenanza de 
Felipe II, de 18 de Enero de 1552, y  manda que: “ Debo el Vi­
sitador procurar, cuanto sen posible, que los indios tengan bienes de 
Coinunidnd y planten árboles, a que no se hagan holgazanes y se 
apliquen al trabajo, para su aprovechamiento y buena policía, y que 
la Audiencia les dé instrucción de todo lo que le pareciere conve­
niente y digno de remedio, aunque no esté previsto por las leyes de 
este Título”.

De este mudo, con un criterio de maravillosa administración 
pública y de justicia social, con amplísima visión retrospectiva y del 
futuro de engrandecimiento y bienestar de la raza, resolvió España 
problemas agrarios básicos y fundamentales, mediante instituciones 
jurídico-sociológlcas que demuestran su pericia económica y los rus­

t í )  A n t e  e l  P r o b l e m a  A g r a r i o ,  piígs, 35 y 13.
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gos que en olios supo imprimir ile la fisonomía colectivista del Inca- 
rio represéntalo por las Comunidades, en las que subsisten la sangre 
y las costumbres de sin antepasados.

Por este vivo empeño de favorecer la agricultura base del sis­
tema económico y las formas estructurales indianas que llevan el sello 
de nacionalidad, de antiguo poderío y grandeza, y por un sentimiento 
de humanitarismo y justicia, se les concedió a los Indios tierras libres 
y en abundancia que sirvieran para el exclusivo aprovechamiento de 
las comunidades y pueblos, dentro de extensos límites; tierras de 
montaña y páramos a qne las utilizaran, inclusive las de fruías sil­
vestres, pediendo usar de la leña y cortar maderas en los hatos para 
la construcción de sus chozas, sólo que debían cuidar que se repro­
duzcan los bosques y no queden talados; tierras ejidales hasta del 
perímetro de una legua a inmediación de las ciudades capitales de las 
Provincias, para quo puedan urbanizarse los indios y gozar de los 
benefi'ios de la civilización, y de los servicios públicos del Estado y 
de los Municipios; tierras de composición que las reivindicaba la raza 
indígena, Invocando haber pertenecido a ios ay líos primitivos que 
representaban vínculos de sangre, de religión y de colectivismo agra­
rio y que la Corona de España les concedía pródigamente atendiendo 
a la posesión de tiempo inmemorial; tierras de resguardo que habían 
quedado sobrantes al formarse las reducciones y encomiendas, desti­
nadas para la labor agrícola de los campesinos y en las que no debía 
meterse el ganado de los españoles; tierras de reversión en las que 
se había reservado el dominio directo el Emperador, para conceder 
el libre aprovechamiento; y tierras de propios asignadas a los Muni­
cipios quo los otorgaba u los mismos indios, en arrendamiento o usu­
fructo, cuando no habían alcanzado a adquirir otras a título de propie­
dad exclusiva y perpetua.

Sólo las tierras que se apellidaban de señaría, con sus montes, 
pastos y aguas, debían ser comunes entre los españoles e indios, con­
forme la Ley VII, Tít. XVII, Lili. IV; sin que aquéllos puedan en 
ningún caso ocupar ni introducirse en las tierras que individual o 
colectivamente se les había asignado a los indios, en las dehesas bo­
yales y concejiles.

Así por medio de barreras infranqueables condicionadas a las 
circunstancias y a las formas estructurales incaicas, se procuró favo­
recer e incrementar el desarrollo de la grau propiedad comunal; y

Biblioteca Nacional Eugenio Espejo



-  64 —

frente a ella la individual de la tierra que apenas se conoció esporá­
dicamente en la época del gobierno de los incas, así como la familiar 
vinculada a los cacicazgos, separados linos de otros y amellas veces 
confederados.

Ocupaban las tierras de los cacicazgos un lugar intermedio entre 
las de las clases corporativas que antiguamente gozaban de la propie­
dad comunal, y las de propiedad privada o individual.

Eran aquellas tierras de cacicazgo el tipo de la copropiedad fa­
miliar con una estructura semejante al homestead de • Norte América 
y alas formas indigenistas y agrícolas del chinam iguatemaltoco y del 
calpiilli tolteco; formas autóctonas colectivas que reflejan organizacio­
nes similares de otros países en los que la propiedad agraria significa 
cooperación de brazos, como el mir ruso y el allmend. suizo, con tie­
rras comunales pura grandes y pequeños grupos, separados por líneas 
de sangro, por hitos y mojones, en las respectivas circunscripciones.

Semejantes a esas organizaciones de tierras de comunidad para 
los grandes ay líos y de copropiedad familiar, fueron las que estable­
ció España para sus colonias concediendo n los indígenas tierras con 
variedad de títulos proteccionistas, cuyas formas lian empezado a 
adoptar algunas Constituciones y Códigos modernos.

T para que el españolismo criollo y mestizo no abusara del des­
nivel social en que se hallabau eolooados los indios, obligándoles a 
enajenar por precio ínfimo sus propiedades raíces, Felipe II ordenó 
que cuando quieran vender voluntariamente sus tierras lo llagan cum­
pliendo para su seguridad ciertos procedimientos y requisitos; y según 
la Ordenanza V, Tít. VII del Virrey Francisco de Tolodo, era nece­
sario que; “se pida licencia a la Real Audiencia, sin que pueda nin­
gún Corregidor ni Juez de residencia, consentir ni permitir que los 
indios vendan, aunque sea ante sí mismos, ora sean las tierras propias 
de quien Ins vendiere o de la Comunidad, ni le dé licencia pura ello, 
antes le estorbe y prohíba y me dé aviso (al Virrey) de lo que fuesen 
dichas tierras, la causa por qué se vendiesen y el precio de ellas para 
que visto se provea lo que convenga”. Ot'd. XXIV, Tít. XV’II.

Si dentro o fuera de la Comunidad, se ponían tuntas trabas para 
la venta y movilización de las tierras pertenecientes a los indígenas, 
era por el sinnúmero de trapacerías y abusos que contra ellos come­
tían ciertos terratenientes y latifundistas, cuya ambición no encontrn-
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ba vallas para acrecentar sus extensos dominios con los despojos 
de la raza vencida.

Y con esos despojos que prueban la ineficacia y flexibilidad de 
las leyes coloniales y de la política republicana, sobre la base de fre­
cuentes expropiaciones a los campesinos indígenas, se ba formado el 
lutifnndismo, a expensas de las tierras que fueron de los ni/llos y de 
las comunidades, mientras yace en ruinas v escombros la Legislación 
de las Indias, que hoy se la quiere resucitar en defensa do la raza 
por las naciones bolivarianas que ayer la derogaron, cuya falta no 
tiene excusa y son responsables ante el indigenismo de la América 
Española, por no haber seleccionado las normas jurídicas que debían 
conservarse.

X I

Extracto Sociológico-Legislativo de Cédulas Reales expedidas 
para el indigenismo y promulgadas por la Real audiencia de Quito (*)

Habría necesidad do un voluminosu Apéndice, pora hacer en él 
una revista esquemática de las principales normas jurídico-sociales en 
favor de las razas nativas del Continente Americano, normas de 
trascendencia universal contenidas en innumerables Cédulas y Pro­
visiones, Resoluciones y Autos, Decretos y Cartas, Prncmátieas e 
Instrucciones rubricadas por los Reyes de España y enviadas a la 
Audiencia Real que funcionaba en la ciudad de San Francisco de 
Quito, durante el tiempo en que estuvo incorporada al Virreinato de 
Lima (1574-17t7)y , luego, después, al Virreinato de Santa Fe 
(1717-1809).

Constituyen esos antiguos Oedularios del Derecho Colonial, que 
los posee en su mayor parte inéditos en sn archivo la Corte Suprema 
del Ecuador, un grandioso tesoro de inestimable valur, para quienes 
se han dedicado al estudio histérico-sociológico y a las investigacio­
nes jurídicas do los problemas medulares relativos a las clases traba­

(* )  Este Capítulo ni los posteriores no figuran en el trabajo que lo enviamos a Mé­
xico por intermedio de la Cancillería del Ecuador, para el Primer Congreso Indigenista 
Interamericano. Complementariamente, en ellos hemos resumido la pura verdad histórica, 
tal como consta del Ccdulario Real perteneciente a la Audiencia y Presidencia de Quito, 
fielmente y  con la mayor escrupulosidad, para demostrar la esmerada atención que la Madre 
España tuvo por estas privilegiadas regiones indianas.
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jadoras que hoy revolucionan el mundo y que en gran parte per­
tenecen a las razas aborígenes y mestizas.

En aquellas fuentes originales y matrices de la legislación ame­
ricana que incorporó al indio a la civilización, hemos encontrado 
maravillosas fórmulas protectoras y admirables normas auténticas de 
humanitarismo que sobrepasan por su previsión y sabiduría a los cá­
nones de las modernas Constituciones y a todos los Códigos antiguos 
que hasta entonces se habían promulgado en la vieja Europa, en 
cuanto a la suma de garantías individuales y privilegios que España 
otorgó a sus colonias, abriéndoles un amplísimo horizonte para su 
evolución, engrandecimiento y progreso.

De aquel inmenso arcén ni histórico de Cédulas Reales, no sólo 
americanistas sino intercontinentales, apenas se ha publicado por el 
muy erudito y competente paleógrafo de la Municipalidad Sr. Jorge 
A. Garcés G., un solo volumen, en Ció páginas, desde el año de 1538 
hasta 1600, entre los importantísimos LIBEOS DE CABILDOS 
DE LA CIUDAD DE QUITO; y tiene razón de haber consignado 
en el PROLOGO de aquel volumen el benemérito literato y precla­
ro publicista don J. Roberto Páez. que; “en la historia de América, 
ose es un libro tic oro lie lit Icgislacián social, y que así debería llamar­
se, porquo en él se hallan la- primarias y más antiguas disposiciones 
dictadas en beneficio de la raza indígena”.

Efectivamente, como lo anota tan eximio escritor: “La mayor 
parte de los problemas que boy agitan las conciencias y que se quiero 
resolver por algunos con medidas extremas, se hallan en él conside­
rados y resueltos con criterio de equidud que admira y pasma. Snlu- 
rio mínimo para el trabajador indígena, limitación de jornada, auxi­
lios de enfermedad, disposiciones en bien de los menores de edad y 
de las mujeres, limitaciones del derecho de propiedad, de suerte que 
los terratenientes no se apoderen de todo el territorio sin dejur ex­
pansión a las poblaciones; todos estos y otros problemas más están 
tomados en cuenta y atendidos. No es posible escribir la historie 
de la legislación obrera en el Ecuador sin consultar la “Colección do 
Cédulas Reales dirigidas a la Real Audiencia de Quito”. Lóase con 
la atención que merece la Cédula de 10 <le Noviembre de 1578 en 
la qne se ordena proceder a un reparto nuevo de tierras para que 
fuera posible que labradores e indios tuvieron donde plantar sus cul­
tivos y conservar sus ganados, “dejando a cadu vecino las que bue-

Biblioteca Nacional Eugenio Espejo



—  G7 —

nárrente pudiere labrar conforme a la calidad de su persona”. La 
primera limitación de los latifundios es ésta, y los que hablan ahorn 
de repartos de tierras como de cosa nueva, harán bien si recorren 
atentamente y admiran las sabias disposiciones de orden social de 
los gobernantes españoles del siglo XVI”.

Y agrega el señor Páez, apocándose en una autoridad científica 
de relevante fama: “Con razón ha podido decir el distinguido histo­
riador quiteño, doctor don Julio Tobar Donoso, en su monografía 
Los primeros Obispos j  los Indios:

“Si se hubieran cumplido lealmente, si las Cédulas Reales no 
hubiesen sido objeto de frecuente irrisión y de fingido respeto, no 
habríamos tenido que lamentar tantos problemas sociales como han 
surgido posteriormente, por falta de suficiente extensión para ensan­
che de los pueblos; ni los grandes propietarios hubieran acrecentado 
sus haciendas en detrimento de las poblaciones”.

No hay en el mundo otra legislación social semejante a la que 
se expidió para la América Indiana, sin que ninguna le rivalice ni 
la supere en sabiduría y humanitarismo, siendo indisputable la supre­
macía histórica internacional que le acredita sobre todos los sistemas 
antiguos y escuelas modernas, inclusive las que abarca el socialismo 
actual, cuyo vocablo se inventó casi dos siglos después que estuvieron 
vigentes las Leyes de las ludias, cuando se balda consumado ya 
la obra de la conquista y la colonización y alboreaba la independen- 
dencia do las naciones americanas.

Hemos aportado algunos antecedentes históricos al conjunto de 
problemas de los pueblos his|inno-nmerienuistas, para demostrar que 
si algo tiene de bueno el socialismo que proungua tesis que enloque­
cen a la humanidad, es aquello que bn tomado del Evangelio eterno, 
cuyas máximas y principios de justicia social rebasan en las leyes 
de la Metrópoli, únicas en su género, universales en su contenido 
y en sus proyecciones sociológicas.

Los líderes del socialismo que pregona fórmulas de libertad y 
justicia económica han hecho que él sea conservador y usufructuario 
de la legislación social do España y de la Carta del Trabajo Peninsu­
lar que responden estructuralmente a los más exigentes y novísimos 
programas de reglamentación del salario y bienestar do los obreros 
rurales e industriales, procurándoles medios económicos de subsisten­
cia; sólo que el socialismo marxista, esencialmente revolucionario,
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tiende ni derroonmiento del Estndo y del capitalismo, envenenando 
Ins corrientes de ln vida nctnnl, con el más crudo materialismo.

Antes de detenernos en el estudio analítico y crítico de tan ma­
gistrales y aplaudidas Cédulas Reales, índico de cultura cosmopolita, 
con las que se enmendaron muchos errores y subsanaron varias faltas 
y abusos cu el Gobierno y administración regionales; ni estractar 
algunos datos de las remitidas a la Audiencia de Quito que fue fun­
dada el 29 de Noviembre de 15GB, nos liemos convencido que ellas 
so expidieron con puro espíritu cristiano y sanas intenciones pictó­
ricas de idealidades, siguiendo el rumbo de l?,s más urgentes necesi­
dades de las colonias, descubriendo en su organización política y 
social, muchos llagas y hondos males que desgraciadamente quedaron 
sin remedio ni correctivo terapéutico, muchas crueldades, daños y 
extorsiones propios de la raza feudalista y vencedora contra los 
infelices indios.

La historia en cada una de sus páginas atestigua elocuentemente 
que los Reyes de Castilla y el Consejo de las Indias laboraron leyes 
con el mayor cuidado, acierto, constancia y rectitud, con fe en el 
porvenir e inquebrantable tenacidad, procurando los beneficios de 
la civilización y el progreso económico de las agrupaciones indíge­
nas, llegando hasta a abolir el concertaje y proclamar la libertud del 
trabajo en todas sus formas, a fin de que los obreros tengan derecho 
a percibir justos salarios para sí y sus familias. España, como nin­
guna otra nación, hizo cuanto pudo de su parte, en este sentido fi­
lantrópico y altruista, para el mejoramiento moral y económico de 
sus colonos, individual y colectivo, agotando fórmulas jurídicas y so­
ciológicas para la rehabilitación y el encumbramiento de la raza 
indígena; y, sinembargo de tantos esfuerzos gigantescos, si no pudo 
levantarle a mayor altura, con sus escuelas rurales y misiones cul- 
turizadoras, fué debido n resistencias incomprensibles, a ciertas 

.costumbres atávicas y a gravísimos defectos étnicos y raciales, cuya 
supervivencia mantiene a los aborígenes en un estado de atraso 
primitivo, a través de los siglos.

Medianto la RECOPILACION DE LEYES DE LAS IN­
DIAS, sancionada por Carlos II, en Madrid, a 18 de Mayo de 1680, 
y publicada en los Reinos do la América, llegó a realizarse la unifi­
cación de las diversas ramas del derecho colonial, cuyas fuentes de 
jurisprudencia se hallaban dispersas en millares de Cédulas, Provi-
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siones, Ordenanzas, Instrucciones, Cortas y Autos firmados por los 
Reyes de España, para las colonias que liiibilnlniii las inmensas y 
distantes regiones qoe se denominaron Indias Occidentales que com­
prendían todas las Islas y la Tierra Firme del Mar Océano.

Para aprender y avalorar las sabias enseñanzas de justicia so­
cial, hay que recurrir a la olvidada Recopilación de Leyes de las 
Indias que hubiera transformado a los pueblos y cambiado la faz 
del mundo, si acaso los ricos y potentados, los gamonales y caciques, 
si los antiguos señores de horca y cuchillo, hubieran sabido aplicarlas 
religiosamente, en vez de implantar el latifundio, la tiranía y la ser­
vidumbre; y para empaparse de las luminosas y sublimes doctrinos 
del calumniado Evangelio, no hay sino que abrir y leer los Cedalarios 
Reales inéditos e ignorados por los críticos mordaces de la civiliza­
ción occidental, cuyo proceso evolutivo se demuestra eu la vertebra- 
ción cristiana de las principales instituciones, en pro de los menes­
terosos y oprimidos indios, víctimas de gratules desigualdades y de 
clamorosas injusticias.

lie  aquí las principales Cédulas Reales que representan inol­
vidables conquistas para los pueblos del Ecuador y que lian dejado 
huellas luminosas en la historia de la legislación social;

El Rey Felipe II, en la ciudad de Monzón, en 29 de Noviem­
bre de 15(13, ordenó al Presidente y Oidores de la Audiencia de Quito 
que den cumplimiento a las siguientes instrucciones y ordenanzas: 
Primeramente, sobre la evangidización y  (lucil ina Jo los indios, para 
lo cual debían emplear toda diligencio y cuidado, facultando a los 
Provinciales, Priores, Guardianes y demás Prelados que residían eu 
el distrito, para el establecimiento y edificación de monasterios de 
acuerdo y con licencia del Obispo de la Diócesis. En segundo lugar, 
reiteró las órdenes a que no haya servicios personales de indios; a 
que se evite la tiranía de los caciques en cuanto al cabro de tributos 
excesivos; y  a que no se consienta que haya trasuaso de pueblos de 
indios, por compraventa, donación ni por ninguna oirá causa, re­
comendando que se forme un archivo de todas las Reales Cédulas a que 
se guarden y se cumplan con exactitud. Se prohibió que no puedan 
habitar entre los indios ni en sus pueblos, los vagabundos españoles 
que les hacían muchos daños y  agravios, lomándoles por fuerza sus 
mujeres y chozas y  sus haciendas; y se facultó al Presidente Her­
nando de Santillán y a la Audiencia Peal, para castigar a los cui-
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pables y expulsarlos si acnso no se concretaban a sus oficios mecá­
nicos aquellos que los tuvieren. Se amonestó especialmente a que 
sean equitativos los tributos que los caciques les cobraban a los in­
dios, debiendo ser tasados a que no los exijan más de aquello que 
puedan justamente pagar. Y, para evitar el abuso de los encomen­
deros en la demanda do los mismos tributos, se ordenó su retasa, a 
fin do que en ndelaute los indios paguen únicamente de los frutos y 
cosas que ellos tuvieren y criasen en sus tierras, sin ir a buscarlos 
fuera de ellas. Por último, se prohibió que se les obligue a cons­
truir las casas délos encomenderos, como asilo hacino los indios, 
sin ser abonados de sti salario, ocasionándose agravios y daños irre­
parables; lo cuul visto por el Consejo de las Indias, acordó el Rey 
que se remediara esta situación a que "no sean apremiados a hacer 
las dichas casas ni ocuparse en otros ningunos servicios persona­
les”. Ley XXII, Títulos V y IX, Tomo V.

En la Cédula Real, de 2 de Diciembre de 1563, se reglamenta 
el servicio persona] de los indios, en las ciudades del Perú, La Plata 
y San Francisco de Quito, ordenando que él sea voluntario y se les 
pague su salario enteramente; y, con tal objeto, se reprodujo la Cé­
dula de 22 de Febrero de 15-19 que se recopiló en el año de 1680, 
en las Leyes 4, 5, G y 7 del Título XII, Libro VI.

Como hemos manifestado en otro Capítulo, quedaron mediante 
dichus Cédulas Reales, abolidos los servicios forzados de los indios 
en las minas y  otras obras, así de los tributarios de la Corona como 
de los encomendados a los pobladores; y prohibióse la conmutación 
con tales servicios de los tributos que debían satisfacerse en frutos. 
Y, a falta de acémilas para el transporto de las cargns de un lugar 
a otro, se facultó que fuesen alquilados voluntariamente los indios, 
con tal que “sea muy moderada la carga y por tiempo breve y a 
cortas distancias”; y por cuanto equivalía a trabajar de valde, el 
ínfimo salario de ocho maravedíes y  medio, por cada día, prescribió 
Felipe II qne, en adelante, era necesario tasar dichos servicios para 
que se pague un competente jornal, con el que puedan cómodamente 
mantenerse los indios y  ahorrar para sus necesidades. Ley XIV, 
Tít. XV, Lib. VI.

Y refiriéndose el mismo Rey a la antigua Cédula de 22 de Fe­
brero de 1549, que no la habían cumplido los Presidentes y Oidores 
de las otras Audiencias Reales, reiteró a la de Quito las órdenes a
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que se guarde y ejecute, proveyendo que los indios no sirvan a los 
espnñoles sino de su propia voluntad, y  no de otra manera alguna; 
y se les pague su salario y  soldada enteramente, ya que había lle­
gado n noticia del Consejo de las Indias que muchos encomenderos 
tenían en sus casas a indios ocupados en traer hierba para sus ca­
ballos y  agua, leña, y  en la labor de sus huertas, viñas y  heredades 
y guardar ganados, etc., con el salario anual de seis pesos de jornal 
y seis fanegas de maíz, con lo cual el indio no tenía sino para un 
vestido de algodón. Leyes III, IV y V, Tít. XII, Lib. VI.

Con fecha 2 de Diciembre de 15G3, existen otras dos Cédulas 
Reales, sobre la misma materia, en la primera se prohíbe que los 
españoles obliguen a los indios a trabajar en la explotación de la 
coca, en las Provincias de los Andes; y en la segunda se insertan 
las Cédulas expedidas er. Toro, a 18 de Enero de 1552 y en Valla- 
dolid, a 28 de Noviembre de 1558, relativas a la reglamentación 
del servicio de los indios, para evitar que sean holgazanes y ociosos, 
debiendo las Audiencias Reales, proveer en los respectivos pueblos 
a que ellos se entiendan y ocupen en sus propios oficios; si fueren 
labradores que cultiven la tierra y sementeras para sí mismos, y 
que los mercaderes se entiendan en sus tratos y mercaderías; y que 
los que no tuviesen ocupación ninguna se alquilen para trabajar en 
las labores del campo y obras de la ciudad, sin que los españoles 
les puedan compeler a ello aunque sean indios de las encomiendas. 
A todos dobía pagárseles el justo jornal por su trabajo.

Recriminando el Rey a los Presidentes y Oidores de las Au­
diencias Reales de las ciudades del Perú, La Plata y San francisco 
de Quito y a los de Guatemala, por haber dejado de cumplir tales 
Ordenanzas, compeliendo a los indios a que vengan de sus pueblos 
a trabajar en la ciudad en obras públicas, o repartiéndolos entre per­
sonas particulares, con un miserable salario, ordenó que: “no se les 
vuelva a apremiar a que se alquilen, excepto a los indios que vivan 
ociosos y  holgazanes a quienes debía pagárseles justo jornal, sin 
trasladarles do una distancia mayor de dos o tres leguas. Por últi­
mo, se prohibió que se compela a que se alquilen los indios en las 
plazas de las ciudades y pueblos; y se ordenó que el salario no sea 
menor de dos tomines diarios, debiendo proveer las Audiencias Rea­
les lo que fuere más conveniente en provecho y beneficio de los tra­
bajadores, a los que debía pagárseles lo que fuere justo aún por el
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tiempo que se ocupasen por la venida de sus casas a los pueblos 
donde debían trabajar y  por la vuelta o regreso".

En 2 de Diciembre de 15G3, de ncuerdo con el Consejo de las 
Indias, se reprodujo la Cédula Real de G de Mayo de 1555, sobre 
el castigo que merecían los mayordomos o calpisques que en las en­
comiendas de México habían cometido daños y agravios en contra 
de los indios; y se hizo dicha Cédula extensiva para el Virreinato 
del Perú, La Plata y la ciudad Quito, prohibiendo que esos agentes 
vayan a los pueblos sin antes haberse presentado a la respectiva 
Audiencia y obtenido licencia previas las informaciones del caso, 
toda vez que de sus gestiones se seguían graves inconvenientes y 
daños, molestios y vejaciones, por recibir obsequios y ocupar a los 
indios en las heredades de sus amos, sin llevar cuenta de su trabajo, 
causando escándalo con esa conducta opresiva y sobre todo inmo­
ral. Ley XXVII, Tít. III, Lib. IV.

Con la Cédula de 28 de Diciembre de 1563, se reglamentó el 
tributo que los indios satisfacían en el Reino de Quito a los enco­
menderos, habiendo ordenado el Rey que cesen y se remedien los 
perjuicios y agravios que se les ocasionaban, obligándoles a trasladar 
las mieses de un lugar a otro; pues, en adelante debían recibirlas 
los encomenderos, en los mismos lugures de su recolección.

Por la Cédula de 2 de Noviembre de 156G, se amonesta n la 
Real Audiencia de Quito, que los iudios sean tratados no como es­
clavos, sino como hombres libres y vasallos de Su Majestad, txcen- 
tos de todo género de trabajo, confórmese estableció después en la 
Ley I, Tít. II, Lib. II de la Recopilación; habiéndose ordenado en 
2 de Noviembre del mismo año, la libertad de los indios yanaconas, 
exonerándoles de la servidumbre que para ellos se había establecido, 
contra su voluntad, en las provincias del Perú y de Quito.

A 30 de Enero de 1567, se ordenó que no se impida a los in­
dios la libre venta de víveres y mercaderías, en las ciudades y villas 
de San Francisco de Quito; y se prohibió que los encomenderos 
a más de los tributos en especie puedan exigir trabajos ni cosa al­
guna indebida, ni los regidores y agentes de justicia. En la Cédula 
de 25 de Febrero del mismo año 1567, se prescribe nuevamen- 
teq u e  iio han de ser ocupados los indios en el trabajo de ios 
edificios, sino pagándoles loque justamente les corresponde, sin de­
fraudarles su salario.
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En 1? do Octubre de 1568, facultó el Bey al Presidente de la 
Audiencia de Quito, Doctor Lope de Almendáriz, la provisión que 
debín hacerse pura las visitas de indios, en la ciudad de Quito, y 
relativamente a las tasas y retasaB de impuestus y el reparto de obre­
ros para el trabajo de puentes, tambos y caminos, etc.

En 18 de Octubre de 1569, se ordenn que la Audiencia Real 
de Quito otorgue completa libertad a los indios para casarse. T en 
29 de Marzo de 1570 se prohíbe conceder encomiendas de indios a 
quienes hayan sido esclavos. En 12 de Abril del mismo año, pro­
híbese a los gobernadores de las provincias que hagan encomiendas 
o repartos de indios, sin licencia y mandato del Rey; y se ordena 
que los naturales de la provincia de Quito, sean exonerados de pagar 
tributos a sus encomenderos, mientras aquéllos no hayan sido bau­
tizados e instruidos en la Fe Católica.

Por la Cédula Real de 7 de Mayo de 1570, se prohibe que los 
indios de las encomiendas sean objeto de prenda o arriendo, impi­
diendo a los acreedores de los encomenderos se paguen con el tra­
bajo personal de aquéllos so pena de pérdida del beneficio y multa 
de cincuenta mil maravedíes para la Corona; y, en 15 de Agosto del 
mismo año, se hicieron extensivas dichas órdenes a Popayán.

En la abundante colección de Cédulas Reales que cubiertas con 
el polvo de centurias, transparentan estas bellas teorías humanita­
rias y sistemas sociales de admirable fondo ético y jurídico, sobresa­
len aquellas que paternalmente so expidieron a solicitud de religiosos 
y prelados americanos, como la Ordenanza imperial de 2 de Junio de 
1573, dirigida a la Real Audiencia de Quito, para que “pueda proveer 
a nuevas fundaciones do pueblos de indios", conforme a Ia3 instruc­
ciones que para ello había remitido al Consejo de las Indias Fr. 
Pedro de la Peña, Obispo de esta provincia, que consiguió “se les 
eximiera de los tributos y de acudir a la servidumbre de las ciudades, 
durante el tiempo que se ocupen en hacer nuevas casas e Iglesias y 
chacras de sus parroquias, ya que no tenían los pobres indios otra 
renta que su trabajo para vestir y sustentar a sus personas, mujeres 
e hijos”.

Y, en esta misma célebre Ordenanza, por atinado consejo e insi­
nuación de aquel venerable Jerarca de la Iglesia, constan además 
de lo expuesto, los siguientes capítulos:
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a) “Que a los pueblos de indios se les señalen exidos para sus 
ganados, demás de las tierras bastantes que se les debe dar para sus 
sementeras, las cuales batí de ser dobladas para año y vez". Ley VIII, 
Tít. III, Lib. IV de la Recopilación.

b) “Que se debe proveer que españoles ni clérigos ni frailes no 
puedan poner estancias de ganado menor, a menos de una legua de 
las chacras que están junto a los pueblos de indios, ni tener estancias 
de ganado mayor dentro de dos leguas de las dichas chacras, ni se 
puedan dar tierras para sementeras ni labranzas, viñas ni huertas a los 
españoles, dentro de la dicha legua; a que los Indios tengan sus tie­
rras conocidas para sus sementeras y  crías de ganados”.

c) “Itera, que ningún encomendero tenga estancias de ganado ni 
sementeras en todos los términos de los pueblos de su encomienda, 
ni tengan heredades ni ningún género de granjerias con los indios de 
su encomienda, por los grandes daños que de ello se les sigue". Le­
yes XIII y XVIII, Tít. IX, Lib. VI.

d) “Item, que ningún encomendero tenga en los pueblos de su 
encomienda para ninguna granjeria ni aprovechamiento, cacique, espa­
ñol, mestizo, negro, mulato, y anacona, ladino, porque estos son pes­
tilencia en los pueblos, haciendo grandes agravios a los indios”.

e) “Item, que ningún criado ni paniaguado ni yanacona de enco­
mendero ques o haya sido pueda tener vara de justicia, ni comisión 
particular en los pueblos del tal encomendero, ni con la dicha vara do 
justicia puedan enviar los dichos encomenderos a los tales, u recoger 
los tributos como lo hacen, en que se siguen grandes agravios que se 
hacen a los naturales”.

f) “Item, ha de proveer Vuestra Alteza que ningún encomende­
ro pueda tener en su casa ni eu su servicio indio ni india de su enco­
mienda, ni traiga ni tenga los caciques ni principales de sus tierras 
ni los saque de ellas para ninguna cosa, porque allende los males y 
gastos y daños que se siguen a todos los naturales, los pueblos están 
así todo el año sin sus caciques y sin ellos no se puede hacer la doc­
trina a derechas, porque tras ellos se va la mayor parte del pueblo, 
demás de que los naturales se desasosiegan de sus tierras y semente­
ras y se pierden muchos por las ausencias de sus caciques que s o d  los 
que los congregan y ayuntan en este natural”.

Consta, asimismo, que en 11 de Junio de 1573 a instancias del 
caritativo Obispo Fr. déla Peña, Felipe II  dictó en Madrid la si­
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guiente paternal Ordenanza, dirigida al Presidente de la Audiencia 
Reul de Quito, en favor de la desvalida raza. Extractamos de ella 
los siguientes fragmentos:

"No vengan los indios de lejanas tierras a servir las ciudades ni 
traigan cargas de maíz ni trigo, ni fruta, en especia] cuando vienen o 
van o diversos temples de tierrafría o caliente que les causa daño”.

"No veyan a sacar oro ni plata ni a proveer las mineras en las 
dichas estancias ni en la diversidad de temples de sus naturales, 
porque en todo perecen muchos indios, y para ello tiene Vuestra 
Alteza proveído remedio, el cual no se guarda".

"No bajen cargas ni las traigan a los embarcaderos y puertos 
porque de ordinario son tierras calidísimas, y así mueren muchos in­
dios serranos en los caminos".

“En los casos de epidemias, provéanse de medicinas en cada 
Provincia".

“ El servicio do los españoles sea sin vejación de los pueblos, en 
especial no se permita den indias mozas sospechosas a hombres sol­
teros de ninguna edad ni calidad que sean”.

“Las indias que so casen sigan la condición de los varones”.
“Las Iglesias por edificarse, se harán a costa de la Real Alteza 

y de los encomenderos e indios de la comarca”.
Por último, se dieron órdenes relativas a las necesidades del 

servicio del culto divino y estipendio de los sacerdotes, porque ordi- 
nnrinmente lo cobraban mal de manos de los encomenderos, debien­
do los caciques, antes que ingrese el tributo en poder de éstos, pagar 
al clérigo su salario.

En la Cédula de 15 de Julio de 1573, prohibió el Rey que los 
indios de la Audiencia de Quito sean ocupados en servicios persona­
les, en días festivos; y, en otra providencia firmada en esa misma 
fecha, se les exoneró del tributo durante diez años a los pueblos que 
se sometían sin hacer la guerra a los españoles.

Esto no obstante, España no abandonó por ello el sistema finan­
ciero de tributación que lo implantó en América, a ruíz de la con­
quista; pues, aunque por Decreto de las Cortes Extraordinarias, fe­
chado en 13 de Marzo de 1811, se quitó el tributo de los indios, 
Fernando V II lo restableció con el nombre de “contribución” por
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la Real Cédula de Io de Marzo de 1815, según los documentos au­
ténticos que pueden consultarse en el Tomo X V I de los Cedularlos 
Reales del archivo de la Corte Suprema.

Por una Ordenanza suscrita en Monzón de Aragón, a 6 de Se­
tiembre de 1573, ordenó el Rey que el Fiscal de la Audiencia del 
Nuevo Reino de Granada sea protector de los indios y les ayude y 
favorezca en todos los casos a que se refieren las Leyes y Provisiones, 
Ordenanzas y Cédulas Reales, de modo que no reciban agravio ni 
vejación.

El mismo Rey Felipe II, en Monzón, a 27 de Setiembre de 1573, 
ordenó al Presidente Lope Aux Diez de Armendáriz y Oidores de la 
Audiencia de Quito, que vigilen sobre la cobranza de los tributos, a 
fin de evitar el abuso de los encomenderos con los indios, debiendo 
dejárseles lo necesario para su congrua sustentación y la de sus hijos, 
padres y hermanos, y para ello debían retasarse dichos tributos, a fin 
de que paguen sólo de los frutos de los bienes que tuvieren, sin 
necesidad de ir a buscarlos en otras tierras.

En la Cédula Real de 20 de Agosto de 1575, se facultó ni Pre­
sidente Dn. Pedro García de Valverdeya la Real Audiencia de 
Quito el envío de indios a las minas de Santa Bárbara y be proveyó 
a su reglamentación; y en la de 13 de Julio de 1578, se ordenó que 
el oro, plata y piedras preciosas que los indios dieren en tributo 
a los encomenderos, sea quintado y marcado para la hacienda de 
su Majestad.

En 10 de Noviembre de 1578, ordenó Felipe II  que se distri­
buyan las tierras quiteñas de los alrededores de la ciudad, donde 
había más de 1.500 indios yanaconas que las necesitaban para sus 
ganados y sementeras; debiendo, con vista de los títulos, dejarse a 
cada vecino lo que buenamente pudiese labrar, conforme a la calidad 
de su persona, a fin  de repartir el exceso de aquellas tierras entre 
los indios.

En las Cédulas Reales de 25 de Noviembre de 1578 y 23 de 
Septiembre de 1580, tomando en cuenta el bienestar y aprovecha­
miento de los indios de las Provincias de la Audiencia de Quito, pro­
hibióse que entre éstos vivan los mulatos, mestizos y negros que les 
oprimían y maltrataban, enseñándoles malas costumbres, errores y 
vicios.

En la misma fecha de 23 de Septiembre del año 1580, expidió-
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ronse tres importantes Cédulas, para las Provincias de la Andiencia 
Real y para sus habitantes que residían en la ciudad de San Fran­
cisco de Quito: la primera relativa a la creación de una cátedra de la 
lengua indígena en la Universidad, a fin de que se la divulgue por 
medio de la enseñanza, con especial recomendación a los Prelados, que 
no ordenen de sacerdote a ninguna persona que no sepa dicha lengua 
para la ductrina de los indios; la segunda contiene órdenes ex­
presas que no se llagan procesos ordinarios y que sumariamente 
se fallen los pleitos de los indios, aplicando las leyes especiales 
que para ellos se habían dictado, guardando sus usos y costumbres, 
no siendo claramente injustas; y la tercera Cédula igualmente defen­
siva de los indios, fué recomendando que sean relevados del pago de 
tributos, en todo lo posible, por ser generalmente muy pobres y mise­
rables, a que no satisfagan más de lo que justa y cómodamente pu­
dieran, expresando el Rey que ésa era su voluntad a la que no de­
bía contravenirse.

Si bien por la Cédula Real de 27 de Mayo de 1582, llegaron o 
suprimirse los protectores de indios en las ciudades y pueblos de es­
pañoles de la Audiencia de Quito, por notables daños y  perjuicios, y 
porque tales oficios se ejercían a costa y con vejación de los mismos 
indios que tenían al Fiscal, para su amparo y defensa; se ordenó en 
31 do Diciembre de 1588, que vuelvan a restablecerse dichos cargos 
de protectoras y proveerse en personas de edad o mucha aprobación 
y  cristiandad y  que sean celosas del bien y que el Virrey del Perú les 
dé instrucciones pura su ejercicio, debiendo procederse a sancionar 
loa excesos que cometieran.

En otra Cédula Real de 27 de Mayo de 1582, sabedor Felipe II 
de quo no se cumplían las órdenes relativas al bueu tratamiento de los 
indios y que eran excesivos los servicios que les exigían los Corregi­
dores y Alcaldes Mayores, los Escribanos y Alguaciles, sin pagarles 
el salarlo correspondiente, aprovechándose de los indios en las hacien­
das, se ordenó al Presidente y Oidores de la Audiencia Real de Qui­
to que sean castigados con rigor los culpables, y que no se consienta 
el servicio personal ni se carguen, amparándoles en su libertad, y que 
sean cumplidas precisamente las Provisiones y  Cédulas dadas en su 
favor.

Ninguna Cédula Real es más reveladora de la deplorable y an­
gustiosa situación en que se hallaba la raza indígena eu estas pro­

Biblioteca Nacional Eugenio Espejo



—  78 —

vincias, quo la expedida en la misma fecha 27 de Mayo de 1582, 
relativa a los malos tratamientos y  extorciones de que eran víctima 
los indios, en las encomiendas de la Audiencia Real de Quito, y en 
ella encarece su Majestad el celo de los Oficiales de la Audienciu, a 
fin de evitar que “los indios sean vendidos como esclavos y  muertos 
a azotes; que Ins mujeres mueran y revienten con las pesadas cargas; 
que vivan y duerman en los campos donde paren y crían a sus hijos, 
mordidos de sabandijas ponzoñozas; que se ahorquen y tomen yerbas 
venenosas; que maten las madres a sus hijos para librarles de la tira­
nía de los encomenderos, para eximirles de los trabajos que pade­
cían, con odio del nombre cristiano y  de los mismos españoles que les 
engañaban y no cumplían las muchas cartas, provisiones y  ordenan­
zas de los Reyes”.

Aoabamos de transcribir una justiciera y severa lección que dió 
España para gobernantes y súbditos, que demuestra la impotencia e 
ineficacia de las leyes que eran fórmulas vanas porque no se obede­
cían y cumplían, debido al gamonalismo y resistencia de los opre­
sores y a la debilidad de los oprimidos.

Él primer efecto de las leyes os la obligatoriedad: no pueden 
ni deben existir sin sanciones severas; y, desgraciadamente, casi 
siempre quedaban al arbitrio de los Virreyes y de las Audiencias 
que contemporizaban con los infractores.

En la Cédula de 22 de Agosto de 1584, se prohibe a los espa­
ñoles que quiten las tierras de propiedad de los indios y que lleven 
ganados por sus sementeras; y dirigiéndose el Rey al Presidente 
y Oidores de la Audiencia-Real de Son Francisco de Quito, les dice: 
“Yo soy informado que es uso y costumbre en esa Provincia, que ha­
biendo cojido fruto un año en esas tierras, se dejan reposar otro sin 
sembrarlas, y que, siendo esto así, los españoles dan aviso a los Ca­
bildos de como no se labran, los cuales con esta color las toman por 
suyas y hacen otros agravios que es traerlos los ganados por lo sem­
brado y causar que tengan muchas pesadumbres y pleitos, suplicán­
dome lo mandase remediar; y, habiéndose visto por los de mi Conse­
jo de las Indias, fue acordado que debía mandar dar esta mi Cédula 
por la cual os mando que veáis lo sobre dicho y lo proveáis do ma­
nera que no reciban agravio, y de lo que en ello hiciéredes me 
daréis aviso".

Cou motivo de que varias personas mandaban a construir casas
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con los indios para revenderlas, y, que, con igual objeto, les hacían 
acarrear leña, se acordó en la Cédula Real de de Enero do 158G, 
dirigida a la Audiencia Real de Quito, que en lá repartición de mita­
yos a los españoles se provea lo conveniente, de manera que de éstos 
no reciban agravio. Las encomiendas debían ser provistas únicamen­
te por el Virrey de las Indias, desde que se expidió la Cédula de 9 
de Febrero del mismo año.

Por lo Real Cédula de 3 de Septiembre de 1586, se ordenó que la 
Audiencia de Quito, liberte a los indios de vejaciones y molestias, im­
pidiendo los múltiples abusos de clérigos y religiosos, que solían ser­
virse de ellos contra su voluntad y sin paga, ocupándoles en sus casas, 
de porteros, caballerizos, cocineros, panaderos, hortelanos, tejedores 
y otros muchos oficios; dándoles lana y algodón para que hilen y te­
jan ropa para sus aprovechamientos, cobrando diezmos sin poder ha­
cerlo y tomando los bienes de los que se morían para decirles misas, 
&; y en la Cédula Real de 18 de Febrero de 15S8, se prohíbe a los 
clérigos, por razón de su alto ministerio, que emprendan en negocios 
temporales y granjerias, debiendo castigárseles con rigor a los que de 
eso modo causaren escándalo.

Informado el Rey de que en los territorios de la Real Audiencia 
de Quito, para la mita y el servicio de esta ciudad, se conducían indios 
do muchas logues de distancia; y que además del trabajo de los cami­
nos, había otros excesivos, con tan cortos jornales que era imposible 
sustentarse con ellos, ordenó en la Cédula líenl de 6 do Abril de 1588, 
que sean bien satisfechos ¡/ pagarlos; y en el mismo sentido la escri­
bió al Virrey Conde del Villar, a que dé orden como se crezcan los 
dichos jornales. En la misma fecba, pava evitar los abusos de los cu­
ras, religiosos y clérigos, a cuyo cargo estuvo la doctrina de los indios, 
do quienes conseguían que les dejaran n ellos o a la Iglesia, toda ta he­
rencia o la mayor parte de ella, aunque tengan herederos forzosos, se 
expidió una Cédula Real, ordenando que la Audiencia emplee medi­
das eficaces para que los indios no reciban agravio y tengan libertad 
en sus disposiciones testamentarias, sin permitir que se les haga vio­
lencia.

La Cédula de 19 de Abril de 1589, dirigida al Presidente Don 
Manual Barros de Sanmillán y Oidores de la Audiencia Real de Qui­
to, contieno recomendaciones especiales para impedir que los españo­
les cometan abusos en los obrajes de paños y lieuzos, que habían esta­
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blecido en tierras de los mismos indios, con cuyo sudor aumentaban 
sus rentas los encomenderos que se enriquecían oprimiéndoles. El 
13 de ilayo del mismo año, vuelve a encarecer el Rey que se impida 
a los vecinos y clérigos que empleen a los comarcanos, en el cultivo 
de las viñas del valle de Mira, en donde éstos enferman y mueren 
por los rigores dei clima, con virtiendo a dichas viñas en campos de 
sangre.

Por haber resaltado inciertas y fallidas las esperanzas en la pro­
ducción de las minas en los Quixos y Santa Bárbara, se autorizó me­
diante Cédula firmada en Madrid, a 31 de Enero de 1590, a la Real 
Audiencia de Quito, para la población de una villa o ciudad de in­
dios adscritos a las minas de Zaruma, en número de dos o tres mil, 
por ser esa tierra sana, fértil y abundante de metales; facultando 
al Presidente y Oidores concederles a los colonos pobladores, tierras 
y casas hechas, minas y aguas, sin gastos extraordinarios ni veja­
ción a los indios. Y, en esa misma fecha, solicita el Rey informe 
sobre 1a conveniencia de suprimir la Gobernación de los Quixos.

Sugiriendo remedios sociales en la Cédula de 22 de Setiembre 
de 1590, demuestra el Rey vivo interés a que en los territorios de 
la Audiencia de Quito se determine el salario mínimo de los indios, 
y qne se mande pagar a cada uno, por lo menos, un reaI diario, en 
su mano; y  al ganadero, medio real, en el lapso do diez años, y que 
cuando aumente el valor de las cosas, que suba también el. precio del 
sudor a los indios; toda vez que con el muy poco jornal que enton­
ces ganaban no podían sustentarse cómodamente. En la misma fe­
cha, se prescribió que a los Escribanos de Cámiirn, Relatores, Abo­
gados, Procuradores, Receptores, Porteros y a los Oficiales de la Real 
Audiencia de Quito, ni a los encomenderos que tuviesen de tres mil 
pesos arriba de rento, mercaderes, clérigos y frailes no se les repartan 
indios mitayos, gañanes ni obreros para tratos ni labores ni crías de 
ganados, etc.; debiendo en consecuencia ser relevados los indios de 
dichoq trabajos opresivos.

En 24 de Octubre de 1590, se ordenó a la Real Audiencia de 
Quito, que envíe una información a su Majestad sobre los repartimien­
tos de indios en aquella provincia, con distinción de los que pertene­
cían a la Corona y de los que estaban encomendados a personas par­
ticulares.

La Cédula Real de 5 de Noviembre de 1590, se refiere a la vi-
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gilanoia y cuidado que debía tener la Audiencia de Quito, para impe­
dir que las autoridades y vecinos d e  la provincia de Popayán, los 
suquen a los indios de sus encomiendas, llevándoles a otros lugares 
para ocuparles en la explotación de las minas de oro, contraviniendo 
a lo que está determinado en las Provisiones y Cédulas; y en 8 de 
Noviembre del mismo año de 1590, solicita e l Rey informe sobre bí 
convenía o nó que continúen las visitas de los Oidores en las residen­
cias de los indios, a quienes no se les había hecho con ellas ningún 
beneficio ni desagravio, autes bien sufrían gastos y vejaciones.

Es importantísima la Cédula Real de 19 de Octubre de 1591, con 
la que se reglamentó el salario y el servicio personal de los indios en 
las provincias de la Real Audiencia de Quito, cuyo número era en­
tonces de cincuenta mil tributarios, ocupados la mayor parle en las 
minas, en los edificios, obrajes y  otros muchos trabajos. Se les acos­
tumbraba pagar diez maravedíes diarios, en vez de dos tomines que 
era el jornal prejijado por las leyes. Se volvió a regular en treinta 
y cinco pesos anuales, el salario de los indios en los obrajes. Los 
que se ocupaban en otras labores y en los edificios de monasterios, 
debían ganar un tomín y medio por cada día, habiéndose recomen­
dado por el Rey que se procure subir la cantidad de estos jornales, 
para el sustento y mejor conservación de los indios.

Tales son en su aspecto jurídico-sociológico, los principios éticos 
y fundamentales, las leyes sociales de alcance incalculable y de mara­
villosa trascendencia comprensiva de los esfuerzos y sacrificios del tra­
bajo que elevaron la tasa de los salarios miserables que ganaban los 
indios, sobro la base de la libertad contractual y abolición del concer­
taje.

Es de advertir que la supresión do la servidumbre, en la forma 
de trabajos forzados, fue decretada desdo antes de Felipe II, en las 
Reales Cédulas quo se expidieron por su antecesor, en 20 de Noviem­
bre de 1542 y 4 de Junio de 1543, según las doctrinas evangélicas 
contenidas en la Bula “ Varitas ipsa" de Paulo III, las admirables en­
señanzas de eminentes religiosos juristas, como Melchor Oano y Fran­
cisco de Vitoria, y la insistente solicitud dol Excmo. Julián Garcés, 
Obispo de Tlnzcalu.

Y, entre todos los príncipes de Europa, se merece Felipe II, un 
eterno monumento do gloria inmortal, as! como los apóstoles do las 
futuras ¡deas que le asesoraron en el gran Consejo de las Indias, a
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fines del siglo XVI; monumento que debería llevar un letrero, con 
el nombre y escudo de aquel insigne Monarca Legislador del Traba­
jo, en la Capital de la antigua Presidencia de Quito, cou el himno de 
triunfo en los Continentes Americanos, por aquella fecunda labor 
comprensiva y de justicia, acertada y benéfica, propia de la civili­
zación occidental que es la primera qne supo afianzar los derechos 
del indigenismo, con doctrinas de lo más avanzadas y restauradoras, 
imprimiendo rombos de progreso y bienestar, sin apasionamientos ni 
mezquinas intenciones, trocando el fondo de instituciones y costum­
bres que se creían inmutables, autes de que brotaran las larvas del 
socialismo que hoy explota a los obreros y succiona las fuentes del 
trabajo humano.

En la Cédula de 20 de Mayo de 1592, ordenó Felipe II que la 
Audiencia de Quito, informe sobre los obrajes de los Comunidades de 
indios a las que les ocasionaba perjuicios la administración a car­
go de los Oficiales Reales que había establecido el Virrey en las pro­
vincias, cuyo nombramiento debía ser hecho únicamente por la Au­
diencia de Quito, Se prohibió que los Oficiales Reales ni sus parien­
tes inmediatos tengan minas ni ingenios.

Con las Instrucciones de 25 de Agosto de 1596, dirigióse el Rey 
al Obispo de Quito para que se establezcan nuevas doctrinas de in­
dios y a que éstos vivan en libertad, policía y gobierno; y ruega y 
encarece que se le envíe relación sobre el estado en que se hallaban. 
Igual informe se solicita en la Cédula Real de 28 de Agosto del re­
ferido año, sobre el bueu tratamiento de los naturales y otros asun­
tos concernientes a su defensa y protección; informe que debía ser 
remitido por los Protectores de la Raza al Fiscal del Cousejo de las 
Indias.

Por la Cédala de 23 de Diciembre de 1596, prohibió el Rey que 
el Presidente, Oidores, Fiscal y Ministros de la Audiencia de Quito, 
no puedan hacer en sus casas obras de oro, plata, seda, lana ni otros 
trabajos por medio de los indios, so pena de doscientos ducados para 
la Cámara de su Majestad y las demás sanciones que impusieren los 
jueces al sentenciar las causas. No debían repartirse indios mitayos 
para obras particulares, excepto para los que tuvieren minas en ex­
plotación, conforme a otra Ordeuauza de 23 de Diciembre del su­
sodicho año.

En 23 de Diciembre de 1596, el mismo Rey Felipe II, prescri­

Biblioteca Nacional Eugenio Espejo



—  83 —

bió a la Audiencia de Quito que recupere de los Padres de la Compa­
ñía de Jesús, lo ilegalmente cobrado por éstos a los indios; y en otra 
Cédula Real de los referidos día, mes y año, se recordó la obligación 
estricta que tenía la Audiencia de cumplir las sentencias y guardar 
las provisiones y cédulas dadas en favor de los indios, sobre su liber­
tad personal y buen tratamiento, bajo graves penas. También se le 
ordenó a la Real Audiencia de Quito devuelva las tierras despojadas 
a los indios aunque estén enajenadas y en poder de terceras personas, 
debiendo para ello cumplir lo dispuesto cu las Cartas, Sentencias y 
Cédulas Reales, sobre la restitución de aquellas tierras ¡j a que no se 
carguen los indios contra su voluntad. Tampoco debía tomarse de 
ellos cosa alguna ni de las comunidades para ninguna obra, aunque 
la den de su voluntad; y esta Ordenanza consta que la expidió el Rey 
el 29 de Agosto de 159S, con motivo de que el Obispo de Quito, ha­
bía recibido algunas limosnas a dichas comunidades para la fundación 
de un colegio destinado a la enseñanza de los hijos de los caciques.

Murió Felipe II, autor de tantas y tan magníficas Cédulas Rea­
les que le valieron gloria, gratitud y renombre, el 13 de Setiembre 
de 1598, en “El Escorial,” y allí fué sepultado en un mausoleo, ro­
deado de flores, a poca distancia de la famosa Biblioteca Real, cuyo 
edifleio lo mandó a construir, en recuerdo de la batalla librada en 
1557, en contra de las tropas francesas aliadas del Popa Paulo IV.

Desde que su pndre Carlos I de España y V de Alemania abdi­
có la soberanía, la asumió en el trono de España, Italia y los Países 
Bajos (en 15511). Observa un historiador que: "Por herencia pater­
na estuvo a punto de ceñir el cetro de Alemania; por su matrimonio 
con María Tudor, si hubiese tenido un hijo de ella, habría gobernado 
al monos como regente en Inglaterra; y por su casamiento con Isabel 
de Valols, toníu derecho por su hija a la corona de Franela.”

"Quiere decir esto que si Felipe II, no fué el monarca más pode­
roso do Europa, podía haber llegado n ser el único”. Se propuso unir 
por medio de un canal los Océanos Pucííico y Atlántico y dió su uom- 
bre a las Islus Filipinas, que boy forman geográficamente el gran ar­
chipiélago de Malasia, incorporado a los Estados Unidos.

Desafortunadamente, apenas ha sido apreciada su fecuuda, ím- 
probn y habilísima labor legislativa americanista-internacional, por 
afamados escritores espadólos, como Cánovas del Castillo, en Revista 
de España, Fernández Montano, en Nueva Luz y  Juicio Verdadero

I
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sobre Felipe II ;  y es demasiado censurable que de ella no se haya 
dicho sino pocas palabras, en el Tomo X X III de la Enciclopedia Es- 
pasa Calpe, en que se esboza la biografía del insigne monarca que en­
riqueció con sus escritos los archivos de Simancas y la Biblioteca de 
Escorial, en donde debe existir el duplicado o la copia de los Cédulas 
Reales que fueron promulgadas por él antes y después de que so fun­
dara la Real Audiencia de Quito, desde el año de 1556, en que to­
mó a su cargo el gobierno, coido Rey, basto que falleció.

Por el cúmulo de leyes sociales americanistas qne él expidió, para 
las clases trabajadoras y que tienen una importancia excepcional, me­
rece figurar Felipe II, ventajosamente, junto a la excelsa figura del 
emperador Justiniauo que recopiló toda lo legislación romana para 
la humanidad; junto a Alfonso el Sabio que trasplantó una parte de 
ella pnra España, en el monumental Código de las V i l  Partidas; jun­
to a Napoleón que impuso en Francia la unificación del Derecho Civil.

X I I

Síntesis de Cédulas Reales Hispano-Americanistas sobre temas sociales, 
en los períodos históricos de los Felipes III y  IV v  Carlos II 

(1556- 1595), (1595- 1621), ( 1621- 1665)

■ Con Felipe III, comienza la decadencia legislativa y del impe­
rialismo peuinsular en España y en las colonias americanas, las que 
aspirnbau a la unidad jurídico-religiosa y económico-científica, en 
armonía eon los postulados vitales de la nueva civilización cuando 
las industrias agro-pecuarias y mineras empezaron a fracasar.

Proclamado Rey, el 13 de Septiembre de 1598, le prestaron 
juramento las Cortes portuguesas en 1619, como heredero y sucesor 
de su ilustre padre Felipe II; y no habiendo podido conservar el 
prestigio de su uombre y de la grandeza pasada, empezó lu ruino de 
la Hacienda Publica debido al desbarajuste de sus caudales, al lujo 
inmoderado y opulencia de sus ministros y  cortesanos a quienes pró­
digamente les repartió pingües rentas y prebendas, sin percatarse de 
que aumentaban los gastos del erario a costa de innumerables con­
tribuciones que soportaban la Metrópoli y sus Colonias.

Se llegó al extremo de gravar basta los géneros y artículos de 
primera necesidad, como la sal, el jabón y la venta de carne, en las 
ciudades y  pueblos de las Indias Occidentales, estableciendo estancos
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que encarecían la vida, nuevas alcabalas y fielatos, fuera de que se 
cobrnbnn impuestos por la venta de ganado, por los productos de 
la tierra y las materias primas. Los cargos públicos se cotizaban y 
proveían en pública almoneda.

Por haberse multiplicado las exacciones que cometían los em­
pleados públicos en la Real Audiencia de Quito, se vió obligado el 
Rey a dirigirse al Presidente a que lo sancione al Oidor de ella, Li­
cenciado Jerónimo Ortíz Zapata, quien faltando a sus obligaciones, 
explotaba a la  gente y cometía contrabandos, no se sujetaba alas 
ordenanzas y tenía comercio de obrajes aun dentro de su misma 
casa, apremiándoles a los indios a trabajar, según consta de una 
Cédulu Real.

En ella se retrata a los gamonales en la persona de Ortíz Za­
pata, empleado vitalicio, al que se refiere la carta del Marqués de 
Mancera que fué Virrey de las Provincias del Perú, quien lo delata 
a dicho sujeto como abusivo y ratero; pues, en virtud de un auto 
que prohibía a las mestizas traer cosas de seda ni paños de puntas, 
Bacía quitarles con los alguaciles y negros, junto con las perlas y 
zarcillos que llovabnn, despojándoles a los indios hasta de las ropas 
y calzados que traían puestos.

En este Capítulo sintético, prosiguiendo el estudio de las prin­
cipales instituciones sociológico-jurídicas indigenistas de las que fué 
teatro la Real Audiencia de San Francisco de Quito, en la América 
Española, nos limitamos a someros apuntes del segundo volúmen iné­
dito de Reales Cédulas promulgadas en la Capital del Ecuador, el. 
que consta de 331, desde el 29 de Marzo de 1001 hasta el 13 de 
Diciembre de 1000.

La mayor parte de estas Cédulas de fondo jurídico e índole so­
cial fueron expedidas por Felipe III, a quien le sucedió después de 
su muerte acaecida en 31 de Marzo de 1621 su hijo Felipe IV, ha­
biendo éste reinado sólo 44 años, desde 1621 hasta 1665. Su in­
mediato sucesor Carlos II, gobernó en España hasta el 1? de No­
viembre de 1700, fecha en que falleció.

En la Cédula de 7 de Febrero de 1602, se refiere el Rey a una 
comunicación del Obispo de la ciudad de Quito, sobre los diezmos que 
los indios acostumbraban pagar desde años atrás; y ordena que la 
Audiencia Real y su Presidente Don Manuel de Ibarra informen de 
qué tiempo a esa parte y de qué coso» diezman y qué cantidad y
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quién lo lleva y si son competidos a ello por el Obispo o sus Minis­
tros u otras personas. Y, en otra Cédula Real, de la misma fecha, 
se recnerda la obligación relativa a la enseñanza de la lengua cas­
tellana, cuya cátedra manifiesta el Rey que estaría mejor a cargo de 
la Compañía de Jesús que bajo la dirección de los religiosos de Santo 
Domingo, en la ciudad de Quito; habiendo pocos meses después or­
denado a éstos la devolución de la doctrina de los naturales que exis­
tían en Guangopolo.

La Ordenanza Real de 14 de Noviembre de 1603, fue dirigida 
al Obispo de Quito, recordándole la necesidad de que los curas, cléri­
gos y frailes sepftn la lengua de los indios pora que les enseñen y éstos 
aprendan la doctrina cristiana; por haber sido informado el Rey que 
no se cumplía lo que al respecto se había ordenado, para lo que de­
bía exigirse a los doctrineros un examen del idioma indígena.

Mediante la Céduln de 5 de Julio de 1608, consultó el Rey o 
la Audiencia de Quito, si era conveniente el arrendamiento de un 
obraje de Otavalo, para poder por este medio cobrar el rezago de 
más de veinte y cuatro mil pesos de tributos que no habían pagado 
los indios en aquella jurisdicción.

Informado el Rey Felipe III que en el territorio de la ciudad 
de Cuenca, había muebas minas de plata y oro, azogue, cobre, plomo, 
azufre y otros metales, no explotados por falta de brazos, ordenó 
en In Cédula de 25 de Septiembre de 1612, que la Audiencia de 
Quito informe sobre las minas que debían beneficiarse, a fin de que 
con este objeto se repartan doscientos indios mitayos de aquellos que 
debían trasladarse a las minas de San Antonio do Zarurna.

En 8 de Marzo de 1631, so mandó devolver y restituir a sus 
pueblos y doctrinas a los indios que se habían trasladado a Guaranda 
y Ambato, que se quejaban de servicios personales y maltratos, cuyo 
regreso debía ser a costa de los encomenderos obligándoles al pago 
de los justos salarios que les debían.

Expidióse la Cédula Real de 15 de Febrero de 1633, para la 
enmienda y reforma de costumbres y para que se procure la recta 
administaación de justicia, con igualdad, amparando a las viudas, 
huérfanos y desvalidos, oyendo sus reclamos y procurando re­
mediarles.

El objeto de la Cédula Real de 2 de Abril de 1634, fué a que 
se extraiga el tercio para el Rey, de todas laB encomiendas de Su
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Majestad o del Virrey, que se habían concedido en las provincias 
de la Audiencia de Quito, debiendo para ello determinarse el nom­
bre, la situación y la calidad de las encomiendas.

Copiamos la siguiente Cédula relativa a la enseñanza que debía 
darse de la lengua española a los indios:

•‘El Rey.—Presidente y Oidores de mi Audiencia Real que reside en la ciudad de 
San Francisco de la provincia do Quito. Habiendo escrito al Arzobispo y Obispo do la 
Iglesia Catedral de esa provincia ordenase a todos los curas de su obispado que 
tuviesen cuidado de enseñar a los indios la len g u a  e sp a ñ o la  para que instruidos en ella 
aprendiesen mejor y se aficionasen más a los ministerios do nuestra Santa Fe, me 
responde que oo ejecución de ello, los ha intimidado a todos los dichos curas, pero 
que lo parece tendrá mucha dificultad su efecto, si las Justicias seglares no le ayudan 
a su cutnplimiouto y «pío importa mucho juntarse con esn Audiencia, para conseguir 
y tratar de los remedios que será bien dar para que lo tengan, y porque esto es cosa 
muy del servicio de Dios y de que ha de resultar grande beneficio en las almas de los 
naturales de que tanto importa mirar como os mando que luego que recibáis es­
ta mi Cédula os juntéis cotí el dicho Arzobispo y Obispo, y tratéis de los medios que se 
puedan dar para encaminar que a todos los naturales de esa provincia, so les enseñe 
la lengua española, como se lo tengo encargado al dicho Arzobispo y a Vos y otros 
os lo mando do nuevo que lo procuréis encaminar, haciendo de vuestra parte todo el 
esfuerzo que fuere posible en que me haréis muy agradable servicio y de lo que 
fuero haciendo me iréis dando cueuta. Fecha en Madrid a 12 do Juuio do 1G3G 
años. Yo el Rey”. (Rúbrica).

Otra Oódtila Real de aspecto económico-social, es la de 7 de 
Abril de 1643, dirigida desde Madrid al Presidente D. Juan de Li- 
sarazn y Oidores de la Audiencia de Quito. En ella manifiesta el 
Rey Felipe IV que:

“Juan Lopes do Cañizares Corregidor dn las ciudades de Lo ja y Zamora le escribe 
en carta do 10 de Mayo do 1G4Ü, comunicándolo que en la provincia jurisdicción de la 
de Zamora existen m i n a s  r i c a s  d e  o ro , cu la que ahora se se n ta  a ñ o s  se alzarou los indios 
qno habla de paz en la de Logroño que confinan con los jívaros que están por conquis­
tarse, cuya reducción no se ha podido couseguir por falta do vecinos; que outonces ha­
bían llegado ala jurisdicción de la dicha ciudad de Zamora ocho indios e indias a pe­
dir el santo bautismo que se los dló, como consta por un testimonio que remitió coa 
Bu carta, y que esporaba con este principio y otros medios suaves disponer las cosas 
como convenga, dándolo osa Audiencia la ayuda y asisteucia que hubiere meuester”. 
“Y visto por los do tul Concejo Real do las Indias, me ha parecido ordenaros y manda­
ros, como lo hago, que habiéndoos informado el estado que tiene lo que refiere el di­
cho corregidor y al que lo sucediere en el dicho oficio lo asistáis, favorescáis y ayu­
déis en todo lo que couvenga por los medios más suaves y mejores que os pareciere, 
porque demás do ser obra meritoria para con nuestro Señor y do mi obligación la re­
ducción de aquellos naturales a nuestra Sauta Fe Católica, se puedo esperar utilidad 
a mi Real Hnoiouda do las minas do la tierra que ocupa y de lo que obráredes y no­
ticias que tuviéredes rae daréis cuenta. Fecha en Madrid, a 7 de Abril de 1G43. Yo 
el Rey. Por mandado del Bey nuestro Señor. Don Gabriel de Ocaña y Alarcón”.
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Transcribimos la siguiente Cédula Real, por la importancia que 
tiene la carta inoerta del Presidente de la Audiencia de Quito, que 
solicita la fundación de una casa de moneda en esta ciudad:

“El Rey.—Presidente y Oiilorea de mi Audioncin Real de la ciudad de San Fran- 
cisco de Quito. En carta de 24 de Julio del 44, referís que por haber faltado la apli* 
cacióu al descubrimiento y beneficio de loa minórales do oro y plata quo buy on t a n ­
t a  a b u n d a n c i a ,  como os notorio, en la Gobernación de Popayán, p r o v i n c i a  d e  l o s  j í v a r o s , 
y otras partes de ese distrito, por el poco alieuto de los que habían sido superiores 
en 61, y lmberse vedado el uso de la plata corriente que engrosaba el comercio, ha­
bían descaecido las cosas tle esa provincia, de tal forma que de ninguna manera había 
caudal pnra las contrataciones, pues aúu en retorno de los paños que se labraban en 
los obrajes y se Hevabau a vender ou Lima, Charcas y otras partes, eu lugar de la 
plata que en los tiempos pasados solían volver, traían frutos y géneros de las tierras 
donde se vendíau y de España, a cuya causa no bahía moneda con quó comerciar, y 
para reparar alguna parte de los daños quo de lo sobredicho se seguían tratábase 
de fomentar cou todo cuidado el descubrimiento y beneficio de los dichos minerales, 
y en particular desde que llegó de esa Audiencia don Juan do Lizaracu Presidente 
que ruó de ólla, se habían hecho registros y manifestaciones do i n n u m e r a b l e s  m i n a s  
d e  p l a t a  y  o r o , dando muestra de su mucha riqueza los metales que habían sacado, a 
cuya causa y por haber entendido quo a iustnueia de mi Virrey, querían hacer entrada 
algunas personas particulares en la dicha Provincia de los Jívaros quo es muy rica pa­
va reducir a los indios de ella a mi obediencia, quedúbades con vivas esperanzas de 
que mi Real Hacienda vendría a tener muy grandes oracimioutos, y esa Provincia ha­
bía de volver a su antiguo ser, si bien para conocer este beneficio convendría que yo 
concediese licenola para que eu esa oiudnd de San Franoisco se f u n d a s e  C a s a  d e  M o n e d a ,  
pues sería Imposible que sin ella se [ludiesen aviar los minerales, de más de que cada 
día Be iban reconociendo los daños que a mi Real Hacienda se seguíau de no la haber 
por no quintarse el oru que se saca de las ramas que están corrientes, sino antes mu­
cha utilidad mayormente si se fundase Casa de Houeda, pues vendría a parar aquella 
plata en poder de los coutratantes y mercaderes que con tanta facilidad la habrían 
de quintar y reducir a moneda; y visto por los de mi Concejo de lns Indias, no ao 
onece por ahora que deci'09 más de que se queda mirando en razón de lo quo con­
vendría proveer acerca de los medios que proponéis por la di olía curta para que se 
repare eaa provincia del decnecimleuto en que ha venido y de lo que se rosolviere 
seos dará aviso,y en el entretanto procuraréis por todos los medios quo pudiereis 
el bieu y alivio de los habitantes de ella y aumento de mi Real Hacienda, como lo 
fuó de vuestro cuidado que en ello me tendré por bien sorvldo. De Madrid a Io de 
Febrero do 1047. Yo el Rey. Por mandado del Rey nuestro Señor. Don Gabriel do 
Ocaña y Alarcón'1. (Hay seis rúbricas).

En la Cédula de 21 de Mayo de 1648, se queja el Rey que ha 
sido defraudada la Real Audiencia por haberse dejado de pagar los 
quintos del oro y el de las huacas, en mas de cincuenta mil pesos, en 
las provincias del Perú y Chile, fuera de lo que se le adeudaba en el 
Nuevo Reino de Granada y Tierra Firme; y sugiere a la Audiencia 
de Quito, que prohíba a que no se venda oro en pasta ni en polvo 
que no esté quintado ni marcado y que sólo lo puedan hacer los en- 
sítyodpres de las fundiciones y Cajas Reales, señaladas para esto,
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sin que sea a más precio de diez y siete reales y once maravedíes el 
oustellano, de veinte y dos quilates y medio; sieudo de advertir que 
esta providencia tuvo por principal objeto la recaodación de los 
quintos.

La Cédula Real de 24 de Abril de 1G50, es relativa al recla­
mo de los indios del pueblo de Pifo, a quienes Gaspar de Barahona, 
les había usurpado tierras; y para su desagravio y a que se les haga 
justicia, se dirigió el Rey a la Audiencia de Quito, recordándole esta 
obligación, y en 26 de Agosto del mismo año, le encargó que se pro­
cure la enmienda y corrección de los excesos que cometían los reli­
giosos doctrineros que exigían de los indios, mayores derechos que 
los que les correspondían.

En la Cédula de 2 de Abril de 1651, se manda que en el Dis­
trito de la Real Audiencia de Quito, se cumplan y ejecuten precisa y 
puntualmente las órdenes impartidas por el Rey, en la Pragmática 
de 1? de Octubre de 1650 y por el Virrey de las Provincias del Pe­
rú, a que no se desvalorice la moneda que circulaba, por haberse 
reconocido que los reales de a ocho y de a cuatro que se habían re­
mitido del Perú a España, eran faltos de ley y  peso, lo que había 
ocasionado a la Real Hacienda daños que debían repararse con la 
brevedad que convenía.

Es digna de recordación la Cédula de 22 de Febrero de 1653, 
dirigida al Presidente do la Real Audioucia de Quito, Licenciado don 
Martín Arrióla, Caballero de la Orden de Alcántara, en respuesta a 
una curta suya relativa a los motivos por los que había suspendido 
la visita de los obrajes de Otavalo, basta que se cumpla el tiempo de 
arrendamiento lo cual había ocasionado daños y perjuicios a los in­
dios; y, en su defensa prescribió el Rey al Presidente Arrióla que 
ponga particular cuidado para su alivio y conservación, previniendo 
lo necesario a que se impida toda molestia y vejación como antes lo 
había ordenado.

Sin esta y otras Cédulas Reales, previsivas y proteccionistas no 
existirían ahora los magníficos telareB de macanas de diversos colores 
y de casimires del progresista pueblo de Otavalo, que conserva la tra­
dición colonial y el nombre de b u s  caciques, que implantaron con la 
ayuda de los españoles dioha industria rica y floreciente quo compite 
con los produotos extranjeros. Lo propio ocurre con los paños do 
insuperable oalidad del cantón Gualaceo de la Provincia del Azuay,
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semiblanca y mostiza.

En la Cédula de 25 de Diciembre de 1657, comunica el Rey, 
el nacimiento de su hijo Felipe Próspero, ordenando que por tan 
fausto acontecimiento se ponga en libertad a todos los presos que se 
bailaban eu las cárceles de la Audiencia de Quito, condonándoles las 
penas en los juicios criminales y en las causas civiles. Esta provi­
dencia se hizo extensiva a las Reales Audiencias de otros Distritos.

Mediante la Cédula expedida en Madrid a 20 de Marzo de 1659, 
para la Real Audiencia de Quito, se declara que las personas que 
gozan de las encomiendas concedidas hasta la tercera vida, en virtud 
de la prorrogación a sus antecesores, no puedan exceder de este lí­
mite, según la Cédula Real de 1? de Junio de 1654, debiendo sub­
sistir las rentas del encomendero durante aquel tiempo y no niÚB, 
sin descuento de ninguna cantidad por razón del estipendio del doc­
trinero, hospital, administración, ni con ningún otro pretexto; te­
niendo en cuenta que la renta de los años que se han de reintegrar 
en las Cajas Reales ha de corresponder al mayor valor de las enco­
miendas con prorrogaciones de vidas, sin rebajar cosa alguna de su 
legítima avaluación. Se impuso la obligación de que se inserte esta 
Cédala Real eu los nuevos títulos de prórroga vitalicia.

Transcribimos la siguiente benéfica Cédula Real de Felipe IV  
firmada el 2 de Febrero de 1660, que contiene con algunos reparos 
la terminante prohibición de su antecesor que abolió el servicio per­
sonal de los indios, tanto en los trabajos de paños e ingenios de azú­
car pertenecientes a los españoles, con o sin salario, bajo pena de 
multa y destierro, derogando Leyes, Códulus, Ordenanzas y Provi­
siones anteriores;

— 90 —

“El Bey: Dr. D. Pedro Vúsquez do Volasen Presidenta do ral Audiencia Uenl dolo 
ciudad de San Francisco on la Provincia do Quito, en la Cédala que mandó despachar 
el Rey nuestro señor y padre (quo santn gloria haya) en veinte y cuatro de Noviem­
bre del año de mil seiscientos y uno, dirigida a don Luis do Velnsco quo a la snzúu 
era mi Virrey de las provincias del Perú en que ordenó lo que tuvo por conveniente 
acerca del servicio personal do los indios hay un capítulo que es cuino so signo y otro si: 
porque he sido informado que e l t r a b a jo  q u e  lo s  in d io s  h a n  p a d e c id o  y  p a d e c e n  e n  los 
o b ra je s  d e  p a ñ o s  e in g e n io s  d e  a c ú c u r  e s  m u y  g r a n d e  y  e x c e s iv o  y  c o n t r a r io  a  s u  s u h td ,  
y  c a u s a  d e  q u e  se  h a y a n  c o n s u m id o  y  a c a b a d o  en  el m u c h o s ,  p r o h íb o  y  e x p r e s a m e n te  d e ­
f i e n d o  y  m a n d o  q u e  d o  a q u í  a d e la n te  en  n i n g u n a  p r o v i n c i a  n i  p a r t e  d e  e s o s  J lr i -  
nos_ p u e d a n  tr a b a ja r  n i  tr a b a je n  lo s  in d io s  cu  lo s  d ic h o s  o b r a je s  d e  p a ñ o s  d e  e s ­

p a ñ o le s  n i  c u  lo s  in g e n io s  d e  a s a c a r ,  l in o , la n a ,  s e d a ,  a lg o d ó n  n i  e n  c o s a  s e m e ja n te ,  
aunque ios espauoles tengan los diohoB obrajes o ingeuios en oompañín do los mismos
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ludios, bIuo que los españoles que los quisieren tenor aunque sea en compañía do los in­
dios o en otra cualquier manera ios hayan do beneficiar con negros y otro género de 
uoi virio cuai los pareciere y no con indios aunque so diga quo lo que hacen do su 
propia voluntad sin apremio, fuerza ni persuaoión alguna, co n  jm g a  n i  s i n  e lla  n i  
a u n q u e  i n te r v e n g a  c o n s e n tim ie n to  d e  s u s  ca c iq u es , a u to r id a d  d e  l a  ju s t i c ia  n i  e n  o t r a  f o r ­
m a  a lg u n a  con quo lo susodicho no so ha do enteuilor u¡ entienda con los obrajes que 
los mismos indios tuvieren ellos solos cutre sí y sin mezcla, coinpaüia ni participa­
ción do español de ningún estado, condición ni calidad que sea, porque en los dichos 
obrajes quo fueren de puros y solos indios, se ha do permitir quo se puedan ayudar 
unos a otros, todo lo cual es mi voluntad y mando quo así se cumpla precisamente sin 
embargo do cualesquier Leyes, Ordeuauzas, Cédulas y Provisiones que en centrarlo de 
esto estén dadas que si necesario es por la presente las revoco y doy pur ningunas y 
que las Justicias no puedan euudeuar ni pechara los indios u servicio dolos dichos 
obrajes e iugeuios por pena do ningún delito, como lo han acostumbrado hasta aqui, 
y que los que estuvieren en ellos en esta forma o eu otra cualquiera los saquen 
y pODgau en libertad, conmutándoles la pena eu otra, cual Ies pareciere y encargo 
y mando a vos, a mi Virrey, Presidentes y Oidores de inis Audiencias Reales de las 
dichas Provincias del Perú, Quito y Charcas y las demás de ellas anexas quo h a ­
g á i s  e je c u ta r  lo  s u s o d ic h o  ir r e m is ib le m e n te  so pena las justicias y jueces quo contra­
vinieron a esto, de suspensióu de oficio por dos años y doscientos pesos por la pri­
mera vez y por la segunda doblada, y a los dueños de los obrajes e ingenios que tu­
vieren en ellos los dichos indios, en otros doscientos pesos por la primera vez y d es­
tie r r o  d e  u n  a ñ o  doade fueren vecinos y por la segunda la pena doblada y por la 
tercera demás de la misma pena quo no se lea permita ni pueda tenor, de allí 
adelante obraje ni ingenio y si vos el tui Virrey y los Presidentes y Oidores de mis Au­
diencias, teniendo noticia de ello lo diaiuiuláredes y dejáredes de castigar y remediar 
lo susodicho me tendré por deservido y os mi voluntad, quo sea caso de residencia y 
visita y quo se os haga cargo de olio y so me dó cuenta de la culpa quo en esto resulta­
res para que yo mande proveer sobro ello y si los Oidores que salieren a la visita de 
!a tierra lo disimularen y no lo castigaren incurran eu pona de suspensión de sus ofi­
cios por tiompu de un año y que todo lo susodicho se ejecute inviolablemente.—Y de­
más de lo referido, eu otra cédula que so despachó en 2G do Mayo del año do 1009 al 
Virrey Márquez de Montes Claros ordenando lo quo do nuevo se ofrecía eu cuanto al 
servicio personal de los indios, en el capitulo 19 do olla so dice lo siguiente: que a 
los obrajes no so repartan ludios si no fueron vecinos del lugar donde estuvieren en­
tablados y de dos leguas en contorno y vos procuraréis quo acudan a las cosas fáciles 
de este ministerio los muchachos, pues do su crianza eu estos oficios les resultan las 
graudes utilidades quo so sabeu”

"Y ahora el Licenciado dou Gil do Castejóu Caballero del Ordeu de Alcántara mi 
Fiscal en mi Concejo do las ludias me ha roprosoutado que por diferentes noticias 
que se hnu tenido eu el de Ministros de las Indias y autos que do ellas se han remi­
tido constaba ios malos tratamientos que so lmcíiiu a los iudios que se repartían a I03 
óbrales que estaban fabricados ou las provincias del Porú y particularmente eu esa 
de Quito, por los dueños de los quo había ou ella, así en  el exceso  c  in m o d e ra c ió n  con  
q u e  lo s  h a d a n  t r a b a ja r  y  l a  c o r la  y  m a la  p a g a  de  s u s  jo r n a le s ,  com o  cu h a c e r le s  c o n tra  
su  v o lu n ta d  a s i s t i r  a l  s e r v ic io  de los dichos obrajes, uo sólo el tiempo porque dobtnu sor 
y son repartidos sino todo el de su vida, como si no tuvieran ia libortad eu quo yo les 
procuraba mantener, sin permitir que so les quitóse ni embaraz'iso ninguno de sus efec­
tos lo cual no sólo era diguo de repararse por loa agravios que de ello resultaban con­
tra gente quo por su uatural erau persouas miserables siuo principalmente por lo que 
se frustraba mi real voluntad que concisamente habla sido y era de que fuesen bien 
tratados, y que si bien el remedio más oíicaz con que se debían atajar los daños que 
recibían era quitar los dichos obrajes do todo punto como se ordeuó por cédulas que 
se despaoharou los años de 1001 y 1003, o prohl" ii que para olios no se repartiesen
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indina involuntarios como se mandó por ollas y so puso en ejecución en la Nueva Es­
paña, siempre se habían experimentado graves inconvenientes en las Provincias del 
Perú de su cumplimiento por lo mucho que eran Interesados asi la causa propia como 
los particulares eu este género de rúbrica y trato y que con esta consideración so ha­
bía permitido, asi: el que los hubiese como el repartir indios para ellos y despacha­
do algunas Cédulas y dado ciertas ordenanzas en que se contenía la forma en que se 
debían hacer los repartimientos de indios para los dichos obrajes y la paga y tratamien­
tos que a los indios se baldan de hacer con tal proporción y modo que si lo dispues­
to en ellns se guardase no sólo no se haría agrario a los dichos indios, sino antes re­
cibirían comodidad y beneficio con que todo el reparo de esta materia consistía en 
el cumplimiento de las dichas cédulas y ordenanzas, suplicamos que para que queda­
sen aliviados los indios y libros délas vejaciones que padecían fuese servido man­
dar se despachen cédulas ordenando a vos y a los demás Presidentes y Gobernadores 
délas dichas Provincia'-del Peni que: con todo aprieto hicióredes guardar y cumplir 
lo dispuesto por las ordenanzas que hizo el Virrey don Francisco de Toledo para los 
dichos obrajes, en razón de las partes y lugares de donde han de ser los indios repar­
tidos, las tareas a que se les ha do obligar, los jornales y salarios que se les han de 
pagar y los tiempos y modas en que so han de trocar y mudar y lo contenido en la cé­
dula del servicio persanal del año de mil y seiscientos nueve en la parte que habla 
de los obrajes y repartimientos que pan» ellos se hacen y que el dicho mi Virrey no 
pueda dar ni de licencia para fabricarlos, y no permita que los enemnooderos los 
tengan dentro de sus encomiendas ni cerca «le ellas, ni que los particulares los puedan 
arrendar y que los haga visitar por Mlivstros de celo y conciencia y h a b ié n d o s e  v is to  
p o r  lo s  d e  m i  C onsejo  d e  la s  J u d ia s ,  h e  te n id o  v o r  b ie n  d e  d a r  l a  p r e s e n te  p o r  la  
c u a l  o s  m a tu lo  v e á is  lo s  c a p í tu lo s  d e  c ó lu la s  a r r ib a  in s e r to s  y  lu s  o r d e n a n z a s  q u e  h iz o  
e l V ir r e y  y  d o n  F r a n c is c o  d e  T o le d o  p u r a  lo s  d ic h o s  o b r a je s , eu razón de las partes y 
lugares de donde han de ser los indios repartidos, las tareas a que se los ha do obli­
gar, los jornales y salarios que se les ha de pagar y los tiempos y modos en quo se 
han de trocar y mudar y lo contenido en la cédula del servicio personal dol año de 
seiscientos nueve eu la parte que habla de los obrajes y repartimientos que para ellos 
se hacen para cuyo repavo o s  p r o h -h o  e l  p o d e r  d a r  l ic e n c ia  p a r a  f a b r i c a r l o s  (como por 
lli presente lo bogo), la cual prohibición sa entienda con vos y con vuestros sucesores 
y os mando la guardéis así precisamente, so las penas contenidas en las dichas Cédu­
las, no permitiendo qu- tos encomenderos tengan los dichos obrajes, ingenios y tela­
res, dentro de sus encomiendas y cerca de ellas ui que tos part cu lares los puedan 
arrendar y pondréis muy particular cuidado en que so visiten por mis ministros do 
celo y conciencia para que remedien todo lo que bailaren quo es necesario según lo ' 
dispuesto por las dichas cédulas, y para el cumplimiento de lo con tonillo en ésta da­
réis las órdenes que convengan a todos Jos Gobernadores, Corregidores y demás Jus­
ticias de esa Provincia, encargándoles mucho el amparo y buen tratamiento do ios 
indios y que miren por su bien y conservación cumpliendo con hi obligaolóu do sus 
oficios, pues sí los ministros obrasen como deben, es cierto que se remediarán los gra­
ves daños y vejaciones que se ha entendido rebíben los Indios de que tienen repeti­
das relaciones en el dicho mi Concejo, obligando a que en todas ocasiones se os ad­
vierta la atención con que debéis estar ou materia de tanta importancia; pues con esto 
descargo mi coucleucia corriendo por la vuestra los agravios que recibieren los indios 
por vuestra omisión o tolerancia y espero quo teniendo presente todo lo referido apli­
caréis vuestro mayor desvelo al cumplimiento y ejecución de ello yendo con inteli­
gencia de que no consiste el daño que padecen los naturales en los repartimientos que 
se hacen de ellos, pues de esto resulta mucho bien y utilidad a osa provincia y aun 
a los mismos indios, sino en lo mal que se usa de su trabajo y ocupacióu por no guar­
darse la forma que está dada por las dichas cédulas y ordenanzas y así conviene que 
sin dispensación alguna las hagáis ejecutar castigando muy severamente a los que 
cuQtiavluieren a ellas de que me tendré de vos por bieu Bervido cumpliendo con esta
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nblignciÓD que ea uon de las más principales do cao Qubierno y do lo contrario ino daré 
pnr muy dcsorvtdo y s<? haril la deinoatraolón (|ue ol caso pidiere y dolo que on con- 
rorinldadde oatil mi Cédula iiioiéredea y ejecutúredes me daréis cuenta muy particu. 
(anuente en el dlcilo mi Consejo vos y vuestros sucesores en eso cargo para lo 
cual mando que se tea en ol Acuerdo bailándoos vos presente y que siento en el libro 
donde se suele sentar semejantes cédulas mías pura que su tenga puntual cuidado do su 
cumplimiento que iibí es mi voluntad. Fecha en Madrid a 2 de Febrero de lüGOaños. 
—Yo ei Itoy.—Por mandado del Rey nuestro Señor—Juan Baustista Saeuz Ñau".

En la Cédala de 30 de Agosto de 1660, Felipe IV, vista la re­
presentación de Fr. Alonso Pantoja de la Compaüía de Jesús, Pro­
curador General del Nuevo Reino de Granuda y de la Provincia de 
Quito, cuyos religiosos ha veintiún años habían entrado a reducir a 
la Fe Católica y obediencia del Rey, “a las diez Naciones Jívaras 
de las Mainas avecindadas en el río Marañón y Gran Para que 
comunmente se llaman de las Amazonas, fundando pueblos y nueve 
iglesias, a costa de su religión, teniendo asimismo reducidas otras dos 
naciones de lo más belicosas y de tenor de aquella conquista"; hizo 
la merced de mil pesos para que la Compañía de Jesús acuda con 
más aliento a esas poblaciones y no descaezca en el servicio de Dios y 
bien de aquellos naturales, en la instrucción y enseñanza de la Fe 
Católica. En esta Cédula que recibió la Real Audiencia de Quito, 
consta el deber que se le impuso, así como al obispo de esta Iglesia Ca­
tedral y al Gobernador de los Quijos, para que informen lo conveniente 
sobre aquellas reducciones de indios, en las que se ocupaban dichos 
religiosos en el ejercicio de curas y administración de los Sacramen­
tos, padeciendo “trabajos y riesgos, hambre y desnudez, en esas tierras 
sumamente miserables, sin la congrua precisa para su alimentación”.

Expidióse en Madrid la Cédula Real, fechada el 7 de Octubre de 
1660, para que los Virreyes, Presidentes, Audiencias, Gobernadores, 
Arzobispos y demás Prelados de las Indias, cuiden la doctrina y  en­
señanza de los indios y  de su buen tratamiento, expresando el Rey 
que 68to mismo se lo tiene rogado y encargado por repetidas Cédulas, 
para que se les atienda “con particular desvelo y cuidado”; y que le 
fue denunciado que donde hay obrajes y otras ocupacioue6 apenas se 
les da tiempo a los indios para su descanso natural, por cuya causa 
se han retirado muchos de ellos a las punas, donde no ven Sacerdote 
ni oyen la palabra de Dios. Recrimina “el demasiado trabajo”, y 
recuerda el grave cargo que pesa sobre los Fiscales y Protectores de 
los indios, por ser los que principalmente deben atender a su defensa 
y  a que se cumplan las Cédalas Reales.
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En ln Cédula firmada en Madrid el 13 de Octubre de 1660, se 
relatan las "continuas quejas” que recibe el Consejo de las Indias, 
por los agravios que sufren los indios en la venia y  composición de las 
tierras, por lo que se le había ordenado al Conde de Salvatierra, que 
fue Virrey de las provincias del Perú, que por entonces suspendiese 
las ventas y composiciones y que retirase a los Jueces Comisarios que 
en ello se entendían y que, en su lugar, se formase en la Audiencia 
de Quito, una Sala de Justicia, pora que se averiguasen los excesos 
y fraudes causados y diese satisfacción a los interesados. Rememó­
rase lo dispuesto en ln Cédula de 22 de Mayo de 1654, por la que 
el Rey encomendó la ejecución de lo mandado, acerca del desagravio 
de los indios, en la venta y composición que se les había hecho de 
tierras, y para que se les haga justicia por medio de los Jueces en­
viados con este objeto a los distritos de las Provincias. T refirién­
dose el Rey a las Cartas del Virrey y Conde de Alva de Aliste, de 
656, 657 y 658, todas sobre la misma materia, y visto por el Consejo 
de las Indias que la suspensión fue para evitar los perjuicios que pa­
decieron los indios, ordena que: “el Virrey de las Provincias del 
Perú y los Presidentes de las Audiencias, Gobernadores y Corre­
gidores de los respectivos Distritos, en donde han ejercido s u b  co­
misiones los Jueces nombrados para los dichos desagravios y los 
Obispos de las Catedrales de aquellas Provincias, informen muy indi­
vidualmente de la manera qne han procedido dichos Jueces en el 
ejercicio de sus comisiones, tomando para ello las noticias necesarias, 
inquiriendo muy particularmente si han desagraviado a los indios de 
aquellas doctrinas, a quienes se les había quitado sus tierras; y  si 
por razón de habérseles restituido seles hacen algunas molestias o 
agravios, por qué personas o con qué pretextos; y si han quedado 
algonos sin haber obtenido restitución de lasque les habían quitado, 
enviando de todo muy particulares relaciones, expresando en ellas 
todo lo que a cerca de esta materia se les ofreciera, dando juntaroento 
so parecer para qne con vista de él, se pueda proveer lo que más 
convenga en orden al desagravio de los naturales que es u lo que 
particularmente se debe atender, por ser tan del servicio de Dios y 
mió”. (Sigue la firma del Rey, refrendada, y seis rúbricas más).

Consta que esta Cédula Real que solusionó uno de los más 
urgentes y trascendentales problemas económico-sociales, fué reci­
bida, en la Ciudad de San Francisco de Quito, en 12 del mes de Fe-
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broro de 1661; y que habiéndola visto, la besó y puso sobre su 
cabeza, el señor doctor don Pedro Vázquez de Velasco del Consejo 
de Su Majestad, Presidente de la Real ¿Vudiencia de Quito, y obede­
ciéndola con el rendimiento debido, mandó se guarde y se cumpla 
como en ella se contiene.

X I I I

Nuevas Cédulas e importantes reformas sociales expedidas por 
Carlos II, para la Real Audiencia de Quito

Desde el punto de vista del origen y evolución de las leyes 
sociales americanas, es honra singular para los Reyes de España que 
hubiesen perseverado con tanto entusiasmo y ejemplar constancia 
en la gigantesca tarea de sentar las fundamentales bases para la or­
ganización delinitivn y cultural de los pueblos indianos, mediante 
una legislación de lo más benéfica y humanitaria, modeladora y ad­
mirable, tan grande y profunda como las moles de granito en las que 
descansa la cordillera de los Andes.

A pesar de que fué una época do estratagemas cortesanas y  
guerras internas, do angustiosa situación económica y de completa 
decadencia para la Metrópoli, la del reinado de Carlos I I  que pasó 
su infancia y adolescencia bajo la dirección y regencia de su madre 
Mariana de Austria; no por ello desatendió los problemas indigenis­
tas y de vigilar el gobierno virreinalicio de las colonias de América 
que contribuyeron con treiuto millones de pesos para los suntuosos 
festejos de! matrimonio del joven monarca con María Luisa, hija 
dol Duque de Orleans.

Observan los cronistas que Carlos II, no hizo más que agonizar 
en el trono, al que llegó a los cuatro años de edad, en 1665, termi­
nando con él a su fallecimiento, la antigua dinastía española, sus­
tituida por el gobierno de los borbones, cuyo representante fué 
Felipe V.

Esto no obstante, llama la ateoción que en tiempo de aquel 
príncipe falto de energía, sobriedad y  carácter que le envió al des­
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tierro a su propia madre, no se haya paralizado el programa de 
reformas sociales para el mejoramiento de la raza indígena.

Imposible no sentirse profundamente impresionado ante el glo­
rioso desfile de munificentes y humanitarios Reyes que, con el eficaz 
apoyo y cooperación de cenlenares de clérigos y frailes, hicieron 
enormes esfuerzos para redimir y civilizar a los indios que lloraban 
su desventura, arbitrando fórmulas legalistas para libertarles de los 
trabajos forzados, de las injustas usurpaciones y agravios que recibían.

¡Cuántas iniciativas generosas y severas enseñanzas, cuántas 
oportunas lecciones de buen gobierno y de política americann, se 
hallan contenidas en el fondo jurídico de innumerables Cédulas Rea­
les que llegaban tardíamente a las Indias Occidentales, para no ser 
cumplidas! ¡Cuántos mandatos y leyes urgentes, saludables consejos 
y provisiones, a fin de implantar normas de moral y jurisprudencia y 
las doctrinas déla Religión Católica, en toda su pureza, plenitud y 
esplendor, como baluarte de los derechos individuales y colectivos y 
la más graude escuela de civismo!

Los considerandos de aquellas Cédulas Reales, forman la vatio 
legis, o sea la exposición de los hechos y motivos, de los anteceden­
tes históricos y sociológicos que obraron en el ánimo de los Reyes, 
para proceder con un criterio de equidad y de justicia, con tanto 
acierto y sabiduría, acerca de los vitales intereses y primordiales ne­
cesidades de los grandes pueblos que surgieron en las Audiencias co­
loniales, con una organización estable y gobierno municipal nacio­
nalista, dentro de las respectivas circunscripciones territoriales.

Para la holgura económica e incremento de subvenciones pnrn 
el Erario se explotaron las principales fuentes de producción y de 
riqueza, la agricultura, la minería, las industrias manuales y hasta los 
cargos públicos, las encomiendas y otros beneficios lucrativos. Desde 
que se expidieron las Cédulas Reales de 5 de Julio de 1G60 y 4 de 
Agosto de 1GG3, era necesaria la tasación de los empleos remunerados 
y mercedes que se adjudicaban en remate al mejor postor, y la mitad 
o, por lo menos, la tercera parte de su precio debía ingresar en la Caja 
Real. La diligencia de avalúo debía practicarse con la asistencia del 
Fiscal y de los Oidores de la Real Hacienda, quedando innovada la cen­
surable costumbre introducida por los Virreyes, Presidentes y Goberna­
dores, quienes solían ajustar el precio con los interesados para la panto­
mima del remate de los oficios públicos y expedición de títulos, según
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su categoría y mayor o menor importancia. La confirmación de 
aquellos nombramientos 6e había reservado el Roy, con vista de los 
despachos qne se enviaban al Consejo de las Indias.

En esta forma se financiaban las rentas públicas, multiplicándose 
el número de empleados que cometían exacciones buscaudo el mayor 
lacro para poder sufragar onerosos impuestos del sueldo y utilidades 
que percibían con el descuento del cincuenta por ciento, en las 
medias annatas.

Originariamente 6e exoneraron de tales cargas tributarias a los 
Preládos, Iglesias, Monasterios, Hospitales y Cofradías, Doctrinas y 
Misiones de la América, hasta que se establecieron fuertes graváme­
nes de acuerdo con el Patronato y las concesiones otorgadas por la 
Santa Sede a la Corona de España, que seríu largo enumerar; siendo 
uua de las principales el derecho a la cobranza de las mesadas en 
todas las prebendas eclesiásticas de las Indias, que significaban el 
ingreso del sueldo de un raes que se regulaba conforme el valor de 
las rentas y  frutos en los cinco años anteriores a la posesión y ejer­
cicio de los respectivos cargos. El Papa Inocencio III, había pro­
rrogado por cinco años la gracia qne por el mismo tiempo tenía con­
cedida su antecesor, para el cobro de las mesadas en la Audiencia 
de Quito, en cuyo cómputo debía tomarse en cuenta el valor de 
los diezmos.

Y, como frecuentemente la autoridad despótica de los Virreyes 
invadía la jurisdicción de las Reales Audiencias, estorbando b u  labor 
judicial y político-administrativa o cohibiéndoles en el ejercicio de 
sus funciones privativas, para corregir esta corruptela expidiéronse 
varias Cédulas, y a ellas se refiere la de 19 de Septiembre de 1964, 
que fu6 dirigida por el padre de Carlos II, a un pariente suyo, el 
Conde de Santiestebnn, Virrey y Capitán General de las Provincias 
del Perú, ordenándole que precisa e inviolablemente se guarden y 
cumplan las órdenes despachadas a la Audiencia de Quito, para que 
ella conozca de los agravios de los indios, tanto de los que se ocupa­
ban en los obrnjes e ingenios, como en los demás oficios, Bin que se 
le ponga ningún obstáculo en la administración de justicia. Y, al 
efecto, se mandó que no vuelvan a enviarse jueces comisionados para 
la numeración y apuntamiento de los indios de la Provincia de Quito, 
por el perjuicio y daños que con ello se les había ocasionado, de­
biendo recomendarse esta diligencia a los Gobernadores y Corregi-
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clores, y en caso de algún impedimento de parte de éstos, a los Oi­
dores nombrados por los Presidentes para las visitas de los pueblos. 
En aquella Cédula se demuestra la vigilancia y el cuidado en con­
servar la autoridad y regalía de la Audiencia de Quito, como de las 
demás del Reino, para evitar en adelante las continuadas quejas que 
se habían elevado ante el Rey y el Consejo de las Indias, do parte 
del Fiscal, de los Cabildos de la ciudad y Comunidades de esta 
Provincia.

En 4 de Marzo de 16GG, ordenó el Rey la ejecución de las Cé­
dulas que disponen que en los pueblos de indios no habiten españoles, 
negros, mestizos ni mulatos; y un día antes mandó que se guarde y 
cumpla la Códuln relativa a.las condiciones que debían reunir los Pro­
curadores de Indios, determinando sus atribuciones y deberes; y en 
21 de Octubre del mismo año, se reiteraron las órdenes a la Audien­
cia de Quito, para el cumplimiento de las anteriormente expedidas, a 
fin do que se ponga remedio a los vejámenes que recibían los indios 
de aquellos individuos que se introducían en sus residencias y pueblos, 
para pervertir sus costumbres y explotarles.

El 2 de Noviembre de 1669 envió el Rey a In Audiencin de 
Quito, copia de una carta de Don Diego González do Heredin,. Cura 
de la Villa de Zaruma, eu la que éste delataba varips delitos,del Te­
sorero de la Real Caja Don Diego Vaca de Torres y muchos abusos 
de los españoles que les hostilizabqi] q los indios; acerca de lo que se 
pidió informe fiscal y se dispuso que en lo relntivo.nl servicio perso­
nal, se castigue severamente a los que les hubiesen agraviado a los 
naturales contraviniendo a lo que está prescrito por tantas cédulas 
y  órdenes que tratan de ello. Se recomendó asimismo que el pri­
mer cuidado de la Audiencia Real del Quito debía ser inquirir y 
saber cómo son tratados los indios en .Zaruma, desagraviándoles y 
poniéndoles en libertad, debiendo darse cuenta del cumplimiento dej 
despacho recibido.

Otra Cédula que revela alteza de sentimientos y  un nobilísimo 
anhelo de bienestar colectivo, es la que fué dirigida a la Real Au­
diencia de Quito, a su Presidente y Oidores, por la Reina Goberna­
dora, Mariana de Austria, desde la ciudad de Madrid, el 24 de Junio 
de 1673, con motivo de las opresiones y agravios que los encomen­
deros de la Provincia de Páez, cometían con los indios llevando 
todos los años familias forzadas a la ciudad de Popayán, para
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las labores y faenas del campo, sin abonarles su trabajo y sin qne 
baya doctrina en lo espiritual ni Corregidor o Justicia que los go­
bierne en lo político; por cuyo motivo y recordando lo que de an­
temano se había dispuesto proscribióse a la Real Audiencia de Quito 
que ponga todo cuidado y  atención de mirar por el bien, libertad 
y amparo de. los indios y  hacer que se ejecuten precisa y puntual­
mente las órdenes impartidas castigando a los encomenderos abusi­
vos con el desposeimiento de aquéllos que estuviesen a su servicio, 
para que sean los indios tratados como vasallos de la Corona, sin que 
se permita que sean constreüidos a estar en población y encomiendas 
los nuevamente conquistados, basta después de diez años de su 
reducción.

La Cédula de 27 de Agosto de 1676, tuvo por objeto remediar 
las violencias y perjuicios que recibían los indios de parte de loa Go­
bernadores, Corregidores y Alcaldes Mayores, en el negocio y re­
parto de géneros qne éstos hacían a precios excesivos, obligándoles 
a pagar no en dinero, sino en cosechas, por medios aflictivos, veja­
torios y violentos; y para su represión se ordenó a la Audiencia Real 
de Quito que se averigüen tales hechos y  que sean castig a d severa ­
mente, cuidando que se administre justicia con toda rectitud e 
igualdad, debiendo para ello proveerse aquellos altos cargos en per­
sonas beneméritas y no en parientes de los Ministros y Virreyes, con 
la obligación de residir en la sede de la misma Audiencia.

Reproducimos la siguiente Ce lula Real de Carlos II, que con­
tiene filantrópicos ideales y hermosas enseñanzas y preceptos de 
justicia social, reprimiendo los excesos y abusos en los obrajes e in­
genios, cuyos dueños debían presentar los títulos de fundación y la 
respectiva licencia, so pena de la demolición, prohibiéndose que sin 
ella se abran nuevas fábricas.

. t

“ E l. Rey. Mi V irrey , G obernador y  C apitán  G eneral de las provincias 
del P en i, P residen tes, A udiencias, G obernadores, Corregidores y  otros cunles- 
qnier Jueces y Ju s tic ia s  de ellas, desde el principio del descubrim iento de mis 
Indias O ccidentales, Is las  y T ie rra  F irm e del M ar Océano, ha sitio muy es­
pecial el-cuidado «pie se lia puesto  por los señores R eyes mis predecesores en 
quo los n a tu ra le s  de ellas sean  tra tad o s  como vasallos míos, que tan to  han 
engrandecido mis dom inios, habiondo reprim ido el servicio personal, en qne 
los encom enderos so lic ita ron  co b ra r do los indios los tribu tos, ordenándolo  
pagasen sólo en reales o  en especies de fru tos; d esarra igada  la costum bre 
que los españoles in tro d u je ro n  de to m ar p a ra  servicio y  m inisterio  de sus
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casas a  los niisernliles indios a  quienes llam aban  m itayos do servicio, perm i­
tiendo  sólo en alguuas provincias tos que Human y a n a conas que son los qno 
desde sn principio y voluntariam ente se baldan  ap licado  a  las clnn-ms y lia- 
cien das del cam po do españoles, a  los cuales so les hab ía  ido to lerando  con las 
pagas y cuidado de su alivio y conservación qno deben, según  las ordenanzas 
que sobre ellos formó el V irrey Don Francisco do T oledo. Y  e s ta  misma 
atención  y cuidado tuvo el Rey mi Señor pudro (que s a n ta  g lo ria  haya) sin 
que sn piadoso y católico celo dejase de prevenir y  m an d ar cuan to  tuvo do 
uiás conveuietito para sn alivio y buen tra tam ien to , como se nm n iüesta  sobre 
o tras m uchas Cédulas Reales en la que m andó exped ir el año  de l(*28, di rígi­
da a  mi V irrey de la N ueva España y A udiencia de M éjico; y  siendo tam bién 
mi principal deseo que las Cédulas expedidas sobre la om ním oda libertad  con 
que deben ser tra tados los naturales de las Ind ias ten g an  en te ro  cum plim iento 
sin que con ningún pretexto se dejen de observar os he m andado  por o tras y 
encargado a  los arzobispos, obispos y prelados de las relig iones, según los 
tiempos y quejas que hau llegado a mi Consejo de las (odias que: con toda 
especialidad procurasen instruir a los indios en los m isterios de n u es tra  Santa 
F e  Católica por los medios más suaves qno fuese posible, excusándo les de du­
reza y usando de los de amor y benignidad por se r los m ás d icaces , para  tan 
santo  fin y para su conservación, sin perm itir los mulos tra tam ien to s  que se 
les hacen así por los encomenderos, curas seculares y  regu la res , como por 
españoles, negros, mestizos y m ulatos que habitan  ju n to  con ellos, por el do­
lor y deservicio que de estos recibían, como lo he m an ifestado  en las repeti­
das Cédulas que lio m andado expedir. Y  ah o ra  el L icenciado  Don Luis do 
Cerdeno y Monzón mi Fiscal en el «lidio Consejo do las In d ia s  m e ha repre­
sentado que aunque por Cédula mía de 12 de O ctub re  del a ñ o  pasado  do 1G70, 
tengo prohibido el (lindar obrajes en las provincias del P erú  y  ap lica r indios 
para su labor siu expresa licencia m ía aunque los ob ra jes  o  chorrillos u otros 
cualesquiera sean sólo de óllos o de com unidad o de españoles; y  con mezcla 
seh an  erigido obrajes por au toridad sola de los V irreyes o de  las Justicias, 
señalando para su trabajo  a los indios forzados con varios p re te x to s  y  pare­
ceres por la manutención do esos reinos y sus hab itado res , com un idades  ecle­
siásticas y  o tias  personas y por otros m otivos públicos, fa ltán d o se  al entero 
cum plim iento de lo dispuesto y m andado por la  C édu la re fe rid a  y las demás 
que tra tan  do esta  m ateria y que sobre lo genera l que  h a  en ten d id o  so m al­
tra ta  a  los m iserables indios y  son mucho m ás n o to rias  la s  vejaciones qno 
reciben en los obrajes de paños y o tras labores que en  ellos se  fab rican , re­
partiéndoles tuús indios de lo q u e  so debe [ q u e  os l a  s é p t im a  p a r t e )  y  do 
m ayor d istancia  de la que so perm ite, teuicm lo los o b ra je s  eu  las mismas 
encomiendas arrendando los que son do particu lares, no p ag á n d o les  el jornal 
que se les debe ni en dinero ni mano propia ni excusando  a  los de corta o 
m ayor edad, según es tá  prevenido, sin dejarlos descansar de d ía  ni de noche 
las horas convenientes ni que se vuelvan a  b u s  c a s a s e n  los m eses eu que 
deben se r oxeen tos úuos para  que trabajen  ó tros y eud ieudo  y  tra sp a san d o  sus
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pftrsonns y trabajo  a  p articu lares , sin  darlos lu g a r p ara  sns propina m itas y 
laborea ni pura sn educación y  enseñanza  do la Fe C atólica, siendo esto una 
m ateria «lo tan  g ravo  escrúpulo , ui m udarlos «lo m inisterio  y  traba jo  m ayor al 
mas levo asistiendo  ja u to s  indios, negros, m estizos y  españoles eii un mismo 
obraje, no m iniando do ellos en sus enferm edades y  lu c iéndo les  tra b a ja r en 
sus cusas y o tro s m inisterios y  in te ligencias que no son de bien público, a u ­
m entándoles en los mism os ob ra jes  las labores co tid ianas, echando más n loa 
surtim ientos y  te jidos «le los paños y cansaud«d«»s o tra s  mucbn.s vejaciones 
que llegan a  se r in to lerab les que  es  la to ta l destrnm dón de los indios y  do sns 
pobres cum íales, m ujeres y  fam ilias el hab e r «le asistir a estos obrajes, ponde­
rando que cada  d ía  se va experim en tando  más; y  habiéndose visto  por los do 
mi Consejo «lo las In d ia s  con la  a tención  y consideración que  pide la g rav e­
dad do la  m ateria  y  siendo  ta n  d igno  de reparo  por se r lo que padecen los 
indios en los obrajes co n tra  razón  y  ju s tic ia  y  co n tra  tní ex p resa  vo lun ta  I, 
sin que hayan  b astado  p a ra  sn rem edio  las ju s ta s  prevenciones de  las O rde­
nanzas y C édulas R eales que  continuam ente- se han  expedido  por m í y  los 
Señores Reyes mis p redecesores, ni «d cu idado  «le mis V irreyes, A ud iencias y  
dem ás M inistros y  C orregidoras; (aunque según  algunos inform es que  lie 
tenido debiera h ab e r sido  m ayor en  lo que m ira ni aliv io  de los indios que tan  
encargádoles e s tá  y  tam b ién  el ca stigo  do los que  co n tra  ellos saben  se  ex . 
ceden); y  convin iendo d a r  nueva form a en  estos excesos p a ra  su to ta l reuietlip 
y extirpación , be ten ido  por b ien «le «lar la p resen te  por la  cual os m ando que 
cada uno en la  parto  y  d is tr i to  que  os tocare me inform áis: qué obrajes y 
ingenios de azúcar o o tro s hay  allí, <>n qué  so rep arten  los indios forzados, 
cuántos so a plican a  «mda uno  al p resen te  y  cuan to s  se ap licaron  en su origen , 
dónde y n qué  distnim ia están  puestos si en encom iendas o fuera  «le e llas , 
qué tejidos se fabrican , q u é  o rd e n a n zas tienen  y  cóm o se  gob ie rnan , cuyos 
son y quién los adm in istra , q u é  conven ienc ia  re su lta  al público  «le sns labores 
o qué incoiunm ien te s  rewuUaráu do p rohib irlas, q u é  títu lo s , licencias o confir­
mación mía tienen  p a m  sn  e rección y perm anencia, si son por c ierto  ilim itado 
tiempo o perpetuos, si los n m e in la n  los d ueños o los cu idan  y benellcian por 
si mismo, si asisten  en  ellos indios y  españo les, negros y m estizos m ezclados o 
nó, cuáles de los ob ra jes  son sólo d e  indios, com u particu la res  o  d e  com unidad 
entre ellos, cóm o los s irven , ad m in is tran  o arriem lnn . quién les tom a las 
cuentas que frnctiÜ can, gné  se  labora en e llos y  a quién  o cóm o se ap lica  su 
procedido, si h ay  d a ta s  cu e n ta s  o  están  a trazad a s  y qué alcalices hay  de ellos 
y sn conveniencia o incom odidad en m a ntenerlo s o  prohibirlos; qué  obrajes 
lmy de cu e n ta  «le mi Real H acienda, quién  o com o los adm in is tran ; en qué se 
convierte su caudal y  dó n d e  e n tra  el o rigen  y orden de su  in troducción; y  
con qué reglas y  o rdenanzas  se  gob ie rnnu  y la ap licac ión  d e  indios que tienen , 
qué excesos se  causan  en  las labores do todos los obra jes, según  lo ordenado 
en cada uno y en el tra to  y  aliv io  «le los indios que  los asisten ; y  qué  form a 
de remedio se podrá poner p a ra  ev ita rlo s  en aque llos obrajes que sea preciso
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m antener, y  quo los dichos informes los hagá is  con la  m ayor brevedad que 
fuere posible, y  con toda la distinción y  claridad  que va  exp resado , y  se re­
quiere; y  en cuan to  a  los obrajes que h aya  in troducidos  por particu la res  den­
tro  do las encom iendas y los quo estuvieren (aunque  fuera) sin  títu lo  legítimo, 
o  sin licencia y  orden mía (aunque la tengan  de mis V irreyes o  A udiencias) y 
aquellos a  quien se les haya cum plido el tiem po por q u e  se les concedió, no 
ten iendo prorrogación, os mando así mismo que av e rig u ad o  lo referido 
se cierren y dem uelan, y  tío n inguna m uñera se consien ta  rep artir le s  indios, 
y  queden libres de su mita los que les estaban  a s ig n ados, dándom e cuenta 
en el dicho mi Consejo muy individual «lo esto s o b ra jes , su s  dueños y de­
molición y para que esta se haga señalo el té rm ino do cu a tro  meses, para que 
los dueños de los obrajes que se ha hieren fundado sin  licencia m ía los dem ue­
lan dentro de este término, y  me enviaréis testim onio  a u tén tico  del día en 
que  cada uno se demoliere. Y por lo que toca u los ob ra jes  que estuvieren 
fundados con licencia expresa mía o de  los señores R eyes mis predecesores y 
sin lim itación de tiempo aunque sean do particu lares  y  los que  sean desoíos 
indios, o  do su Comunidad o estén por cuen ta  do mi R eal H acienda, es mi 
voluntad  no se haga novedad por ahora en ellos sino que env iéis  los informes 
que por esta  mi Cédula os mando bagáis y  que en el Ín terin  se con tinúen  sus 
fábricas y  mitas de indios con toda cuen ta y razón, sin  perm itir  ni «lar Ingara  
que se Ies haga vejación ni molestia alguna, guard an d o  p a ra  ello las O rdenan­
zas del Virrey don Francisco «le Toledo y las dem ás que  ten g an  «le los Vísitsulo- 
res que estuvieren aprobadas y las Cédulas quo para  su  aliv io  y buen tra tam ien­
to están expedidas sin perm itir exceso a lguno ; y  si lo e jecu ta ron  de particular 
los dueños o sus Ministros o los de Com unidad de lud io s  se les su spenda y pri­
ve la fábrica y castigue con las penas que les co rrespondan ; y  1110  daréis canu­
ta  en el dicho mi Consejo «le las lud ias  rem itiendo los au to s  quo ce rca «le esto 
hicióreúes para to m aren  cuanto  al ohm je en que  so e jecu ta ron  los excesos 
referidos la resolución que tuv iere por más conven ien te ; y  si en los obrajes 
pertenecientes n mi H acienda Real se exced iera  ca s tig a ré is  tam bién  al Ad­
ministrador o arrendador igualm ente y le q u itaré is  y  pondré is  o tro  en su 
lugar, estando advertidos que do n inguna m anera habé is de  co n sen tir  «pie do 
aquí adelan te se funde nuevo obraje con ningún p re te x to  ni n io tivo  minguo 
sea «le Comunidad de Indios sin que prim ero m e «léi.s cu e n ta , y  de  vuestro 
celo al mayor servicio «le Dios N uestro Señor espero  q u e  en  todo  lo referido 
procederéis con la pureza, cuidado y in teg ridad  q u e  debé is «lando entero 
cum plim iento a  lo quo queda expresado, en v iando  en  la  p rim era  ocasión 
que so ofrezca los informes que os m ando hagá is  que  as í conv iene a  mi 
servicio, fecha en M adrid a veintidós de febrero d e  mil se isc ien tos y ochenta. 
Yo el Rey. P or m andado del Rey N uestro  S eñor.— Don F ran c isco  Foruáu- 
dez de M adrigal”.

Casi a los once meses de expedida esta Cédula, fue recibida en 
14 de Enero de 1681, por el Presidente de la Audiencia Real de 
Quito, don Lope Antonio de Munive, quien consta que la tomó en 
sus mauos, la besó y  puso sobre su cabeza, ofreciendo obedecerla,
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con el respeto y acatamiento debidos. Expidió luego el mandamien­
to de ejecución y la orden de que se publique en la Plaza Mayor y 
en el contorno de la ciudad de Quito y demás partes acostumbradas, 
con la solemnidad necesaria, para que los dueños de obrajes y cho­
rrillos que estaban fundados en el radio de cinco leguas, presenten an­
te su Señoría, dentro de veinte días, los títulos y licencias con que los 
poseen y labran en ellos paños, bayetas, sayales, jerguetas y otras 
ropas y las mercedes de enteros de indios que tienen para su benefi­
cio, con apercibimiento deque pasado dicho término, se hará la demo­
lición, en conformidad de lo que ha mandado su Majestad por la Real 
Cédula anterior; debiendo despacharse ejecutor o costa de los posee­
dores de dichos obrajes y chorrillos que tuvieren asignados mucha­
chos, quienes cesarán luego en los mitas y  enteros, sin que los Caci­
ques y Gobernadores sean obligados a acudir con ellos.

Consta que igual prevención se hizo a los que tenían ingenios 
de azúcur y otros a quienes se habían repartido indios forzados, para 
que lo mismo se observe y guarde en los asientos, villas y lugares 
del distrito du la Real Audiencia y sus Outregimientos, como eran los 
de Riobambn, Sun Miguel de Ibarra y los asientos de Otavalo, La- 
tucunga, Ambato, Aluusí y Chimbo, para que los Corregidores y sus 
Tenientes llagan publicar dicha Cédula Real y el Auto del Presiden­
te de la Audiencia, con los mismos apercibimientos de demolición 
do los obrajes y chorrillos, pasado el término do la publicación. Fir­
man Lope Antonio de Mnnivo y el Escribano don Alonso Sánchez 
ilaldoundo.

Consta asimismo que el 1G de Enero de 1681, se verificó la 
publicación de la Real Cédula y Auto referidos, por el Escribano de 
au Majestad y Procurador de causas de número de la Real Audien­
cia en la ciudad de Quito, Dn. Andrés Muñoz de la Concha, por 
medio de un pregonero público, a las once del mismo día, y en la 
puerta del cabildo de ella, siendo testigos Dn. Antonio Lazo de la 
Vega, Alguacil Mayor de esta ciudad, Dn. José Antonio de la Ca­
rrera, Alférez Real, y el Capitán Dn. Juan Francisco de Oáseres, 
Depositario General, y otras muchas personas.

En virtud del patronato que ejercían los Reyes Católicos, éllos 
procuraron que sean de lo más correcta la vida y costumbres de los 
eclesiásticos, conforme a su encumbrado ministerio; y bajo este res-
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pecio es digna de consideración la siguiente Cédula reveladora del 
estado de relajación de algunos Curas y Doctrineros:

“ El Rey.—Licenciado Dn. Lope A ntonio  fio M iinive, C aballero  do la Or- 
dan de Alcántara, Presidente de mi A udiencia Real do la  ciudad de San Fran­
cisco en la provincia de Quito. En mi Consejo de las Ind ia s  se  ba entendido 
que algunos Curas y Doctrinarios seculares y regu lares  de ese Obispado 
afligen y maltratan a los indios, viviendo sin a ju sta rse  a  su s  In s titu to s  y re­
glas y con mal ejemplo, como más particu larm ente lo veréis por la  copia del 
capítulo de carta que con esta mi Cédula se os rem ite , firm ada de mi Socie­
tario infrascrito. Y  ha parecido ordenaros y m andaros (como lo bago) veléis 
mucho en el alivio délos indios, sin perm itir ios m alos tra tam ien to s  queso 
expresan en la referida copia, conteniendo n los C uras y  D octrineros secula­
res en la decente y quieta vida que a su estado corresponde, en cnan to  estu­
viere de vuestra parte, y interponiéndolos tam bién con los Superiores de las 
Religiones para que eslón con la misma v igilancia y  cu idado , pues, e s tán  
propio de su obligación el ajustar a sus súbditos a  que v ivan  conform o a su 
lustituío, y así lo ejecutaréis y me daréis cuen ta  de lo que obrárodes: fecha 
en Madrid a dieciseis de Marzo do mil seiscientos ochen ta . Y o el Roy. (Una 
rúbrica).—Por mandado del Rey Nuestro Señor.—F rancisco  F . de  M adrigal”.

En donde había encomiendas existían ruda servidumbre y pe­
sadas cargas, como lo demuestra la siguiente Cédula, a pesar de que 
éstas no podían exceder de dos arrobas, según nuil antigua Ordenan­
za de Oarlos I:

“ El Rey.—Licenciado Dn. Lope A ntonio  de M uñí ve, C aba lle ro  de la Or 
den de Alcántara, Presidente de mi A udiencia Real (lo la  ciudad  de San 
Francisco en la provincia de Q u ito .-E l Ür. F lo rencio  Buco y  Dn. José de 
Neira y Zevullos, en carta de G do Mayo del año  pasado  ile 1(»78, me dieron 
cuenta del mucho trabajo que los indios de esa p rov inc ia  padecen con sus 
encomenderos, haciéudoles pagar más do C U A R E N T A  P E S O S , obligándoles 
a que carguen unía (lo cuatro arrobas de peso a l a s  esp a ld as  por espacio de 
cuareuta leguas con que perecen m iserablem ente, y  q u e  los sacan  de sus 
pueblos, teniéndolos fuera de ellos lo más del año , s in  poder asistirles los 
Guras Doctrineros ni cuidar de su enseñanza ni educación  y  m ueren sin sa­
ber los principales Misterios de la Fe. Y  habiéndose visto  por los de mi Oonscjn 
de las ludias, con lo que escribió Moluhor de Mármol mi G obernador dé la 
provincia délos Quijos, dando cuenta d é lo s  proced im ien tos de tres Curas 
de aquel Gobierno y lo que dijo y pidió mi F iscal en el d icho Consejo, ha 
parecido remitiros las copias adjuntas de las ca rtas  referidas firm adas de mi 
Secretario intrusorito para que luego que las recibáis ave rigüé is  lo contenido 
en ellas, en cuanto al exceso de los encom enderos y  serv ic io  personal do los 
indios y constándoos ser cierto los suspenderéis del goce  y adm inistración 
do las encomiendas, remitiendo los autos al dicho mi Consejo de las Indias,
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para que con v ista  do ellos provea lo que convenga, que por Ondula do In 
fecha de és ta  encargo al Obispo de la Iglesia Catedral do esa ciudad, la 
averi guantón do los excesos que so dice cometen los tros curas del Gobierno 
do Quijos y que verificándose ser cierto proceda contra ellos, usando do su ju ­
risdicción para rem ediar el daño y perjuicio que reciben los indios; y de lo 
qno ejecutare el dicho Obispo me daréis cuenta en la primera ocasiéu que so 
otresca. Focha en M adrid a  dieciseis de Marx» do mil seiscientos ochenta. 
Yo el Roy. (R úbrica).— Por m andado del Rey Nuestro Señor.—Francisco F. 
do M adrigal. (F irm a)”.

A medida que se incrementaban las rentas de los encomenderos 
en sus obrajes, decrecía el salario de los indios a quienes se gravaba 
con tributos que no guardaban proporción con sus facultades econó- 
micas, como lo demuestra la siguiente Cédula Real, en la que se 
encarga a  la Audiencia de Quito, enide mucho de su alivio y que 
se les pague el jornal que justa y legítimamente se les debe:

“ El Roy.— Licenciado Dn. Lopo A ntonio de Munive, Caballero de la 
Orden de A lcán ta ra , P residente do mi Audiencia Real do la ciudad do San 
Francisco en la  prov incia  de Q uito — Dn. Antonio do Bea, Corregidor do la 
Villa rio Riolmuilm, en ca rta  de 30 de Agosto del año pasado do LUIS, me dio 
cuen ta que en la jurisd icción  de aquel Corregimiento hay más de catorce tuil 
indios, según los padrones do! qu in to  y  que do esta gruesa si yo tuviese la 
tercera parto  percib iría  mi Real H acienda muy grande cantidad, poro que 
está  «luda a  ditero utos su jetos en encomiendas en gravo perjuicio del Real 
Patrim onio, ponderando (pie en todo un año un gaua más que QUINCE PE­
SOS cada indio, sirv iendo a  los españoles a quienes están repartidos por quin­
to y In m ayor parte  según las prorratas pagan S IETE PESOS Y MEDIO
sin que h aya  r a z ó n .................................................................. que sea tan gravada
como lo es la de  aquellos pobres indios, y que esta excesiva carga les obliga 
n dejar sus tierras; y  si eso tribu to  so moderase a  porción más tolerable ce­
saría esto inconven ien te y  se aum entaría  mi Real Hacienda. También re­
presenta ol abuso  in troducido  un gravo perjuicio de los indios qno es que eu 
tiem pos an tiguos  se fundaron un género de Oomunidndcs qno llninan O bra­
jes deudo se lab ra  paños en los cuales respecto de entrar a trabajar en ellos 
los indios crecían sus ren tas  do tal forma que resultaba para pagar los tr i­
butos; y  aho ra  se ha in troducido obrajes de particulares en los cuales entre 
indios volun tarios y  en algunos por riel quinto (lirios contra Ordenanzas, 
porque sólo se destiu a  el quin to  para la labranza y crianza con que han 
venido los obrajes do Com unidad n ta n ta  diminución en algunos qno no al­
canza su  ingreso  aún  para  los estipendios do los Guras. Y habiéndose 
visto por los do mi Consejo do las Indias, con lo que dijo y pidió ol Fiscal 
en él, he ten ido  por bien d a r la presente, por la cual os inando me informéis 
con toda  b revedad  qué genero  do repartí inion tos snu los que expresa Dn. 
A ntonio do Boa, con qué orden se hacen y en qué los ocupan y qué estipendio 
se les paga , y  por qué uo g au a u  más que quiuco pesos eu lorio mi año sil*-
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viendo a los españoles. Y  lmllnndo ser todo lo referido ju s tificado  y de or­
den mía pondréis el remedio conveniente, dando  las ó rdenes que  tuviérodea 
por necesarias para que se pague a  ios indios el estipend io  que  Jatssia y  legí­
timamente se les debo conforme a  las órdenes que cerca d e  ello  están  dadas, 
mirando rancho por su alivio y  buen tra tam ien to  que  es ta n  propio de vuestra 
obligación, sin perm itir se les gravo con m ás con tribución  que  las que dis- 
pouon las órdenes, tratándoles como g en te  libre; y  en c u a n to  al abuso que 
dice se ha introducido un los obrajes y  m enoscabo a  que  lian venido los de 
Comunidad con los de particulares, os m ando asim ism o que ejecu té is  precisa 
y puntualmente lo que os ordeno por o tro  despacho que  gene ra lm en te  lie 
mandado expedir pava esas provincias que así conviene a  mi servicio. Fecha 
en Madrid a  dieciséis de Marzo «lo mil seiscientos ochen ta .— Y o el Rey. ( l ú ­
brica).— Por mandudo del Rey N uestro Señor. — F rancisco  F . de ¡Madri­
gal. (Firma)”,

Atendiendo a la queja de un Gura Doctrinero de Paute, en de­
fensa de los indios se dio la Célala Real que va a continuación:

“ El Rey.—Licenciado Da. Lope A ntonio de M unive, C aba lle ro  de la 
Orden do Alcántara, Presidente de mi A udiencia R eal en la prov incia  de Qui­
to.—Fray Miguel do Orbca do la Orden de San F rancisco , en ca rta  «le 4  de 
Ju lio  del aun pasado do ll>77, refiero que es C ura D octrinero  «leí Pueblo de 
Paute, siendo muy continuos los agravios y  vejaciones que  reciben ios imlios 
y  otras personas do Cristóbal «le la Ouova C am poverde T e n ien te  y  Justicia  
Mayor, de Dn. Miguel de No roña, Corregidor de lu d u d a d  de Cuenca, ha­
biéndole puesto veinte y un capítulos en esa A udiencia, y que  valiéndose-de 
medios ilícitos ha embarazado el que vaya Juez  parí in d a r  a la averiguación 
de ellos. Y habiéndose visto por los do mi Consejo «le las in d ia s  con lo que 
dijo y pidió mi Fiscal en él; ha parecido rem itiros o rig in a lm en te  la  ca rta  re 
(brida y onlcnmos y mandaros hagáis so averigüen los ag rav io s  «pie según 
sil contenido ha hecho a los imlios y a  otras personas el dicho C ristóbal <1«» la 
Cueva Caín[)overde, con ocasión de los oficios «pie h a  ejercido; y «pie se 
lo castigue con la demostración conveniente a  lo ipie se ju s tifica re , dándom e 
cuenta eu el dicho mi Consejo del remedio que pusiéredes, y  rem itiendo los 
autos que sobre ello hieiéredes. Fecha en M adrid, a d ieciseis «le ¡Mar/o de 
mil seiscientos ochenta. Yo el Rey. (Rúbrica).— Por m andado  «leí Rey Nues­
tro Señor.—Francisco F. de Madrigal. (Firm a)”.

Por nuevas y repetidas quejas sobre el miserable estado en que 
se bailaban los indios, en la Provincia de Quito, por obra ele ciertos 
empleados civiles y eclesiásticos que les ocasionaban maltratos, ve­
jaciones y molestias, se expidió la siguiente Cédula para que se ponga 
remedio y se castigue tales excesos:

“El Rey.—Licenciado Dn. Lope A ntonio do M nuivc, C aballero  de la 
Orden de Alcántara, Presidente de mi A udiencia Real de la  c iu d ad  de San
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Francisco en la provincia  ele Quito.—E 11 mi Consejo do las Indias se lia en- 
teudido el m iserable estado en que se Italia esa provincia por lo nial que 
obran algunos M inistros y Jueces de Visitas que dejan destruidos a los po­
bres, siendo mucho más de considerar lo que padecen los indios con las con­
tinuas y graves vejaciones que les hacen los Corregidores, Curas Doctrineros 
y otras personas que sólo atienden a  sus intereses, obligándoles con el mucho 
trabajo a que se huyan o perezcan en las inonlañns. Y  visto en mi dicho 
Consejo, con lo que asim ismo han representado diferentes indios de esa 
ciudad, en ca rta  su fecha de primero de Septiembre del año pasado de 1077, 
ponderando que 110  sólo son m altratados de los Corregidores, Tenientes, Go­
bernadores y  T en ien tes (pie llaman fie las cinco leguas, sino de los arrenda­
dores y cobradores de tributos, y lo que sobre todo dijo y pidió mi Fiscal, 
atendiendo a que es ju s to  poner el remedio conveniente en las vejaciones y 
molestias que reciben los indios, de cada día llegan repetidas quejas, sin que 
hayan bastado para que se eviten las órdenes que tengo dadas para que sean 
tra tados como vasallos libres y  que se les pague su trabajo compelen le; ha 
parecido rem itiros (como lo hago) la copia de la carta adjunta, sin fuma, sn 
leclm de 18 de O ctubre del año pasado de 1077 y la d o  diferentes indios de 
esa ciudad d e l ?  de O ctubre del mismo mes y año, íirmadas de mi Secre­
tario i n f r a  e sc r ip to  p ara que en terado  de su contenido pongáis todo el remedio 
y castigo que conviene en lo q u e  veri lirá redes hay de excesos contra jos mi­
serables indios, a tend iendo  mucho al reparo de los daños que padecen, y pro­
curando por todos los medios posibles su alivio y conservación, sobre que os 
encargo la conciencia por ser esta m ateria tan escrupulosa y en que so come­
ten tan  g raves excesos. Y de lo que ejecuiáiedes m« daréis cuenta en el 
dicho mi Consejo d e  las lud ias  que asi es mi volunlad. Fecha en Madrid, a 
dieciseis de M arzo de mil seiscientos ochenta.—Yo el Rey. (Rúbrica).—Por 
m andado del Rey N uestro  Señor.—Francisco F. de Madrigal. (Firma)”.

Rechaza el Rey la solicitud de !n Audiencia de Quito, sobre el 
impuesto de dos reales en cada torno y telar, y ordena que ella in­
formo sobre los que existen y que clase de telas se elaboran.

“ El Roy.— Licenciado i)n . Lope Antonio do Muid ve, Caballero de la O r­
den do A leanIa ra , P residen te de mi Audiencia Real de la ciudad do San 
Francisco en In provincia  do Q uilo.—En carta do 20 do Mayo del año pasado 
do 1078, rep resen tá is  los motivos por qué será conveniente que se conceda 
permiso para que los que tuvieren algunos lom os y telares para el hend ido  y 
labor do bayetas, jo rg a s  y je rg u e tas  con indios muchachos vola ni arios, pue­
dan aprovecharse do su  industria  y  trabajo  imponiendo por este permiso a 
dos reales, en cada año, por cada torno y te lar de qtie se seguirá aumento a 
mi Real Ilaeieiida; y  habiéndose visto por los de mi Consejo de las Indias, 
con lo que dijo y  pidió mi F iscal en él, ha parecido deciros que no ha lugar 
lo (pío proponéis sobre la i ni posición de dos reales, <mi cada año. Y  porque 
quiero sabor qué chorrillos, obrajes, tornos y telares, son los que los naturales 
tienen on sus casas, su necesidad o alia minucia que hay (le ellos, qué producen 
de telas, si em barazan  la  salida y comercio de las de estes reinos, y qué tra ta ­
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miento so hace a los indios voluntarios que asisten  en ellos, y  en qué tomín 
so les paga y si convendrá minorarlos o p o n e rle s  reg las  siendo necesarias y 
cuál es la licencia con que so debieran erig ir o perm itir, os m ando me infor­
méis sobre todo lo que se os ofreciere, con la d istinción  y  claridad  que os 
tengo ordenado por o tra mi Cédula su fecha de 22 do F eb re ro  próxim o pa­
sado, para que con vista de ello tom e la resolución que  h ie re  m ás convenien­
te. Fecba en Madrid, a ocho de A bril de mil seiscien tos ochen ta.— Yo el 
Rey. (Rúbrica).— Por mandado del Roy N uestro  S eñor.—F rancisco  F. do 
Madrigal. (Firma)5'.

Con fecho once de Mayo de mil seiscientos ochenta, se envió 
desde Madrid una Cédula al Presidente de la Audiencia Real de la 
ciudad de Quito, prohibiendo que los Caciques, Gobernadores de 
Pueblos ni Fiscales de Doctrina puedan por sí solos multar ni eje­
cutar a los indios ninguna pena corporal; pues a los que juzgaren 
reos debían remitirlos a los Corregidores del partido para que bagan 
justicia. Se expidió esta Ordenanza, por el rigor y tiranía con que 
se trataba a los indios, abusando de su humildad y rendimiento, no 
sólo con castigos corporales sino con el despojo de sns pobres bienes.

Los hechos sociológicos y la legislación de las Cédulas Reales, 
sobre las que descansa y se fundamenta casi toda la historia del co­
loniaje en las regiones do América, son pura darse cuenta de la mal 
disimulada servidumbre en que se encontraban los indios, de los ac­
tos de opresión, arbitrariedad y violencia que contra ellos se ejercía, 
a vista de ojos de los Virreyes y con la complicidad de las Audien­
cias, como lo demuestra la siguiente Cédula, en lii que se deniega lo 
que propuso el Presidente en cuanto al señalamiento de indios para 
la guarda de ganados y labranza de tierras, en la provincia de Quito.

“El Rey.—Licenciado Da. Lope Antonio (lo M unive, Onlmlloro do la Or- 
deu do Alcántara, Presidente de la A udiencia Real de la  ciudad  de San Fran­
cisco en la provincia de Qnito.— En carta  do 12 de  A gosto  del año  pasado do 
1(178, ido ddis cuenta, entre otras cosas, de loa m otivos m ás principales por 
qiló bao ausentado y ausentan mocitos indios, siundo uno de  olios el fiel servi­
cio de la guarda do ganados y labranza de tierras, dieioudo que  aunque está 
asignado cada cinco uüos, los indios que tienen favor se exim ou  y  en los des- 
validos y pobres es eterno; y como esta m udanza es c a d a  año , a n te s  do ól son 
las fugas y ocultaciones, y  siendo la crianza y la  la b ru u za  ta u  necesarias, 
recomendadas y privilegiadas, por pender d e e lla s c lsu s te u to d e l R eino y muchos 
derechos reales, se debo atender a su conservación; y  p roponéis que [tara os- 
casar los miedos y horrores que lo roforido cansa a  los indios, se rá  convonionto 
que so practique en esa provincia lo que on la  de los Olntrcas, donde el Virrey 
Du. Francisco de Toledo entabló a  los iudios que se  llam an  C a m a y o s ,  señalan-
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«lo n caria tincienria los necesarios para su fruto y conservación, y éstos que 
fuesen perpetuos con sus familias, sin «pie pudiesen pedir eu adelante otros 
cou las entidades de «lories solares para casas, tierras para su sustento, salario 
com petente, y  p aga  al Gura D octrinero, cuya disposición lia siglo y medio que 
so continúa; y represen lilis lo dem ás que acerca «le esto se refiere. Y habida- 
«lose visto por los de mi Consejo do las Indias, con lo que dijo y pidió mi Fis* 
cal eu di, ha parecido deciros que no su adm ite lo que proponéis sino que se 
guardo lo dispuesto por las ordenanzas; pues, por ellas están prevenidos todos 
los daños que referís s in que haya excepción en ningún indio sino que todos 
sean iguales, pa ra  que el gravam en sea menos gravoso, recayendo eu todos el 
servicio de la g u a n ta  de ganados y labranza de tierras, y así dispondréis se 
ejecnte. Focha en Madr'nl, a once «le Mayo «le mil seiscientos oclmuta.—Yo el 
Rey. (Rúbrica).— P or m andado del Rey Nuestro Señor.—Jusoph do Yeitia 
Lili age”. (F irm a).

»Se le amonesta ni Presidente de la Audiencia de Quito que él y 
el Obispo de la Iglesia Catedral, procuren el remedio y castigo de los 
excesos que ciertos Curas cometían con los indios, y se.ordena que el 
estipendio no se les pague por medio de los Corregidores.

“El Rey.—Licenciado Dn Lope Antonio do Munivo, Caballero de la Orden de Alcán­
tara, Presidente de mi Audiencia Real do la ciudad de San Francisco en la provincia do 
Quito.—En carta de 12 de Agosto del uño pasado do 1678, tuo dais cuenta (entre otras 
cosas) de los motivos m 8 jnincipales por qué se han ausentado y ausentan muchos 
indios, siendo muchos do ellos los excesos «pío lo» Curas Doctrineros hacen contra los 
ludios, pues, sin embargo «le tener de los tributos reales estipendios y servicio con esceso 
cuiiocidu a la congrua necesaria ocupan a los indios en servicios de su utilidad y en nlgu- 
uas granjerias sin justilieaila paga, gravándoles ea ofrendas y otras rauins y los funerales 
a gusto suyo, sin voluntad del testador, y por otorgamiento del criado y maestro do ca­
pilla del Cura, sin que quedo cosa alguna para los herederos, antes bien las más veces 
gravados y empeñados n lo «pie salda para el cumplimiento dol testamento, y que el 
privilegio que so les concedió do loa testamentos rústicos fuera unís favorable por rudos 
y bárbaros; privarlos «lo p- dor hacer testamento siuo «pie los hijos heredasen abintestnto, 
con que pagailnu lo justo y no lo violento. Y aunque todos estos daños están mandadus 
a aliviar por Cédulas Reales y Ordenanzas, y calidades y que las presentacionca de Cura­
tos, so mira como de diferente fuero, especialmente el eo esiástico como interesado en 
las cuartas procuraciones, vista» y otros rueonochnlontos; y en lo regular los prelados y 
sus Conventos en las contri luiciones para ellos de tainas y pensiones do particulares que 
exceden al principal de tu renta asignada. Proponiendo que para que con más justifica­
ción se les pague sus estipendios y sínodos a los Curas, y ocurrir juntamente al cuidado 
y asistencia de sus ovejas y número de indios que administran, crecimiento y disminu- 
«■Jóu que hubiere para el entero conocimiento pata los que reciden y habitan en los pue­
blos, sería conveniente que no les paguen sus estipendios ni sínodos por los Corregidores, 
sin que primero certifiquen los Curas el uúuioro de indios que admiuistrnu de todos 
sexos; los que han nacido y bautizado y los «iuo hau muerto, y que los Corregidores 
presenten estas certilirncionos en las cuernas que deben dar de la cobranza de tributos 
para que se reconozcan los que «lebieroo cobrar, haciéndoles enrgo de la omisión que 
tuvieren; y habiéndose visto por los de mi Consejo de las Indias, y recotiocfdoso que los 
excesos comotidos por los Curas doctrineros contra los indios, son bien notorios en lo 
que está repetidamente mandado que se eviten; y lo que dijo y pidió mi Fiscal eu dicho
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Consejo, hn parecido ordenaros y mandaros {como lo hago; que dándoos la mano con el 
Obispo de la Iglesia Catedral de esa ciudad y unidos los dos voléis mucho sobro remediar 
los excesos que referís hasta privarlos do las doctrinas para que avista de esta demostra­
ción y castigo so contengan en lo de adelante, obrando conformo a su estado y obliga­
ción; y asimismo mando que los estipendios ni sínodos, no so les pague por los Corregi­
dores sino en la forma y con la circun-taucias que proponéis y que asi se ejecuto 
precisamente, haciéndose cargo de la misión quo tuvieren en esto los Corregidores que 
asi es mi voluntad, que por la fecha de éste encargo lo mismo al Obispo do la Iglesia 
Catedral de esa ciudad, jmra quo ambos os apliquéis al cumplimiento de lo referido. 
Fecha en Madrid, a once de Mayo de x*niil seiscientos ochenta.—Yo el Hoy. ^Kúbrica).— 
Por mandado del Rey mi Señor.—Joseph de Veifcia Iilnago’'. (Firma).

En la Cédula Real dirigida desde Madrid, a 26 de Agosto de 
16S0, al Presidente de la Audiencia de Quito se manda dar satisfac­
ción a los indios del Pueblo de Otavalo por la suma de veinte y ocho 
mil pesos percibidos indebidamente por los Oficiales de Id Real 
Hacienda de esta provincia, que habían retenido los salarios que les 
correspondía a aquellos por el trabajo en la fábrica de paños. Consta 
el hecho de haber antes acudido los perjudicados al Virrey del Perú, 
quien reconociendo ser verdadera su queja, ordenó que cesaran de 
trabajar en dicha fábrica trescientos indios; lo que no se había puesto 
en ejecución, antes bien se les obligaba con violencia a los mismos 
trabajos, aumentando el número hasta más do mil, por los arrendado­
res de los obrajes y administradores, cuyos malos tratamientos les 
originaban graves perjuicios, obligándoles a trasladarse a mucha dis­
tancia, sin darles tiempo a que descansen en sus pesadas tareas. 
Habiéndose ¡mpnesto el Consejo de las Indias de la referida solicitud 
de los indios de Otavalo, a quienes no se les pagaba a más de veinti­
cuatro pesos anuales, sustrayendo dichos administradores y arrendado­
res de obrajes el salario fijado por tus Ordenanzas, se le mandó al 
Presidente de la Real Audiencia de Quito que tan luego como reciba 
esta Cédula, se les restituya a dichos indios la suma de VEINTIOCHO 
MIL PESOS, de ser cierto que esta 6umn les pertenecía; y, asimismo, 
se ordenó qne se les satisfaga todas las cantidades que constaren 
habérselas defraudado de sus jornales, en los obrajes de paños de la 
provincia, y lo demás qne se les debiere por otras razones, amonestan­
do que se les haga justicia con toda precisión y que se proceda crimi­
nalmente contra los que se hallasen culpables, descargando el Rey su 
conciencia, a que el Presidente cumpla y ejecute lo mandado.

La escrnpulosa Ordenanza 8obre salarios que copiamos a conti­
nuación, compendia y cifra una máxima aspiración colectiva, proscri-

Biblioteca Nacional Eugenio Espejo



— 1 1 1  —

hiendo que el Presidente de la Audiencia de Quito y el Obispo de la 
Diócesis asignen una congrua que fuese bastante para los indios que 
trabajaban en obrajes y para los gañanes y pastores n otros cualesquie­
ra destinados pava las demás ocupaciones.

“El Rey.—Licenciada Don Lapo Antonio tío Munive, Caballero de la Orden de Alcán­
tara, Presidente de In Audiencia Real do la Ciudad de San Francisco en la Provincia do 
Quito En mi Concejo de las Indias se ha entendido lo mucho que padecen los indios do 
esa Provincia y el miserable estado en que se hallan por los agravios quo cada día 
experimentan, especialmente en tres obrajes de comunidad que hay en d asiento do 
Lntucungn, en quo entran a trabajar do trescientos a cuatrocientos indios, en cada uno 
todos los «lias, y en otros obrajes que llaman chorros quo so lian Introducido por tnerce- 
des que han hecho mis Virreyes «le las Provincias del Perú; y que entrando a trabajar 
desde las seis de la mañana hasta las seis do la tarde ganan en cada año tan solamente 
15TE2"Y~C>Ü1I<5TESOS, salario tan cortísimo que no con espútale ni sumo trabajo: si bieu 
era el que so señaló en las Ordenanzas que hizo Don Matías «le Peralta que tiie Oidor de 
esa Audiencia, visitando esa Provincia y quo so dispone por ellas que gano el indio 
hilador aprendiz lo mismo que el maestro «pie hace los paños, en que también reciben 
agravio: y nsi mismo so ha entendido que los indios muchachos do seis años arriba 
entren n trabajar en bis obrajes y mediante lo tierno de esta edad quedan tullidos o ena­
nos, demás do que no so atiende a su educación ni a que aprendan la Doctrina Cristiana, 
ni se les instruye en l«>s Misterios do la Fe Católica, pues hay más de ciento cincuenta en 
bis obrajes referidos a «|uieiies no se les enseña, sin que en materia tan grave so ponga 
remedio por el interés «lo bis arrendadores y mano «pie tienen con los Corregidores quo 
por los fíanos que hilan y tejen en las vacaciones lo disimulan;}’ «pie el grano de sellada 
quo les dan y «pie llaman socorro les dan por crecidos precios y en las pagas les quitan 
a bis indios el dinero, con «pie salen de los obrajes sin real, y también so ha entendido 
que los Indios gañanes quo sirven del «plinto en las haciendas* del canqwi tíeneti do sala­
rlo DOCE PESOS y de «dios pagan SEIS de Uihutti y UNO al Cuín con «pie sobi les quetla 
CINCO «pie s«« lo satisfacen c«m la semilla podrida: y «pie a los ovejeros les entregan 
seiscientas Cabezas de ganado y las guardan en el «'ampo a la Inclemencia de «lomle las 
hurtan «i comen bis buitres u otros animales y en ajustando las cuentas lo* hacen onrgo 
por entero, con que quedan esclavos diez o veinte iifms, y por los alcances bis meten en 
los obrajes. Y «pie en la Provineln de bis Charcas ganan lo» gañanes y ovejeros DOS 
REALES ruda día «pie lineen NOVENTA PESOS AL ANO y los mudan cada seis meses, 
pero «pie en alguna* partes «le esa Provincia. el quo mitra de quinto es eterno,jdn peniil- 
tIrles ningún desounso, tratándoles y teniéndolos por esclavos, viviendo sin ningún alivio 
por no l«mor el sustento preciso y natural ni vestuario, trayendo sólo una maula de lamí. 
Y visto en el «helm lid Coiisi- jo «le las Indias y lo que dijo y pidió mi Fiscal en él, he tenuh» 
por bien dar la presentí* por la cual os mando que os juntéis con el Obispo do la Iglesia 
Catedral de esa Ciudad, y reconociendo e| miserable estado en que se ludían las mitas «le 
los obrajes respecto «le lo «pie so lia entendido (y más largamente veléis por la copia do 
carta que con esta mi Cé«lnla que os remito Hnnadii «le mi infrascrito Secretario), seña­
léis congrua lmslante a bis indios quo trabajan en b«s obrajes (de los permitidos por 
otra Cédula lilla do veinte y «los «le Febrero «le este año «pie generalmente se despachó a 
las Indias), en el iuterrin «pie se ejecuta lo proveído eo olla, y gao esta congrua nsi «>» 
dinero como on especio sea muy bastante y no se pótala trocar lo que es dinero con lo 
que es especio, ni entrar on obraje ningún indio quo tenga menos de diez y odio años ni 
se lo pueda ahligar a ello; y que íft congrua que seuuláreiles sea pr«ipm chimóla a cada
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«no más o monos al ejercicio do) que t-a maestro y  del que no lo es, pero quedando siem 
pie el alimento suficiente w cada uno, y que esto se entienda también con los indios 
gañanes y pastores e otros cualesquiera que estubiereu destinados, sopón Cédulas mías y 
de los señores Reyes mis predecesores, en cualquier ocupación, y quo esto respecto de 
que no padezcan en la dilucióu lo ejecutéis desde luego y deis cuenta en el dicho mi 
Consejo, con ndrertencin de que por ser tan escrupulosa materia y tan do concien­
cia, os encargo la vuestra, remitiéndolo a lo quo obráredes que espero será bien contar 
tno a vuestro celo y obligación que por Cédula general a la fecha «te ésta mando que en 
todas las partos que en d aide trabajaren indios se observo y ejecute lo referido y lo quo 
hubieron de recibir, así en especie como en dinero, y en su congrua se les pague con 
efecto en mano propia, el din sábado de cada semana, y a los Protectores Generales sh 
les dé aviso de esta resolución para que en todas las ocasiones de Armada envíen testi­
monio al dicho mi Consejo de las Indias do su ejecución. Fecha en Madrid a siete do 
Noviembre de mil seiscientos ochenta Yo el Roy (Rúbrica). Por mandado del Rey mies- 
tro Señor, Francisco F. de Madrigal (Firma)”.

Se refleja asimismo una gigantesca visión sociológica en la si­
guiente Ordenanza Real, que garantiza la vida independiente, la paz 
y bienestar de los indios en sus chozas y reducciones, libertándoles de 
las garras opresivas de elementos extraños a la raza nativa que le. 
ocasionaban grandes molestias y  la lucha de clases.

“El Rey. Por cunoto pur diferentes Cédulas de bis señores Royes mis predecesores 
(que tnuta gloria haya) está prohibido quo eu las reducciones y Pueblos do Indios puu- 
ilan vivir o vivan Españoles, Negros, Mulatos, o Mo tizos, porque so bu experimentado 
que algunos españoles que tratan , traginan, vlvon y andan entro los indios, son hom­
brea inquietos, do mal vivir, ladrones, jugadoras, vicioso* y gonto perdida; y por huir* los 
indios de ser ngraviadrs, dejan sus Pueblos y Provincias, y los Negros, Mestizos y Mula­
tos demás de tratarlos mal, so sirven do ellos, enseñan sus muñís costumbres y ociosidad, 
y también algunos excesos y vicios, quo podrán estragar y pervertir el froto que deseo 
en orden a su salvación, aumento y quietud; y asimismo está inundado que sean casti­
gados con graves penas, y no consentidos en los Puoblo*, y que los Virreyes, Presidentes, 
Gobernadores y Justicias, tengan mucho cuidado do hacerlo ejecutar donde por sus per. 
souas pudieren, o valiéndose de Ministros de toda Integridad; y que en cuanto a los Mes 
tizos y Zambaigos, que son hijos de Indias, aneldos entre olios, y han do heredar rus 
casas y haciendas, porque parece cosa dura separarlos de sus pudres, so podía dispen­
sar. Y últimamente por otra Cédula del Rey iu¡ señor y piula» (que está en gloria) de 
treinta de Junio del año pasado de mil seiscientos cuarenta y seis está declarado quo 
aunque los Espinóles, Mestizos y Mulatos hayan comprado tierras eu Pueblos do Indios 
y sus términos, tudavín les comprende la prohihiolóu referida; y inundado que di* nin­
guna forma se consienta que vivan en los dichos Pueblos y reducciones de Indios, por 
ser ésta la causa principal y origen do las opresiones y molestias que padecen, como 
más particularmente ae contiene en las cédulas citadas. Y ahora he sido informado que 
debieudo conforme a ellas estar solos en sus Pueblos los Indios naturales, so han Intro­
ducido a vivir en ellos los Españoles las cuales violentamente les han quitado sus tierras 
y agua con que las riegan, para sembrar el maíz para sustentarse, y ellos han plantado 
viñas y frutos, de que resultan infinitos daños, en servicio de Dios y uiio, y mi total me­
noscabo del Reino del Perú; especialmente el que los Españoles, como tienen los ludios 
de su mano, por vivir dentro de sus mismos Pueblos, y ellos son tan pusilánimes, tos 
emplean on ei trabajo personal de sus Haciendas y tratos; y sobre tratarlos peor que o s­
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otaros, no los pagan, sino on géneros por crecido precio y en vino do sus cosedlas, con 
que los Indios so omhringnn y so mueren; y nstigudos tiesto y de los apremios que les 
lineen para pagar los tributos, so huyen, y so despueblan los Pueblos, habiendo eu ellos 
más Españoles y Mestizos (pie ludios, de que so sigue otro perjuicio y es que el Pueblo 
que tenia ciento y cincuenta Indios, y por las molestias que quedan referidas ha queda­
do hoy eu cuarenta, pagan éstos por ol número do ciento y cincuenta, que oran antea 
(como sucede eu algunos pueblos) «leí Corregimiento de Arica, y lo misino en todos loa 
del Nuevo Reino de Granalla, Gobernación de Popnyán, Provincia do Quito y Reino del 
Perú. Y habiéndose visto eu mi Consejo de las Indias, con lo que sobre ello dijo y pidió mi 
Fiscal en él, Im parecido dar la presento por la cual mando a mi Virrey. Presidente y Oi 
dores do nú Audiencia de la Ciudad de los Reyes, y de las demás del Perú, Santa Fe, Chile, 
y Panamá, y n tridos los Gobernadores y Corregidores do sus distritos, que cada uno en 
su jurisdicción haga que los Españoles, Mestizos y Mulatos, que viven en los Pueblos de 
Indios, salgan dellos y vivau eu lugares de los que lo son, ejecutándolo exequiblemente, 
pena do privación de cilicio, y que do haberlo cumplido envíen testimonie al dicho mi 
Consejo, ejecutando la pena con quien faltare al precepto. Y porque hallándose mino­
rados de vecindad los Pueblos de Indios, tienen derecho de ocurrirá las Audiencias para 
que manden hacer revista y nuevo padióu, y se minore a su número la cantidad do tri­
butos que les estaba repartido por cabezas, y esta es orden y regla general en todas las 
Indias, y por todos derechos estatuido eu los empadronamientos. Mando asimismo a 
los dichos mi Virrey, Presidentes, y Oidores de las dichas mis Audiencias, y a los Protec­
tores Generales de los Indios, sepan en qué Pueblos so padece semejante error, y piden 
todo lo que les conviniere, para que se enmiende, como debe, y que baga publicar esta 
orden eu los Pueblos y Doctiiuas do Indios, para que con uoticin delta ncudnu n pedir 
In que Ies convenga, que asi es mi voluntad Fecha en Madiid, veinte y cinco de agosto 
de mil y seiscientos y ochenta y un años.—Yo el Rey.—Por mandada "del Rey nuestro 
Señor, Francisco do Madrigal”

A medida que España repartía millares do Cédulas Reales, para 
reprimir las atropellos y alutsos qao en la América padecían los lu­
dios, se eludía el cumplimiento do ellas, con treguas y cortnpízas, de 
las que so valían los terratenientes apoyadas, muchas veces, no sólo 
por las Virreyes sino, principalmente, par los Presidentes de Ins Rea­
les Audiencias, que obtenían el sobreseimiento cu sn ejecución, como 
puede verso en la siguiente Ordenanza que suspendió la demolición de 
los obrajes en la Provincia de Quito.

"Kl Ilny. Prasiilanra y Otilares da mi Amilánela Iíiul da la ciudad da San Francisca 
cu In provincia do Quito Visto en mi Consejo do las Indina lo que el liconciailo don ho­
po Antonio do Maurico, caballero de la Orden de Alcántara, I’residunto de esta Audiencia 
me lia informado en curta de ,‘Hl de Julio del año pasado do 1G61 sobre quu no se ejecu­
tare lo dispuesto por Cédula de 22 do Febrero do 1080, acerca do los obrajes de osa pro­
vincia, y los autos que remitió tocantes u esta materia, Im parecido quo por ahora 
so sobresea en In ojoi-uclón do la rotorldn Cédula de 22 do Febrero, excepto en ios obra­
jes que so demolieron y que consta en su deiuoltoión por los dichos autos, emuo más 
partlculamieiile lo entomleiéta por la Cédula de fecha de éste que so os remito a Vos ol 
Presideuto para que cuido do su cumplimiento. Y así os encargo y mando quo en todo 
lo demás que está prevenido por Cédulas y Ordenanzas subía» ol buen tratamiento de los 
Indios, su conservación y  buen uso do lus obrajes quo estén con todo cuidado y atención
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n sn precisa observancia. Fecha en Madrid, n cinco fin Scptiouiliro de mil seiscientos 
ochenta y cuatro. Yo ol Itey. Por mandado del Roy nuestro Señor, Francisco do Salazar'1.

En cuanto a los nuevos tributos que recaían sobre las poblaciones 
indígenas, se recaudaban con diligencia, y para su imposición se en­
viaban denuncias al Rey. Esto lo demuestra la copia de una carta 
del Corregidor de Quito don Juan de Orozco de 12 de Setiembre 
de 1682, que fue remitida por Carlos II a la Audiencia de esta ciu­
dad; y de dicha copia consta que hay un crecido número de indios 
ausentes de sus pueblos, y que en una de las visitas del Corregidor lia 
descubierto que 242, no pagan tributos ni reconocen Cacique ni en­
comendero. En cuya virtud se ordenó que In Audiencia de Quito 
llaga que se cobren los tributos de los referidos indios, procurando en 
primer lugar que sean doctrinados e instruidos en los Misterios de 
Nuestra Santa Fe y Religión Católica.

En la Cédula de 9 de Setiembre de 1(585, dirigida al Presidente 
y Oidores de la Audiencia de Quito, manifiesta el Rey que los Oficia­
les de la Hacienda de esta ciudad, refieren en carta de 29 de Setiem­
bre de 1682, que en dicha Provincia hay la costumbre de que los en­
comenderos de ella nombren administradores y cobradores que por su 
mandato hacen In recaudación de los tributos de sus encomiendas, lo 
cual han reconocido ellos ser en perjuicio de las terceras parles que 
pertonecen a la Real Hacienda; y que hay personas que se simen de 
los indios, como si fueren esclavos, sin embargo de lo que se lia man­
dado para su buen tratamiento. Con este fin se ordenó que In Audien­
cia emita ¡uforme acerca de lo relacionado, expresando con qué lítalo 
o derecho se lineen tales nombramientos y por qué razón so les permite 
a los concesionarios arrendar los encomiendas.

Por contener un mensaje altruista y cultural, reproducimos los 
principales párrafos do la siguiente Cédula de 8 de Agosto de 1686, 
que demuestra el vivo empeño que tuvieron los Reyes do España, 
para que los indios aprendan el idioma de los conquistadores.

"El Rey. Por conato por la Ley V, Tit. Xllt, Lila I do la Recopilación (lo los Leyes 
de Ins Indias está ordenado quo los Curas dispongan a los Indios on In enseñanza de In 
leugua española y eon ella In do In Doctrina Cristiana. Por In Ley XVIII, Tit. I, Lilt. VI do 
la misma Recopilación que so pongan escuelas de esta lengua, para que In apremian los 
indios, corno iuás pnrticulnnüüñtu so expresa 011 las leyes citadas, cuyo tum»r es romo 
sigue: Rogamos y encargamos a los Arzobispos y Obispos quo provean y den órdenes 
en sus diócesis que los Curas y Doctrineros de Indios, usando do los medios más suaves, 
dispongan y encaminen que a toilos los indios sea enseñada la lengua española y eou ella
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to Doctrina Cristiana, para que so hagan más capaces «lo los Misterios do Nuestra Santa 
Fo Católica, aprovechen su salvación y consigan otras utilidades en su gobierno y modo 
de vivir”.

“Habiendo hecho particular examen sobre si aun on la tnás perfecta lengua de los 
ludios so pueden explicar bien y cou propiedad los Misterios de Nuestra Santa Fe Católi- 
en, se ha reconocido que no os posible sin cometer grandes disonancias e imperfecciones; 
y aunque están tuudadas Cátedras, donde se han onscñndo los Sacerdotes que hubieren 
de doctrinar n ios indios, no es roí indi o bastante por sor mucha la variedad de lenguas.
Y habiendo resuelto que convendrá introducir la castellana, ordenamos que a los ludios 
se les ponga maestros que enseñen a los que voluntariamouto la quisieren aprender, co­
mo les son de menos molestia y sin costa. Y ha parecido quu esto podrían hacer bien 
los sacristanes, como eu las aldeas del Reino enseñan a leer y escribir y la Doctrina 
Cristiana”.

Al respecto, eu la mismo Cédula de 8 de Agosto de 1G86, se 
transcribe la de 7 de Julio de 179G, dirigida al Duque de lo Plata don 
Melchor Navarra, Virrey, Gobernador y Capitán General de las Pro­
vincias del Perú, quien viendo que se hallaba tan arraigada entre los 
naturales su primitiva lengua como si estuviesen en el Imperio del 
Inca, de lo que resultaba graves inconvenientes en lo político 
y espiritual, escribió a los Obispos y Prelados que tenían Doc­
trina, la carta de 20 Setiembre de 1683, a tía de que se ponga en 
todos los pueblos donde había Cura, un Preceptor que tenga escuela 
y enseñe a los niños la lengua castellana, imponiendo la obligación que 
esto so haga con puntualidad, "para que aprendan las oraciones y se 
vayan oriundo en devoción y temor de Dios”. "Y que también so 
se haga Ordenanza a que ninguno pudiese ser Cacique, Gobernador, Al­
calde ni tener ocupación alguna en sus pueblos que no sepa la lengua 
castellana y la haya enseñado a sus hijos”.

“Y ahora hnl>ién«foso considerado on mi Consejo do las Indias cuanto cimvieua id 
bien espiritual y policía do Ins indios quo s<» establezca general mentó en ias Indias la 
enseñanza do la lengua castellana; por la presente manilo a mis Virreyes, Pvesidbutes y 
Qidiurnadnres y Corregidores tío las dichas mis Indias; y ruego y encargo a los Arzo­
bispos y Obispos do las Iglesias Metropolitanas y Catedrales tío ollas, vuao las Leyes y 
Cédalas que nqui van insertas, r  las guarden, cumplan y ejecuten, y las hagan guardar, 
cumplir y ejecutar precisa y nuimmlmeiire, según y como en ellas so contiene; coa ad­
vertencia do que so liará cargo {como mando se les haga) on las residencias si así no lo 
ejecutaron; y que eu tudas ias ocasiones do Armada rae den cuenta de lo que a este tía 
fueren obrando, para que se vea el fruto que se consigue de la observaucia de le referi­
do on tn educación y enseñanza de los indios”.

Medítese eu la enorme proyección jurídico—social que tiene la si­
guiente Cédula de Carlos II, que demuestra la insistencia de la escue­
la católica relativo al aumento de competentes salarios para la con­
grua subsistencia del trabajador, de su mujer e hijos, en la cantidad

Biblioteca Nacional Eugenio Espejo



—  l l C -

que permiten los frutos y aprovechamientos de la tierra, conforme lo 
estableció dos siglos más tarde el sapientísimo Ijeón X III.

"El Rey: Licencióla Dan Lape Antonio Muuive Caballero «lo la Ortlen do Alcántara, 
Presidente de mi Audiencia de la ciudad de San Francisco do la Provincia de Quito. Eu 
carta de 16 do Hayo del 085 avisáis del recibo de una Cddula de dos do Noviembre tlol 
afio pasado dei 080, en que se as rnnuüú que juntamente con ol Obispo de esa ciudad, 
señalaseis salarios competentes ni trabajo de los Indios, por las ocupaciones en loa 
obrajes de comunidad, haciendas del campo y custodia de loa ganados mayores y meno­
res, respecta de que los asignados no corresponden a su trabajo; y decís que después 
de haberos informado de la calidad, estado y condiciones de esa Provincia y sus partidos, 
pareció al dicho Obispo aumentarles a los naturales que sirven en haciendas del campo 
y guarda de uanudus en la cantidad que permiten los frutos y aprovechamientos de cada 
lugar y Provincia, en que couveuísteis por darles de presente algún alivio, y no pudor 
couseguir el dicho Obispo mayor aumento, ni el que se ('orinase con vuestro dictamen, 
por ser cortos lus nuevamente asignados, que son los que constan del testimonio que 
remitisteis, y que después de pagado el tributo que debe cada indio, es i tisú (luiente el 
que le queda para su congrua y mantenimiento de mujer w hijos que alimentan; y que 
quedaban defraudados del fruto de su trabajo, y que el que corresponde es el mismo que 
les estaba osignado por Ordenanzas antes de este nuevo aumento con la calidad de que 
le percibían libremente, sin obligación del tributo, quedando éste a cargo y cuidado de 
los dueños de hacienda y demás persouas que anualmente se sirven de ellos, y que en 
esta forma quednrian bastantemente relevados y satisfechos, y los tributos más bien 
nsegurados. Y lmbióudose visto en mi Concejo de las Indias, con lo que dijo y pidió mi 
Fiscal en él, ha parecido responderos que se tm echado menos, no digáis c«m más distin­
ción y expresión lo que se ba practicado, según Ordenanzas y costumbre, en cuanto a la 
paga del estipeodio que está señalado a los indtos antes del aumento, que decís, y si ha 
estado la paga del tributo a cargo do los que se sirven do o-los Y así os mando me 
informéis de ello con la individualidad referida, con lo que así mismo os pareciere se 
debe señalar en adelante n los indios, y en el Ínterin apruebo que corra lo dispuesto por 
Vos y el diolm Obispo en esta mato ia. De Madrid a tros do Marzo de mil seiscientos 
ochenta y ocho.—Yo el Hay—Por mandudo del Itey Nuestro Señor.—Fmnclsuo de 
Amolnz”.

Eran tantos los agravios y de tanta magnitud los flagrantes de­
litos que se perpetraban contra la persona y bienes de los indefensos 
indios, para quienes se emplearon a veces hasta instrumentos de su­
plicio y tortura, que por ello los Reyes de España formularon repe­
tidas protestas y acusaciones a la faz de América, coyo clamor re­
percute todavía en los Continentes y en el teatro internacional de 
los Estados, en los anales de servidumbre y en la conciencia de la 
raza indígena, cuya desgracia y sufrimientos en la época de la colo­
nia, constan de una extensa y reveladora Cédula de Carlos II, en la 
qne se han recopilado otras uo menos importantes.

Con rubor la transcribimos, para el conocimiento impurcinl y ple­
no de hechos imborrables en el proceso paradóglco de leyes sociales,
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reivindicadoras del buen nombre y prestigio de la Madre España. 
De la ruptura y transgresión de aquellas leyes no tiene la culpo el le­
gislador.

“El Rey.—Por cuanto en 10 do Setiembre de 1075, 12 de Junio y 2 de Agosto de 
1079, y en 2 de Setiembre do 1087, so despacharon las Cédulas del tenor siguiente: La 
Reina Gobernad oía. Por cuanto por diferentes y repetidas Cédulas está encargado n 
los Virreyes, Presidentes y Gobernadores, Arzobispos y Obispos do las Iglesias Metropo­
litanas y Catedrales de las Indias Occidentales la conversión de los indios lúdeles y con­
servación de los ya reducidos a nuestra Santa Fe Católica, su buen tratamiento, alivio y 
euaeñauzn; y sin embargo de ello se ha entendido por carta del Gobernador y Capitán 
General de las Provincias del Río de la Plata de 20 do Octubre del año pasado do 1074, 
que luego que llegó a aquel Gobierno experimentó el mal tratamiento que recibían los 
i odios domésticos y encomendados de aquellas Provincias, colgándolos maniatados de 
unos horcones, y unas veces de los pies, y otras de las manos, los más por no pagarles su 
trabajo personal, cuando le llegan a pedir, y azotándolos cruelísiniamente, y sirviéndose 
de ellos con menos conmiseración que si fueran esclavos, como constaba de los autos 
que balita hecho en diferentes casos en que castigó n un Alcalde de la Hermandad, siun- 
do común que por lo miserables y oprimidos y medrosos de mayores daños, uo llagaba 
a noticia do los Gobernadores y Justicias para que lo pudiesen remediar, si ya no hubie­
re culpable omisión; y que siendo esto así, se decía ora en aquellas Provincias dundo 
más bien los trataban, respecto de lo que nadocian en las demás; y para so remedio y 
cumplimiento de las órdenes que en tazón do esto están dadas y de su obligación y con­
ciencia, hizo publicar bando para que ningún vecino do cualquier calidad que hiere, no 
pudiere azotar, ni consentir azotasen, ni cortar e) pelo, ni hacer otro ningún castigo n 
ningún indio; y que sí tuvieren que demandarles, acudiesen para ser oídos y dar satis­
facción en justicia, y para que fuesen tintados como está mandado, con lo demás que se 
lo ofrecía cerca «lo esto Y habiendo visto por los del Consejo Ileal do las Indias con lo 
que sobre ello dijo y pidió el Fiscal de él, he tenido por bien de aprobar el bando que 
publicó el .lidio Gobernador, y demás de olio ha parecido dar la presente, por la cual 
mando a los Virioyes, Presidentes, Gobernadores y demás Justicias de tudas las Indias 
Occidentales; y ruego y encargo a los Arzobispos y Obispos de las Iglesias Metropolita­
nas y Catedrales de ellas, a cada uno oo su distrito y jurisdicción, que vean las Cédulas 
antiguas y modernas (pie están dadas acerca de la conservación, alivio y Unen trata­
miento de los Indios, y fonua en quo deben ser trafados y asistidos, y pongan muy par­
ticular cuidado y atención en la puntual ejecución de ellas, no permitiendo ni dando lu­
gar a que haya ninguna contravención ni omisión en su observancia, so graves penas en 
que serán condenados los tranagresores, haciéndoles {como se les hará) eargo en sus 
recidonmas, por el escrúpulo tan grande que debe causarla tolerancia y descuido que 
hubiere en esta materia, sobre que les encargo la conciencia, por ser punto tan del ser­
vido de Dios Nuestro Señor y en el que principalmente deseo la puntual observancia de 
las órdenes que cerca de ollas están dadas. Fecha en Madrid, a diecinueve de Setiembre 
do rail seiscientos setenta y cinco años. Yo la Reina (Rúbrica).—Por mandado de Su 
Majestad.—Do. Francisco Fernández do Madrigal".—(Firma).

“El Rey.—Por cuanto por diferentes Cédulas y Ordenanzas de los señores Reyes 
mis predecesores y mías, está dispuesto y declarado que no se tengan per esclavos 
los indios de mis Indias Occidentales, Islas y Tierra Firmo del Mar Océano, ñor ninguna 
causa ni por ningún pretexto, sino quesean tratados como vasallos míos, que tatito
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han engrandecido mis dominios, y por sor materia do tanta gravedad, y on quo alera- 
pro so ha estado con ol cuidado, vigilancia y atención quo pulo, y quo do no ejecu­
tarse lo resuelto se frustraba ol tiu do la enseñanza do la Fe Católica, y el atraer a 
olla a los quo no están reducidos, para lo cual conviene excusar los medios de du­
reza, como os la esolavitud y usar «lo los do amor y buen tratamiento quo son los más 
olivares para sil conservación y reducción, so lian ido expidiendo repetidas Cédulas 
.verdones, encargándolo a mis Vil-royos, Presidentes, Audiencias y Gobernado es, ya 
los Arzobispos y Obispos y Prelados de las Religiones V últimamente la Reina mi 
Señora mi madre por su Real Cé lala do veinte do Diciembre del año pasado de mil 
seiscientos setenta y cuatro, resolvió que los Indios de la- Provincias do Clillo en deu­
do más so lia usado do la esclavitud, uo se tuvio-on por esclavos por ningún motivo, 
y especialmente en tres casos, quo el primero os que los indios aprehendidos on gue­
rra viva se hacían esclavos por el derecho de olla; ol segundo ol modo llamado do 
servidumbre, cuando cogidos los indios de tierna edad estaba dispuesto sirviesen has­
ta veinte años, y después quednsea libres; y el tercero «lo la usanza quo os que los 
padres, madres y parientes más cercanos vendían sus hijos, cambiándolos por algunas 
alhajas hasta cierto tiempo como on preoda, y matulo quo to los los indios quo estuvie­
sen esclavos se pusiesen en libertad natural, ejecutándose asi precisa e indispensablemente. 
Y ahora con ocasión de haberse visto en mi Consejo do las ludias lo que Im escrito Don 
Juan Enriquez. siendo Gobernador y Capitáu General do las dichas Provine i as do Chile, 
en cartas de ocho y veinte y nueve de Octubre drl aún pasad» de mil seiscientos se­
tenta y seis, dando cuenta de lo que obró eu ejecución «le la Cédula citada de veinte 
de Diciembre del de seiscientos setenta y cuatro y ponderándolas dificultades que se 
ofrecían en su observancia, y lo quo había representad» el Procurador General de la 
Ciudad Santiago, cerca de los inconvenientes que resnltariau a mi servicio, seguridad 
de aquel Reino, y propagación de nuestra Santa Fe Católica, do declarar por libres los 
indios de 61; y on particular el perjuicio de los torceros poseedores de los que actual­
mente se hallan esclavos en fu poder, y consultándoseme sobre olio, he resuello que 
sin embargo de la instancia quo hizo el dicho Procurador General y «lo lo que sobre 
ello se representa, tonga cumplimiento lo dispuesto por l-i Cédula referida do veinte iln 
Diciembte de uiil seiscientos setenta y cuatro; y quo on lo do adelante, con pretexto 
alguno o nmtivo de justa guerra, y otro cualquiera, no puedan qu«‘dar por eselavos, 
ni venderse por tales los Indios que se prendieivn en olla, o fuera de ella, ni los (pie 
llaman de servidumbre, ni de la usnuza, y que todos los que ahora viven ou esclavi­
tud y sus hijos y desceñí lien tes queden con efecto libres «le todos tres género» «ío gue­
rra, servidumbre y do la usanza; ou cuya conformidad mando a mis Virreyes, Presi­
dentes, Audionclas y Gobernadores y otros cualquier mis Jueces y Justicias de mis In­
dias Occidentales, que hagan promulgar esta orden por ley general «l«* los Reinos «leí 
Perú y Nueva España, la cual he mnudndo se inserte un la nueva Recopilación délas 
ludios, quo se lia do imprimir para que He observe precisa e inviolablemente en 
todos aquellos Reinos, sin permitir ni dar lugar a que se contravengan ello por nin­
guna causa ni motivo; y que de haberse publicado esta ley on toilns las partea que con­
venga, euvíou testimonio al dicho tul Consejo de las ludias. Fecha en Madrid, n doce 
de Junio do mil seiscientos setenta y nueve años. Yo ol Rey —(Rúbrica)—Por manda­
do del Roy Nuestro Señor.—Don Francisco Fernández do Madrigal. (Firma)".

“El Rey,—Por cuanto el Rey mi señor y abuelo («pie tanta gloria haya) mandó dar y 
dió en ciuc» de Setiembre del año pasado de mil seiscientos veinte, uua Cédula del tenor 
siguiente: Ei Rey.—Por cuanto he sitio informado que las mis Justicias «le mis ludias 
Occidentales hau introducido todos los días do llesta cuando los indios van a Misa a la 
Iglesia, enviar o Ir averiguar a la puerta do ella si deben alguna cosa, o han dejado «le 
servir y cumplir con sus obligaciones, y con esta ocasión loa prenden y molestan de 
suerte que pierden la voluntad «le ir a la dicha Iglesia, do que se siguen muchos iueon
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veuiontes y quedarse sin misa los más de los dichos Indios; para cuyo remedio con 
acuerdo y parecer de los del tul Consejo de las Indias, fue acordado que debía mandar 
dar esta tui Cédula, por la cual prohíbo, doliendo y mando que de aquí adelante ninguna 
do las dichas mis Justicias, de cualquier parte que sean do las dichas mU India'*, así do 
las Provincias del Perú como de las de Nueva España, sea osado a ir, ni enviar a la 
Iglesia n hacer las dichas averiguaciones con los indios, so pena do que el que contravi­
niere a ello, aunque lleve provisión particular de cualquiera de las mis Audiencias de las 
dichas Indias, incurra en perdimiento del oficio que tuviere, y de la deuda que se 
lo debiere y fuere a averiguar, siendo suya, y no lo siendo en otro tanto valor y sea 
desterrado del logar o provincia donde lo tal aconteciere por diez años y no los quebran­
te con apercibimiento que será castigado con mayores penas; y mando a mis Virreyes, 
Audiencias, Gobernadores, Corregidores y Alcaldes Mayores y Ordinarios y otros cual­
quier Jueces y Justicias do las dichas mis ludias, qué cada uno cu lo que les tocare, 
guarden y cumplan y bagan guardar, cumplir y ejecutar esta mi Cédula y lo en ella 
contenido, siu ir ni pasar contra ella eo manera alguna so las dichas penas. Y para que 
venga n noticia de todos y ninguno pueda pretender ignorancia, se pregone públicamen­
te en las ciudades donde resideu las dichas mis Audiencias, a lus cuales asi misino 
mando provean como se baga lo mismo oo todas las Ciudades, Villas y Lugares de su 
distrito, asi de Españoles, como do Indios sin que por parecerías cosa de embarazo se 
deje de ejecutar; y que de como asi so hubiere hecho uro envíen testimonio al dicho mi 
Consejo. Fecha en San Lorenzo, a cinco do Setiembre de mil seiscientos y veinte años.
Yo el Hoy.—Por mandado del Rey Nuestro Soíuir —Pedro de Ledesma”__Y ahora he
sido informado que habiendo tantos años que so plantó la Ley Evangélica en aquellos 
Iteynos no están los indios muy firmes en nuestra Sama Fe Católica, ni instruidos en los 
artículos do ella sin que haya bastado el santo celo con que lo han enrargado los señores 
Royes mis predecesores, uí el cuidado y vigilancia quo han tenido los Obispos, siendo la 
causa de tan gravo daño el comercio que tienen los Corregidores con los indios, vendién­
doles por fuerza mucha ropa, vinos y  otros géneros que no pudiemlo pagar el precio 
crecido que lea ponen, so huyen y se van a los destierros; y aunque con mucho trabajo y 
solicitud lus conducen los Curas n Misa y a la Doctrina, los Corregidores y sus Mfuistros, 
aprovechándose tío esta ocasión los prenden y encarcelan, protestando que son haberes 
de mi hacienda y no son sino sus derramas y tiranías; y que también los dueños de mi­
llas, ingenios de u/.úcar, obrajes y Itcreiludcsdo trigo y inais, porque no so nparteu del 
trabajo los tienen f r/u los, sin dejai los ir a la D.ictrina ni a Misa, haclondo las mismas 
velaciones y violencias que los Corregidores, prendiéndolos en la Iglesia y Doctrina, 
diciendo que los deben cantidades Y habiéndose conferido sobre olio en mi Consejo de 
las Indias non lo que dijo y pidió mi Fiscal en él, ha parecido darla preferente, por la 
cual mando a mis Virreyes, Presidentes, Audiencias, Gobernadores, Corregidores y otros 
cualesquiera Jueces y Justicias de las dichas mis Indias, Islas y Tierra Fiinio del Mar 
Océano, guarden y cumplen y hagan guardar, cumplir y ejecutar precisa o inviolable­
mente lo dispuesto por la Cédula que aquí va Inserta; y en au cumplimiento no pormitau 
quo los Gobernadores. Corregidores, ni otras personas, por razón do préstamos, ni mer­
caderías que huyan dado ti los indios, ni otra alguna cansa, les prendan, vejen, ni 
molesten on ocasión que vayan a las Doctrinas n oír Mían, ni otras obras do piedad y 
Religión; y que ol Gobernador y Corregidor quo contraviniera a olio ip so  J u d o  quedo 
privado «leí oficio y Incurra en las demás ponas expresadas en la Cédula referida; y rue­
go, y encargo n los Arzobispos y Obispos do las Iglesias Metropolitanas y Catedrales do 
las ludías, tengan cuidado y estén n la mira do si contravienen a ello, y por qué perso­
nas y me don Client.» para quo so los castigue severamente, atendiendo a esto con todo 
desvelo, como cosa tan do su obligación, sobra quo les encargo las cauciónelas, pues 
deben lmcer particular esculpido de que sus ovejas carezcan do la noticia de los artícu­
los do uuestra Santa Fe, quo son medios necesarios para la salvación do sus almas. Y 
para quo venga a noticia do todos y ninguno pueda pretender ignorancia mando quo esta 
mi Cédula se pregono públicamente en las ciudades donde residen mis Audieucias, las
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cualos provean so haca lo mismo en todas las demás Ciudades, Villas y Lugares do su 
distrito; asi do Españoles como de ludios, y do Imborio ejecutado envíen testimonio ni de 
dicho mi Consejo. Fecha en Madrid, a dos do Agosto de mil seisriontos setenta y nuevo 
años. Yo tsl Rey,—Por mandado del Rey Nuestro Señor.—Don Frnucisco Fernández do 
Madrigal.—(Firma)’-’.

“El Iley.—Por cuanto por diferentes Cédulas está dispuesto y eucargado el alivio y 
buen tratamiento de los indios y últimamente por una mía de dos do agosto del año pa­
sado de mil seiscientos setenta y nueve eu que está inserta otra del Rey mi señor y 
abuelo, úo cinco de setiembre del año mil seiscientos y veinte, mandó a mis Virreyes- 
Presidentes, Audiencias, Gobernadores, Corregidores y otros cualesquiera Jueces y Jus- 
ticins do mis Indias, Islas y Tierra Fírme del Mar Océano, uo permitiesen que por razón 
de préstamos, ni mercaderías que se diesen a los indios, ni otra alguna cansa, los pren­
diesen, vejasen, ni molestasen un ocasión de ir a las Doctrinas, oír Misa, ni otras obras 
de piedad y Religión; y que el Gobernador y Corregidor que contraviniese a ello ipso  

/ neto quedase privado del oficio e incurriese en las demás penas que so expresan, y n - 
guó y encargué a los Arzobispos y Obispos de las Iglesias Metropolitanas y Catedrales 
do las dichas mis ludias, tuvieseu cuidado y estuviesen a la mira de si contraviniesen a 
ello y por qué personas y me diesen cuenta pura que se los castigue severamente, aten- 
dienüo a esto con todo desvelo como cosa tan do su obligación sobre que les encargué la 
eoucieucla. Y para que viniese a noticia do todos, y ninguno pudiese pretender ignoran­
cia, niaudó que la dicha mi Cédula se pregonase públicamente en todas las Ciudades, Vi­
llas y Lugares, asi de Españoles, como de Indios; y últimamente habiéndose visto en uii 
Cmisejo de las ludias lo que representó Don Pedro Niña, indio, on carta su fecha en la 
Villa de Oruro en seis de Enero del año pasado de mil seiscientos y ochenta y cinco, re- 
Uriotulo entre otras cosas la provisión que por mandato do mi Virrey del Perú so despa­
chó en orden al alivio de Ls Indios de aquel Reino, jmrn que los Curas uo los gravasen 
tan pesadamente como hasta aquí, he tenido por liieti dar la presente, por la cual ruego 
y encargo a los dichos Arzobispos y Obispos de las Ig'esias de las Indias, cumplan y eje­
cuten lo dispuesto por la Cédula referida, cuidando mucho por su parto de su puntual 
observancia y mayor alivio de los indios, por sor tan de su obligación en (pie les vuelvo 
a encargarla coiicieiinia para descargo de la uiia Fecha en Madrid, n dos do ¿Setiembre 
de mil seiscientos ochenta y siete años.—Yo el Roy.—Por mandado dol Rey nuestro Se­
ñor.—Don Francisco de Amula/.—Y ahora Fray Nicolás de Avendaño Maldoimdo, de la 
Orden de San Agustín de la Provincia del Nuevo Reino de Graunda, eu carta de veinte y 
udo de Enero de iml sieiscientos noventa y dos rodero que siendo Cura dei Pueblo de 
Mucucliis y Mucurva, eu la Gobeiuacióu de Mérida, cuya docti lim es la de su religión, 
experimentó el trato que hacían a los indios los Encomenderos, que ora el de mayor 
opresión que si fuesen esolnvus. pues no les daban lo que do justicia se los dohta por su 
trabajo, siendo sus mujeres las que más vivían debajo dei yugo dol apremio y por asistir 
a *us encomenderos todos un día dejan a sus hijos solos en sus cusas, por cuya causa, 
viendo el Cura se quemó un muchacho V de sus padres lo que tenían; y lo que más ern 
de sentir que un dichos pueblos no había tres indios que supiesen rozar, por no darles 
lugar sus encomenderos pata que aprendan, castigándoles asi éstos, como los mayordo­
mos que ponen. Estando para verse en mi Consejo de lus Indias In carta referida, so re­
cibió una del Liceucindo D. Juan Cuadrado do Lava, de veinte y uno de Junio do mil 
seiscientos noventa y uno, en que da cuenta de que estando ou la Ciudad del Dulce 
Nombre de Jesús, eu la Provincia de Santa Marta, entendiendo en la visita eclesiástica 
de ellu, pareció ante éi, el Cura Doctrinero del Pueblo do Pondere, de que ora etico* 
moudero D. Murinuo do Aniuscótegui. diciendo, las vejaciones y agravios que reci­
bían aquellos naturales de Don Antonio de Cuatreras, cufiado de dicho encomendero, 
obligáudoles a venir veinte y ocho leguas do su naturaleza a hacer matanzas do ganados, 
con grnude riesgo de sus vidas, por ejecutarlo do noche y a caballo ou tierras de otros
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indios bárbaros y quo su lili era aniquilarlos y quo algunas familias del dicho Curato que 
residían on ol sitio «leí hato giumlo do la hacienda do dicho encomendero estaban sin 
doctrina ni educación ninguna, y se enterraban en el campo los que había» muerto; y 
quo aunque aplicó el remedio necesario, tenía por conveniente el que so nombrase mi Vi­
sitador quo tóese a poner a aquellos naturales on la libertad quo tongo mandado Y ha­
biéndose visto en mi Consejo de las ludias con un memorial do Fr. Pedro de Dimitía del 
Orden de San Agustín, Dutlmdor y Vico Prefecto do Misiones, (pie dice sor de la Provin­
cia do dicho nuevo Reino, me ha prosentado quo en contravención de lo quo tengo ordo 
mulo, los Encomenderos do las Provincias do Cartagena, Santa Marta. Maracaibo y San 
Juan de los Llanos, obligan y apremian a los Indios de sus Encomiendas al servicio per­
sonal; siguiéndose do esto, que temerosos los que están por reducir de experimentar la 
misma opresión y esclavitud, se niegan a recibir la católica, suplicóme fuese servido do 
mandar a la Audiencia do Sania Fe y Gobernadores de dichas Provincias, no permitan 
que los encomenderos obliguen a los indios desús Encomiendas ni servicio personal, 
contemándose sólo con percibir del Corregidor Indio lu que les tocare, por razón de las 
demoras y tributos, imponiendo a los Encomenderos que contravinieren a ello, la pena 
que se les quitará las encomiendas y se agregará a mi Real Corona, para que no incurran 
eu los excesos referidos; y los que sobro todo dijo, y pidió mi Fiscal, lio tenido por bk*u 
dar la presente, por la cual mando a mis Virreyes, Presidentes, Audiencias, Fiscales, 
Gobernadores, Corregidores, Alcaldes Mayores y demás Ministros de las Indias, guarden, 
cumplan y ejecuten precisa y puntuahneute lo dispuesto pm las Cédulas arriba insertas 
sin contravenir a lo que oti ollas so dispono on manera alguna, y que velen con todo cui­
dado sobre la libertad y alivio «lo los indios, no permitiendo que los Encomenderos les 
obliguen a servicio personal, ni a otra contribución que la «leí tributo que dubievan pa­
gar; con apercibimiento de que on caso de contravenir a ello, justiñeáiulobi las dichas 
Audiencias y habiendo nido en justicia a los encomenderos, los priven «lo las encomien­
das y los Protectores delaten de los que agraviaren a los indios, estando advertidas las 
Audioneias, Fiscalías y demás Ministros de ollas, quu do cualquier omisión que haya do 
esta calillad les sera «le gravísimo cargo; y a los Gobernadores, Fiscales y demás Mluls- 
tros do Justicia, so les hará en sus residen olas y con los dichos Protectores de Indios y 
Fiscales, so tomará lu providencia que más convenga; y del cumplimiento do lo referido 
y de lo que se ordena on las <’é I das cu ésta lne.01 peradas, eo me dará cuenta un todas 
ocasiones, por quedar muy a la mira y para ejecutar severas demostraciones, y castigo 
contra los que faltaren e incurrieron en lo que por ellas tengo resuelto. Fecha eti Ma­
drid, a veinte y dos de Noviembre de mil seiscientos y noventa y tres años—Yo el Rey. 
—Por mandado del Roy nuestro Señor.—Antonio Ortiz do Otnlovn".

Pudiera deuirse quo excepto las libertades políticos, se concedían 
las individuales, con más o menos amplitud, en cnanto no era su ejer­
cicio incompatible con el poder absoluto de los Reyes, y para que fue- 
son efectivas se procuró abolir y estirpar la costumbre inhumana y 
criminal quo se había introducido en algunos regiones del tráfico o 
volita do indios e indias por mercaderes que los esclavizaban, a seme­
janza de lo que ocurría en la América del Norte; y con hondo sentido 
moral y de provisión cristiana, ordenó Carlos II, en la siguiente Cé­
dula a que se pusiera a todos en libertad y se oustigara severamente 
ese delito con graves penas, impartiendo órdenes a que ninguna per­
sona se sirva de los indios contra su voluntad y sin pagarles su esti­
pendio diariamente.
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“El Boy: Presidente y Oidores de tui Audiencia de la ciudad do San Francisco do la 
Provincia do Quito. Por Cédula de 15 de Octubre de este año, be tenido por bien do 
cuaccdor licencia a Fray Francisco Romero, de la Religión de San Agustín, para llevar a 
su costa una misión de tres religiosos de su Orden a la Provincia «lo los 'Pames, on la 
gobernación de Popayáu. Y habióudose tonillo noticia en mi Consejo do las ludias que 
nlguuns vecinos de uí Villa de Timan», y en la ciudad do Neyba do la Plata y otras par­
tes, los de más baja esfera, tienen por costumbre hacor cada año entrada en dicha Pro­
vincia de los Turnes (sin ninguna licencia) a robar a los indios y indias jóvenes tullóles, 
con pretexto de que les harán cristianos, no siendo este el fin, sino el do venderlos a cien 
pesos, p ico más o mellos, como se ha experimentado, por cuya causa, luego que llegareu 
a descubrir españoles, se retiran a montañas muy ásperas, y que sucede lo mismo a mu­
chos que están reducidos a uuestra Santa Fe, por el trabajo que se les iiunono, simulo 
mayor su esclavitud que la de los negros; (mes éstos tienen medios para redimirse, y los 
cristianos tatúes, nú, por no admitirlos los que los compran, concurriendo con esto el que 
los hijos que nazcan de las indias, los hacen esclavos, sin tener otro recurso que el do la 
fuga que consignen apostatando de la fe, uo por odio que la tengan, sino por el trabajo 
que padecen Y así mismo que cuando dichos iudios tamos, entran en mis domiuios, ex­
perimentan grandes uto e.stias de los labradores, por detenerlos para servirse «lo ellos, y 
quitarles los géneros que traen para tratar y contratar, ocasionándoles a que se Imllcu 
sumamente amedrentados y no vuelvan, embarazándose por este medio, el que reconoz­
can la devoción y culto en las Iglesias para que con mayor facilidad, los atraigan los mi­
sioneros n la Religión Católica Y habiéndose considerado en el dicho mi Consejo, los 
graves inconvenientes que do lo referido resultan; ha parecido o r d e n a r o s  y  m a n d a r o s  
(como lo hago) averigüéis lo que en esto se hnhiero obrado, y hallando ser cierto hagáis 
se pongan en libertad a todos los indios n indias que estuvieren en esclavitud, castigando 
severamente a los que hubieren cometido ese delito, para que con su escarmiento y con 
la prohibición que con graves penas halléis de imponer, a los que cometieron semejante 
abuso se contengan de incurrir en él. Y así mismo, datéis las órdenes gnu convengan, 
para que ninguna persona se sirva de los indios contra su voluntad y sin pagan es su es- 
tipeniii» diariamente Y para que a dichos indios tamos no se los (tonga impedimento 
alguno en que vengan a vender sus frutos, y llevar en cambio de ellos, lo quo necesita- 
rea, y a los que lo c mirarlo hicieron los castigaréis severamente, obrando en uno y otro 
conforme a derecho; y en todo lo referido estaréis con mucha vigilancia, puntualidad y 
cuidado en su observancia, por lo quo conviene ul servicio de Dios y mío, el quo estos 
iudios estén en libertad y se reduzcan a nuestra Santa Fe, atendiendo n los informes quo 
sobro ello hicieren los misioneros, y de lo que resultare tnn daréis ciiuntn on todas oca­
siones, que por despacho do la fecha de este envío a mandar lo mismo, a mi Audiencia 
de la ciudad de Santa F<*, para quo en la oírte quo lo tocare, lo ejecuto. Focha cu Ma­
drid, a 28 do Noviembre de 1094. Yo ol Rey. Por mandado del Rey nuestro Señor. An­
tonio Ortiz de Otalova”.

En verdad, no hay orden público, progreso ni humanidad sin civi­
lización. T si tanta fama y celebridad han consagrado las generacio­
nes a los Reyes de España, con sentimientos de gratitud y admiración, 
se debe a su corazón magnánimo y generoso que supo dar la ntoución 
que se merecían a toda carta, a toda denuncia para aliviar la infortu­
nada suerte de los indios en su vida de amarguras y trabajos forzados, 
como lo demuestra el estrado de la Cédula Real que va a continuación.
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En Cédala de 21 de Febrero de 1695, comunica el Rey a la Au­
diencia de Quito, huber recibido una carta de Sebastián Manrique Co­
rregidor de Otnvnlo, relativa a los perjuicios y agravios que padecen 
los indios al trabajar en el obraje mayor de la comunidad de aquel 
asiento por estar introducidas en él mitas; y el Consejo de las Indias 
de acuerdo con el Fiscal transcribe copia de esa carta expresando en 
la Cédula que se lia extrañado mucho que el Presidente y Oidores de 
la Audiencia, hayan permitido semejantes excesos y  que haya mita de 
indios forzados en tos obrajes, en contravención a lo dispuesto por 
diferentes Cédulas. Y se manda que luego que se reciba este despa­
cho, sin dilación alguna, se ponga remedio en ello ''no permitiendo 
haya indios mitayos en dichos obrajes, ni que a los voluntarios les 
hagan agravio los arrendadores y administradores”. Se encarga a las 
Justicias especial cuidado en el puntual cumplimiento y se manda in­
formar si aquel obraje pertenece a la Hacienda Real o es de la comuni­
dad y otros particulares. Y de ser ciertas las vejaciones a los indios, 
se faculta dar "las órdenes necesarias para qae se les deje a éstos el 
uso libre de dicho obraje y que se lo administre en la forma de los 
demás de comunidad”. Y asi mismo se manda castigar "a los que 
hubieren contravenido a lo dispuesto acerca del alivio y buen trata­
miento de los indios v que no sean compélalos ni forzados al trabajo 
sino quo lo hagan voluntariamente”, l’or mandato del Rey, se halla 
refrendado y firmado por Antonio Ortíz de Otalova.

Innovando los antiguos fueros, usos y costumbres de las leyes 
castellanas que otorgaban los empleos públicos, honores y prerrogati­
vas únicamente a la clase nobiliaria, llegaron a dictarse Cédulas Rea­
les de honda resonancia y justicia sncinl para las colonias americanas, 
“nivelando a los caciques e indios mestizos con los españoles pora la 
obtención y ejercicio de las más altas dignidades y cargos eclesiásticos 
y civiles, a que sean atendidos, favorecidos y honrados como los de­
más vasallos de la Corona”.

Con este plausible objeto, expidióse la siguiente Cédula Real, 
por la que so reprodujeron normas igualitarias que ya existían y que 
fueron vigorosa y fructífera semillo de la democracia criolla elimina­
dora de privilegios que implantó principios de justicia distributiva, 
elevando a los indios que no “tenían mezcla de infección de sangre” a 
una categoría que era semejante a los hijosdalgo de Costilla.
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“El Hoy.—Por cuanto teniendo presente las Leyes y Cédulas, que se mandaron des­
pichar por los señores Reyes tnis progenitores, y por mí encargando el bueu tratamien­
to, uníparo, protección y defensa do los indios naturales do la América, y que sean 
atendidos, manteuidos, favorecidos y honrados, como todos los demás vasallos do mi 
Corona, y que por el transcurso de tiempo se detiene la práctica y uso de ellas; y sien­
do tan conveniente su puntual cumplimiento al bien público y utilidad de los nidios y 
al servicio de Dios y mío; y que en esta consecuencia por lo que toca a los indios mes­
tizos, está encargado a los Arzobispos y Obispos do las Indias por la Ley siete, titulo 
siete del Libro primero de la Recopilación, los ordenen de sacerdotes, concurriendo 
las calidades y circunstancias que eu ella se disponen; y que si algunas mestizas qui­
sieren ser religiosas, dispongan el que so las admitan en los Monasterios, y a las pro­
fesiones; y aunque eu lo especial de que puedan ascender los ludios a los [mestos Celo 
siástieos o Seculares, Gubernativos. Políticos y de Guerra, que todos piden limpieza de 
sangre, y por estatuto la calidad de Nobles, hay distinción entre los Indios y Mestizos, 
o contal descendientes de los ludios principales que se llamen Caciques, o como pro­
cedidos de indios menos principales que son los tributarios y que en gentilidad recu- 
uocierou vasallaje, se considera: que a los primeros y sus descendientes so les deben 
todas las preeminencias y honores, así en lo eclesiástico, nomo en lo secular, que se 
acostnmbiun conferir a los nobles Hijosdalgo de Castilla y puede participar de cuales- 
quier comunidades que por estatuto pulan nobleza; pues es constante que éstos en su 
Gentilismo eran nobles, y n quienes sus interiores reconocían vasallaje y tributaban 
por esa especie de Nobleza, todavía se les conserva y cousidera, guardándoles en lo po­
sible sus antiguos fueros o privilegios, como así -se reconoce y declara por todo el tí­
tulo de los caciques, que es el siete «leí Libro seis do la Recopilación, donde por dis­
tinción de los indios inferiores se les dejó el seüoifo con nombre do Cacicazgo, transmi­
sible de mayor en may- r a sus posteridades, inhibiendo de sus causas a las justicias 
ordinarias, con privativo conocimiento a las Audiencias; y di como indios monos princi­
pales o descendientes de ellos, y en quienes concurro la puridad de sangre, como des­
cendientes de la Gentilidad, sin mezcla de infección u otra secta reprobada a éstos, 
también se les debe contribuir con tullas las prerrogativas, dignidades y honras quu 
gozan en España los limpios de sangre, que Huillín del listado General; y, en conso' 
cueucin de esto, por la Cédula que 011 treinta de mayo del año mil seiscientos nóvenla 
y uno, mandé despachar, para que en las Ciudades, Villas y Lugares de uno y otros 
Rciuos del Perú y Nueva España, se pusiesen escuelas para enseñar a los indios la len­
gua castellana, previniéndose .juntamente que uo puedan sin haberla tener oliciu algu­
no «le República y por no perjudicarles en esto honor y conveniencias se diesen cuatro 
años de término a los que estando en alguna do ellas no poseyesen la lengua para que 
la aprendiesen. Y que últimamente en consulta do mi Consejo de las Indias de docu 
de Julio del referido año do mil seiscientos noventa y uno, resolví se llmdáso un Cole­
gio Seminario eu la Ciudad de México, y quu así 011 él, como un los demás que su fun­
daren eu las ludias, so destine y dé precisamoute la cuarta parte de ins Recua «le que 
se compusiere cada uno do ellos para los hijos de los caciques. Y siendo cnnvooionto, 
el que los Indios reconozcan la particular inspección, conque por vasallos míos ntleu- 
do a su consuelo, y deseando la más punta il observancia «le las órdenes y leyes ci­
tadas, he resuelto dar la presente, por la cual ordeno a mis Virreyes, Audiencias y 
Gobernadores de las Provincias del Perú y Nueva España: y ruego y encargo a los Ar­
zobispos y Obispos de las Iglesias Metropolitanas y Catedrales do ollas, las guarden, 
cumplan {• ejecuten y hagan guardar, cumplir y ejecutar, precisa O inviolablemente, 
declarando de nuevo que atenderé y premiaré siempre a los descendientes de Indios 
Gentiles, de unos y otros Reinos de las Indias, cousoláudolos con uii real amparo y 
patrocinio por medio délos Prelados Eclesiásticos y demás Ministros del Santo Evan­
gelio, Virreyes, Audiencias y demás Gobernadores do todas las Ciudades, Villas y Lu­
gares de aquellos Remos pava que los aconsejen, gobiernen y encaminen al hfen 
principal del conocimiento de nuestra Sauta Eé Católica, su observancia y vida política,
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y a quo so apliquen n emplearse on mi servicio, y gozar la remuneración que en 61 
cor respóndele al mérito y calulml <lo cada uno, t-egíin y como los demás vasallos míos 
en mis dilatados dominios do la Europa, con quienes han de ser iguales en el todo los do 
une y ota n América; pura quo desdo luego tengan uso y ejecución las órdenes que están 
dadas y leyes de aquellos Reinos, (pie hablan on razón do todo ]o refurido, se continúe su 
cumplimiento y se le dé a este despacho; quiero y por esta urden doy licencia a cuales­
quiera de tnls vasallos de los Reinos de las Indias, que hallándose con méiltns de calidad 
en su persona por su descendencia, y los hechos en referencia y servicio do la Santa Igle­
sia, oensiunos en que lo hayan solicitado y también el de mi Corona en cualquier manera 
loro presenten y justi liquen ante los Virreyes, Audiencias y Gobernadme» ue Ia8 dichas 
Indias, según la distancia más inmediata y de láod recurso para cada mu», a lili de que 
los Virreyes, Presidentes y Gobernadores, como se lo encargo y mando y juntamente 
ruego a dichos Arzobispos me den cuenta de las representaciones ivferiilas, enviando 
por el dittho mi Consejo los papeles que o n  ellas se presentaren, para que poniendo 
todo lo que constare de ellos en mi Real consideración, lo i enumere con las hum as de 
lustre, empleos y conveniencias con quo premio y favorezco a mis vasallos de los Reinos 
de España, sin que para e'lo obste a los de las Indias la descendencia do la Gentilidad y 
para que aquellos naturales se hallen desdi' luego con id consuelo, que mi benignidad les 
franquea, y  puedan también solicitar y pretender los honores y licnclicjos ofrecidos a 
sus méritos, estando justificados, he mandado se dirija este despacho alus Virreyes, 
Arzobispos y Obispos, Audiencias y Gobernaciones de las Indias, a quienes ordeno quo 
cada uno de ellos en el distrito y jurisdicción do su Gobierno y Diócesis le liagao publi­
car y don cuenta de haberlo ejecutado Fecha en Madrid n veinte y dos úe Marzo de 
mil seiscientos noventa y siete años —Yo el Rey,—Por mandado de! Rey nuestro Señor.— 
Antouiu de Ubilln y Medina”.

Ln Cédula Real de 30 do Uñero de 1699, corrobora la de 15 de 
Setiembre de 1G84, dirigida ul Presidente de Ib Audiencia de Quito, 
pura que él pudiese dar confirmación u los obrajes de dicha Provincia, 
cuya demolición so mandó a suspender por otra Cédalo, de Acuerdo 
con el Consejo de las Indias, aprobando ln licencia que antes baldose 
concedido ni Presidente para que se mantuviesen los obrujes que 
se hallaban edificados, sin permiso del Rey, debiendo componerse 
de indios voluntarios y  no de mita y con las calidades y condi­
ciones expresadas en la Cédula de 28 de Agosto de 1GS9. Y de igual 
mulo se confirmó y aprobó ln licencia que los Presidentes de la Au­
diencia Real de Quito don Lope Antonio de Mutiive y don Maten de 
Muta Punce de León, habían otorgado al Cnpilán Miguel del Baño 
Montañés, para agregar al obraje que posee en el pueblo de Chambo, 
jurisdicción de Rinbamba, un telar y tarea más para la fábrica de pa­
ños, y, en sn defecto, de bayetas, jerguetas y demás ropas con indios 
voluntarios, quedando obligados a servir con trescientos pesos por di­
cho aditamento, consignando esta suma en poder de los Oficiales Rea­
les de la Audiencia de Quito.
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X I V

Esquemas sobre la misma materia cediilaria-politico-social 
y  de Beneficencia Pública

En los últimos años de su reinado emprendió Carlos II, en la 
maravillosa y monumental obra de la Recopilación de las Lepes de 
las Lidias que promulgó en 1680, cuyo objetivo era implantar una 
legislación uniforme en lo que se reflejara toda la organización polí­
tica, gubernativa, jurídica, social y económica de los reinos america­
nos, habiéndose compilado parn ello millares de pragmáticas y cédulas 
reales, ordenanzas y resoluciones, sintetizadas cronológicamente en 
una variedad de materias y de sistemas doctrinarios.

En ese eterno monumento de Política Social, en la que se han 
inspirado los principales Cónicos modernos, encontramos la exposición 
de principios y teorías fundamentales y la acertada solución de innu­
merables problemas de actualidad que entonces tuvieron tanta impor­
tancia como la tienen boy, figurando entre otras leyes sociales 
proteccionistas, las de salarios v abolición del concertaje y las dic­
tadas en favor de los niños, de los menores adultos y do las mujeres 
indias.

Con acopio de crónicas históricas sobre este inagotable tema, 
ha escrito hermosos capítulos el docto catedrático Josó M. Oís, en 
la moderna obra “Instituciones Sociales de América Española en el 
Período Colonial", comprobando que: “La mujer india fuó objeto de 
una protección jurídica especial en la esfera del régimen del trabajo. 
Ya en las célebres Instrucciones dudas a la comisión de frailes jeró- 
niinos enviada a la Española con tan amplios poderes en 1517, el 
ordenaba que no se permitiese trabajar a las mujeres durante se 
tiempo de sus embarazos y que en circunstancias normales las mujeres 
no fueran obligadas a trabajar, pero si voluntariamente quisieran 
hacerlo fuera equiparado su trabajo al de los hombres a los efectos 
de la percepción de los jornales. En la Recopilación de Leyes de 
las Indias de 1680, se estableció que las mujeres indias no fueron 
obligadas a trabajar en las estancias; se reglamentó la lactancia mer­
cenaria disponiendo que ninguna mujer india sea obligada a salir 
para crear hijo de español viviendo su propio hijo; se reglamentó 
igualmente el servicio doméstico en el sentido de que lus indias 
casadas uo sirvieran en casa de español si sus maridos no servían en
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lo mismo casa, defendiendo así la unidad de domicilio conyugal en 
los mntrimonios de indios; y se declaró en términos generales que 
las mujeres indias, por razón de su sexo, estuvieran exentas del pago 
del tributo personal que pesaba sobre los varones”.

"Fijándonos exclusivamente en lo relativo al régimen del tra­
bajo de la mujer, dice—tan noble y erudito escritor—hemos de reco­
ger aquí, en primer término, unns interesantes Instrucciones hechas 
por el Padre Las Oasas en colaboración cou Palacios Rubios y por 
encargo de Cisneros, para que sirvieran do norma a la comisión de 
losjerónimos enviada a Indias para corregirlos abusos denunciados, 
en las cuales establecía que las mujeres do los indígenas sometidos 
no debían ser obligadas a trabajar en las minas, ni amasnr el pan, 
ni a ejercer, en general, ninguna clase de trabajo tenido por exce­
sivamente rudo o penoso”.

"En otras Instrucciones de 1518 se volvió a ordenar que las 
mujeres indias estuvieran exentas del trabajo de las minas. Fué ésta 
nuu declaración que se repitió en multitud de ocasiones, porque múl­
tiples debieron también ser los abusos que en este orden de cosas 
se cometieron por parte de los patronos mineros. Todavía la Reco­
pilación de 1680 al regular el servicio de la mita, hubo de insistir 
eu que no estaban sujetas a este género de trabajo las mujeres y las 
bijas de los indios mitayos aunque admitía que, "coso que libremente 
quisieran ayudar”, pudieran hacerlo, pagándoseles el salario “que 
fuere justo”.

Efectivamente todas estas leyes se hallan reproducidas en la 
Recopilación de 1680. en deíensa del hogar y de la unidad de domi­
cilio, en defensa del matrimonio de los indios, do sus mujeres y de sus 
hijos; y gran parte de ellas son tomadas de las Cédulas Reales expe­
didas para la Audiencia y Presidencia del Reino de Quito. Según la 
Ley VI, Tit. XVII, Líb. VI, no se podía ocupar indias de un pueblo 
o reducción, a no ser con sus maridos. Tampoco podían separarse de 
sus padres a los hijos menores; y esta prohibición se baila contenida en 
las Leyes IV, V, VI y IX, Tit. I, Lib. VI. Ninguna india casada po­
día consertarse para servir en casa de español, conforme la Ley XIV, 
Tit. X III, Lib. VI, que prohíbe que “a esto sea apremiada si no 
sirviese en ella s u  marido, ni tampoco las solteras podían ser obli­
gadas a  s e r v i r  “ s i preferían estar y  residir en sus pueblos”, y  "la q u e  
t u v i e r e  p a d r e  o  m a d r e  d o  p o d í a  c o n s e r t a r s e  s in  s u  v o l u n t a d ” .
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Por Reales Cédulas de 1541 y de 1Í30G, contenidas en In Ley 
4S, Tit. I, Lib. VI y Ley 5X1, Tit. XVI, Lib. VI, se prohibió 
terminantemente que los navegantes ni soldados llevasen consigo 
mujeres indias casadas ni solteras a España, así como los capitanes 
y oficiales no podían conservarlas en su servicio. Ley 61, Tit. XVI, 
Lib. VI.

Las mujeres no estaban obligadas al servicio de la mita ni a 
pagar tributos personales, según la Ley XIX, Tit. XV, Lib. VI, 
reformándose en este sentido las costumbres abusivas introducidas 
por los conquistadores; y al abolir el servicio obligatorio se prescribió 
que: 'el contrato voluntario del trabajo délas indias no había de 
durar más de un año”, eximiéndoles del trabajo de las minas y en 
los estancias. Ley 15, Tit. XIII, Lib. VI. Cuando el servicio 
era doméstico, “las indias mayores de 18 años ganaban diez y seis 
pesos anuales, y los indios mayores de lt¡ años y menores de 18 
y las muchachas de esta misma edad doce pesos al año”. Ley 57, 
Tit. XVI, Lib. VI.

Tomando en cuenta las reclamaciones presentadas ante el Rey 
y el Consejo de las Indias, por caritativos obispos, clérigos y reli­
giosos que fueron solícitos protectores y abogados de los indios, se 
implantaron aquellas reformas equitativas y beneficiosas a que se res­
pete y ampare el estado de libertad de las mujeres y de los menores 
de catorce años que no podían ser reducirlos a esclavitud, ni en caso 
de guerra o rebelión contra lu Corona de España; y en consideración 
al sexo y a la menor edad se les eximió igualmente de los servicios 
forzados y del pago de tributos, protegiendo de este modo el derecho 
de familia y el de libertad personal, con leyes prohibitivos a que no 
se les obligue a trabajar en lugar de sus padres y maridos, en las 
encomiendas y obrajes.

No tieue paralelo en el mundo la legislación social de América 
Hispana, que representa la gran epopeya espiritualista del Cristia­
nismo, en esta obra redentora que tiene armónicas resonancias en 
todo el mundo, y cuya amplitud, profundidad y extensión son incon­
mensurables, como lo son las cruzudas de! progreso y de la civi­
lización.

Después de la muerte de Carlos II, acaecida el 1? de Noviembre 
de 1700, que gobernó durante treinta y cinco años, fné proclamado 
como sucesor a la Corona de España, su sobrino Felipe V, Duque
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de Anjou, nieto del Rey de Francia Luis XIV. Bl nuevo Monarca 
había nucido en Versalles y a la sazón solo contaba 17 años. Con­
trajo matrimonio con María Luisa de Sajonin, mujer varonil y mny 
inteligente que ejerció la regencia, durante dos años, desde 1702, 
mientras él sostenía la guerra de España, Francia y Baviera contra 
Italia.

Una de las primeras Cédulas Reales recopiladas en el volumen 
V del archivo de la Corte Suprema de Justicia del Ecuador—1700 
a 1770—es la suscrita por la Reina y por los Gobernadores de la 
Metrópoli que comunicaron al Presidente de la Audiencia de Quito 
Don Mateo Mata Ponce de León, Caballero de la Orden de Calatrava 
del Consejo de las Indias, el fallecimiento de Carlos II, encargando 
que se procure la moderación de los lutos y túmulos; y se transcri­
bieron dos cláusulas de su testamento relativas al nombramiento de 
sucesor en la persona de Felipe V, a fin de que se hagan levantar 
pendones en la forma y con las solemnidades acostumbradas.

Con motivo del terremoto de 20 de Junio de 1698 que cansó 
una terrible mortandad y dejó en total desolación a los asientos de 
Ridbamba, Lalacunga y  Ambato pertenecientes a la Presidencia de 
Quito, arrasando y  destruyendo los obrajes, estancias y  poblaciones 
que en ellos Imbíu, se expidió en Barcelona la Real Cédula de 7 de 
Marzo de 1702 de especial interés para la raza indígena. Entonces 
se puso de releve la actitud patriótica y reconstructiva de la Real 
Audiencia de Quito, así como la filantrópica diligencia desplegada 
por Don Ignacio de Aybar, Procurador General de los Indios, por 
Don Antonio Ron, Fiscal de la misma Audiencia y por el Conde de 
Monolovn, Virrey del Perú, quien en una carta de 23 de Noviembre 
del referido año dirigida al Roy, atribuye aquella catástrofe a la 
erupción del volcán Oarigiiairazo que según datos que lo habían sumi­
nistrado ocasionó más de seis mil víctimas en aquellos pueblos, sin 
que hubiese quedado en pie ninguna Iglesia ni casa capaces de 
repararse.

En aquella Cédula Real fueron aprobados algunos proyectos y 
gestiones urgentes, como el de la nueva fundación de la villa de 
Riobamba que se cambió de sitio, aceptando la solicitud de varios 
Prelados de las Ordenes Roligiosas de ella y otros vecinos de Latacunga 
para invertir las rentas de las encomiendas de esa jurisdicción en la 
reedificación de las Iglesias, casas de viudas y  huérfanos y  su so­
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corro. Sólo que para estos y otros obros debía consultarse al Virrey 
del Perú a que dicte las providencias más convenientes. Consta que 
se dejaron a salvo todos los privilegios y ordenanzas a favor de los 
indios, a quienes se les relevó temporalmente del tercio de los tribu­
tos, recomendando al Rey para los que residían on los lugares del 
siniestro, muy especial cuidado en cuanto a su alivio y protección.

Conforme al Derecho Canónico y ni espíritu de la Iglesia Cató­
lica, por ser incompatible con las funciones sagradas del ministerio 
sacerdotal el que lus religiosos y clérigos tengan minas y las exploten 
se reiteró la prohibición general que existía desde l(i80, en la Recopi­
lación de Leyes de Indias, recomendando sn puntual observancia en 
la siguiente Cédula: "EL REY. Por cuanto por Cédula de 14 de 
Murzo de 1703, mandé al Duque de Alburquerque mi Virrey actual 
délas Provincias de Nueva España, me informase sobre los excesos 
cometidos por los administradores de las minas de Guanoguuto y 
haber quitado la mina de Bayas a Don Lorenzo Gano y dádola al 
doctor Don Juan Díaz do Bracamonte, en cuyo cumplimiento dió 
cuenta, en enría de 6 de Diciembre del mismo año, de lo que sobre 
ello se le ofrecía y quo cu aquel Reino no se había practicado la 
prohibición de. la ley que dispone un poder tener minas los Clérigos, 
pues en muchos Reales hay Clérigos mineros o por haber entrarlo 
en ellas por patrimonio o porque la necesidad lo ha disimulado. Y 
habiéndose visto en mi Consejo Real de lus Indias, con todos los 
papeles de la materia, y oído sobre ello a mi Fiscal y teniéndose 
presente la Ley IV, Libro I, TU. X I  de la Recopilación de Indias, 
que prohíbe que los religiosos y  clérigos puedan beneficiar minas y  
considerándose ser esto de tan grave perjuicio como tu ley declaro: 
He resuelto ordenar y mandur (como por la presente lo bago) a mis 
Virreyes del Perú y Nueva España, y mego y encargo n los Arzo­
bispos y Obispos de ambos Reinos que arreglándose a lo contenido 
en la Ley IV, Lib. I, 'l'it. XI, (que va citada) la bagan observar 
en la forma y con la previsión que en elln se expresa, concurriendo 
los dichos Virreyes y  Prelados eclesiásticos de ambos Reinos y Pro­
vincias, cada uno por su parte, al mayor y más fácil remedio de estos 
excesos, y que en cumplimiento de dicha Ley no permitan unos ni 
otros en sus Provincias y Diócesis semejante relajación sino que 
cuiden con toda puntualidad y vigilancia do la precisa y puntal 
observancia de lo contenido en la referida Ley, sin permitir, consentir
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ni ciar lugnr a que en ningún tiempo se contravenga a su contenido 
por el grave perjuicio que de ello resulta a mi Real Hacienda y a 
la mejor administración y conservación délas urinas. Y del recibo 
de este despacho y de la forma en que cada uno le diere cumpli­
miento en sus Provincias, Diócesis y Jurisdicciones, me daréis cuenta 
inuy individual en las primeras que se ofrezcan por lo inncho que 
conviene hallarse enterado de su efectivo cumplimiento. Fecha en 
Madrid, a 7 de Marzo de 1705. Yo el Rey (Una rúbrica). Por 
mandato del Rey Nuestro Señor. A. Domingo López de Calo Mon- 
dragón (Firma)”.

En la cédula Real de 14 de Febrero de 1705, dirigida por Fe­
lipe V al Presidente Don Francisco López Dicastillo y Oidores de 
la Audiencia de Quito, se hace alusión al despacho de Carlos II, de 
18 de Marzo de 1697, en el cnal se lo había concedido al Colegio 
Seminario do la Compañía de Jesús, la facultad de poder conferir 
grados que valgan como los de cualquiera otra Universidad, para 
obtener puestos y dignidades. Y atendiendo a la solicitud de Fray 
Juan Martínez de Ripnlda, Procurador General de las Provincias de 
Santa Fe y Quito, a que cu todo fuese igual dicho Colegio, cou el 
de Sun Fernando que se hallaba a cargo délos religiosos de Santo 
Domingo, en cuanto a los privilegios de poder enseñar y graduar a 
los alumnos, y al Breve de Su Santidad expedido u instancia del liey 
en 26 de Junio do 1704, en el que de igunl modo se le había otorgarle 
a la Compañía de Jesús, el poder graduar en las Facultades de Cá­
nones y Leyes, secularizando mil pesos de renta al afro que ella 
había asignado para la dotación de las mismas cátedras; se concedió 
mediante la referida Cédula que con esa renta se funden tres cátedras 
de Sagrados Cánones y Leyes, en lugur de los dos paralas que se 
había pedido licencia, debiendo proveerse en concurso, como en las 
Universidades de Salamanca y las de Lima y México. Se expresa 
que en virtud de tales grados debían conferirse los emploos y digni­
dades, así eclesiásticos como seculares.

Sobro esta misma muteriu pueden consultarse las Cédulas Reales 
dirigidas a la Audiencia de Quito, el 4 de Abril de 1752 y el 31 de 
Agosto de 1754; esta última se refiere a una curta de 25 do Octubre 
de 1753, en la que se le dió razón al Rey de las diligencias que se 
habían practicado para el establecimiento de las cátedras de Cánones 
y Leyes en el Colegio de la Compañía de Jesús, de esta ciudad.
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Ln mejor comprobación del reconocimiento oficia! de los inmen­
sos servicios y bienes que reportaba la juventud ecuatoriana con la 
educación universitaria a cargo de los jesuítas, se encuentra en la 
Cédula Real dadn en 23 de Julio de 1759, ocho años antes déla 
abolición de aquella Orden Religiosa: en ella se resumen y amplían 
las reiteradas y terminantes órdenes contenidas en las Cédulas Reales 
de 14 de Febrero de 1705, de 28 de Abril de 1742 y la do 4 de 
Abril de 1752, para que observándose lo dispuesto en las constitu­
ciones de erección y fundación de -aquel afamado Colegio de la 
Presidencia de Quito, que llevaba el nombre de SEMINARIO DE 
SAN LUIS, tuviera prerrogativas y omnímodas facultades para con­
ferir grados académicos que sirviesen para obtener cargos públicos 
y dignidudes, como en cualquier otra Universidad de Europa, ha­
biéndose atendido en este sentido a la solicitud del Procurador de los 
PP. Jesuítas, por la que se elevó dicho Plantel a la categoría de 
Colegio Mayor.

A fuer de imparciales publicamos casi íntegramente la denuncia 
hecha por una religiosa de Quito y la certificación de un Corregidor 
de la villa de Riobamba, en contra de los coras doctrineros y parti­
cularmente contra el del pueblo de Guano; y ciegos y estultos serán 
quienes inculpen a toda la corporación eclesiástica los errores o defec­
tos de uno o más de sus miembros. Por lo demás, es sabido que 
cuando los pastores de la grey se convierten en lobos son los que 
mejor esquilman a las ovejas. Contra estos pastores lobos contiene 
justas e importantes providencias la Cédula Real expedidn, o 16 de 
Febrero de 1707, para que los reprima ln Audiencia de Quito, con 
motivo de la queja de la Abadesa del Convento de Religiosas del 
Sacramento: “por las muchas cargas, pensiones y derramas que a 
su arbitrio les habían impuesto dichos curus doctrineros a los indios 
de las encomiendas que gozaba el Duque de Uzeda su fundador en 
los asientos de Latacunga y Riobamba, cuyo producto servía para 
el sustento y fábrica de la Iglesia y dei mencionado Convento de Re­
ligiosas, que lo habían dejado de percibir, por el sumo rigor que 
experimentaban aquellos indios, especialmente de parte de los Reli­
giosos de la Orden de San Francisco, a cuyo cargo estaban las doc­
trinas del pueblo de Guano, y por este motivo habían desamparado 
los pueblos yéndose a parajes donde no podían ser hallados”.

D e la certificación de Don Francisco R odríguez de R iv a s, Corre­
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gidor de la villa do Riobamba, incerta en aqnella misma Cédula, 
consta:

“ Que en el pueblo de Güimo se hallan más do dos mil solares do ca.sns y 
las tres partes de ellas sin habitación y que el doctrinero de este pueblo ha 
introducido que los indios paguen por cada solar, dos reales con el pretexto 
de leña, sin  em bargo de que para esto efecto lo está señalado al (Jura un 
indio con el ca rgo  «le pagarle  cada mes por kii jornal doce reales. Que so 
ha in troducido  que  todos los indios paguen cada año por derecho de primicias, 
cuatro reales (aunque no siem bren) y que sus hijos o hijas paguen dos reales. 
Que este  pueblo se divide en siete parcialidades y «pie el Doctrinero obliga 
a pagar por cada  uiut al año  por los días de difuntos, seis patacones y seis 
carneros, con el p re tex to  de decir son para la ofrenda de a<pie) día. Que en 
las calles y  m ontes de dicho pueblo hay más de seiscientas Onices y que desde 
el día de la  «le M ayo vo el Gura sucesivam ente armando un A ltar portátil 
en cada una  y ca n ta  su misa y en alguno dos o tres, intluyeiidu a los indios 
en esta  devoción por los seis pesos que se le con liih incn  por cada misa, per­
m itiéndoles una  con tinua em briague/, y  otros actos «ie torpeza durante estos 
días, en que consum en sus cortos caudales, y los que lio los tienen los busi'an 
por medios indecen tes e ilícitos. Que las indias casadas, viudas o solieras y 
m uchachas de tie rn a  edad, cuando van a la Doctrina han «le llevar cada mm 
un huevo, y que la (pie no tiene  es castigada piíhlicaunmle, haciendo gran­
je ria  la  enseñanza. Q ue en el reterido pueblo «le G uano están señalados por 
estipendio  al G ura setecien tos y  tres patacones en plata, y por el .camarico 
cual rucien ta s  g a llin a s  en especie, cmhráudose finos y films de los tributos del 
encom endero, y  que toda es ta  porción se ministra por razón do la u«lniiiiis- 
tinción de los S acram entos, decirles misa los días festivos, doctrina, fauciales 
.V dem ás derechos parroquiales, y que a los indina forasteros que se hallan 
fuera do mis  n atu ra lezas , se les lleva un patacón, cobrando el (lina doctrinero 
derechos «le en tierro  y funerales muy créenlos, ejecutándose generalmente 
«**a dem asía en toda la Provincia. Que bis indios que mueren con algunos 
b ie n e s 's e  Ion eonsnnie el Gura todos, en sus entierros y honras; y que el 
indio que no deja  bienes, carga el Gura con sus liij«is y  los tiene como si fue­
ran esclavos, por los derueims do entierro, y que ol qno lio los deja ni lo 
lino ni lo o tro , n u lo  en lie rra  en tres ni cuatro días, esperando que los pa­
rien tes acudan  al a justo  de  los derechos, y que si no los tiene al cabo ríe 
este tiempo, da o rden  al S acristán  haga mi hoyo i»n el Cementerio, y le entie­
rro en el, sin  «leeirle ni un responso. Qno quién hace los testamentos a los 
ludios son los M aestros do Capilla, y qno ordiniuiuiiicntu los otorgan en 
contem plación de los Religiosos, D octrineros, y «pie el del dicho pueblo de 
G uano lleno «Inda orden al referido M aestro de Capilla, no haga testam ento 
sin liarlo p rim eram en te  cuen ta  para venir en conocimiento si el moribundo 
tiene bienes, y  poder influ ir ponga legados de novenarios do misas, pompa
funeral o tra s  cosas, quedando  los hijos sin legítima alguna.......  Qm* aunque
por Iji filliimi tusa «leí ptiojilo de Guano, está dispimsto lo «pie ha «l«* «lar 
caila lino para la cera y  papel «leí Monumento de Jueves Santo, que siempre 
se ha pagado  pu n tu a lm en te  «le la eolnanza de los tributos de las encomiendas, 
carga el C ura adem ás a  cada indio e india a real i medio i medio real al año,
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y este gravam en lo persigne con rigo r.......  T am bién  .se d en u n c ian  los trabajos
gratuitos de las indias que salen a  la  D octrina y  de los A lca ldes  Fiscales; 
y  que de ella se ausentan  los indios, porque se les ob lig a  a  te je r  cinco eos* 
tales de cabuya por un patacón y si no salen  a  sn g u s to  los pono el Gura 
presos en el Convento o saca prendas .. .. Q ue siem pre que  llega  Comisario 
Provincial o V isitador a  residenciar al C ura, se hacen  los g a s to s  a  expensas 
de los pobres indios, quitándoles v io len tam ente  las aves, carneros, terneras 
i o tras cosas com estibles.......  {Signo la  lista  de. o tro s  m uchos abusos y exac­
ciones). Y, teniendo presento el Consejo «lo las In d ia s, lo d ispuesto  por la 
ley X III, libio 1 de la  Recopilación do las Ind ias y  o tra s  m uchas, y la  estricta 
obligación que se debe im poner a  los C uras D octrineros sobro  el buen tra ta ­
miento do los Indios, enseñarles la  D octrina C ristiana , adm in is tra rles  los 
Sacramentos, decirles misas y hacerles sus en tie rro s  i su frag io s , sin que por 
estos ministerios (que son tan propios del oficio del párroco) no puedan llevar 
cosa alguna, más que el Sínodo o extipeudio  que les e s tá  señalado  en las 
tasas ile sus tributos, ni quitarles la libre disposición de su s  bienes, ni la 
subvención legitim a de éllos, y  encargando las c itad as  L eyes i Ordenanzas 
a los Virreyes, Presidentes, G obernadores de Ju stic ia s , i a  los Obispos, y 
demás Jueces Eclesiásticos de am bos reinos, la  m ás p u n tu a l observancia, 
punición i castigo de los tranagresores, l i e  ten ido  por co nven ien te  ordenaros 
i mandaros (como lo hago) que luego que recibáis e s ta  mi C édula, veáis i 
reconozcáis todo lo contenido en éllns y la o bservancia  que han  tenido i 
tienen las Leyes i Ordenanzas que de esto tra tan , y  hagá is  que se practiquen 
i guarden inviolablemente, y  que cesen todas las im posiciones, gavelas i 
derramas, abusos i desórdenes que por cua lqu iera  causa  se  hub ie ren  estable 
cido, no siendo las permitidas por la Ley y que se e x tin g a n  to d as  las Cofra­
días o Hermandades excepto aquellas que es tuv ieren  ap ro b ad a s  por esa 
Audiencia, con rentas stifícieutes, disponiendo de) m ás e x a c to  cum plim iento 
de esta resolución. Que por vuestra persona o l a  del .Ministro o M inistros 
que fueren de la mayor confianza y satisfacción vu estra , se  pase al dicho 
pueblo de Guano, y demás partes que com prende esa ju risd icc ión  y bailándose 
ser cierto las vejaciones que experim entan los m iserab les indios, dispondréis 
se los desagravie pleuísiummente, y  castigaréis con toda  severidad  n tos «pie 
les hubieren injuriado si fueren tío la Ju risd icc ión  Real y si tuv ieren  el fuero 
eclesiástico pediréis los auxilios necesarios a  los obispos y  dem ás jueces de 
ese territorio, para que tengan efecto t precisa observancia  las leyes que dis 
ponen el desagravio y buen tra tam ien to  de los indios; que  a  es te  ilu ruego i 
encargo por despacho de este d ía  al Obispo de la  Ig lesia  C a ted ra l de esa 
Ciudad coadyuve p o rsn  p a r te a  la p ráctica y  observanc ia  d é lo s  privilegios 
de los indios, y  que si hallare que el Gura D octrinero  del referido  pueblo do 
Guano y demás «lo esa jurisdicción lia con traven ido  a  la s  d ich as  ordenanzas, 
privilegios i estatutos do los indios despacharéis (usando  del derecho  de mi 
Real Patronato), m ego y  encargo al P relado  O rd inario  p a ra  q u e  eu fuerza 
de su oficio pastoral justifique los capítulos de es te  despacho , com o m ateria 
tan  escrupulosa y de conciencia, y  obre conform e a  derecho , y  q u e  cou in ter­
vención y la de los P telados R egulares se ejecu te la  rotuocióu o remociones 
de las Doctrinas y que se pongan eu ellas otros G uras, conform e a  reg las do 
mi Real Patronato, por cuyo medio se ocu rrirá  a  a ta ja r  e l m enoscabo que
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padecen las portes dol Convento del Sacram ento, en la disminución de sus 
ventas, y ni alivio y buen tra tam ien to  de los indios; y me daréis cuenta con 
autos en todas las ocusionus que se ofreciere de lo qno obrúredes sobre estos 
puntos, p a ra  bailarm e enterado de todo. Que así conviene al servicio do 
Dios i filio. F echa  eu M adrid a  17 de Febrero de 1707. Yo el Rey. (Una 
rúbrica) P or m andado del Rey N uestro señor. Bernardo Arias de la Esca­
lera. (F irm a)”

Hecho el diagnóstico de los gravísimos males sociales que oca­
siona el alcoholismo que intoxica y degenera a la raza indígena, 
especialmente, predispuesta a los vicios y aficionada desde sus ante­
pasados al uso de las bebidas fermentadas, se dictó la Cédula Real 
de 1714, prohibiendo la elaboración y venta de aguardiente de cañas­
en los Reinos del Perú y Nueva España, con severas sanciones pecu­
niarias y aun de destierro para el reincidente. Bajo el aspecto sani­
tario y de asistencia pública, se merece todo encomio aquella notable 
Cédula Real que la reproducimos, por estar inspirada en los más 
saludables propósitos de moral y beneficencia que han sido olvidados 
por los Gobiernos republicanos, cuyos estancos fiscales en daño del 
consumidor y de las clases trabajadoras, son una de las fuentes pre­
supuestarias de mayor riqueza del Estado.

“ El lley : P or cuan to  reconociendo los sumos perjuicios y  daños que 
so lian experim en tado  a  la  pública y  universal salud de los vasallos do 
los Reinos del Perú y la N ueva España, cansando repetidos y perniciosos males 
la bebida de ag u a rd ien te  do cañas, fin servido do prohibir por diferentes Cé­
dulas y  particu la rm en te  por una  de 8 do Jim io dol año 1GD3, dirigida a  la 
A udiencia do la  ciudad  de S an ta  Fo, la fábrica y venta de dicho aguardiente; 
y hallándom e en te rad o  que no se lm podido extinguir ésta, no obstante que 
a lgunos P relados lian im puesto censuras para que no so continuasen los 
inconveniente» y  daños que h as ta  aquí, por la presento mundo a  mis Virreyes 
dol P erú  y la N ueva E spaña , Audiencias, Gobernadores, Corregidores y A l­
caldes M ayores do am bos Reinos, que por ningún caso, forma ni manera 
alguna perm itan , consien tan  ni toleren en adelante lft fábrica de dicho aguar­
d iente de cañas, ui la m ás levo venta, uso secreto ni público de este género, 
y que procedan desde luego al reconocimiento de las partes a donde se fabri­
care o vendiere por m ayor o menor, y derram en todo el que se bailare en ser 
y rom pan sus m ateria les  y  los instrum entos do su fábrica, y los veudan apli- 
cando su p roducto  a  las Ju stic ias  que los aprehendieron, defo rm a que no 
queden en estado  de poder volver a  servir; y que por la primera vez que sean 
aprehendidos, con dicho aguard ien te , saqucu indispensablemente a  su dueño 
mil posos de m u lta , y  por la  segunda dos mil, y la tercera, tres mil, y lo 
destierren de la  P rov incia ; y  que im pongan iguales prohibiciones a  los maes­
tros que fabricaren  los instrum entos a  este tíu, y  si fuero Comunidad ecle­
siástica, m onasterio , cu ra  o clérigo particu lar o prebendado dueño do dicho
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aguardiente, le aprehendan y derram en así misino y  rom pan los instrum entos 
y materiales, y de haberlo ejecutado don c u e n ta  con au to s  do la  tal aprehen­
sión a su Prelado, para  que aplique por su p a rte  el castigo  que  tuv iere por 
conveniente, rem itiendo al mismo sieinpo copia do ellos u  mi Consejo do las 
Indias, para tom ar las resoluciones que correspondieron a  mi soberana  regalía. 
Y para qne en ningún tiempo se pueda a leg a r do ig no rancia , tam bién  mando 
a los dichos mis Virreyes, A udiencias, Ju s tic ia s  y  dem ás M inistros que cada 
uno en su jurisdicción, ponga edictos y  publique por bando  e s ta  orden, para 
que pasado el tercero día de como se buya publicado queden iiicursos en di­
chas penas los transgresores, y pasen a denunciar, v is ita r  y  proceder en ellas, 
cuino va prevenido; y  do lo qne sobre esto resu lta re  y  e jecu ta ren  han de 
tener la  precisa obligación de dnrm e cuen ta  con te stim onio  por el dicho nd 
Consejo, cuino del recibo de estas órdeues; y  p revengo  a  todos y  a cada 
uno de por sí que de tolerarlo y no e jecu ta r rig u ro sam en te  lo (pie v a  expre­
sado, se procederá cou tia  sus personas. Y  a  mis V irrey es  y A udiencias 
mando formen causas a  los Corregidores, G obernadores y  Ju s t ic ia s  sobre la 
toleraucia y falta  de cumplimiento y les suqnen las m ism as m u ltas que van 
expresadas para los reos, por prim era y seg u n d a  vez, y  por la te rcera  mo 
darán cuenta con autos, para determ inar y p rac tica r los m ayores rigores con 
que se procederá contra los que faltaren al en tero  cum plim ien to  de esta mi 
Real resolución y que en In A udiencia donde hubiese S a la  de A lcaldes pue­
dan éstos por sí proceder sobre todo lo que va expresado , y  su  cum plim iento 
sin que so les pueda im pedir por otros Jueces , A u d ienc ias  ni Tribunales, 
antes bien continuar por ellos en lo que por si cada  uno  aprehend ieren , sin 
impedirse los unos a los otros, declarando (como por la  p resen te  declaro) 
que el tercio, o tercia parte de las m ultas que  van im puestas  se ap lica desde 
luego para el Juez  que hiciere la aprehensión, siendo  mi v o lun tad  (como lo 
mando) qne las dos tercias partes res tan tes  se  han  de  rem itir  a l dicho mi 
Consejo de las Indias en la form a ordinaria. F ech a  en  el P ardo , a  10 de 
Agosto de 1714. Yo el Rey. (Rúbrica) P o r m andado  del Roy n uestro  Señor 
(Firma) Bernardo Arias de la Escalera”.

En los documentos importantes que se relacionan con nuestra 
nacionalidad y los problemas políticos y sociológicos de los Estados 
de América, y que afectan a lu jurisdicción territoriul ecuatoriano, 
se halla el Real Decreto de 19 de Abril de 1717 y la Cédula de Fe­
lipe V de 27 de Mayo del mismo año, por los que definitivamente 
quedó desmembrado en su gobierno y extensión el antiguo Virreinato 
del Perú, y se erigió el de Santa Fe, en el Nuevo Reino de Granada, 
con varias provincias anexas, inclusive la de Quito. En aquella fecha, 
quedó extinguida la Audiencia Real que funcionara en esta ciudad 
hasta el 26 de Setiembre de 1722, día y año en que volvió a resurgir 
en virtud de la Cédula que la restableció en 14 de Setiembre de 1720, 
con el siguiente personal: don Santiago de Larrain, caballero de la 
Orden de Santiago, Presidente Gobernador y Gapitán General de
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la Provincia de Quito, Licenciados don Juan de Ricnurte, Don Simón 
de Ribera Sarmiento y Aguado, Don Pedro Martínez de Ariznia y 
Don Manuel Rubio de Arévalo, Oidores; quienes se posesionaron en 
sus cargos y rindieron el juramento en la forma acostumbrada, ante 
el Escribano de Gobierno Don Nicolás de Andagoya.

Los principales capítulos de la preindicada Cédula Real de 27 
de Mayo de 1717, por la que se estableció Virrey, que fue al mismo 
tiempo Presidente de la Audiencia de Santa Fe y Gobernador y Ca­
pitán General de las dilatadas provincias antemurales de la América, 
en el Nuevo Reino de Granada, son los siguientes: “Que el territorio 
y jurisdicción que el expresado Virrey, Audiencia y Tribunal de 
Cuentas de la ciudad de Santa Fe han de tener, es y sea toda la 
Provincia de Santa Fe, Nuevo Reino de Granada, las de Cartagena, 
Santa Marta, Marncaibo, Caracas, Antioquia, Guayana, Popayán y 
la de Quito, con todo lo demás y términos que en ellas se compren­
den”: “Que se extinga y suprima la Audiencia que reside en Quito; 
y que los oficiales Reales de Caracas y de los de esa ciudad de Quito, 
y Cajas Reales sufragáneas a ellos den las cuentas en el referido Tri­
bunal de Santa Fe”: “Que don Antonio de la Pedroza y Guerrero 
reoiba el Gobierno y Capitanía General de aquel Reino de Nueva 
Granada y Presidencia de la Audiencia, basta que llegue el Virrey 
que se designe, y pase a las ciudades de San Francisco de Quito y 
Panamá y extinga y suprima la Audiencia Real que en ellas existe, 
guardando la instrucción firmada para su entero cumplimiento y los 
despachos correspondientes reservados”: “Que tan Inego que reciban 
esta Real Cédula que va dirigida al Presidente y Oidores de la Au­
diencia de Quito, cesen en el manejo y conocimiento de todo género 
de negocios y causas en que hubiesen entendido y conocido, debiendo 
toda la jurisdicción y los términos comprendidos en ella agregarse 
como desde luego se agregan a la Audiencia de Santa Fe, para que 
ésta (y el Tribuna] de la Contaduría Mayor en lo que le correspon­
diere por sn Ministerio de Hucienda), vea, conozca y determine todas 
las materias de justicia, gubernativo, político, patronato, guerra y 
real hacienda y todas, las demás que hasta ahora hubiere conocido 
esa Audiencia, por lo respectivos la jurisdicción que tenía en los 
territorios que comprende toda esa Provincia de Quito”. (“) (•)

(•) En 1722 se suprimió el Virreinato de Nueva Granada, y volvió la Presidencia 
de Quito a ser parte del antiguo Virreinato de Lima, hasta el año do 1730, eu el que se
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A fin de qne e! tributo relativo a las encomiendas se lo tase y 
satisfaga únicamente en dinero o en frutos de la tierra y en ningún 
caso en servicio personal, se prohibió hasta el uso de esta palabra, 
en la Cédula Real de 4 de Diciembre de 1720, prescribiendo que. 
gocen los indios de entera libertad y  que puedan sólo por razón del 
salario o jornal servir voluntariamente a los encomenderos, pero no 
por otros motivos. Su tenor es el siguiente:

“El Rey. P or cnanto  en Real D espacho de  12 do J u lio  de es te  año se 
previno (entre o tras cosas) qne en las E ncom iendas que  hub iese  do servicio 
personal, no so había do hacer novedad a lg u n a , sino  queda rse  en el estado 
en qne se hallaban, por ser do corta  en tidad  y por los ¡neón ven ien tes qued e  
lo contrario podrían seguirse a! servicio de Dios y mío, g u a rd an d o  en su pro­
visión el estilo do ponerse Edictos, p a ra  que ocurriesen  los que  tnb ieren  mejor 
derecho en ellas y  so confiriese en el qne m ás bien lo probase. P oro  habiendo 
encontrado después el reparo  de que las E n c o m i e n d a s  d e  .s e r v ic io  p e r s o n a l  e s tá n  
e x t in g u id a s  y  m a n d a d o  p o r  d i f e r e n t e s  L e y e s  y  U r a l e s  C é d u l a s  q u e  c e s e  e s t e  s e r ­
v ic io ,  y  lo s  in d io *  q u e  a s í  t u v i e s e n  o p r i m i d o s  lo s  e n c o m e n d e r o s  s e  p u s i e s e n  en  s u  
e n te r a  l i b e r ta d ,  ta s á n d o s e  lo s  t r i b u t o s  q u e  l e s  d e b ie s e n  p a y a r  p o r  r a z ó n  d e  s u s  
E n c o m ie n d a s ,  en  d i n e r o  o  en  o t r a s  c o s a s  y  e s p e c ie s ,  t e n i e n d o  o b U y a c ió n  d e  d a r  y  
p a g a r  so lo  é s ta s . A lo que se añado haberse o rdenado  por Real C édula expe­
dida en el año de 1701 que en ade lan te  no hubiese ni se  consin tiese en las 
Provincias del Perú ni en ninguna parte  de e llas  ios servicios personales que 
se repartían por vía de tributos a  los indios de las Encom iendas, y  que los 
jueces y  personas qne hiciesen las tasas de los tribu to s, no los tasen  en ningún 
caso por servicio personal ni lo hubiese en es ta s  cosas sin  em bargo  de cual 
quier introducción, costumbre o cosa que cerca de ello  se hub iese perm itido 
so pena qne el encomendero qne usase «le óllos y co n trav in ie re  a  esto, por 
el mismo caso perdiese sn Encomienda y el tr ib u to  de los dichos servicios 
personales se conmutase y pagase como se tasase  en tru to s  de los qne los 
mismos indios tnbieren y cojieien en sus tie rras, o en d inero  lo que (le esto 
fuere para los indios más cómodo y de m ayor alivio y  m enos vejación; sobro 
que ocurre que por otra Real Cédula de 14 de A bril del añ o  de 1<¡;¡3, se prohi­
bió absolutamente el servicio personal de los indios en el Reino de Chile, y 
por la L e y  T i l .  X Y I  L ib  Y I  do la Recopilación de  las In d ia s , no tan  sólo se 
prohibió en todo aquel Reino, sino que se m andó «pie se a n u l a s e n  to d o s  lo s  
t í t u l o s  y  d e r e c h o s  que a  el hubiesen pretendido ten er los españoles. P o r cuyos 
motivos he declarado últimamente, sobre consu lta  de mi Consejo de  las Indias 
de 23 de •Setiembre del presente año, que las ex  prosudas eniKim ¡endas do ser­
vicio personal son y se deben entender, las de cuyas ta sa s  o tr ib u to s  percibían 
los encomenderos dolos indios en lugar de servicio personal, las cuales es

— 13S — *

restableció definitivamente el de ln Nueva Granada, con los mismos territorios que se 
Je habían señalado en la primitiva Cédula Real de 20 do Mayo de 1717, habiéndose fijado 
los üuderos definitivos entre aquellos Virreinatos, en 17-10.
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lili voluntad subsistan  en adelante , dejando do las roglas prevenirlas en el 
citado Real despacho a  12 de Ju lio  de esto uño, observándose lo que tan ju s ­
tam ente está  d ispuesto  por las leyes ¡le que no se obligue a que ¡os indios 
sirvan personalmente, NI SB use  d e  esta  pa la b r a  servicio  per so n a l , pu- 
(liendo si quisieren do su  voluntad  serv ir los dias del año que basten  para 
pagar el trib u to  que debieren, ajustándose el salario o jo rna l qne les corres­
pondiere, sin que tam poco en esto se les b aga  agravio. P o r ta n to  m ando a 
los V irreyes, A udiencias, G obernadores, Corregidores i Oficiales Reales de 
los dominios del P erú , a tiendan  a  la  puntual observancia de lo que se viene 
expresado; con adve rten c ia  qne do lo contrario  me será  do mucho desagrado.
I  qne este despacho se ano te  en la  C ontaduría General do V alores de mi 
Real H acienda y en la  del Consejo de las ludias. Dado en M adrid, a  4  de 
D iciem bre de 1720. V o el Rey. P or mandado del Rey N uestro Señor. D on 
Francisco de A rana . (Siguen tres rúbricas)”.

Oonsta que se tomó razón de esta Real Cédula en la Contaduría 
General de Valores de la Real Hacienda de España, en 5 de Diciem­
bre de 1720; y en 26 de Marzo de 1722, ordenó la Real Audiencia 
de Quito, su cumplimiento y ejecución.

Generalmente gozaban los indios de justicia gratuita y los pro­
tectores de la raza no podía cobrarles ningún salario por el amparo 
y defensa, en los asuntos en que intervenían, conforme lo dispone la 
Cédula Real de 25 de Febrero de 1725, en la que consta el nombra­
miento que hizo el Rey para protector fiscal de los indios en la 
Audiencia de Quito, en la persona de Don Juan Lujan y Vedía, a 
quién se le concedió mercedes, franquicias y preeminencias, y la 
facultad de concurrir a los acuerdos y juntas y nombrar un Solici­
tador que acuda a los litigios de los indios. Debía también nombrar 
a los demás protectores de la raza, para que les asistan, amparen y 
defiendan a tos indios del distrito, en sus pleitos y  causas, hasta que 
vayan en apelación a la Audiencia, con la advertencia de que no han 
de llevar dichos protectores ningún salario.

Se le impuso al Protector Fiscal en aquella Cédula la obligación 
de visitar cada día, con el Oidor de la Audiencia, a los indios de su 
jurisdicción, debiendo subrogarle al Ministro Fiscal, en cítso de va­
cancia de este cargo, con el salario de mil ducados de Castilla.

De la Villa Monasterio, a 31 de Enero de 1729, expidió el Rey 
la Cédula que fue refrendada por Don Francisco Díaz Román, con 
motivo de babor rendido cuentas Don Santiago de Larrayn—siendo 
Presideute de la Audiencia de Quito y Protector de Indios en ella 
Don Esteban de Olaiz Aroche i Echeverría—sobre los fraudes que
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se habían cometido por el Corregidor Don Antonio de Oña, en ia 
cobranza de tributos de indios, recordando lo que se previno a la 
referida Audiencia, por las Cédulas de 19 y  28 de Junio de 1720, 
respeeto a lo que se debía ejecutar para el esclarecimiento de dichos 
fraudes y recaudación de aquellos tributos atrazados cuya diligencia 
se encomendó a Don Jacinto González y a Don Alfonso Jijón, como 
Diputado de la Ciudad. Se expresa que habiendo visto el Consejo 
de las Indias, la carta de 3 de Marzo de 1723, en lá que la Audiencia 
de Quito manifiesta haber procedido en cumplimiento de lo que se 
le tenía ordenado, tanto en la averiguación de los fraudes-cometidos 
por Don Antonio Oña, como en la liquidación de cuentas de los refe­
ridos Diputados González y Jijón, que se nombraron para la recau­
dación y entero de las tributos corrientes, sin hacer agravio a los 
indios ni españoles ni cohrádose de los ausentes, muertos ni de losqne 
no los debían por ser de corta o crecida edad; se aprobó lo ejecutado 
y se dió gracia» a la Audiencia y a los expresados Diputados, al ha­
berles mandado dar finiquito y cancelar la obligación que tenían 
hecha. Se resolvió, además, que en lo sucesivo se haga la cobranza 
de los tributos por medio de Diputados, dándose cuenta de lo que 
hubiese producido últimamente.

En la Cédula Real de 28 de Mayo de 1730, se le increpa a la 
Audiencia de Quito por haber desatendido la real orden de 17 de 
Setiembre de 1723, con motivo del remate verificado por Don Ma­
nuel Diez Flores del sitio y obraje de la Comunidad de indios del 
pueblo de Yaruquíez de la Villa de Riobamba, manifestando el Rey 
su grande extrañeza y desagrado por los procedimientos Irregulares 
con motivo de dicho remate; y visto todo en el Consejo de las Indias 
consta que se negó la confirmación solicitada por Diez Flores, habién­
dose ordenado restituir el dinero dado por él, y entregarse a la 
Comunidad de Indios la posesión de la propiedad en que él se 
hallaba del sitio y  obrajes.

En la siguiente Cédula, se ordena la completa abolición del ser­
vicio de la mita en los obrajes de la Provincia de Quito, pidiéndole 
cuenta a la Real Audiencia de lo que al respecto se había resuelto 
anteriormente:

"E l Rey.—Presidente y Oidores de mi R eal A udienc ia  do ia  C iudad do 
San Francisco de Quito. H ablándose m andado al P res id en te  do osa A ud ien ­
cia por Real Cédula do 31 de D iciembre del año 1701 (cuya copia se acom paña

Biblioteca Nacional Eugenio Espejo



— 141 —

a csl’n) que c e s a r e  e n t e r a m e n t e  e l  e n t e r o  y  s e r v i c i o  (le  l a  m i t a  e n  lo s  o b r a je s  d e  
esa  P r o v i n c ia ,  y  que man teniéndose éstos kg com prom etiese el trabajo  de s o lo  
in d io s  v o l u n t a r i o s ,  cou o tros encargos m uy particu lares para  su buen tra ta -  
Diimito, como lo reconoceréis por ella: H e resuelto  rem itírosla y  ordenaros 
y mandaros, como lo bago, que en sti inteligencia me déis cuen ta do todo lo 
ocurrido en cum plim iento  de la  c itada  Real Cédula, sobre el estado de los 
chorrillos y galpones de esa Provincia. Y  así lo ejecutaréis en la  p rim era 
ocasióu que se ofrezca. Do San Ildefonso, a  21 de Jun io  de 1734.—Yo el Roy. 
Por maudado del R ey nuestro  Señor. Don M iguel de V illauuova”.

La Real Cédula dada en el Pardo a 27 de Enero de 1735, con­
tiene la revocación de Ordenanzas anteriores y especialmente de la 
Ley I, Tit. X, Lib. V III de la Recopilación de Indias, en la que 
se prescribe el pago del derecho del quinto por la labor de las minas; 
y en adelante, quedó reducido este impuesto al diezmo que debía 
satisfacerse al Erario en el Reino del Perú, como de antemano se 
había establecido ya paro la Nueva España, en favor de los mi­
neros, en donde se había experimentado con esta reforma notables 
beneficios.

Se tomaron en cuenta pava aquella rebaja arancelaria, entre 
otros motivos, los siguientes: que el sistema anterior había causado 
la ruina del comercio en los Reinos de América, que por él había 
sufrido perjuicios la Real Hacienda, en los últimos años, por los cre­
cidos gastos y escasa utilidad de los mineros. En la fecha en que 
se expidió aquello Cédula Real, se expresa que: No existía la abun­
dancia que se vid florecer en el Reino del Perú con la riqueza que 
producían sus preciosos y  abundantes minerales de oro y  plata, para 
cuyo beneficio hubo uño de distribuirse de nueve a diez mil quintales 
de azogue; y se agrega que el descaecimiento y  lastimoso estado se 
debía no a la fa lta  de yacimientos ni de sus buenos metales, sino a 
las causas enumeradas que disminuían el uúmero de los que antes 
se dedicaban a la explotación de los minns.

En Mndrid a ü de Julio de 1746, murió Felipe V y le sucedió 
su hijo Fernando V I on los Reinos y Señoríos de España y de las 
Indias. No bien se hubo posesionado en el trono expidió la Cédula 
de 31 del preindicado me6 y año, dirigida al Presidente y Oidores 
de la Real Audiencia de Quito, a que le aclamen como Soberano y 
levanten pendones. Para el despacho de los títulos y provisiones 
remitiéronse nuevos sellos de las Armas Reales a los Consejos y Tri­
bunales de España y de las Américas.
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Dejó Femando V I notabilísimas ordenanzas que se bailan colec­
cionadas en el Volumen V III del Archivo do la Corte Suprema del 
Ecuador, por el doctor Francisco Javier de Solazar, de orden do don 
Joseph García de León y Pizarro, Presidente y Visitador General 
en la Real Audiencia. Entre las de mayor interés y significación 
pnra la raza indiana, se halla la suscrita por el filantrópico Rey, en 
San Lorenzo, a 15 de Octubre de 1754, en la que se dan instruc­
ciones detalladas sobre la forma en que debía hacerse la venta y 
composición de las tierras realengas, pnra lo que se concedió a las 
Audiencias y Gobernadores la facultad de despachar las confirma­
ciones y fallar los recursos de apelación de las resoluciones de loa 
Subdelegados, reafirmando a los vasallos en el dominio y posesión 
que antes tenían, conforme a sus respectivos títulos.

Según se expresa en dicha Oédula Real, se modificó con ella 
la de 24 de Noviembre de 1735, a causa de la pérdida y perjuicios 
que experimentaban muchas personas que habían dejado de apro­
vechar del beneficio de recurrir a España desde los Reinos de las 
Indias, impetrando la confirmación de tierras realengas, de poco valor 
o extensión, y las composiciones que habían hecho ante los subdele­
gados, por cuyo motivo habían quedado sin labranza ni cultivo 
muchos sitios baldíos.

Para evitar los abusos y perjuicios que experimentaban los des­
pojados indios, en aquella Cédula Real de 1754, se resolvió:

“T.—Que en afielante quede p riva tivam ente a  ca rgo  do los V irreyes y 
Presidentes de las Peales A udiencias la facultad de n o m b ra r M inistros S ubde­
legados, que deben practicar in v e n ta  y  cnir posición de  aque llas  tie rras  que 
le pertenecían al Hoy, ou sus dominios, ex tend iendo  el títu lo  respectivo , de­
biendo darle aviso a! Secretario de Estado”.

“I I .— Q «e los J u e c e s  y  M in is tr o s  en q u ie n e s  se  s u b d e le g u e  la  j u r i s d ic c ió n  
p a r a  la  r e n ta  y  co m posición  d é lo s  rea lengos, p r o c e d a n  co n  s u a v id a d ,  tr io  p in  ¡ ira  
1J m odera c ió n , con p ro c eso s  verba les  y  no ju d ic ia le s ,  e n  la s  l i a r a s  q u e  p o se y e re n  
los in d io s , y  en la s  d e m á s  q u e  h u b iere n  m e n e s te r ,  e n  p a r t i c u la r  p a r a  s u s  la b o res , 
la b ra n z a  y  c r ia n z a  de  g a n a d o s , p u e s  p o r  lo  to c a n te  a l a s  d e  C o m u n id a d ,  y  la s  
que les e s tá n  co n ced id a s a  s u s  p u e b lo s  p a r a  p a s to s  y  e x id o s ,  n o  se  h a d o  h a cer  
novedad , m a n te n ié n d o le s  en la  p o sesió n  d e  e lla s , y  r c it r g r á n d o lc s  e n  la s  q u e  se 
les h u b iere  u su rp a d o , conced iéndo les m a y o r  e x te n s ió n  e n  e lla s , s e g ú n  la  e x is te n c ia  
d e  la  población , no u sa n d o  tam poco  d e  r ig o r  con  la s  q u e  p o s e y e r o n  lo s  españo les , 
y  g e n te  de  o tra s  ca s ta s , teniendo presen te p a ra  cod unos y o tro s  Ind isp u esto  
por las leyes de 14, IB , 17, 18 y 10 de T it. A 'l í, Lib. IV  d é l a  Recopilación 
de lud ias”.

Biblioteca Nacional Eugenio Espejo



—  143 —

• “ I lf .—Q ue recib ida es ta  Instrucción  por los Subdelegados y su n om bra­
miento, libren por su  parte  órdenes generales a  las Ju s tic ias  de las C abeceras 
y  lugares principales de su respectivo d istrito , m andando se publique en ellos, 
para que todas o cualesquiera personas que poseyeren realengos, estando  o 
no poblados, cu ltivados o labrados, desde el año  1700, has ta  el d ía  de la  publi­
cación de es ta  orden, acudan  a  nm uilestar an te  el mismo Subdelegado, los 
títulos y  despachos en cuya v irtud  los poseen, señalando mi térm ino para esta  
exhibición, con aperc ib im iento  do que serán despojados y lanzados do ta les 
tierras, y  se  hará  m erced de ellas a  otros, si en el térm ino que se les asignare 
dejaren de acudir, sin ju s ta  y  leg ítim a causa”.

“IV .— Q tio  c o n s t a n d o  d e  ¡o s  t í t u l o s  q u e  so  p r e s e n t a r e n  o  p o r  o t r o  c u a l q u i e r  
m e d io  l e g a l  e s t a r  e n  p o s e s i ó n  d e  ( a le s  r e a l e n g o s , e n  v i r t u d  d e  v e n t a  o  c o m p o s ic ió n ,  
a n t e s  d e  a ñ o  1700, a u n q u e  n o  é s t e n  c o n f i r m a d o s  p o r  m i  R e a l  P e r s o n a ,  n i  p o r  lo s  
V i r r e y e s  o  P r e s i d e n t e s ,  so  le s  d e je  e n  l a  l i b r e  y  q u i e t a  p o s e s ió n  d e  e l lo s , s i n  c a u ­
s a r l e s  l a  m enor m o l e s t i a , l l e v a r l e s  d e r e c h o s  a l g u n o s  p o r  e s ta s  d i l ig e n c i a s ,  de con­
formidad con la  Ley X V III , T ít. IV  «lo la  Recopilación d e lu d ía s ; y  n o  te ­
n i e n d o  t í t u l o s  l e s  b a s t a r á  l a  j u s t i f i c a c i ó n  d e  s u  a n t i g u a  p o s e s ió n ,  c o m o  t í t u l o  d e  

j u s t a  p r e s c r ip c ió n ,  y  s i  n o  t u v i e r e n  c u l t i v a d o s  lo s  r e a le n g o s ,  s e  le  s e ñ a l a r e  e l  t é r ­
m in o  d o  t r e s  m e s e s , que previene la Ley l í ,  o el que parezca conveniente para 
que lo hagan , con aperc ib im iento  que de lo contrario  se bnrá merced de ellos 
a  los que denunciaren , con la  mism a obligación do cultivarlos”.

“ V.— Q ue los poseedores (le tierras vendidas o com puestas por ios respec­
tivos Subdelegadas desde el año  1700 h as ta  el presente, no puedan tam poco 
ser m olestados, inqu ietados ni denunciados, conslando tenerlas confirmadas 
por mi Real Persona, o por los V irreyes y  P residentes de las A udiencias de 
los referidos D istritos; pero los que  poseyeren sin esta  precisa calidad, debe­
rán acud ir a  im p e tra r la  confirmación de ellas a n te la s  A udiencias do stt 
D istrito y dem ás M inistros a  quienes se com ete es ta  facultad  por es ta  nueva 
Instrucción, ios cua les en v ista del proceso que se hubiese form ado por los 
Subdelegados, en orden a la  m edida y  avalúo  de ta les  tierras, y  del títu lo  que 
se les hubiere despachado, exam inarán  si la  ven ta  o  la composición es tá  hecha 
sin fraude ni colusión y  en precios proporcionados y  equitativos, con v ista  
y  audiencia de los Fiscales, pura que con atención a  todo y constando haber 
en trado  en C ujas R eales el precio de  la  ven ta  o  composición y derecho de 
M edia-A tinula respectivo , les despachen la confirmación de sus títu los, con 
los cuales q ueda rá  leg itim ada la  posesión y  dominio de ta les tierras, aguas 
y baldíos”.

“ V I.—Q ue si de los procesos que so deben haber form ado para  las ven tas 
y  com posiciones, no confirm adas desde el año  de 1700, constare no haberse 
medido ni ap rec iado  los tules realengos, se suspenda el despachar la  confir­
mación h a s ta  que  esto  se ejecute; y  según el m ás valo r que resu ltare  por 
m edidas y avalúos, d eb e rá  regu la rse  al servicio pecuuiurio que ha de preceder 
a la confirm ación”.

“ V IL —Q ue en la9 ó rdenes genera les que han de lib rarse por los S ubde­
legados a  las Ju s t ic ia s  (lo las C abeceras y  P artidos  de su D istrito , lia de 
Insertarse la  c láu su la  q u e  las personas que hubieren excedido los lím ites do 
lo com prado o com puesto , in troduciéndose en  m ás te rreno  de lo coucedido, 
estén o no confirm adas las posesiones p rincipales acudan  precisam ente au te
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ellos a su composición, para que del exceso procediendo a  la m edida y avalúo 
se les despacho título y  confirmación; de lo con trario  ad jud icara uso* al Real 
Patrim onio para venderlos a terceros, aunque estén labrados, p lan tados o con 
fábricas los Realengos ocupados sin títu lo , si pasado el té rm ino que se seña­
lare no acudiesen a m anifestarlos y tra ta r  de sti com posición y confirmación 
los intrusos poseedores”.

“ V III.—Que a los que denunciaren tie rras, suelos, sitios, aguas, baldíos 
y  yermos no se les dará  la  recom pensa correspondiente y se les adm itirá  a 
moderada composición do aquellos que denunciaren  sin ju s to  títu lo  y que 
esto se incluya también en ol Bando, que los S ubdelegados que se nom braren 
deben hacer publicar en sus respectivos D istritos”.

“ IX .—Que por las A udiencias respectivas se despachen por Provincias 
y  en mi real nombre las confirmaciones, con p receden te v is ta  F iscal de ollas, 
como va expresado, sin más gasto judicial de las partes, que  el do los dere­
chos de la ta l Provisión, según A rancel, a cuyo fin recogerán  de  los Subdele­
gados de los D istritos íos Autos que hubieren hecho sobre la  v en ta  o compo­
sición de que se pidiere la confirmación, ccn los cuales y  según el valor en 
qne se hubieren regulado los terrenos, relevándolos de acud ir a  mi Real per­
sona por las confirmaciones, podrán a rb itrar el servicio pecuniario  que deben 
hacer por esta nueva merced”.

“X .—Que a  fin de evitar costos y dilación, deben los S ubdelegados rem i­
tir  en consulta a las Audiencias respectivas los A u tos  o rig inales que sobre 
cada negocio se hubiese hecho, p u ra q u e  vistos por ellas y  sus F iscales so los 
devuelvan, o bien para que expidan los T ítu los por no ofrecer reparo , o para 
evacuar las diligencias que se les previnieren y fac ilita r  de  e s ta  form a la 
breve expedición de las reales confirmaciones, sin  la  duplicación  de nuevo 
título”.

“X I.—Qne las mismas Audiencias conozcan en g rad o  d e  la  apelación , de 
las determinaciones y sentencias que dieren los S ubdelegados en las que 
acerca do la venta o composición de Realengos, su s  denunciaciones, m edidas 
y  tasaciones se origine algún pleito; con cuya prov idencia su e v i ta rá  tam bién 
a aquellos vasallos el costoso recurso al Consejo y el que a lgunos, por no 
poder hacerlo, abandonen su justicia”.

“X II .—Que en las Provincias d istan tes do las A udiencias, com o Caracas, 
H abana, Cartagena, Buenos Aires, Panam á, Y u ca tán , O iinianá, M argarita , 
Puerto Rico, y otras de igual circunstancias, se despachen las confirm aciones 
por sus Gobernadores, con acuerdo do los Oficiales R eales y  del T en ien te  G e­
neral Letrado, eu donde le hubiere; y que los m ism os M inistros determ inen  
igualm ente las apelaciones que se interpusieren del S ubdelegado  que  es tu ­
viere nombrado o se nombrare en cada una  do las P rov incias o  Is las , sin 
acudir a la Audieucla o Oauciilería del D istrito , sino en caso  do no es ta r  
conformes las dos sentencias; y  esto  do oficio o  por v ía  d e  consu lta , pa ra  
ev itar los costos de los recursos por apelación; y eu doude h ub ie re  dos Ofi­
ciales Reales existentes, hará el más m oderno el oficio do defensor do la  Real 
A udiencia en estas causas, y  el más an tiguo  de  O onjuez con el G obernador, 
asesorándose cuando haya A uditor o T en ien te de G obernador; y  en donde 
hubiere solam ente uu Oficial Real, so nom brará defensor de la  R ea l H acienda 
a cualquier persona inteligente del vecindario; siendo ig u a lm en te  de cargo
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do los G obernadores con sus O onjneces exam inar acerca de las composiciones 
de los Subdelegados, lo mismo que va expresado pura con las A udiencias”.

“ X II I .—Q ue lo que im portaren  las venias y  composiciones de cada A u­
diencia y l'u rtido  y el servicio pecnuinrio que se causare con las con Urinacio­
nes, en tre  a  las correspondienles Cajas Reales; y las A udiencias y Presidentes 
de ellas, los G obernadores y Oficiales Reales de los P artidos tne darán cuenta, 
por mano del S ecretario  del D espacho de Indias, de lo que hubiere producido 
esto Ram o de la Real H acienda en cada  año, para que sobre sus noticias 
pueda yo d a r  a éste  caudal el destino que unís convenga a  mi servicio”.

“XIV.—Respecto de lo que acu laren  los Subdelegados, no se les b a  de 
exigir a  las p artes  derechos algunos, y tengo a bien asignar a cada uno, por 
vía de ayu d a  de eosta , el dos por ciento de lo que m ontaren las ventas y com­
posiciones que hicieren, coiuo lo acordó el Consejo eu su Iustrución de 1G9G; 
y los Escribanos a n te  quien ac tuaren  solo deberán percibir los derechos según 
A rancel”.

“ Todo lo provenido en es ta  In strucción—ordena F ernando  V I—que so 
ejecute precisa y  pu n tu a lm en te  por mis V irreyes, Audiencias, Presidentes y 
G obernadores de todos mis dom inios de Indias y  por los Subdelegados y 
demás personas a quienes toca o puedo tocar su  cum plim iento, sin ir contra 
su tenor por causa a lg u n a  o m otivo por ser lo que conviene a  mi servicio y 
bien de aquellos vasallos; y  m ando que de esta  Instrucción se tomo la  razón 
en mi C on tadu ría  G eneral del Couscjo do las Indias ,v en las Audiencias, 
Omicillorias, G obiernos y  Ciudades, sentándolo en mis respectivos Libros, y  
un los T ribunales  y  C on tadu rías  d é l a  Real A udiencia y dem ás partes que 
convenga, para  que todos y cada uno lo tenga  entendido, y observe y guarde 
precisa o iiidisptm.subleiui.Mite en la pa rte  que le tocare. D ada en San L o­
renzo el Real, a  15 de O ctubre de 1751. Yo el Rey. (Rúbrica). F irm a Don 
Ju lián  ile A rria ya”.

Guayaquil y Cuenca deberían recordar con enorme y profunda 
gratitud la benéfica labor del ilustre monarca Fernando VI, quien se 
propuso erigir los primeros obispados en dichas ciudades, coadyu­
vando a este laudabilísimo proyecto del ejemplar Obispo de la Dió­
cesis Metropolitana de Quito, Excmo. Dr. Juan Nieto Polo del Aguila, 
que ejercía jurisdicción eclesiástica desde la Capital de la Real Au­
diencia, sobre aquellos apartados y extensos territorios, incluso el 
de Lojá.

Hemos tenido ocasión de leer con veneración una carta dirigida 
al Rey, por tan eximio y piadoso Prelado, a 9 de Enero de 1752, 
en la que reluta la penosa visita pastoral que hizo de las principales 
Provincias que se hallaban a su cargo, llevando en su compañía dos 
Jesuítas para las misiones, por caminos intransitables y peligrosos, 
administrando la confirmación a millares de indios. Constan repre­
sentaciones elevadas a Su Majestad por los Cabildos, Justicias y Re­
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gimientos de Guayaquil y Cuenca, acerca de la necesidad de que se 
divida el Obispado de Quito, por la distanció territorial de sus pobla­
ciones. Y, ponderando la virtud, desinterés y caridad del Exorno. 
Nieto del Aguila, se le apellida en uno de esos importantes docu­
mentos E M U L O  D E L  S O L ,  "por haber iluminado con su benéfica pre­
sencia las rústicas cabañas y los pajizos albergues”.

A los trece años de un pacífico remado, falleció Fernando VI, 
el 10 de Agosto de 1759, dejando por sucesor a Carlos III, sin que 
hubiese podido alcanzar del Sumo Pontífice la fundación de la Dió­
cesis de Cuenca; cuya gracia se le otorgó a Carlos IV, según consta 
déla Cédula Real expedida el 13 de Febrero de 1772, de acuerdo 
con las B u l a s  P o n t i f i c i a s  que concedieron a la Catedral de Cuen­
ca el título blasonarlo y la advocación de la I n m a c u l a d a  C o n c e p ­
c i ó n ,  habiéndose erigido poco tiempo después la sede del Obispado 
en la hermosa ciudad del Paucarbamba que comprendía las provincias 
de Guayaquil y Luja. El Ministro Delegado de España en la Corte 
de Roma, a quien se le confió las gestiones diplomáticas, remitió con 
carta de 19 y 27 de Enero de 1769, una copia de la representación 
que hizo, al efecto, y del Decreto en que Su Santidad concedió 
la referida gracia, cometiendo la ejecución al Rvdo. Obispo que 
fuese del agrado del Rey, reservándose a expedir la B u l a  d e  C o n ­
f i r m a c i ó n .

Fué Carlos III, como observan los historiadores, “el último de 
los monarcas de la Casa de Borbón y con él terminó el período de 
reformas, y comenzó el de revoluciones do los países americanos con 
Carlos IV ”. Durante su efímero reinado que duró dieciséis años, 
fué instrumento de las logias masónicas hostilizando a la Iglesia Ca­
tólica, con la reducción del número de clérigos y del personal de las 
comunidades religiosas y la imposición de contribuciones que les 
obligó a pagar, tanto en España como en las Indias Occidentales, 
siendo autor de la Pragmática-Sanción de 27 de Febrero de 1767, 
relativa a la extinción de la Compañía de Jesús en los dominios de 
la Metrópoli y de las Américas, cuya confirmación impetró del Papa 
Clemente XIV, insistentemente, y  al fin alcanzó el b r e v e  p o n t i ­
f i c i o  de 21 de Julio de 1773, concebido en términos generales que 
se hizo extensivo a todo el mundo, habiendo ordeuado el Rey que 
se publicara y  que tenga debido cumplimiento en los Reinos de las 
Indias y sus Islas adyacentes, a raíz de lo que fueron expulsados los
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religiosos de todos las misiones y doctrinas, de las universidades y 
colegios, de los hospicios y demás instituciones que se hallaban a 
su cargo.

En la Cédula de 18 de. Noviembre de 1767, dirigida a la Real 
Audiencia de Quito, se insertó la de 18 de Octubre del mismo año, 
imponiendo gravísimas penas a los regulares de la Compañía de 
Jesús que contraviniendo a la Pragmática-Sanción, retornasen a los 
territorios de España, sin permiso del Rey; conminándose con la 
reclusión perpetua a los ordenados in sacris y con la pena de muerte a 
los legos; y un año después quedaron extinguidas en los planteles ofi­
ciales las cátedras de la escuelu llamada jesuíta.

En la Cédula de 25 de Octubre de 1769, se ordenó que se reco­
jan los ejemplares impresos o manuscritos que se hayan repartido de 
un Breve del Papa expedido en Roma, a favor de los jesuítas desti­
nados a las misiones de la América.

Convulsionados los pueblos gemían silenciosamente, herida su 
alma por los dardos del sectarismo que entenebrecían el horizonte. 
Existen varias reformas sociales en la época de Carlos III, benefi­
ciosas al indigenismo; y podemos mencionar algunas que' constan de 
las siguientes Cédulas:

En la de 27 de Noviembre de 1764, se declaró que a la Junta 
de Corregidores establecida por lo ordenanza de 15 de Junio de 1751, 
le correspondía dictar las providencias y reglas que ella juzgara con- 
Veuientos puro precaver los fraudes, extorsiones y violencias que po­
dían ¡rogarse a los indios en los repartimientos, con motivo de los 
géneros, frutos y efectos que hayan de conducir a cada provincia de 
las Reales Audiencias del Perú y Manta Fe, quedando a cargo 
y cuidado de ellas oír y determinar las quejas, recursos y demandas 
que se ofrezcan en sus respectivos distritos, por los excesos que come­
tan los Corregidores y dimanen de no observar las normas estable­
cidas por la Junta.

La Ordenanza General de 11 de Setiembre de 1766, dirigida a 
los Virreyes, Audiencias, Gobernadores, Corregidores y demás Mi­
nistros de las Provincias del Perú, y a los Arzobispos, Obispos y 
Cabildos eclesiásticos, contiene insertas dos importantísimas Cédulas, 
la una de 12 de Marzo de 1687, y lo otra de 21 de Febrero de 1725, 
relativas a la concesión de altos cargos y dignidades civiles y ecle­
siásticas a que podían llegar los indios naturales de la América, siem­
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pre que concurran las calidades de capacidad y demás circunstancias 
previstas en la Ley VII, Tit. V II del Lib. I de la Recopilación de 
1G80, conforme de antemano se había ordenado por los Reyes, a que 
los indios mestizos fuesen ordenados de sacerdotes y las mestizas pu­
diesen ser admitidas de religiosas en los Monasterios. Y subrayamos 
el nombre de Fray Isidoro de Cala, Misionero Apostólieo de la Orden 
de San Francisco en la Provincia de Lima, que pidió y alcanzó, entre 
otras honras y privilegios, esta reiterada orden del Itey, para que 
los indios fuesen admitid' s en las Religiones, educados en los Cole­
gios, ij promovidos, según su mérito y  capacidad, a las Dignidades 
eclesiásticas y  Oficios públicos.

Llegó a expedirse la Real Cédula de 15 de Octubre de 1768, 
para que la Audiencia de Quito, providencie conforme a la ley, en 
ouanto al establecimiento de escuelas de primeras letras y gramática, 
transcribiéndose el contenido de la Carta de 6 de Diciembre de 1767 
del Oidor Don Serafín Veyan, que denunció que:

“Ed dicho ciudad hoy pocos sujetos que tienen btieoti tetro, que la Ortografíe 
ñas se conoce, dependiendo esto de que apenas lmy uim escuela en el Convento do 
Santo Domingo deudo se enseña de valde a todos los quo concurrí*»; que en lo domas 
de la ciudad do Quilo hay algunos maestros particulares que enseñan en sus casas pur 
medio real cada semana a los que leeu. uu real o dos a los quo escriben y cuatro a los 
de Aritmética; y que como los pobres no tienen para la paga les falta esta instrucción, 
y lo que es más la de la Doctrina Cristiana; que la Latinidad sólo se enseñaba en la 
Compañía, y al presente en el Colegio de Sau Luis, pero siempre tan mal, que apenas 
aatieu construir; quo no hay quien entienda palabra «le Prosodia y Itotóricu, m «le buen 
Latín, como se experimenta en los profesores del Derecho dependientes de este Tribunal; 
que en las Facultades mayores es imposible entablar método, porqu» hay no so conuco 
y que pateciéiulule muy conveniente poner en esta Ciudad Kseuolu» «le Primeras Letras 
y Gramática para instrucción de los pobres, me lo buce presente, para que provea tu 
materia de tanta importancia. Y habiéndose visto en mi Consejo de tus Iuilins, con lo 
quo dijo mi Fiscal, he resuelto que providenciéis en este asunto, conforme u la Ley, a 
cuy<i fin se hace el propio encargo a Vos el Presidente y al Reverendo Obispo de esa 
ciudad por cédulas de la fecha de ésto. Dada eu San Lorenzo n 15 «lo Octubre de 17(58. 
Yo el Bey.—P«»r moudndo del Rey Nuestro Señur. Nicolás de Mollinedu”.

En la Cédula de 10 de Mayo de 1770, atendiendo a la repre­
sentación del Arzobispo de México, se prescribe a los Virreyes, 
Audiencias, Gobernadores y demás Ministros, Jueces y Justicias de 
los mismos Distritos y de las Islas Filipinas, y se encarga a los Arzo­
bispos, Obispos, Cabildos, Provisores, Vicarios Generales, &, que se 
pongan en práctica y observeu los medios snjeridos por dicho Ar­
zobispo, a fin do conseguir que se destierren los diferentes idiomus
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usados en aquellos dominios, y sólo 6e hable el castellano, para cuyo 
aprendizaje debían establecerse escuelas en todos los pueblos, bajo la 
sapcrvijiluncin de los Obispos y Párrocos a que se les enseñe a los 
indios la doctrina cristiana en lengua castellana.

A 28 de Enero de 1778, se ordenó así mismo que en todos los 
pueblos de las Audiencias de los Reinos de las Indias, se establez­
can los escuelas necesarias, donde aprendan a leer, escribir y hablar 
el castellano los indios, prohibiéndoles usar su lengua nativa; debien­
do para ello proveérseles de maestros idóneos de buena conducta y 
cristiandad que se requiere para tan útil y delicado ministerio, asig­
nándoles el salario que se paga de la Real Hucienda.

La Cédala de 3 de Julio de 1773, contiene ia prohibición de 
que los Ministros y Protectores de ludios no puedan casarse en los 
distritos de los Audiencias donde prestaban sus servicios, sin el real 
permiso, bajo las penas impuestas por la ley a los contraventores.

Anotamos aquí que, en los documentos coloniales pertenecientes 
a la Real Audiencia de Quito, se encuentran muchas otras antiguas 
prohibiciones relativas a los Virreyes y Presidentes, Oidores, Alcaldes 
dol Crimen, Fiscales, <6, por las que no podían casarse siu licencia del 
Roy, bajóla sanción de perder sus empleos; siendo al respecto digna de 
mención especial la Cédula de 24 de Mayo de 1740. enviada desde 
Arnnjuez para la Nueva España, el Perú y Santa Ee de Bogotá. 
Dichas prohibiciones constan de las Leyes 82 y siguientes del Título 
X V r, Lib. II de la Recopilación, habiéndose reformado con ellas las 
instituciones qne regían en los primeros años de la conquista para los 
matrimonios de españoles e indios, que goznban de libertad.

Bajo el aspecto de privilegios sociales, es de suma importancia 
la R e a l  d e c l a r a c i ó n  d e  s u  M a j e s t a d , de 17 de Junio de 1773, 
sobre el método y observancia uniforme con que debía cumplirse lo 
dispuesto en el Reglamento de Pensiones do Montepío Militar, expe­
dido en 20 de Abril de 1761, para las viudas y familiares de mili­
tares que debían presentar la justificación de su derecho, conforme 
lo establecido en la tarifa que señala las respectivas pensiones, para 
gozur de ellas, según la categoría y grado que hubiesen tenido los 
oficiales, así de las tropas de tierra, como de marina.

Se estableció el libre comercio en Nueva España y los Reinos 
del Perú, Nueva Granada y  Guatemala., cor la Cédula de 20 de Ene­
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ro de 1774, quedando suprimida la prohibición que antes había para 
la entrada y salida de mercaderías, efectos y frutos en sus respectivos 
puertos; sin otras tarifas aduaneras ni contribuciones que las ordina­
rias y comunes establecidas por las leyes. Pura todos los naturales 
y habitantes, quedaron en consecuencia habilitados los puertos marí­
timos, en que hubiesen Ministros Reales y embarcaciones españolas, 
con la condición de que no exceda el cargamento del número de 
toneladas permitido por los Leyes de Indias, debiendo concederse por 
los Gobernadores las licencias y registros.

En la Cédula de 13 de Abril de 1777, se determinó la forma y 
reglas que en lo sucesivo se habían de observar en los Reinos de las 
Indias, para los remates, admiuistación y distribución de los diezmos 
de las Iglesias, cuya jurisdicción no debía ser privativa, como lo ero 
antes, toda vez que tenían que intervenir con el propio objeto, el Vi­
rrey, Gobernador e Intendente, los Ministros Reales y los Jueces de 
Diezmos nombrados por el respectivo Arzobispo, Obispo o Cabildo, 
debiendo todos guardar, cumplir y ejecutar esta Real Resolución.

Se hubieran sentido afortunados y felices los pueblos que for­
maban el Virreinato de Nueva Granada, inclusive los de la Audiencia 
de Quito que estaban incorporados a él, si acaso se hubiera puesto 
en ejecución la previsiva y notable Cédula Real de 2 de Agosto de 
1780, que para la subdivisión de las tierras realengas, el fomento de 
la agricultnra y el abaratamiento de las subsistencias, impedía la for­
mación de los latifundios', prescribiendo que tengan derecho a ellns 
los labradores que las cultivasen, con el control de las autoridades, 
llamadas a garantizar eficasmente el repartimiento de aquellas tierras, 
sobre la base de la posesión y del trabajo, según las atinadas y autén­
ticas doctrinas del catolicismo social inspirador de tan bellas teorías.

Es cosa que asombra y admira la justeza de apreciaciones, la 
amplitud y rectitud de criterio y el plano rectilíneo en que se coloca­
ron los Reyes de España, de acuerdo con las saludables insinuaciones 
de Virreyes de la talla de Don Manuel de Guirón, Gobernador y Ca­
pitán General del Nuevo Reino de Granada, prescribiendo ti los Tribu­
nales de las Audiencias las nuevas reglas y  métodos que debían 
observarse en la venta y  composición de ¿ierras para que fuesen titi­
les a los vasallos de América, señaladamente a los pobres, para 
fomentar entre ellos su distribución y cultivo, anticipándose a las
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modernas tendencias, a los ideales sociológicos más nvansndos y a las 
aspiraciones colectivas que hoy se quieren poner en práctica, co­
mo puede verse de la siguiente Cédula lleal suscrita en San 
Ildefonso, a 2 de Agostu de 1780, ampliando las anteriores de 1754 
y las reales instrucciones de 26 de Mayo de 1777.

Consta que para expedirla obró el Rey, conforme a lo solicitado 
en Ins Cartas de 1776 y de 15 de Diciembre de 1778, a los dictá­
menes del Fiscal de la Real Hacienda y del Juez General de Rea­
lengos y al voto consultivo de la Audiencia de Santa Fe; y habién­
dose visto en el Consejo de las Indias, con lo que informó la Conta­
duría General, se resolvió que: "en to/ln ese Virreinato no se inquiete 
a los poseedores de tierras realengas en aquellas que actualmente 
disfrutan y  de que están en posesión, en virtud de correspondientes 
titulas de venta, composición con mi Real Patrimonio, contrato par­
ticular, ocupación u otro cualquiera que sea capaz de evitar la 
sospecha de usurpación, ni M igarles a que las vendan o arrienden 
contra su voluntad, y  que si atgi'tn interesado tiene por conveniente 
deslindar y  amojonar seytín la actual posesión las que disfruta, pue­
de ejecutarlo con autoridad judicial, procediendo en esta diligencia 
el juez del territorio, con mucha moderación en las exacciones de sus 
derechos, sobre este punto estará muy a la mira el Juez Privativo de 
Realengos, por lo respectivo a las tierras baldías que en el día pertene­
cen a mi Real Patrocinio y  ile consiguiente puede éste enajenarlas".

"lie resuelto conformándome con lo expuesto por el Fiscal de 
esa Audiencia, de cuyo dictamen fué vuestro antecesor y sois vos: 
que se concedan graciosamente a los sujetos qne las quieren des­
montar, sembrar y cultivar, con tal que asi lo bagan, y se man­
tengan siempre cultivadas con pastos o con siembras según su natu­
raleza, excepto el tiempo necesario para su descanso, pena de que si 
no lo ejecutaren pierdan el derecho a ellas, y se adjudiquen a otros, 
prefiriéndose al que lo denunciare, y con la calidnd también de que 
a ningún sujeto se conceda más proporción de tierras que las que 
buenamente pudiera labrar atendido su caudal, cuyo requisito se exa­
minará atentamente, poniéndose para conservar la medida y posesión, 
linderos fijos y durables que nunca se muden, antes «i se conserven 
a costa del dneño del terreno a fin de evitar dudas y pleitos, señalán­
dose término dentro del cual deban cultivarse”.
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"Finalmente he resuelto procuréis con eficacia pero por medios 
suaves que los actuales legítimos poseedores de tierras inútiles las 
hagan fructíferas o por sí mismos o arrendándolas o vendiéndolas 
a otros". (Hay tres rúbricas, inclusive la firma del Secretario del 
Rey). Sigue el decreto del Virrey don Manuel Antonio Flores, 
firmado en Cartagena a 29 de Marzo de 1781, por el que se ordena 
el cumplimiento de la Cédula anterior y que se envíe copia al 
Juez de Realengos para que pueda instruir convenientemente a sus 
respectivos Subdelegados; y para su publicación y observancia se 
remitieron circulares a los Gobernadores de Provincia y al Presidente 
de la Real Audiencia de Quito.

' X V
Ultimos aspectos en la América Española de la función cultural 

sociológica-juridica, en la época del coloniaje

Como acabamos de ver, la solución colectiva y nacionalista del 
problema social agrario que la dieron tan acertadamente los Reyes de 
Castilla, en contra de los latifundios y de los formas de explotación 
capitalista, con la equitativa venta, composición gratuita y reparticio­
nes de las tierras realengas a las clases pobres o sea a los pequeños 
propietarios para que se beneficien con ellas y las bagan fructíferas, 
evidencia cómo fueron de profunda justicia y sabiduría las normas ju­
rídicas, postulados y reglamentación que constan de las Reales Cédu­
las defensivas de los bogares agrícolas y do la pequeña propiedad 
rural que las hemos transcrito; y si se hubieran cumplido tales orde­
nanzas religiosamente en la diversidad de' zonas geográficas del Nuevo 
Mando, se habrían cubierto de gloria los conquistadores y llenado las 
aspiraciones de las masas indígenas, redimiéndolas definitivamente, 
con la abolición de las encomiendas y del sistema feudal.

T por lo que respecta a la instrucción pública, a la fundación de 
escuelas, a la provisión de maestros, a la enseñanza de la lengua espa­
ñola, allí están las beneficiosas Cédulas de 1767, 1768, 1770 y 1778, 
enumoradas en el Capítulo precedente; allí eu la de 5 de Noviembre 
de 1782 se demuestra el persistente empeño para establecer escuelas 
primarias donde no las hubiere, en las poblaciones de indios, como es­
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taba mandado por tantas otras leyes y ordenanzas; y con tal propósito 
en ella se recomendaba a los padres de familia envíen sus hijos a di­
chas escuelas, debiendo persuadírseles por los medios más suaves y sin 
usar de coacción. Prescribía también la referida Cédula que para la 
subvención de maestros hábiles debían aplicarse los producios de las 
fundaciones donde las hubiere y  de los bienes de comunidad, confor­
mo lo estatuido anteriormente; y se recomendaba asimismo de una 
manera especial a los Presidentes de las Audiencias que cuiden de la 
elección de maestros y del reparto de lus asignaciones o rentas, en 
proporción de los pueblos existentes, su vecindario y demás circuns­
tancias; y que los Reverendos Arzobispos y Obispos cooperen a este 
efecto, por medio de insinuaciones o los podres de familia, encargando 
a los curas que persuadan a sus feligreses con la mayor dulzura, la 
conveniencia y utilidad de que los niños aprendan el idioma castella­
no, para su mejor instrucción.

Comprendió España la inmensa importancia de la labor educati­
va y su principal preocupación fue combatir y extirpar el analfabetis­
mo, la ignorancia y lus hábitos viciosos que convierten a los grupos 
humanos en rebaños de siervos. Para civilizarle al indio había prime­
ro que enseñarle a leer y escribir. Y, en esta magna obra cultural, 
se destaca España colonizadora con un afán extraordinario, desde la 
conquista de América y especialmente en el siglo XVI, que es el si­
glo de oro del ¡ntelcclualismo poninstilar que extendió vigorosas raíces 
en el Continente, con las escuelas que funcionaban para los criollos y 
españoles e hijos de los caciques y para la población indígena, al am­
paro de los conventos de franciscanos y dominicos, mercedarios, agus­
tinos y jesuítas, en las ciudades, y de los curus doctrineros en las 
parroquias.

Merecen especial atención las Cédulas e instrucciones expedidas 
por los Carlos I, II y IV  y  por los Felipe II, III y V, para que se fun­
daran en las ciudades de México y Nueva Granada, del Perú y de Nue­
va España y otras regiones, escuelas y colegios dotándoles de rentas 
propias. A las escuelas rurales eran llevados los hijos de mestizos y de 
los indios y caciques para que aprendan la doctrina y las buenas cos­
tumbres, las primeras letras y el idioma castellano; la cusí fianza para 
los indios pobres, debía ser costeada por los encomenderos y por el 
patronato real.
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El alma de España llena do ternura y compasión por la raza con­
quistada, sapo estudiar a fondo los problemas sociales autóctonos del 
indigenismo, sentir.sus afanos de cultura y grandeza, comprender su 
deplorable situación y anhelos de perfeccionamiento, condolerse del 
infortunio y amargura de los pobres indios, cuya general miseria, ig­
norancia y rudeza encontraron siempre generosa y solícita atención de 
piadosos Reyes que procedían asesorados por eminentes juristas, 
por virtuosos prelados y abnegados misioneros que trazaban sendas 
humanitarias y de verdadera felicidad para los pueblos.

En varias capitales, como en la de México, se fundaron casas de 
huérfanas para el recogimiento de indias mestizas, a cuya sustentación 
y doctrina debían contribuir los Virreyes de la Nueva España, en 
conformidad con la Ley XVII, Título III del Libro 1 de la Recopila­
ción; y en cumplimiento a lo dispuesto en la Ley X V III, tenían ade­
más la obligación de visitar cada año los colegios de niñas que se 
establecieron, desde el año de 1552, para que se críen en virtud y 
aprendan los conocimientos necesarios.

El infatigable y aplaudido investigador de Archivos coloniales 
Fray Joel Leónidas Monroy, en el Tomo I  de su notable M is c e l á ­
n e a , demuestra con acopio de documentos que desdo los primeros 
tiempos de la conquista, los religiosos de la Orden de La Merced se 
dieron a la labor benéfica de enseñar a los indios, estableciendo escue­
las qne culminaron con la fundación del colegio de "San Pedro Pas- 
cnal”, en el siglo XVII. A esta institución se refiero la Cédula Real 
de Fernando VII, de 1819, qne le restituyó el título popular de Es­
cuela, bajo la misma dirección do aquellos humildes religiosos, a 
quienes “se manda y encarga adoctrinar a la juventud, así en los rudi­
mentos de primeras letras, como en los luminosos principios de nues­
tra Santa Religión”.

Desde el año do 1535, hubo colegios de enseñanza secundaria 
qne ostentaban el escudo de las Armas Reales en las colonias. T  en 
reconocimiento del patronato que ejercían los monarcas, tenían los ar­
zobispos, virreyes y obispos de la Indias, el encargo de cumplir las 
cédulas y provisiones reales, en las que se abrían amplios horizontes 
para la juventud con diversas carreras y profesiones, especialmente 
para la eclesiástica, desde que se paso en vigencia el Concilio de 
Trento, en cuanto al régimen y administración de los seminarios que 
se fundaron en 1592.

Biblioteca Nacional Eugenio Espejo



—  155 —

Se enseñaba en los Colegios Nocionales y Seminarios Conciliares, 
a los descendientes de los primeros conquistadores y a los hijos de co­
lonos beneméritos, asi como a los indios quo se distinguían por su vir­
tud y talento: literatura y latín, filosofía y ciencias, historia y geogra­
fía. dibujo, bellas artes, música y pintura, fuera de otras asignaturas 
como las de medicina, matemáticas, cánones y leyes.

Con vastos planes do enseñnnza superior y un selecto personal de 
profesores, luego se organizaron universidades, semejantes a las euro­
peas, con algunas de las materias enumeradas, para la opción de gra­
dos académicos, en las capitales de los principales Virreinatos y 
Audiencias, desde el primer tercio del siglo XVI, mientras el Obispo 
Zumárraga introducía la primera imprenta en la capital de los aztecas, 
habiéndose por último fundado, en Oaracns, la Universidad Real y 
Pontificia de Felipe V e Inocencio III, en el año de 1722 .

La acción civilizadora de la Iglesia Católica en América, no in­
terrumpida y activa, ha sido esbozada a grandes rasgos por el Presbí­
tero José María Coba Robaban, en su estudio sintético de LOS ORIGE­
NES DEL QÜIOUOA, SU Ra z a  Y s u  l e n g u a . Ciñéndose a la verdad 
histórica le atribuye justicieramente al primer Clero Secular y Regular 
de la Colonia, la fundación y vigencia de las escuelas, en las que con 
la palabra y las virtudes evangélicas se cambió la faz del Nuevo 
Mundo. Y refiriéndose a los franciscanos dice: que ellos fueron los 
primeros en fundar y sostener en Quito, desde mediados del siglo 
XVI, el colegio do Han Andrés, para enseñar a leer y escribir, canto 
y música, los oficios de carpintería, zapatería, herrería, etc., etc.; y a 
arar y cultivar la tierra tanto a los jóvenes hijos de los Caciques, co­
mo a otros indios y mestizos que quisieren ingresar en él. Con fer­
viente patriotismo interroga: “¡.Quiénes sino los frailes, especialmente 
los agustinos, favorecieron eti Quito, a los grandes pintores y esculto­
res de la secular y famosa Escuela Quiteña!"

Lo que hicieron los Misioneros por la civilización de América, 
se puede asegurar, que todavía está por escribirse, como lo anota con 
pleno conocimiento de causa Fray Benjamín Cento Sauz, apologista 
glorificado!’ de lu magna epopeya de la c i v i l i z a c i ó n  FRANCISCANA 
ES AMERICA, síntesis descriptiva de un pasado glorioso de asombrosa 
virtualidad y de inagotable florescencia artística y educacional.

Igualmente, el preclaro religioso historiador Fray Alfonso A. 
Jerves, en el florilegio monográfico escuela de santo domingo,
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demuestra que su fundación, en 1688, se le debe ni ilustre ecuatoriano 
Padre Maestro Fr. Bartolomé García, como instituto de beneficencia 
social pública qne se anexionó al célebre Colegio Real de San Fernan­
do en la ciudad de Quito, de perpetua recordación. Desde entonces 
siempre ha estado bajo la dirección de los beneméritos religiosos de 
Santo Domingo, aquella Escuela de la Caridad, “donde se enseñaba 
de balde a leer y escribir y los rudimientos de la Fe n toda suerte de 
muchachos, pobres y ricos, nobles y plebeyos, españoles e indios, mes­
tizos, mulatos o negros, sin costo alguno que se pueda causar a los 
p a d r e s habiendo sido el primer maestro de niños Fray Pablo Pardo, 
religioso lego de la misma Orden de Predicadores, en aquella afamada 
Escuela Pública que en 1693, tuvo más de quinientos muchachos, y 
que ha subsistido durante más de dos siglos y  medio, bastu nuestros 
días.

Sin detenernos sobre este amplísimo tema, ya que existe sobre él 
una nutrida y abundante documentación histórica, es incuestionable 
que desde notes del año 1555, en el que se inauguró en Quito, el Cole­
gio de San Andrés, dirigido por el franciscano Fray Francisco de Mo­
rales, para “la educación e instrucción de los naturales e hijos de 
españoles”, existía una Escueta Elemental y  Práctica, en el mismo 
convento de franciscanos que enseñaban: “u leer y escribir y cultivar 
el campo; a arar con bueyes, a contar en cifras de guarismos y cas­
tellano, a tañer los instrumentos de música, tecla y cuerda, el canto, 
la pintura, escritura, las artes de albañilerín, carpintería, etc ; figuran­
do entre aquellos primeros maestros Fray Jodooo Riker, belga, y los 
españoles, Fray Pedro Rodeñas y Fray Antonio Rodríguez”.

No podemos pasar desapercibidos los siguientes hechos fiuidn- 
. mentales: los agustinos establecieron su primera escuela, en Cuenca, 
en el año de 1573, y, bajo su acertada dirección funcionó, en Quito, 
en 1586, la primera universidad, conocida con el nombre de San Ful­
gencio; habiéndose fundado en esta ciudad posteriormente el Colegio 
Real de los Jesuítas, en 1589 y su famosa biblioteca en este mismo 
establecimiento conocido con el nombre de Seminario de Sun Luis, al 
que se refieren varias do las Cédulas Reales dirigidas a la Audiencia 
de Quito, que hemos mencionado en el Cap. XIV.

Efectivamente, bajo la dominaciéu virreynal en el continente 
americano, con el gran impulso que dió la Madre Patria a todas las 
manifestaciones del arte, del pensamiento y del espíritu, desde los al­
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bores de la colonización, figura una glorioso pléyade de frailes educa­
dores de la niñez y de la juventud, entre los que se cuentan insignes 
dominicos, como los Padres Alonso de Montenegro, Gabriel Lo­
sada e Ignacio de Quezada, notables franciscanos como Fray Mar­
cos de Nizza y Fray Pedro de Gante, el Padre Nicolás Durango de 
la Compañía de Jesús y muchos otros que fueron los primeros ca­
tequistas, los más abnegados maestros y solícitos protectores de los 
indios, basta en las selvas del Oriente; siendo una legión la de los he­
roicos apóstoles de la Oruz que tuvo que enfrentarse con la barbarie y  
las inclemencias del tiempo y de la naturaleza, sacrificando la salud y 
la misma vida en los páramos y montañas, sin otra recompensa que 
el olvido y la ingratitud que son el sello de las obras de Dios.

Es evidente que la corriente inmigratoria esparció consigo, ini­
cialmente, en todos los pueblos y reducciones las doctrinas y misiones 
confiadas a los curas y a las órdenes religiosas, en todos los climas y 
regiones, como en la Puna, donde murió martirizado Fray Alonso 
Gómez de Encinas, y en las libarías del Oriente Amazónico, donde 
fue asesinado el cura de Arcbidona Dr. José Gabriel Brazo. Muchos 
misioneros se dedicaron al aprendizaje de las principales lenguas ame­
ricanas, pues se conocían más de trescientas diferentes, sólo en el rei­
no del Perú, según el Inca Gnrcilnzo de la Vega y el Padre Acosta.

Como la difusión de lenguas filó un óbice para los contratos ci­
viles y transacciones comerciales, j eran irreparables los daños que 
so ocasionaban, se prescribió la enseñanza del idioma castellano pri­
mero en las escuelas para los caciques y curacas y después para los 
demás indios. Y, al efecto, hemos visto que con este objeto y es­
pecialmente para facilitar la predicación del Evangelio, se despacha­
ron varias cédulas reales para la Audiencia de Quito, inclusive la Or­
denanza de Toledo de 8 de Julio de 1596: Porque se ha entendido 
que en la mayor y más perfecta lengua de los indios, no se pueden 
explicar bien ni con propiedad los Misterios de la Fe; sino con gran­
des absurdos e imperfecciones, y  aunque están fundadas Cátedras, 
donde sean enseñados los Sacerdotes que hubiesen de doctrinar a los 
indios, no es remedio bastante, por ser grande la variedad de las len­
guas y  que lo sería introducir la castellana, como más comiin y ca­
paz, os mando que con la mejor orden que se pueda o pudiere y  que 
de los indios sea de menos molestia y  sin costa suya, hagan poner 
maestros para los que voluntariamente quisieren aprender la lengua
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Castellana, que esto parece podrían hacer los Sacristanes, así como 
en nuestros Reinos, en las aldeas enseñan a leer y  escribir la doctri­
na. Ley XVIII, Tít. I del Libro IV  de la Recopilación.

Otro aspecto de interés sociológico y de gran significación en la 
etapa histórica colonial es la abolición de fueros y privilegios, para 
que se Ies haga justicia a los artesanos por los jueces y tribunales de 
los reinos de las Indias e Islas Filipinas; y para ello suscribió el Rey, 
la importantísima Cédula de resonancia firmada en San Ildefon­
so, a 16 de Setiembre de 1784, refrendada por el Secretario don Pe­
dro Escolano de Arieta. Con ella se puso remedio al incumplimien­
to de parte de los patronos y personas privilegiadas que demoraban 
el pago a los obreros, por razón de los contratos que con ellos habían 
celebrado; y se tomó en cuenta tanto el dictamen del Conde Campo- 
manes Fiscal del Consejo y Cámara de S. M., como el informe del 
que le subrogó don Santiago Ignacio Espinosa, quien manifestó:

“que eran notorios los perjuicios quo las clases poderosas, d is tin g u id as  y  pri- 
vilegindas causaban a  los artesanos, porque sin a tem p era rse  a  su s  ren tas, to­
m aban al fiado las obras y artefactos y d ila taban  la  paga , valiéndose muchos 
del fuero m ilitar, y  otros que gozaban de ser g ran d es  y  títu los, lo cual cedía 
en la  ruina de muchas familias do estos m enestrales, y  en perju icio  del públi­
co, porque no florecían ui p r aperaban los oficios”. C onform e ío d ic tam ina­
do por los Fiscales, do acuerdo con el Consejo de E stado , resolvió el Hoy para 
los dominios de España, inclusive p a ra la s  líenles A ud ienc ias de  A m érica que 
seobserveu las reglas siguientes cuya su stancia  resum im os: “ lo . Desde la 
publicación do es ta  Cédula en adelanto queda derogado  el fuero  .'o  toda dis­
tinción de clases y personns privilegiadas de M adrid ,v S irios Reales, para 
que los artesanos, menestrales, jornaleros, criados y ac reedo res  a lim entarios 
do comida, posada y otros semejantes, como tam bién los dueños do los alqui­
leres puedan cobrar los créditos de los que fiaren e jecu tivam en te , y sin  adm i­
tirse inhibición, ni declinatoria de fuero, acudiendo a  los ju e ces  ordinarios, 
quienes despacharán las ejecuciones sin distinción nlgtiim  do o lases, y  harán 
los embargos cu bienes muebles y  rentas del mismo m odo que se  p rac tica  con 
los deudores particulares y no privilegiados conform e u las leyes del Reino, 
guardando únicamente a  la nobleza las excepciones que  señ a lan  las mismas 
leyes respecto a  sus personas, arm as y caballo”: “ I I  E xcep tú u n se  a  los mili­
ta res que so hallan incorporados a  sus respectivos C uerpos, m ien tra s  so h a ­
llan en el b iga rdo  sus empleos, cuaudo procedieren co n tra  ellos los jueces 
ordinarios”. “ II I . La derogación de fuero, ya sea  de m i R ea l p a la c io ' o Bo- 
reo M ilitar, u otro privilegiado que son, se an o ta rá  en cu a n to  a  esto  precisa­
m ente en los títulos o patentes despachadas y en los que so despacharon ou 
adelante”. En consecuencia, se ordenó: “que n in g u n a  au to r id a d  im p ida  di­
rec ta  ni indirectam ente a los Jueces ordinarios, esto  conocim iento , u i formen
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sobro olio competonchiR, ni suspendan sus providencins”. “ IV  Respecto a  
las dmulas ac tivas  do artesanos y m enestrales contra todas las clases d istin­
guidas y  p riv ileg iadas con tra ídas  desde la  publicación de es ta  Cédula, decla­
ro (j i i ü  desde el (lia de la  interpelación corran por l a  m ora y retardación del 
pago a  beneficio de  d ichos artesanos y m enestrales los in tereses m ercantiles 
del seis por ciento para  resarcirles del menoscabo (pie reciban en la  dem ora, y  
avivar d irec tam ente  por este  medio el pago”. “ V Por cuan to  en el resto  del 
Reino abusan  igua lm en te  las clases d istingu idas y  gentes acom odadas de sil 
prepotencia pura  im pedir el pago de sus deudas, liadas adem ás en el fuero de 
Milicias y  otros de que procuran adornarse para burla r la au toridad  de los 
Jueces O rdinarios, quiero que lo que va propuesto en los capítulos anteceden­
tes se en tienda y ex tien d a  a  las clases distinguidas y personas acom odadas de 
todo el Reino, sin que por este m otivo se puedan prevaler de fuero privilegia* 
do alguno, declinar la jurisd icción  ordinaria, ni sobreseer ésta  en las ejecucio­
nes a p re tex to  de inhibiciones y com petencias, do que deberán abstenerse los 
jueces do dichos fueros; previniéndolo así con la m ayor seriedad ios Concejos 
y dem ás Ju eces  a  sus S ubdelgados y S ubalternos”.

Complementaria de la anterior Cédula Real, también democráti­
ca y de resonancia social, es otra de 26 de Octubre del mismo nño 1784, 
firmada en San Lorenzo, por la cual se declara que:

A sí como loa a r te s an os y am aéstrales se les ha do abonar los intereses 
mercan tiles del seis por cien to  desde el día de la interpelación judicial; en la 
misma forma lin de co rrer ¡t benellcio de los criados el tres por ciento de la 
cnntidnd q 11 o dem andasen  de sus salarios, pura resarcirles igualm ente el menos­
cabo que reciben en ln dem ora.

Consta en el Volumen X II del Archivo de la Corte Suprema 
del Borrador que las dos precitadas Cédulas fueron recibidas impresas 
y por correo, en la eiudud do San Francisco de Quito, a 16 de Octu­
bre de 1785, por el Presidente don Juan José de Villulengua y Mar­
fil que era Regente Gobernador y Comandante General, y por ios 
Oidores don Lúeas Muñoz y Cubero y don Fernando Cuadrado y el 
Fiscal Merchante, quienes acusaron recibo, ofreciendo su cumplimien­
to en la forma acostumbrada; y ordenaron se libren las correspondien­
tes provisiones circulares pura los Jueces del Distrito a que las bagan 
publicar, habiendo intervenido como Escribano don Vicente Viteri y 
Loma, Teniente de Cámara y Gobierno.

Aquellas normas de justicia social promulgadas a fines del siglo 
XVIII, por las que se sancioua con el recargo de intereses a los pa­
tronos constituidos en mora eu el pago de los salarios, no hacen más
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que demostrar a los socialistas que la Corona de España, proclamó ñu­
tes que ellos principios auténticos de verdadera equidad que hoy 
hacen falta en los modernos Códigos del Trabajo.

Para la reforma básica de las antiguas instituciones sociológicas 
y jurídicas, prevalecieron triunfalmente, en definitiva, las ideas reli­
giosas y la justicia social del cristianismo que flotaba en la estructura 
de la nueva civilización que se impuso, con un régimen proteccionista 
a la subyugada raza aborigen, proclamando sanos y admirables princi­
pios de ética y de una política altruista, educacional y económica, 
cuyos frutos han recogido los legisladores del árbol frondoso y milena­
rio de la Religión de Cristo.

Obedecía la variedad de problemas de que nos ocupamos, en esta 
breve reseña, a la postergación e inferioridad en que el feudalismo 
les había colocado a ciertas clases sociales respecto a las que gozaban 
de,comodidades y preeminencias, y a la marcada diferencia racial que 
se dejaba sentir en la Metrópoli española y sus colonias, ocupando los 
negros el último grado de esclavitud, contrario al de bombres libres.

Como hemos demostrado en el Capítulo IX , España desde que 
inició la conquista emprendió en una campaña filantrópica y humani­
taria, cultural y civilizadora, prohibiendo el cautiverio y esclavitud de 
los indios, pero la toleró para la roza africana, por motivos de índole 
económica, a pesar de haber reconooido en los esclavos su personali­
dad civil y capacidad jurídica, restituyéndoles los derechos concedidos 
por Dios y la naturaleza. Existen sobre estas materias Cédulas Rea­
les generales y particulares y Ordenanzas municipales.

¡Cuán grande y hermosa fuó la intervención del Pontificado Ro­
mano, gloriosamente representado por Paulo III, Urbnno VII y Bene­
dicto XIV, que dictaron varias constituciones apostólicas prohibiendo 
la trata de negros, como lesiva a la justicia y a la dignidad humana!

La tiránica y cruel esclavitud que presupone la diferencia de ra­
zas, introducida en la antigüedad por el paganismo y que fuó abolida 
por la Religión Católica, mereció preferente atención de parte de los 
Monarcas españoles, especialmente de Carlos IV, quién dictó la Cédu- 
ln Real de 31 de Mayo de 1789, con admirables instrucciones y pro­
videncias benéficas, en XIV Capítulos qne los reproducimos aquí, 
sintéticamente:

“ Todo poseedor de esclavos tieue el deber de in s tru irlo s  en  los principios 
de la Religión Católica a que puedan ser bautizados, siu que  en los dios de
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fiesta so les perm ita  tra b a ja r pura sí ni para sus dueños, excepto  en los d ías do 
recolección de  frutos”.

•‘Las Ju stic ia s  del D istrito  de las haciendas, do acuerdo con el respectivo 
A yuntam iento , señalen  y determ inen la cantidad y calidad do a lim entos y  
vestuario que proporeionnlm ente, según sus edades y sexos, deban sum inis­
trarse a  los esclavos por sus dueños d iariam ente, conform e a la costum bre del 
país, y  en la  m ism a form a que so dan  a  los jornaleros y  ropas que usan los 
trabaja  dores libres”.

“ La prim era y principal ocupación de los esclavos debe ser la  ag ricu ltu ra  
y  dem ás labores del cam po y no ¡os oficios de la vida sedentaria”.

“ Las Ju s tic ia s  de las C iudades y V illas reglam enten  la  ta rea  del trabajo  
diario de los esclavos, conform e sus edades, fuerzas y robustez, debiendo p rin­
cip iar el tra b a jo  de sol a  sol, con dos horas de descanso en ci día a que se 
em pleen en m anufac tu ra s  u ocupaciones que cedan en su personal beneficio. 
Están exceptos del tra b a jo  ñor tn rea  ios m ayores «lo seseota años y los meno­
res de d iecisiete, inc lusive las esclavas que no deben mezclarse cou los varones 
ni ser jo rn a le ras , ni tam poco em plearse en trabajos no conformes a  so sexo’C

“Los dueños de los esclavos, deben d a r  habitación d is tin ta  para los dos 
sexos, no siendo casados, y  que sean  cóm odas y sulicientes para que so liber­
ten de las in tem peries, con cam as en alto , m an tas y ropa necesaria; y  asim is­
mo debe se r ab rig ad a  y cóm oda la  habitación  para los enfermos, guiones 
deben sor asistidos de todo lo necesario por sus dueños, éstos han de costenr- 
le s jn  as is tencia  en el hospita l, con m ía cuota diaria, y  ei entierro dei esclavo 
que falleciere”.

“ El dueño de esclavo o mayordom o de hacienda que 110  cum pla con lo 
provenido sobre la educación, nlirnentos, vestuario, moderación de trabajos y  
de tareas, asistencias, diversiones honestas de los esclavos, señalam iento de ha­
bitaciones y enferm erías o que desam parare a los menores, viejos e impedidos, 
deberá incurrir, por la prim era vez, en la m ulta do cincuenta pesos, por la se­
gunda de ciento, y  por In tercera de doscientos: sum as que corresponderán al 
denunciador, J u e z  y  (¡aja  do m ultas, por te rceras partes”.

“ A dem ás de estas penas pecuniarias se les debe im poner correccionales a  
los dueños o m ayordom os de esclavos que les hubieren ocasionado contusión 
gravo, efusión do san g re  o m utilación, procedióndose crim inalm ente a  instan ­
cia del P rocu rado r S índico, pura la imposición de la pena por ol delito com e­
tido, como si fuese libro el injuriado, con listándole adem ás el esclavo para que 
se venda a  o tro  dueño, si quedare hábil para trnbujar, aplicando su im porte a  
la ca ja  de m ultas; y cuando  el esclavo quedase inhábil para ser vendido, sin  
volvérselo al dueño o m ayordom o que so excedió en el castigo, deberá con tri­
buir el prim ero con la cuo ta  d ia ria  (pie so señalase por In Ju stic ia  pava su m a­
nutención  y vestuario  por todo el tiem po de la vida del esclavo, pagándole 
por tercios ade lan tados”.

“Sin que puedan  loa dueños concederles la  libertad , estaban  obligados a 
alim en tar a  los esclavos viejos o que por enferm edad no podían trabajar, lo 
mismo que a  los n iños y m enores de cua lqu iera  de los dos sexos” .

— 161 — ’
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“El m atrim onio do los esclavos dehe fom entarse, sin im pedir que se casen 
con los de otros dueños, debiendo la m ujer segu irle  al m arido cuando  era do 
o tra hacienda; en cuyo caso el dueño de és ta  debe com prarle  al esclavo, «mi 
ju s ta  tasación de peritos; y  en caso de nega tiva , e s ta  m ism a acción se concede 
al que era dueño de la m ujer”.

Se reglam entaron las obligaciones do los esclavos que debían  ejecutar 
las tareas y  trabajos conform e a  sus fuerzas, obedeciendo y  respetando  a  sus 
dueños y mayordomos, como a padres do fam ilia. E n tro  los castigos correc­
cionales por las fa ltas y excesos que com etían, figuran  la  prisión , el grillete, 
la cadena, tu maza, el cepo, los azo tes ............

Y  para  la  imposición de penas m ayores por crím enes o delitos, debía 
darse parto  a la Ju stic ia , a  que ésta  proceda con arreg lo  a  las leyes comunes. 
D ebía in tervenir el P rocurador Síndico, en calidad de p ro tec to r de los escla­
vos; el dueño que no lo desam paraba al esclavo delincuen te , respond ía  del 
perjuicio, excepto la  pena corporal que debía su frirla  el m isino procesado.

Se les im puso a los eclesiásticos el deber do exp licarles la  d oc trina  a  los 
esclavos y decir misa en las haciendas, y cerciorarse del m odo de p roceder de 
los dueños y  mayordomos para dar noticia secre ta  al P ro cu rad o r Síndico de 
la  Ciudad o V illa respectiva. So concedió acción popu la r a  que se  denuncio 
la  fa lta  de cum plim iento de esta cédula, con la que quedaron  derogadas las 
leyes y  reales órdenes, usos y costum bres que so opongan a ella, debiendo 
guardarse y  ejecutarse fielmente por el Oousejo S uprem o de las In d ia s, por 
los V irreyes y Presidente, Audiencias, G obernadores, In te n d en te s , Ju stic ias, 
M inistros de la Peal H acienda y cualesquiera otros T rib u n a les  a  qu ienes co­
rresponda su ejecución.

Como era de esperarse la Real Cédula de 1789, en favor de los 
esclavos, produjo general protesta habiendo solicitado la suspensión 
de su cumplimiento algunas Gobernaciones, en lo concerniente a los 
Capítulos que dan reglas para el modo de proceder eu la educación y 
buen trato de los esclavos; y es sensible que dicha suspensión hubiese 
sido apoyada tanto por el Fiscal como por la Real Audiencia de Qui­
to, laque expidió la siguiente providencia, en 30 de Enero de 1793:

“ Vistos: Considerándose que así como no es conven ien te d e ja r en los mi­
neros dueños de esclavos la  potestad absolu ta y  a rb itra r ia  que  bu ti ten ido  bas­
ta  aquí, tampoco lo es la limitación que so les buco en el C ap ítu lo  V III  de la 
Real Cédula de 31 de Mayo del año pasado de 80, conceptúa el T rib u n a l que 
será muy oportuno con respecto a la robusta calillad do los esclavos am pliar­
les más a los dueños las facultades para  las penas co rreccionales u  fin ele po­
der conservarse así ellos como sus m audoues cou la au to rid ad  y  resp e to  quo 
les corresponde; estim ando asimismo suficiente la  visita de Ley q u e  bucen los 
Gobernadores o Corregidores, y  el cuidado do Ins Ju stic ia s  te rrito ria le s  y  el de 
Procuradores Generales en calidad de P rotectores, y  quo no h ay  necesidad  de 
las que se previenen eu el Capítulo X l l l  de dicha Real C édula, p o r concep­
tuarse bastan te  proveídos los esclavos por los medios expresados. Sáquese
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testim onio y vomitase al Exciho. 8r. V irrey  dol Reino con el co rrespondiente 
Inform e n oonseononcin del Voto consultivo solicitado en Oficio do 31 do M a­
yo del uño de 71)2”.

Hay tres rúbricas, una del Regente don Estanislao de Andino, 
otra del Decano don Lucas Muñoz y Cubero, y otra de don Juan Mo­
reno Avendaño, Oidores. Sigue el proveimiento del Escribano don 
Juan Asoaray.

En la representación que el Gobernador de Popayán don Diego 
Antonio Nieto, envió a España por órgano del Virrey de Santa Ee, 
se anota la falta de hombres que tengan las cualidades necesaria» para 
gobernar a los esclavos, por ser éstos de una cerviz muy dura y áspe­
ra, remisos en el cumplimiento de sus obligaciones, inclinados a la co­
rrupción y desarreglo y tener propensión innata al ocio. Por estas y  
otras razones, como el haberse coartado la autoridad de los amos, se 
solicitó que las penas correccionales del Capítulo V III de la citada 
Real Cédula, se amplíen por S. M., para los casos en que no sea sufi­
ciente el grillete, cepo, cadena o los veinticinco azotes; señalándose 
los casos de sedición de las cuadrillas, robo doméstico, adulterio, inces­
to y otros de igual o menor gravedad que según la práctica estableci­
da castigaban los amos, poniéndoles ocho o nueve días en el cepo a los 
esclavos, y aplicándoles diez o doce azotes, procediendo a separarlos 
do la cuadrilla o u venderlos a distinto dueño. Se agrega; “que si 
pnra la corrección do estos delitos so hubiese de ocurrir a las Justi­
cias, lo que no os posible en cada c u b o , las cárceles se llenarían de 
negros, y ln misma abundancia dificultaría la sustanciación de los 
procesos; y se enumeran otros inconvenientes, como la falta de Mi­
nistros Abogados y porsonas capaces de desempeñar poderes, la dila­
ción de las causas, la de que los establecimientos de minas se hallan 
en las montañas, distantes del pueblo en que reside la Justicia, etc...” 
En cuanto a las visitas de las haciendas prevenidas en el Capítulo 
XIII, que debía hacerse tres veces al año, so anota que esto sería de­
masiado gravoso y que para ello no había personas idóneas y de ca­
rácter, “siendo las reglas de h  prudencia y Injusticia, mal entendidas 
por una gente grosera y aplicada con falso celo por subalternos indis­
cretos y apasionados que con perjuicio de los amos, pueden causar 
alteraciones en las cuadrillas de esclavos”.

Cuando uno revisa estos conceptos egoístas y apasionados, re­
cuerda la interrogación del sociólogo Juan Einot: ¿Acáso hay razas
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condenadas a ser eternamente inferiores a las demás1 .................Esta
pregunta de honda filosofía hace a los etnólogos y juristas, a los antro­
pólogos y moralistas, al hablar de' los negros que el estado aristocráti­
co les ha considerado siempre como bestias de carga, con taras atávi­
cas y sellos imborrables de perpetua esclavitud, cuyos derechos como 
seres libres los reivindica aquel puritano escritor, en nombre de la 
solidaridad humana y de la verdadera igualdad, en Prejuicio de las 
Bazas.

Le cabe a Inglaterra la gloria de haber iniciado la crozada abo­
licionista de la esclavitud, en 1780, habiendo prohibido los Estados 
Unidos de Norte América, el tráfico negrero, en 1794, año memora­
ble en que la Convención Francesa, proclamó la liberación de los 
siervos. Desde el tratado de París, en 1814, se han celebrado mu­
chos congresos internacionales, ora restringiendo gradualmente, ora 
aboliendo de un modo absoluto la esclavitud, con indemnización b. los 
dueños.

La Cédula Real de de 22 de Abril de 1804, concedió a los 
extranjeros el comercio de negros y su Introducción en los Virreinatos 
de Santa Fe y Buenos Aires, Capitanía General de Caracas e Islas 
de Santo Domingo, Cuba y Puerto Rico, prorrogando el plazo que 
para ello anteB tenían; y, al efecto, se habilitó para los españoles que 
ejercían esa industria los puertos de Valparaíso, Guayaquil y Panamá, 
además de los de Calino y Paita.

Sólo después del primer grito de independencia nmericuna, do 
1809, España firmó un convenio con Inglaterra, en 1915, aceptando 
con ciertas restricciones la libertad de los esolnvos, y sin embargo 
toleró en sus dominios la trata de negros, hasta 1835; y sólo después 
que la Asamblea Nacional de la República del Ecuador, reunida en 
Guayaquil, expidió el 18 de Setiembre de 1852, el decreto sobre manu­
misión de esclavos, la Metrópoli dictó la Real Orden de 2 de Agosto 
de 1861, declarando libre al que ingresara en el territorio español con 
su dueño; en 1868 declaró tumbiéu libreB a los nacidos de mujer es­
clava; en 1870, a los mayores de sesenta años; y en 1883, suprimió 
los castigos del cepo y del grillete.

Es cosa que entristece el ánimo, al contemplar que todavía sub­
sisten ciertos signos de inferioridad de razas y de degeneración moral 
y física, que hacen que el mundo de las ideas y doctrinas no corres­
ponda al mundo de las realidades, no obstante el sublime programa
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de amor y caridad trazado por el Cristianismo, que ha proclamado 
genuinos principios de justicia social, con un solo Decálogo y un solo 
Evangelio, para una sola humanidad que abnrca a todas las gentes.

En 23 de Febrero de 1790, consta que Carlos IVj atendiendo a 
la representación del Fiscal de la Real Audiencia de Quito, don Jo­
sé Merchante de Contreras, resolvió que se observe en este Reino lo 
que dispone la Real Cédula de 11 de Murzo de 1781, por la que se 
sirvió 8. M. declarar que la elección y nombramiento de Protectores 
Partidarios de ludios, corresponde privativamente a los Fiscales del 
Crimen de las Audiencias, y no a sus Presidentes o Gobernadores, sin 
embargo de lo prevenido en la Real Orden de 19 de Noviembre 
de 1784.

Frente a la acción benéfica de los Protectores, se hallaba la de­
senfrenada dictadura de los Caciques, que a pesnr de ser hostiles fue­
ron conservados por el nuevo régimen colonial europeo, como 
necesarios para mantener el vejatorio sistema de las mitas que sopor­
taban las masas trabajadoras.

En la repartición de las tierras u los colonos españoles se halla­
ban arraigados los Cacicazgos, con todos los defectos sociales que 
revelan la supervivencia nobiliaria y feudalista de grupos de podero­
sas castas predominantes que ejercían presión despótica, desde el an­
tiguo gobierno incaico, sobre las tribus acostumbradas a una férrea 
servidumbre. Gozaban originariamente los caciques de honores y 
privilegios exorbitantes que el Inca les había concedido a los Curacas 
y cortesanos; eran poseedores y usufructuarios de extensos campos 
que los explotaban con el trabajo, sin salarios, de millares de brazos.

La princesa mujer de Felipe II, expidió en Valladolid a 19 de 
Junio de 1558, una Cédula dirigida al Presidente y Oidores de la 
Audiencia Real del Perú que se hizo extensiva a la Presidencia de 
Quito, prohibiendo que se despojara a los indios de sus señoríos y 
cacicazgos, y, al mismo tiempo, ordenó su restitución a los que se 
bailaban perjudicados.

La sucesión de los cacicazgos era una cadena uo interrumpida de 
esclavitud para los indios, más temible, bajo ciertos aspectos, que la 
servidumbre de las reducciones y  encomiendas españolas. Paulatina­
mente fueron los Reyes do España, restringiendo los omnímodos po­
deres que se habían atribuido los caciques, señores de indios, que les 
aplicaban rigurosas penas, sin fórmula de juicio, habiendo sido susti­
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tuidos por los Alcaldes y Regidores y el Alguacil de ludios, que lle­
vaban en los corregimientos y parroquias la vara de la justicia. La 
Ley XIX, Título V, Libro VI, ordenó expresamente que: “Los Ca­
ciques no reciban por tributo (cuino antes se acostumbraba) las hijas 
de los indios sujetos a su jurisdicción, bnjo pena de destierro perpetuo 
y pérdida de sus títulos y preeminencias”.

En Aranjuez, a 9 de Hayo de 1790, se expidió una importante 
Real Cédula para los Virreyes, Presidentes de Audiencias de los Rei­
nos del Perú y Tierra Firme, de conformidad con la de 15 de Julio 
de 1787, que previno a la Real Audiencia de Lima, pronunciase sen­
tencia de revista en el pleito sobre los cacicazgos de Lambayeque y 
Terranafe. En ella se mencionan dos Cédulas Reales reservadas con 
las que se prohibieron los nombramientos de caciques y las declara­
ciones de nobleza, con motivo de la causa seguida contra el cacique 
José Gabriel Condorcauqui (alias Túpac-Amaru), ajusticiado en la 
plaza de Cuzco, y que figura como caudillo de más de sesenta mil in­
dios que lo ahorcaron al Curregidor Arriaga y consiguieron derrotarle 
a un ejército español; habiéndose ordenado que: “los indios de su fa­
milia quedasen infames e inhábiles para adquirir, poseer u obtener 
herencia alguna; que se recogiesen los autos seguidos sobre su des­
cendencia, quemándose públicumeute por el verdugo”. En conse­
cuencia, se prohibió también: "que los indios se gobiernen por los 
caciques, debiendo serlo por los Alcaldes elegidos anua1 mente, cui­
dando las Comunidades electoras y  los Corregidores de preferir 
a los que sepan la lengua castellana y  a los de mejor conducta, f a ­
ma y  costumbres............” Consta que igualmente se previno en
una anterior Real Orden de 28 de Abril de 1783, “ lo perjudicial 
que eran los cacicazgos así de sangre como de nominación, a que por 
ningún motivo se proveyesen estos cargos por los Virreyes, ni permi­
tiese!) que lo hiciesen los Gobernadores y Jueces subalternos, pues 
sólo se habían de conservar en los cacicazgos, aquellos que en los al­
borotos habían dado pruebas de fidelidad y amor al Real servicio”.

En la referida Cédula de 8 de Mayo de 1790, se ordenó, insis­
tentemente, que: “se les prive enteramente de los Cacicazgos a los 
Caciques rebeldes, sus hijos y descendientes, a sus cómplices y auxi­
liantes, pero no que sigan igual suerte los Caciques e hijos de los que 
se mostraban fieles”, “En las provincias en que no se experimenta­
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ron alborotos, tampoco debía privárseles a los Caciques que lo eran 
por derecho de sangre y autoridad de los Reyes”.

Entre tanto, hubo tiranuelos más crueles que los caciques, con el 
título de Gobernadores e Intendentes, como don José Antonio Valle- 
jo, quien en ejercicio de este cargo victimó en Cuenca a don Manuel 
Mariano de Zabala, junto a las puertas de la Iglesia de Monjas Con­
ceptas, y después le apresó al Procurador de la ciudad don Ignacio 
Zabala, hermano de la víctima. Como albaeea del Cura de San Blas 
don Gerónimo Gallegos, exigió Vallejo que los indios de esa parro­
quia le satisfagan una contribución atrasada de carácter religioso y 
que era conocida con el nombre de ofreces; y consiguió que se le en­
juiciara criminalmente al ductor Juan Ignacio Machado, familiar del 
Obispo de Cuenca y Cura ¡uterino de la expresada parroquia, por ha­
ber denunciado ante la Real Audiencia de Quito los abusos y actos de 
violencia del Gobernador que les hacía trabajar a las indios, en las 
obras públicas y  en la construcción de un puente, sin jornal ninguno, 
ni permitirles que oigan misa ni asistan a la Iglesia, en los días do­
mingos que les ocupaba.

Con motivo de estas y otras reclamaciones, se suscitaron graves 
incidentes y desavonienoias entre aquellas autoridades, siendo enérgi­
ca la actitud qno asumió el Obispo de la Diócesis de Cuenca Excmo. 
Jusé Manuel María Gorrión y Marfil, cuyas cartas lucieron eco en la 
Corte de España. En la Cédula lleal de 21 de Enero de 1791, 
constan detallados los asnillos de fuero secular y eclesiástico que se 
llevaron a conocimiento del Rey, quien manifestó a la Real Audiencia 
su extrnñeza en no haber tomado ella todas las providencias corres­
pondientes en la causa relativa a los sobrestantes del puente de Gha- 
gttarchimbunu, pues sólo declaró que a los Indios se les satisfacieran 
sus jornales y  trabajo impendido en el reparo o levantamiento de di­
cho puente, lo que he oenido en aprobar al mismo Tribunal, encar­
gándole que cele que siempre se practique así en cualquier día que 
se ocupen los indios, sin embargo de toda abusiva corruptela y  cos­
tumbre, contraria a las Leyes.

En un ruidoso proceso que al efecto se formó, figura el informe 
del Fiscal ante la Real Audiencia de Quito, en el sentido que: le pare­
ce "muy justa  y  conforme a las Leyes la providencia expedida por el 
limo, y  Bdo. Obispo de que se extinguiesen semejantes ofreces; quien 
estorbó con justicia que eu la referida parroquia de San Blas se ejecu-
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tara a favor de In testamentaría del Cura Dr. Gerónimo Gallegos, y 
que podrá V. A, si fuere servido ratificaría, mandando se libre Real 
Provisión Circular, para que se les haga saber a todos los Párrocos de 
uno y otro Obispado, que de ninguna manera obliguen a los Indios a 
la contribución de dichas ofreces" y consta en dicho informe
que esta contribución de ciertos reales en las Pascuas se les exigía a 
los indios ejecutivamente, a pesar de que estuvo prohibida que sea 
forzosa por la Ley VIII, Tít. XIX, Primera Partida, y por una de 
las Ordenanzas del Virrey Duque de la Palata.

En el Volumen X III del Cedulario Real, a fs. 502, se lee el auto 
de la Real Audiencia de Quito, pronunciado el 1? de Febrero de 
1.792, que es el siguiente:

“ Vistos:con las providencias que se lla n  ten ido  p resen tes lib radas  por esto 
T ribunal a íin «le ex tingu ir las indebidas contribuciones de  los Ind io s  a  sus 
Guras, con In de once de A gosto de setecientos ochen ta  y  seis, com unicada en 
Reales’Provisiones Circulares, corroborando oi au to  do vein te  y seis de marzo 
de sotecieutos se ten ta  y nueve, prom ulgado en la  v is ita  y num eración  de In ­
dios que prohíbe las ofrendas involuntarias, en que so en tien d e  la  in troducida 
con el nom bro de Ofreces, indebida y abusiva , según  la  O rdenanza  del Señor 
V irrey  D uque do la  P a la ta  inserta  en las «iel P erú , p a ra  «pie en m anera  a lgu ­
n a  y eou n jngún  pretexto , sean los Indios obligados a o trecer: hágase  el co­
rrespondiente informo cou testim onio como se m anda en la  Real Cótlnln «le 
veinte y  uno de Enero del año próxim o pasudo por lo concern ien te  a 
es ta  exacción que justam ente  im pidió el Rdo. Obispo «ie C uenca por nui<¿ d o 
1? «le Ju lio  de 1.7SS, y  advirtiéndose que en el mism o au to  p rev ino  que los 
Guras llevasen cuen ta formal tío lo que im portare  el rea l «le cora que- cobraban 
liara el M onumento y lo que en el se inv irtie re  p a ra  «iisponer «iel sob ran te , en 
el Jn icio  de Visita, siendo no menos indebida es ta  exacción  y  e s ta r  ex p resa ­
m ente prohibida, líbrese Real Provisióu de exhorto , ruego  y  encargo  al m en­
cionado Rdo. Obispo de las providencias que la prohíben p a ra  que no la per­
míta”. H ay cuatro rúbricas del P residen te R egen te  y O idores de  la  Real 
A udiencia de Quito, Don Estanislao A ndino, Don L ucas M uñoz y Cubero, 
Don Fernando Cuadrado y Don Jnuu  M oreno A veudafio, respectivam ente , y 
el proveimiento del Escribauo del T ribunal Don J u a n  A scaray .

Se destaca la egregia 6gura del Excmo. Señor Carrión y Marfil, 
modelo de Prelados americanos, que se propuso realizar en la Dióce­
sis de Cuenca, para gloria de Dios y del Santuario, tres grandiosas 
obras: una magnífica Catedral que reemplazara a la que servía al 
mismo tiempo de Iglesia Parroquial, a fines del siglo XV III; una
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Ousa Episcopal y un Colegio Seminario; ya que en ese Obispado por 
la expulsión de los Jesuítas y clausura de sus institutos docentes, 
apenas había un maesl-o que enseñe las primeras letras y era lamen­
table la ignorancia del clero; pues los jóvenes tenían que trasladarse 
a las ciudades de Lima o Quito, en donde existían enseñanza universi­
taria y varios Colegios.

Siguió tan virtuoso apóstol el ejemplo del Excmo. García Díaz 
Arias piadosísimo primer Obispo de Quito, cntequista de los indios, 
que tan luego como tomó posesión de su altísimo cargo, a mediados 
del siglo XVI, empezó a construir la Iglesia Catedral que se levanta 
boy en la Arquidiócesis del Ecuador, concluida definitivamente por 
el ejemplar franciscano Fray Pedro de la Peña, que ocupó la misma 
silla episcopal, pocos años después, según hemos visto en otro 
lugar. (“).

Copiamos la Cédula Real de Carlos IV, en honor a la memoria 
y relevante criterio amplísimo del primer Obispo de Cuenca Señor Ca- 
rrión y Marfil, cuya famosa Carta dirigida al Rey, obra a fs. 604-612, 
sugiriendo un módico impuesto a la exportación del cacao y de la cas­
carilla, para la realización de las siguientes obras:

“ El lto y .—P res id en te  U r e n t e  y Oidores do mi R»*al Audiencia de Quito. 
En carta  do ‘20 do S e tiem bre  de 1T88, dando cuenta el lldo. Obispo de Oueuca 
d é las  diligencias que ha p racticado  eu orden a la construcción de la Iglesia 
Catedral, Colegio Sem inario  y Oasa episcopal en aquella Diócesis, propone los 
medios por los cuales considera puede veri (loarse sin gravam en y con ventajas 
de mi Uval E rario  y  u tilidad  de aquellas Provincias, y suplica que dignámlo- 
ino aprobarlos, le p e rm ita  proceder a  dichas obras, dando principio por la  do 
la Iglesia. (••) V isto en mi C onsejo do Cám ara de Indias cou lo informado por * (••)

l#) En una antigua relación que so hizo en España y que se le atribuye a Don Joan 
de Salinas Luyóla, so dice: que la Iglesia Catedral de Quito, d e  a n te s  e r a 'p e q u e ñ a  y  d e  
ta p ia s , c u b ie r ta  d e  p a j a ,  c o m o  lo  f u e r o n  lo s  p r im i t i v o s  T e m p lo s  y  la s  C a sa s  d e  C a b ild o s .

(••) En su carta el Excmo. Obispo Carrión y Marlll manifiesta que tenía listos los pla­
nos para I» catedral do Cuenca a  i m i ta c ió n  d e  l a  B a s í l ic a  d e  M á la g a , y refiere que se 
dirigió a la Junta de Aplicaciones do la ciudad de Quito, pidiendo eu conformidad con la 
Itoal Ordeu de 31 de Julio de 1773, so asignaran para esa obra y la del Colegio Semina­
rlo, el sitio y edificio qno luoron de los religiosos extinguidos de la Compañía de Jesús.

La Providencia eligió al Excmo. Señor Miguel León y Garrido, noveno Obispo de 
Cuonoa, santificado en la oración y en el dolor, a que iniciara en 1SS7 cou escasos recur­
sos la obra gigantesca de la Catedral, que sigue construyéndola -  süonolnsainente -  con 
gran espíritu público el Excmo. señor doctor Daniel Uonnlda, Obispo Aposto! de la ui* 
ñez y del pueblío, que va por la luminosa ruta de sus antecesores, ruta que es más de 
espinas que do flores.
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sil Contaduría y  expuesto por mí Fiscal, be resuelto  rem itiros la  ad ju n ta  copia, 
rubricada do mi infrascrito  Secretario  do dicha O arta  del Rvdo. Obispo de 
Ouenca, para quo oyendo a los G obernadores y C orregidores de L uja y  G ua­
yaquil y  sus Cabildos Seculares, y  reconociendo y exam inando  los mVdios y 
arbitrios que eu ella propone el misino Prelado, para la  fáb rica y  dotación de 
la insinuada Catedral, Sem inario y  Casa P arroqu ia l, inform éis con justifica­
ción, como os lo mando, si serán adop tab les todos o a lgunos, o si hab ría  otros 
más útiles al público y mi Real Erario, explicando c la ra  y  d is tin tam en te  cuá­
les y eu qué térm inos Fecha en A ran juez, a  15 de M arzo tío 1793. Yo el Rey. 
Por m audado del Roy nuestro  Señor. S ilvestre  Collar”.

El gran Obispo, protector de los indios, atendiendo a la condi­
ción infeliz de ellos y a su miserable estado, solicitó del Rey que les 
eximiera de toda contribución onerosa para tan importantes construc­
ciones que iban a servir de ornato y hasta de embellecimiento a lá 
ciudad de Cuenca que ól aspiraba que sea digna de su grandeza y re­
nombre histórico.

Es doloroso recordar que aquellos magníficos proyectos del 
Exemo. Señor Carriol) y Marfil, no fueron apoyados por la Real 
Audiencia de Quito, ni siquiera bien acogidos para la provisión de 
fondos por los Cabildos Civiles de Guayaquil y Loja, ciudades que se 
hallaban comprendidas dentro de la diócesis de Ouenca, cuya juris­
dicción eclesiástica, limitaba por el sur con el Obispado de Trujillo, y 
por el occidente con el mar, incluyendo a Mnnabí y a las islas de 
Pona y la Plata.

En la Cédula Real de 23 de Julio de 1796, atendiendo a los fre­
cuentes reclamos que existían, ordenó nuevamente Carlos IV , que se 
implanten y funcionen escuelas en las que aprendan los indios a leer, 
escribir y hablar el castellano, y que se les provea de tierras suficien­
tes de comunidad y ejidos donde puedan conservar sus ganados. Pe 
les impuso a las Cojas de Comunidad la obligación de costear los sa­
larios para las escuelas de primeras letras, debiendo las mujeres de 
los maestros enseñar a las indias, costura, hilado y demás labores 
útiles.

Su tenor es el siguiente:

“El Rey.—Presidente, Regente y Oidores do mi Real A ud ienc ia  d e  la ciu­
dad do Quito. En representación de 12 do A bril do 1792, D on M anuel A ntonio 
de Ruínanos, siendo Corregidor de G narnnda, a  consecuencia de la  Real Cédu­

la  en quo se encarga a todos los G obernadores y  C orregidores el estab leci­
m iento do escuelas dol Idiom a Castellano a  causa do quo no ofrece aquella 
Provincia por su suma pobreza arb itrio  alguuo p a ra  fundación  ta n  necesaria
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que a  im itación de lo  concedido al R ey no do Méjico se doten los M aestros que 
enseñen a  los Indios do los novenos «le diezm os do cada Pueblo. Y habiéndo­
se visto en mi Consejo de  las Ind ia s  con lo inform ado por sil C ontaduría Ge­
neral y  expuesto  por mi F iscal, he resuelto  recordar a  esa mi Real Audiencia 
lo d ispuesto en las Leyes X X X I, Lib. V I, T ít. IV  y IX  y  T ít X X X I, Lib II, 
gao se m anda e n la  p rim era  q ue cada  indio labre dios b rasas de tie rra  al año 
para ninfa a- beneficio de su s  C om unidades; y  la segunda que el O idor V isita­
dor do la tie rra  debe p rocurar cnan to  sea posible que los indios tengan bienes 
de Com unidad y p lan ten  árbo les de estos y  esos Roynos porque no so liagnu 
holgar.»nes y se  ap liqnen  al trab a jo  para  su aprovecham iento y buena policía, 
previniéndole <16 a  d icho C orregidor de todo lo que lo parezca conveniente y  
digno do rem edio, especia lm en te  a  fin de que en observancia de dichas Leyes 
se dedique con el celo que  ex ig e  tan  im portan te asun to  a establecer por los 
medios m ás suaves  que le d ic te  su prudencia y conocimiento que debe asistirle 
del ca rác te r de aque llos na tu ra les , O aja de Comunidad en cada uno de los 
Pueblos de  su d is tr i to  donde no la  hubiere: Así mismo he resuelto encargar 
estrecham ente a e s ta  mi Real A udiencia que si algunos Pueblos de los do su 
d istrito  no tuv ieren  t jorras suficientes y  proporcionadas en (pie hacerlos Indios 
sus lab ranzas de C om unidad y ISjido donde tener sus ganados contra lo dis­
puesto por las L eyes, especialm en te la V III  y  T ít. I I I , Lili, IV , señale de 
acuerdo con el P re s id en te  a cada Pueblo  las que debe tener con entero arreglo 
u lo que  p rev iene  la Ley XIV del misino títu lo  y libro; que establecidas las 
Cajas de  C om unidad, se  saque di» ellas el m oderado salario qno se señalare a 
los M aestros de las escuelas que, previam ente han de ponerse en cada Pueblo 
para que ap rendan  en e llas  los Indios a leer, esc/ih ir y hablar el castellano, 
cuidando m uy par tie n la n n e n te  de qno lo» M aestros sean de vida a justada , de 
conocida buena comíinMn y d e la sn lieíencia que so requiere para tan delicado 
ministerio; y  prec isam ente  casados con m ujeres de buena nota y de habilidad 
en las la lunes p rop ias  de su sexo, no sólo para ev itar los inconvenientes que 
tiró a p recaver la Ley XXXVI, L ib, VI, T ít. IX, sino también para que enseñen 
a las Ind ias jóvenes, y  a  las ad u ltas  «pie quieren dedicarse a la costura, hilado, 
y dem ás labores ú tiles, señalándo las tam bién algún m oderado premio, sobre 
ios misnios bienes de com unidad , siem pre qno se hagan acreedoras a  ello por 
su aplicación a la en señanza  y Inioti tra to  que den a las discípulos ac red itán ­
dolo con inform e de los C uras y  Corregidores » bien sacándose iliebos prem ios 
de las labores que b agan  aquellas; siendo uno do los principales encargos que 
debe hacerse n los M nestros y M aestras, el de que no hablen con los Ind ios e 
Indias o tro  idiom a que el C aste llano , aunque sepan el suyo; a  cuyo fin prefie­
ra en igua ldad  «le c ircunstanc ias  p ara  ta les M nestros a  los que ignoren los 
Idiomas; a  c a jo  efecto es tá  m andado por Cédula C ircular de LO do M ayo do 
1770, qno aún  p a ra  la  provisión do C uratos de Pueblos de Indios de pavo idio­
ma, so a tien d a  úu ica iu en te  al m ayor m érito de los eclesiásticos, no obstau te  
do quo lo ignoren , cou la  obligación de tener los V icarios qno fueren uecesa-
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ríos. Lo que os participo para  que como os lo m ando tenga  so deb ida obser­
vancia la referida mi Real Resolución, y  fiéis cuen ta  con docum ento  de cnanto 
ejecutaréis sobre su contenido, en in teligencia «le qtte se com unica por Cédula 
de esta fecba a  los Reverendos O bispos de esa Diocisis de Q uilo  y a la do 
Cuenca, a fin do qne en la observancia del encargo (pie hace a todos los P rela­
dos la Ley V II, T ítu lo  Xf Libro V I, inform en del tra tam ien to  qne se da a  los 
Indios de sns distritos, y  prom uevan el cum plim iento  de lo que so m anda a 
esa mi Real A udiencia, avisando si advirtie ren  que se procede con negligen­
cia para q u eso  tome la providencia conveniente. Hii San Ildefonso , a  23 do 
Ju lio  de 1793. Yo el Rey. Por m andado del Rey N uestro  S eñor. S ilvestre 
Collar».

Se desatendieron obras públicas importantes, por las circunstan­
cias desventajosas en que se encontraba el Erario que destinólas prin­
cipales rentas y aún las eclesiásticas de la Península y de las Indias, 
inclusive los censos, contribuciones de alcabalas, etc., para las fre­
cuentes guerras que tuvo que sostener España, primero, con Portugal 
y luego con Inglaterra y Francia.

En la Cédula Real Circular de 24 de Diciembre de 1796 y en el 
Breve Pontitício de tí de Enero del mismo año, revocáronse todos los 
privilegios sobre la exención de pagar diezmos, habiéndose declarado 
en la Cédula de 23 de Mayo de 1801 qne en dicha revocación no se 
hallaban comprendidos los indio-, que, de antemano, les exoneró la 
Ley XIII, Tit. XVI, Lib. I de lu Recopilación.

Por Real Decreto de 19 de Setiembre de 1798, se mandó a ena­
jenar los bienes raíces pertenecientes a las obrns pías y qne se rediman 
los capitales de censos, a que ingresen los productos de las ventas en 
la Real Caja de Amortización, reconociendo el interés del tres por cien­
to en favor de los patronos, para el pago de las demias. 1 se  hizo 
extensiva esta orden de incautación por remato público, a los domi­
nios de América, con la hipoteca de las rentas de tabacos, alcabalas 
y otras de la Real Hacienda; debiendo pagarse un quince por ciento 
por los bienes raíces que posteriormente adquieran los Seminarios Con­
ciliares, Oasas de Enseñanza y toda fundación piadosa qne no tenga 
carácter fiscal.

No se comprendían en aquella enajenación forzosa los bienes raíces 
propios de las Iglesias y Comunidades Religiosas, segfin el Art. 12 de 
la Real Instrucción, siempre que sean los foudos dótales para la fun­
dación o sustentación de sus miembros.

Para la venta incluyéronse los bienes raíces de las Ordenes Ter­
ceras, Cofradías, Ermitas y Santuarios y de los Hospitales y Casas de
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Misericordia, u otros inmuebles en los que no se ejercitare la hospita­
lidad conforme el objeto do su fundación. El art. 14. exceptuaba de 
la regla anterior a L A S  c o f r a d í a s  q u e  s e a n  p u r a m e n t e  d e  i n ­
d i o s , prescribiendo que n o  s e  h a n  d e  e n a je n a r  s u s  b ie n e s  ;/ p r o p i e d a ­
d e s  n i  h a c e r s e  c o n  e l lo s  l a  m e n o r  n o v e d a d ,  a no ser qoe en sus Ca­
jas de Comunidad y Censos existan algunos caudales sobrantes.

Nada justificaría el empeño que tenía el Gobierno de España en 
imponer tantas gabelas y contribuciones, excluyendo sólo a los indios, 
si su situación internacional no hubiera sido como fné tan grave y 
aflictiva por invasiones que pusieron en peligro su soberanía e integri­
dad territoriales, sembrando el escándalo y el descrédito en América, 
siendo ésta una de las principales causas de los movimientos revo­
lucionarios.

No por ello olvidó Carlos IV a los miserables indios, como lo 
demuestra la siguiente Cédula Real: “ El Rey. Presidente, Regente 
y Oidores de mi Real Audiencia de Quito. El Riscal Don Andrés 
Iriarte en representación de 21 de Julio de 1803, manifestó los incon­
venientes que hay de que la provisión de Jueces Pedáneos en las 
Poblaciones de Indios de ese distrito cuya facultad resideen los Presi­
dentes, sea por tiempo indefinido y  aún perpetuamente;y e x p o n í a  que 
aunque no ejercen jurisdicción ordinaria, co n o cen  d e  la s  c a u s a s  c iv i l e s  
q u e  n o  p a s a n  d e  v e in te  pesos, h a b i é n d o l e  d e m o s t r a d o  la e x p e r i e n c i a  
que con la investidura de tales Jueces y h a c i e n d o  alarde de sus fa­
cultades molestan a los miserables de que se compone la mayor parte 
do las poblaciones y principalmente a los indios que no sieudo capaces 
de reclamar los agravios quo padecen sufren los efectos de su despotis­
mo. Por esta razón y porque las Leyes resisten la perpetuidad de 
semejantes Jueces, siendo como son regularmente naturales de los 
mismos Pueblos, pedía que se remedie este abuso, mandando que se 
confiaran las judicaturas pedáneas como carga concejil y por sólo el 
término de un año por los Gobernadores de las Provincias a propues­
ta de los Cabildos, con la declaración de pagar el real derecho de me- 
dia-annata por lo honorífico. Y habiendo visto en mi Consejo de las 
ludias con lo informado por su Contaduría General y lo que dijo mi 
Fiscal; he resuelto quo sin hacer novedad me informéis como os lo 
mando lo que se os ofrezca y parezca en el asunto. Fecha en San Lo­
renzo, a veinte de Setiembre de 1S0G. Yo el Rey. Por mandado del 
Rey nuestro Señor. Silvestre Collar.”
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El 19 de Marzo de 1808, abdicó Carlos IV el reinado en la 
persona de su hijo Fernando VII, Príncipe de Asturias, quien se hizo 
cargo del Gobierno, por Decreto Real del día siguiente.

Entre tanto, las tropas de Napoleón habían invadido el territorio 
español y luego que ocuparon a Madrid y otras plazas fuertes, el Cor­
sario de Europa les hizo prisioneros a Fernando VII y Carlos IV, 
obligando al primero que devolviera la corona que recibió del segun­
do, y a éste que la renunciara; y conseguido este objeto, el emperador 
de los franceses le proclamó a su hermano José, Rey de España y de 
las Indias Americanas.

Estos atentados y usurpación de la soberanía provocaron la su­
blevación y protesta armada de casi todas las provincias españolas 
que expulsaron al invasor y restituyeron al monarca Fernando VII, 
en el Gobierno, con la solemne proclama de fi lelidad de los pueblos 
de la que se hicieron eco las eo!onias.

Entre otros documentos originales dirigidos al Presidente, Regen­
te y Oidores de la Real Audiencia de Quito, consta el siguiente:

“ Exilio. Señor. El Qonsejn ile las Indias, ilesilu el ia s tu n to  que  los ejércitos 
franceses evacuaron la  villa ile Madrid y libre du la opresión un que vivió, sin 
libertad ni acción, procedió a declarar nulo y de ningún valo r ni efecto, cnan ­
to ejecutó con violencia, contra id legítimo derecho do la ansa de B m bón a |» 
Corona de España; y para prueba do la sinceridad y 'fidolidad do sentim ien tos, 
rem itió a  esta  Suprem a J u n ta  do Gobierno, un pliego ro tu lado  a  V. I?, como 
se deduce de la ad jun ta copia certificada, a  fin de que por nuestro  conduc to  se 
verifique la remisión. En su consecuencia, incluyo a V. 10., el pliego del ex­
presado Consejo, y de su recibo me. d a rá  oportuno aviso, ad v irtiendo  que  toda 
la correspondencia que dirija u estos reinos, deberá ro tu la rla  y  d irig irla  a esta  
•Suprema J u n ta . Dios guarde a  V. E. ni. a. Real Palacio del A lcázar de Sevi­
lla, 12 (le Setiembre de 1808. (f) Francisco de S aavedra , (t) M. Ensebio H e­
rrera, (1) Üelidoneo Alonso, (f) A ntonio Zm nhm no C arrillo  de A lbornoz”.

El perturbador general de Europa, como lo llama Fernando VII 
a Napoleón Bonaparte, no cejó en sub acometidas al territorio hispá­
nico, heroicamente defendido por sus bravos adalides y por fuerzas In­
glesas y del Portugal. En 1808, instalóse la Junta Central Suprema 
y gubernativa de los reinos de España y de las Indias, que asesoraba 
al Rey y al Supremo Consejo de la Guerra.

Por estos sucesos habíase alterado la paz pública en el Nuevo 
Mundo, y, prematuramente, se aceleró la emaucipnción de las colonias.
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Mientras más arreciaba e! peligro, era natural que se intensifique la 
alarma en los Virreinatos y Audiencias que si bien distantes de la 
Metrópoli sentían con ella las mismas zozobras e inquietudes, por la 
invasión extranjera; y para arbitrarlos medios de conjurarla, se organi­
zaron Juntas Patrióticas en las principales capitales de Indo-America, 
que luego obedecieron a imperativos políticos, con la intención sub­
versiva que se reveló en una serie triunfal de revoluciones que secun­
daron el primer grito de independencia lanzado en Quito, el 10 de 
Agosto de 1809.

En la noche de un día miércoles, víspera de aquella inmortal efe­
mérides, se reunieron en la casa de la ilustre dama quiteña Doña Ma­
nuela Cañizares, que mantenía siempre vivo su amor por la libertad, 
los heroicos patriotas Pedro Montúfar, hermano del Marqués de Selva 
Alegre, Juan de Dios Morales, el Capitán Juan de Salinas, Pedro 
Manuel Qnirogn, José Riofrío, Antonio Ante, Manuel Matheu, Checa, 
Javier Ascázubi, Manuel Zambrnno, Pablo Arenas, Correa, Nicolás 
Vélezy otros conjurados; y a nombre de Fernando V II y de la J U N T A  
S o b e r a n a  que formaron, dirigieron un oficio que fue entregado al 
rayar el alba, al Presidente de la Real Audiencia de Quito, el Conde 
Ruiz de Castilla, comunicándole que habíaD cesado en sus funciones 
los miembros del antiguo régimen.

Consumada la revolución por los diputados del pueblo, bajo la 
presidencia del Marqués Don Juan Pío Montúfar, se procedió a la 
elección de representantes de los barrios de la Catedral, San Sebas­
tián, San Roque, San Blas, Santa Bárbara y San Marcos y al nom­
bramiento de Ministros o Secretarios de Estado, así como de un Jefe 
de Falange para la organización de Batallones y de un Auditor de 
Guerra, según consta del acta de la independencia celebrada en el 
Palacio Real de Quito, el 10 de Agosto de 1809, para que unidos los 
antedichos representantes con los de los Cabildos de las Provincias, se 
forme una J u n t a  S u p r e m a  que debía gobernar interinamente, a 
nombre de Fernando V II, mientras recupere la Península o impere 
en América. En esa misma acta con la que se inició la cruzada re­
dentora del Nuevo Mundo, hace 132 años, se establecieron dos Salas, 
una Civil y otro Criminal, para la más pronta y recta administración 
de justicia, y  se procedió a elegir al personal de la primera, con un 
Gobernador a su cabeza, y de la segunda, con un Regente, con los 
respectivos Fiscales y un Protector General.
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Pocos meses después, en In Cédula Real de 24 de Febrero de 
1810, fechada en la Isla de León y suscrita por Fernando V II y Don 
Javier de Castaños, se comunicó a la Real Audiencia de Quito, que el 
Consejo de Regencia reemplazaba con todas las facultades a la 
Junta Suprema Gubernativa de España e Indias que se suprimió, por 
las convulsiones que interiormente amenazaban y  por haberse acrecen­
tado con ella excesivamente el peligro. Al Consejo de Regencia, se 
debió la siguiente aprobación para que se trnslade la Real Audiencia 
de Quito a la ciudad de Cuenca, en donde se instaló formalmente 
hasta 1S1G, según consta de documentos originales de los Volúme­
nes XV y XVI de los Cedularios Reales:

“ La Regencia del Reino a quien lie dado cuen ta do lo qne m anifiesta Y. E. 
en sus cartas de los números líl y  22, re ia lira s  a la insta lac ión  de la A udiencia 
de Quito en la ciudad de Ouoiicu, en consideración a las circunstancias en que 
se baila aquella Capital, se ba servido acordar diga a Y. E. que S. A. queda en­
terado y aprueba la resolución que tomó. Lo que tlü su o rden  partic ipo  a  Y. E. 
para su inteligencia y la de ese Tribunal. D ios guardo  a  V. E. ni. a.— Cádiz 
2u de Noviem bre de 1812, (f) Antonio Oano M an”. “ P or recibido por conducto  
del Señor Regente Presidente Interino; archívese. (Sigilen dos rúbricas). P rove­
yóm e y rubricaron el auto de suso los S. S. P residen te y O idores do la Ueal 
A udiencia del D istrito, que reside en esta, estando en la S ala  del Real A cuer­
do de Justicia  de ella u saber: Don Francisco J a v ie r  M anzanos, D ecano, Pro 
sitíente interino y Don Ju an  Nepoinneeno M uñoz y P laza, .Sllhderano. En la 
muy noble, tidelisiina y valerosa Ciudad de Cuenca a  v e in tinueve do A bril de 
mil ochocientos trece años. (0  José V illavicencin y A m lrade”.

No es nuestro propósito reducido al relato sintético de las princi­
pales leyes sociales, en este esbozo acerca de la conquista española 
juzgada jurídica y sociológicamente, suministrar noticias sobre los mó­
viles de la insurrección interna ni sobre la finalidad política de la épica 
independencia americana, porque sería extralimitarnos del tema de 
nuestros estudios. Las Cédulas Reales que hemos publicado contienen 
abundantes y sensacionales revelaciones con las que hemos descubier­
to, sin velos ni cortapisas, lu falta de libertad política y de una buena 
administración en estas regiones, los abusos de autoridad, los privile­
gios y exacciones de capitalistas y encomenderos que oprimieron a los 
indios en las mitas y obrajes; hemos descubierto escenas emocionantes 
de dolor, de hambre y de miseria qne generalmente se experimentaban 
en los Virreinatos, ciudades y villorios, por la codicia y avaricia de 
criollos y de gobernantes españoles.
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Oon el fin de restablecer ciertos castigos correccionales de los 
Párrocos y Alcaldes, y evitar que los dueños de haciendas y cualquier 
otra persona les maltraten a los indios y para que se les señale mayor 
salario del real diario que era insuficiente para su manutención, por 
el trabajo personal, expidió Fernando VII, en 1817, la siguiente Cé­
dula Real, reveladora de una alma delicada y generosa, ordenando que 
el Presidente y Oidores de la Audiencia de Quito, le informen sobre 
estos y  otros particulares, y especialmente si eran ciertas las denuncias 
de agravios a los indios y perjuicios que recibían por lo exiguo de los 
jornales, a que se excogiten los medios que podíau adoptarse (*).

“ E! Rey.— P residen te  R egen te y  O idores de mi Real Audiencia de la  Ciu- 
dad de  Q uito. ECe sido  inform ado que do resultas do las desgraciadas ocurren* 
cias de esas P rov incias y  de  la  publicación de la llam ada Constitución abolida 
por Mí, y  o tra s  disposiciones de las ex tiuguidas Cortes, ha sido tal el trastor­
no que se  h a  causado  en los Pueblos de Indios por haberse privado a  ios P á ­
rrocos de  im ponerles c ierto s castigos correccionales, que siu tem or a este se 
han su stra ído  en la  m ayo r p a rte  de la  obedieucia a «aquellos y  a  sus respectivas 
Justicias, negándose  a  as is tir  a  los ac tos do Religión y aún al Santo Sacrificio 
de la Misa; do m odo que poco a  poco se va acabando en los ludios la sumisión 
debida D ios y  a  mi Real P ersona sino vuelve a  los párrocos la facultad para  
que como M aestros los m anden d a r  con los A lcaldes mi moderado castigo. Y 
así mismo se  m e h a  hecho p resen te  que para alivio do los indios y m ejorar sil 
miserable situación  será  m uy conven ien te privar a  los dueños de H aciendas y 
a cualquiera o tra  persona o) que los m altra ten  como lo hacen contra lo sabia­
m ente d ispuesto  en su beneficio por las Leyes y dem ás Reales disposiciones 
relativas a  su  b uen tra to ; m andando  y reencargando se le señale m ayor sala­
rio del que tienen  para  sn  m anutención  por su trabajo , porque no les alcanza 
el medio real y  aún  m enos que d ia riam ente  les dan, segúu el an tiguo estable­
cim iento cuando  es tab an  a  m enos precio las cosas necesarias para ellos, las que 
habiendo sub ido  ex tra o rd in ariam en te , corresponde se miníente su jornal, pues 
dé lo co n trario  so esclavizan  cotí los suplem entos, viviendo en una  indigencia 
lam entable y  s iem pre  adeu d ad o s con los amos, y  por lo misino sin libertad , y

(*) Segúu el riesgo y la calidad del trabajo, se lijarou varios tipos do salario en las 
antiguas Ordenanzas que estuvieron facultados a expedir los Virreyes dol Perú, habiendo 
prescrito do» Francisco de Toledo que se satisfaga veinte reales por cada semaua a los 
trabajadores de las minas de Potosí, quo produjeron en cuarenta años cieuto once millo­
nes do pesos. Se elevó posteriormente el jornal a veinticuatro reales somauales, que se 
abonaban el sábado por la tarde, en manos del trabajador y en dinero. Hubo época en 
que fueron obligados los mineros n pagar ciuco reales diarios a cada iudio, inclusive por 
el lunes que era de descanso; y esta costumbre se íutrodujo eu 1093, habiéndose regla­
mentado equitativamente las condiciones del trabajo.
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expuestos n robar para niantonorse cnrun lo lineen cansando males irrepara­
bles; y finalmente que so prohíba a los .1 noces y también a los Puras los em- 
pleen sin paitarles lo justo. Y habiéndose visto en mi Consejo de los Indias 
con lo quo dijo mi Fiscal: lie resuelto nio informéis con la brevedad posible, 
como os lo mando y encargo muy estrechamente si son ciertos los agravios y 
perjuioios que so dice sufren los Indios en la cortedad de sus salarios y jornales, 
obligándoles a trabajar los hacendados por lo que a sil arbitrio les señalan; 
proponiéndome el medio qno so podrá adoptar para extinguir elidios agravios, 
y para quo los mismos Indios que merecen a mi paternal corazón cierta predi­
lección, consigan mayor beneficio para su fomento y civilización. Fecho en 
Madrid, a voiuto y tres de Abril de mil ochocientos diez y siete.— Yo el Hoy.— 
Por nulo, del Rey N? Sor.—Silvestre Oullar”.

Eran tantas y tan frecuentes las desgracias que lamentaban los 
pueblos indígenas encomendados a particulares, eran tantos los males 
de la servidumbre y las congojas de la raza explotada, que llegó a 
prohibirse qne vivieran con ella “los españoles, negros, mestizos y 
mulatos”; y a pesar de lo distante que se hallaba la Corte Española a 
la que tardíamente llegaban milos da quejus por los servicios persona­
les, lamentos, ayes, lágriinns e imprecaciones, nunca fueron desatendi­
dos por el Rey y el Consejo de las Indias qne dictaron numerosas y re­
petidas leyes sociales impregnadas de hondo sentimiento patriótico, 
de airada protesta y humanismo cristiano, multiplicadas sin cesar para 
suspender y extinguir los actos do hostilidad, abuso y despotismo.

Producida la sangría y el debilitamiento de la nación española, 
eon la consiguiente bancarrota económica y el desequilibrio internacio­
nal nn sordo rumor de protesta cundió en los pueblos americanos; y al 
saber el martirio de los patriotas en los calabozos de la ciudad de Quito, 
el 2 de Agosto de 1810, cuyo asesinato fue obra da sicarios peruanos, 
se multiplicaron las actividades revolucionarias, descalificándole al go­
bierno de Fernando VII, cuyo imperialismo desapareció en América, 
con la espada fulminante de Bolívar, genio portador de la guerra y 
de nuevas doctrinas y héroe libertador do naciones.

Onántas veces han estado en nuestras manos los viejos Cedularios 
Reales que guardan entre millares de hojas milenarias y descoloridas, 
la para verdad histórica y las reliquias del pasado, hemos sentido 
emocionados palpitar el alma de las razas, el alma de dos mundos que 
guarda muchos secretos y girones do gloria inmortal, bajo las morta­
jas de papel, con sellos rotos, reales firmas y letras antiguas roídas por
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l¡\ polilla qne es más laboriosa y diligente que los investigadores de 
nuestros arohivos nacionales.

La misión internacional feudnlista de España en América, babía 
llegado a su ocaso, por baber fracasado en sus estratagemas políticas 
y haber descuidado la administración gubernativa en las colonias, en 
las qne, con fraude de la ley y de la justicia, no se cumplían las órde­
nes reales sino en una mínima parte; pero subsisten perpetuamente los 
principios éticos y la luminosa trayectoria espiritualista, el papel his­
tórico qne desempeñó España y sus generosas iniciativas y tendencias, 
su gestión ecuménica, sus renovadores impulsos de progreso y civili­
zación que demuestran la superioridad mental y los rasgos predomi­
nantes de la raza ibérica, siempre altiva y valerosa, siempre noble y 
emprendedora.

Producida la emancipación política, se ha quedado España en su 
ilustre y vieja península solariega, y las flamantes repúblicas nacidas 
de sus entrañas, herederas de su nombre, de sus tradiciones y de so 
glorioso patrimonio, a medida qne se aleja el tiempo, estrechan más y 
más los infrangibies lazos, los insustituibles vínculos de unión que li­
ga a los pueblos americanos cou su augusta Madre, mientras más 
infortunada, más digna de cariño y respeto.

X V I

La Revolución triunfante y  la República. Estudio sintético 
de las leyes sociales indigenistas ecuatorianas.

Al conjuro mágico de nna novedosa hetaira que ofrecía a 
las multitudes igualdad democrática y libertad cívica, se hizo la 
revolución en los pueblos indígenas de América, destacándose 
constitucionalmente su gobierno republicano, en antítesis coo el des­
tituido régimen feudal imperialista, al rescoldo de pasiones atiza­
das por la guerra emancipadora, con magníficos programas na­
cionalistas y electorales elaborados por los Padres de la Patria, 
en nombre de élla y para el pueblo, reconociendo que él era 
autoridad legítima y la única fuente de la soberanía, ya que de 
él mismo emanaban todos los Poderes Públicos, con la fantasía 
ideológica de una pura democracia.
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Con oí agruparaiento de los Municipios existentes y de las 
Provincias asociados a la causa de la revolución, organizáronse po­
líticamente los nuevos Estados, en diversos territorios, predomi­
nando el sentimiento de unidad nacional, habiendo nuestros ante­
pasados, en aras del patriotismo, ofrecido a los pueblos que repre­
sentaban, el pan de la democracia, con la miel de garantías y 
derechos individuales, en cada una de las Repúblicas emancipadas 
del tronco ibérico, trasplantando en las nuevas Constituciones los 
principios políticos y doctrinarios del filosofismo enciclopedista y de 
los economistas de la Revolución Francesa.

Los apóstoles de tan bellas teorías, no podían ni debieron ol­
vidar que sobre los selectos grupos de la raza hispánica, bahía 
elementos históricos y de carácter étnico vincular que formaban 
el núcleo originario de las grandes nacionalidades esparcidas en 
el Continente; y su deber era marcarle una ruta clara al indige­
nismo, escudriñar sus necesidades y las causas de su decadencia, 
infundiéndole fe en el porvenir y en sus altos destinos.

El General San Martín, Protector de la Libertad del Perú, 
expidió en Lima, a 27 y 28 de Agosto de 1821, dos decretos, 
aboliendo con el primero el impuesto que con el nombre de tri­
buto satisfacían los indios al gobierno español, y con el segundo 
el servicio de mitas, pongos, encomiendas, yanaconazgos y toda 
clase de servidumbre personal. Re declaró expresamente que: 
“Cualquier persona, bien sea eclesiástica o secular, que contraven­
ga a lu dispuesto, sufrirá la pena de expatriación”.

Simón Bolívar, Presidente de Colombia y Encargado del Po­
der Dictatorial del Perú, a su vez, firmó en Trujlllo, en 7 de 
Abril de 1824, on decreto por el cual ordenó la parcelación y 
venta de las tierras fiscales, previa tasación legítima, sin que en 
el se comprendan las que tenían en posesión Tos indios; pero sa­
crificó el derecho de las Comunidades, al prescribir que las tierras 
qne formaban parte de ellas sean repartidas conforme a una or­
denanza entre todos los indios que no gocen de alguna otra suer­
te de tierras, quedando dueños de éstas a que se vendan las res­
tantes.

Es verdad que con aquellas parcelaciones, se procuró el in­
cremento de la pequeña propiedad, pero no se tomó en cuenta 
qne la mayor parte de las tierras de las Comunidades dispersas
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—cuya personería jurídica e histórica debió respetarse—, pasaron 
desgraciadamente a incrementar las del latifundisino, quedando los 
indios en peor condición que durante el coloniaje, como lo ob­
serva el conocido escritor Abelardo Solís.

No obstante que ya se habían promulgado los Estatutos Polí­
ticos de las Repúblicas de Sur y Centro América en los albores de 
su independencia, continuaron en vigor temporalmente varias normas 
jurídicas de la époen colonial, mientras se esbozaba la legislación 
geuuinamente americana, en el tiempo intermedio; y después de 
algunas leyes patrias expedidas por las primeros Juntas de Go­
bierno, desde el año de 1810, se pusieron en vigencia los Códi­
gos Civiles de Bolivin en 1880, del Perú en 1852, de Chile en 
1857, de El Salvador en 1860, del Ecuador en 1861, y, sucesi­
vamente, en las demás naciones.

El reconocimiento de las antiguas leyes del españolismo fué 
en todo lo que no se oponían al nuevo régimen republicano im­
plantado por las Cartas Políticas, Decretos Legislativos y Regla­
mentos do los nuevos Estados; y concretándonos al Ecuador, en 
la Convención de Ambato el 15 de Agosto de 1835, en una 
Ley de Procedimiento Civil, se determinó la prelación en esta 
forma:

“Art 1.—El orden en qno deben observarse Ins leyes en todos los Tribuna­
les y Juzgados de la líopúblicn, civiles, eclesiásticos y militares, así como en ma­
terias civiles, es hI siguiente:

lo —Lns decretadas o que en lo sucesivo decretare el Poder Ejecutivo;
2o.—Lns pragmáticas, cédulas, órdenes, decretos y ordenanzas del Gobierno 

Español, sancionadas hasta el 18 de Marzo de 1808, que estiibau en observancia, 
bqjo el mismo Gobierno Español, en el territorio que boy forma la República;

3o.—Las de la Recopilación de Indias;
4o.—Las do la Recopilación de Castilla;
ño.—Lns de las Siete Partidas.
Art. 2.—En consecuencia mi tendrán vigor ni fuerza alguna en la Repúbli­

ca, las leyes, pragmáticas, cédulas, órdenes y decretos del Gobierno Español pos­
teriores al 18 de Marzo do 1808, ni las expresadas en el uúmero nuterior, en 
todo lo que directa o indirectamente so opongan a lns leyes y decretos que 
h-iya dado el Poder Legislativo”.

En conformidad a los planes jurídico—democráticos amoldados 
a la Constitución que regía en Norte América, se creyó entonces 
que se hallaban suficientemente garantizados los derechos de las 
musas indígenas, cuyo uúmero era excesivo, especialmente en Pe­
rú y Méjico, Bolivia y el Ecuador, Paraguay y Guatemala; y
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los hechos demuestran que no correspondió la tarea restaurado­
ra inicial a los gratules intereses del pneblo y esperanzas de la 
raza indígena que quedaron frustradas, porque las coodiciones polí­
ticas y demográficas de la América Inglesa no eran las mismas 
que las de las poblaciones del Talinantinsuyo, por la diferenciación 
de fuerzas étnicas, telúricas y culturales, entre aquellas dos rizas 
subyugadas de origen diverso, con variantes en su estructura 
psicológica y organización económica, por el ambiente en que vi­
vían y hasta por su mentalidad religiosa.

Se olvidaron los Padres de la Patria que no bay unidad de 
civilización en el espacio ni en el tiempo, y que no obstante la in­
terdependencia social y política de nuestros indios aferrados a sus 
antiguos hábitos y al derecho consuetudinario, no se habían borra­
do completamente sus instituciones primitivas dorante la conquista 
española j tres siglos de coloniaje que respetaron la forma an­
cestral de las Comunidades, en la redistribución de las tierras, pru- 
cnrando solucionar el problema económico-social y agrario coo­
perativista de la., raza autóctona a la que se la había concedido 
una legislación superabundante y privilegiada por los Reyes de Es­
paña, íntimamente vinculada a sus tradiciones y costumbres.

Olvidaron los Padres de la Patria que entre los deberes so­
ciales del Estado se halla la salud pública y el bien común, el 
respeto a los factores étnicos, a los derechos y libertades civiles y 
políticos del pueblo legislado cuyo nervio se halla en los grupos 
campesinos, a los que se les debía reconocer y preftar todo el 
apoyo y la protección que les negaron los caciques y encomenderos, 
feudalistas y terratenientes, en despecho y en fraude de las garantías 
concedidas por las leyes españolas, para su expansión territorial, pro­
greso y desarrollo, leyes que en su mayor parte al fin las derogó 
la misma República, dejaudo profundas lagunas.

El Libertador Bolívar, uno de los más grandes visionarios que 
sustentaba como doctrina de gobierno, que “la soberanía del pueblo 
es la única autoridad legitima de las naciones”, “que soñó con ha­
cer hombres libres de multitudes ignaras, habituadas al yugo de la 
servidumbre"—como observa el notable sociólogo don Cristóbal Be- 
nítez, en sn medular obra “Sociología Política",— al contemplar 
nuestro estado político y social excepcionalmente rudimentario, dijo 
como si definitivamente se hnbiese verificado la fusión integral de
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los razas: "No somos europeos, no somos indios, sino una especie 
media ontre los aborígenes y los españoles. Americanos por naci­
miento y europeos por derechos, nos hallamos en el conflicto de dis­
putar a los naturales los títulos de posesión, y de mantenernos en 
el país que nos vió nacer contra la oposición de los invasores; así, 
nuestro cuso es el más extraordinario y complicado. Todavía hay 
más: Nuestra suerte ha sido siempre puramente pasiva, nuestra 
existencia política ha sido siempre nula, nos hallábamos en tanta 
más dificultad para alcanzar la libertad, cuanto que estábamos co­
locados en un grado inferior al de la servidumbre".

La experiencia demuestra que sólo con fórmulas legislativas ha 
sido imposible civilizarle al indio, mientras permanezca en compañía 
de sus animales domésticos, alejado del centro de la ciudad y de las 
poblaciones urbanas. Está todavía acostumbrado a habitar en rús­
ticas chozas de paja, rodeado de instrumentos de labranza primitiva; 
el asiento para el indio es una tosca piedra, y junto al fogóu que 
arroja llamaradas y  humo, se sirve la comida frugal, en un mantel 
tendido en la misma tierra.

La mayor parte de las familias indígenas están acostumbradas 
a lu vida hogareña, campestre y de completa miseria, y aunque ten­
gan posibilidad económica para adquirir muebles de algún valor y 
construir casas higiénicas y confortables, prefieren invertir el dinero 
en tierras o animales, antes de darse el lujo de satisfacer con alguna 
decencia las necesidades domésticas. Prefieren el murmullo del arro­
yo al bullicio de la ciudad, y están acostumbrados a despilfarrar vida 
y salud en el aguardiente que ha contribuido a la degeneración de 
In raza y a sil envilecimiento.

Hay que sacudirle de su índole perezosa, darle hábitos de cul­
tura y de trabajo, e infundir en los músculos de acero actividades 
no sólo agrícolas, sino también industriales; hay que hacer que des­
pierte su espíritu del marasmo e indolencia en que se encuentra, 
educando a las nuevas generaciones, con un sentimiento de discipli­
na, de honor y patriotismo.

Eslabonando el pasado con el presente, se nota que están arrai­
gados tan hondamente los vicios de la raza, que para levantarle de 
la postración en que yace y desindianizarlu, se necesita la transfusión 
de nueva sangre en su organismo, con el cruzamiento, a que cam­
bie su temperamento y  carácter psicológico inferior; y de este
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mniln adquirirá nuevas aspiraciones y hábitos de vida, moral, ciencia, 
cultura ética y económica, principios do política y religión, en 
grado superior.

Sin caridad cristiana no puede haber civilización para el indio. 
Debemos sacar provecho de las mn? dolorosos y despiadadas expe­
riencias para el porvenir. Hay algo evidente: por el cambio de es­
cenario, los indios han pasado del régimen colonial al sistema repu­
blicano-democrático que pregona amplísimas garantías individuales 
que do realizarse todas en la práctica, la América se habría conver­
tido en nn paraíso terrenal, sin qne existan tantas desigualdades, 
fruto de la explotación y de la servidumbre.

A. raíz de la independencia, pocas leyes españolas fueron na­
cionalizadas y las qne se han dictado en favor del indigenismo no 
son numerosas ni en calidad superiores a las de la época colonial. 
Reproducimos aquí las más importantes:

Bu la Circular de la prefectura del Departamento del Ecuador, 
qne estuvo a cargo de Don José María Sáenz, se transcribió en Qui­
to, a 25 de Mavo de 1830, el siguiente Decreto Supremo, expedido 
por el General Don Juan José Flores, Jefe de la Administración 
del Estado del Sur de Colombia, &, el 12 del mismo mes y año:

"VISTO ESTE EXPEDIENTE (el seguido por In administración departamental da 
correos), y teniendo en consideración: Que el Barón de Caroudelot Presidento
que fue de* Quito, resolvió en 24 de Mar n de 1804. que los indios ¡ m u s i r á u ta s  de la ad­
ministración de correos, gozaban de exención y libertad de tributos; 2°—Que ou este 
mismo caso se bailan los que sirven de guias a los correos en los postillones; 3°—Que 
n éstos por una práctica constante, j a m á s  s e  le s  h a  e x ig id o  la  c o n t r ib u c ió n  p e r s o n a l ;  
4o—Que aun la misuin equidad les acuerda esta gracia, pues Hiendo (un niisemido el 
producto del trabajo de los iudiguuus, euuio también la pensión «pío so les asigna por
la conducción de los correos .............. ; SE DECLARA que los indígenas dedicados al
servicio de tales guías o que sirvan de postas, están exentos do pagar el tributo El 
Señor Prefecto departamental dictará las órdeues convenientes para el cumplimiento 
ile este decreto”.

La ley de 8 de Noviembre de 1831, estableció una contribución 
personal distribuida en nueve clases, exceptuando de ella a los indios 
sujetos a la señalada para ellos, en el Decreto de 15 de Octubre 
de 1828.

Sin comentario, publicamos la siguiente Circular del Ministro 
del Interior, don José Félix Valdivieso, que contiene las primeras 
iiormis republicanas acerca de los indígenas conciertos:

“Palacio ÜB Uub.orao na Quito, a 18 Jo Noviembre J b 1831.— RESUELTO:—Que
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siendo uno de los principales deberes del Gobierno promover por todos loa medfoa que 
estén ii su alcnuce cuanto favorece a la industria y a la agricultura que tanto conducen 
a la prosperidad pública, y debiendo evitarse todos los abusos que diariamente se ext e- 
rimcutnn de parte de los indígenas conciertos do las Inicio mías, a quienes se permite 
libremente abandonar los fundos a que han sido destinados y pasar a otros inmediatos, 
seguramente porque son seducidos contra las repetidas disposiciones que prohíben
semejauto procedimiento, & ................ SE DECLARA: Io—Que los Indígenas conciertos
están obligados a cumplir religiosamente con las calidades del concierto sin serles per­
mitido quebrantar el coutrato a pretexto de conseguir el alcance que contra ellos resul­
te; 2" Que las cueutas deben pedirse por los protectores al fin del año o en los < lem­
pas en que no puedan perjudicar las lab -res más esenciales de las haciendas consisten­
tes en las siembras n cosecha-; 3° Que los ajustamientos de cuentas se hagan en las 
mismas haciendas cou arreglo a las ordena lizas, y a la costumbre observada constante­
mente, evitando todo lo posible el que los indígenas con pretexto de ellas existan en los 
poblados, almud oí laudo el trabajo de las h ■ deudas en que están obligados; 4° Que las 
autoridades eviten cuidadosamente el que los indígenas conciertos en las haciendas de 
temperamento frío, paseu a ocultarse en las calientes donde regularmente adquieren 
enfermedades, y la misma muerte nor causa del clima ardiente a que do están aros- 
tumlii ndos, procediendo con todo el rigor de las leyes contra los culpables; 5° Que los 
Prefectos, Gobernadores y Corregidores e;t sus respectivos distritos cuideu del más 
puntual cumplimiento de esta disposición, ennf rute a las leyes y providencias que 
están eu observancia, instruyendo ai Gobierno de los abusos que notaren y deben co­
rregirse por cualquier exceso, tanto de parte de los indígenas y sus protectores, como 
de los propietarios y sirvientes de las bacieudas, para que tengan aquellos el tuejor tra­
tamiento como personas miserables, y no sean destinados a servicio nlguuo sin pagarles 
el correspondiente salario conforme a la costumbre del país; y que se comunique esta 
resolución a las Cortes de Apelaciones para que sirva de regla en los casos que puedan 
ocurrir.—Valdivieso '* .

Gonsiderunrlo el Presidente Flores que ero un deber del Gobier­
no promover In educación de los indígenas, para que salgau de la 
ignorancia y rusticidad, expidió el Decreto Ejecutivo de 16 de Ene­
ro de 18M2, estableciendo en cada una de las parroquias del Estado 
lina escuela de primeras letras para los niños. Eu la asignación de 
fondos figuran los sobrantes de las tierras de resgunrdo que debían 
venderse en pública subasta y demás bienes de Comunidades, dejan­
do para ellas las necesarias n juicio de los corregidores, para lo que 
debía procedorse a la mensura y al avalúo. Para el nombramiento 
de preceptores do las escuelas y designación de locales y su funcio­
namiento, creáronse Juntas Curadoras de Educación Pública, en los 
cantones y parroquias, con las facultades concedidas por el Decreto 
de 3 de Octubre de 1826.

A fin de que los terrenos que entonces se conocían por comunes, 
estén distribuidos entre los propietarios labradores, el Ministro da 
Hacienda don Juan García del Río, del Ecuador en Colombia, diri­
gió una Circular al Prefecto del departamento de Quito y Cuenca, a 
20 de Julio de 1833, que consta del N- 50 del Primer Registro Av.-
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lóntico Nacional, ordenando vender en pública subasta todos los te­
rrenos baldíos de dicho departamento, exceptuando tínicamente las 
tierras de comunidad de indios, los pastos y  ejidos de villas y  ciu­
dades que se consideren necesarios para el uso comunal. Procedió 
en esta forma el Gobierno, reconociendo que la agricultura era ver­
dadera fuente de prosperidad, y de que se había palpado el bien que 
recibió la ciudad de Ibarra desde que el Libertador mandó distribuir 
los ejidos que la rodeaban; y adujo además de estas razones el hecho 
de que los indígenas de la parroquia de Santa Prisca, en los arraba­
les de la ciudad de Quito, han renunciado el derecho al pasto co­
mún y preferido pagar una pensión a la municipalidad con los arren­
damientos que acababan de hacer para tener terrenos que labrar en 
esa nueva población.

Es preciso recordar que para aquella venta en pública subasta 
de las tierras baldías, estuvo autorizado el Ejecutivo, por la Ley de 
11 de Octubre de 1821, y de conformidad con el Art. 4?, se dispuso 
en la misma Circular que los que se hallan actualmente en posesión 
de aquellas tierras con casas y labranzas sin título alguno de propie­
dad, seau preferidos en las ventas, siempre que en concurrencia con 
otro postor se allanen a pagar el mismo precio que se ofrezca por 
ellas; lo cual en la práctica significó el despojo de los infelices indios 
que no tenían dinero para consignar inmediatamente en Tesorería 
las dos terceras partes del valor del remate.

El 30 de Setiembre del mismo año de 1833, el Congreso Cons­
titucional del Ecuador, dictó una ley relativa a la contribución de 
los indígenas, por la que en el art. 5 se abolió la ignominiosa y hu­
millante pena de azotes y se antorizó en el art. 11, a todo ecuatoriano 
a que acuse o denuncie los delitos que se cometieren con infracción 
de la referida ley. El art. 8, prohibía que a ningún indígena se le 
exijan servicios personales sin su consentimiento, y  previa estipula­
ción de su jornal. Según art. 7, el que de su propia autoridad cas­
tigase a los indios, con azotes, prisiones, arrestos n otras penas rigu­
rosas o contrarias al pudor, perdía por el mismo hecho la deuda del 
ofendido y debía pagar una multa hasta de cincuenta pesos, aplica­
ble a la educación de los indios. De conformidad con el art. 10, los 
Concejos Municipales y los curas párrocos debían promover el esta­
blecimiento de escuelas de primeras letras en las cabeceras de cantón 
y en las parroquias de población más numerosa, para la enseñanza
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do los niños indígenas, proporcionando al Gobierno los fondos y ar­
bitrios para llevar a cabo tan laudable medida. Se impuso a los 
curas la obligación de explicar esta ley a los indígenas, en su propio 
idioma, y al tiempo de la doctrina cada tres meses, bajo la multa de 
veinte y cinco pesos, y el Presidente Plores, la puso en vigencia, 
porque convenía corregir los abusos que todavía se experimentaban 
en In República. En el art. 1 de la susodicha ley se hizo constar: 
que ios indígenas morosos en el pago de las contribuciones personales, 
serán apremiados por los medios suaves y equitativos que las leyes 
conceden a los demás ecuatorianos, sin que jamás sea permitido el 
secuestro de sus instrumentos y animales de labranza.

En el Decreto del Vicepresidente Encargado del Poder Ejecu­
tivo, don José Modesto Larrea, de 5 de Marzo de 1834, reglamenta­
rio de la odiosa Ley de 30 de Octubre de 1833, relativa al cobro 
de los derechos de consumo, quedaron excluidos los indios de pagar 
este impuesto en todo cuanto sea de su propiedad, labor o comercio; 
y para gozar de esta exención debían acreditar con el certificado de 
las autoridades parroquiales, que los frutos, especies o manufacturas 
que introduzcan son do su coseclin, labor o comercio, o pertenecien­
tes a otros indígenas. El certificado, según el art. 19 del enunciado 
Reglamento Ejecutivo, debía expedirse gratuitamente.

Oon el objeto de mejorar la triste situación de los indios, se 
transcribió a la Alta Corte y a los Presidentes de las Cortes de Jus­
ticia de los departamentos, la resolución que la Cámara Constituyente 
le comunicó al Gobierno, y que textualmente, dice así:

“De orden expresa do In Cámara me dirijo a U. S. con el objeto de llamar la 
atención del Poder Ejecutivo n un acto de justicia, de ley, y si su me permito de huma­
nidad. Tal es, Señor Ministro, la suerto de los iudígeuas, la cual ha deplorado cons­
tantemente el njtunl Jofe tle la Administración; y por tanto ha dispuesto la H. Cámara 
en sesión de esto illa so excito ni Gobierno, a tiu do que tenga su puntual obervnticia 
la disposición legislativa del año 1833, eucaminada a mejorar la humilde condición de 
la sociedad ecuatoriana".

El Ministro don José Miguel González, que lo era del Presiden- 
de don Vicente Rocafuerte, suscribió en 30 de Julio de 1833, la nota 
que contenía este nuevo mándalo legislativo.

En la Convención de Ambato que fue presidida por don José 
Joaquín Olmedo, el 17 do Agosto de 1835, se declaró por un De­
creto interpretativo la inteligencia de la Real Cédula expedida el 28 
de Octubre de 1541, en Fueusálida, sobre la comunidad de los mon-
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tes, pastos, aguas y abrevaderos, a que el uso de tales sitios en la 
provincia de Cuenca, del distrito del Azuay, sea puramente relativo 
a los ganados para su aumento y propagación; prohibiéndose en con­
secuencia que ningún propietario de sitio y hato pueda extraer ma­
dera, leño ni carbón de los sitios y hatos pertenecientes a sus veci­
nos y convecinos, ni hacer de aquellas especies un artículo de co­
mercio a pretexto de comunidad. Por haberse suscitado inconve­
nientes en la aplicación de esta ley, fue derogada, en 22 de Marzo 
de 1837, a solicitud del Concejo Municipal de Cuenca.

En 21 de Agosto del memorable año de 1835, la Asamblea 
Constituyente del Ecuador, considerando que sin embargo de las le­
yes municipales que protejen a los indígenas, se cometen varios abu­
sos contra ellos, y que era de absoluta importancia corregirlos para 
que esta clase tan interesante a la sociedad, no sea oprimida de nin­
gún modo, y disfrute de los derechos y garantías que la Constitución 
dispensa a los ecuatorianos, decretó varias disposiciones prohibitivas 
a que ningún indio pueda ser nombrado prioste contra su voluntad, 
ni los deudos obligados a costear funerales costosos, ni pagar otros 
derechos que los del entierro, aunque el finado haya dejado bienes, y 
para que ningún diezmero ni cobrador de primicia use de violencia 
ni vejaciones.

En el mencionado Decreto, se suprimieron ios agentes protecto­
res y los defensores de indios; y se volvió a prohibir que haya servi­
cios personales gratuitos pora ningún indígena.

En cambio en la Circular del Ministro do Hacienda don Fran­
cisco Eugenio Tamariz, de fecha 16 de Mayo de 1836, se estableció 
nna rigurosa fiscalización de la contribución personal, señalándose 
por orden del Poder Ejecutivo, la gratificación do cuatro renles a 
toda persona que denunciare a los indios que no estando inscritos en 
los padrones o listas de rezago, no hubieren pagado aquel impuesto.

El Presidente Rocufuerte, firmó el 9 do Agosto de 1836, un De­
creto en ejecución de la ley de 20 de Agosto de 1835, para la difu­
sión de la enseñanza de primeras letras en la capital de la República, 
ordenando la apertura de escuelas públicas en los Conventos de Santo 
Domingo, San Francisco, San Agustín y Ln Merced y una para ni­
ñas en el Monasterio de La Concepción, y que los gobernadores in­
formen acerca de los conventos de las provincias eu que puedan es­
tablecerse escuelas similares.
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Por falta de espacio, omitimos dar cuenta de otros muchos de­
cretos de hace más de cien años, en honor de las Legislaturas y de 
Presidentes de la República que, con espíritu cívico y fervoroso pa­
triotismo, asignaron cuantiosos fondos, ya fiscales, ya municipales, 
para la creación y funcionamiento de escuelas primarias para toda 
clase de niños, inclusive los de la raza indígena.

Sólo mencionaremos por su valor y trascendencia, el oficio de 
8 de Marzo de 1841, dirigido por el Ministro de Estado don Francis­
co Marcos, al Gobernador de la provinciu de Pichincha, en el que se 
le comunica que atendiendo a la solicitud de Fr. José Antonio Viz­
caíno, el Encargado del Poder Ejecutivo don Francisco de Aguirre, 
resolvió:

"Que el convento de Ln Recoleta de Predicadores do la Capital de !n República 
se destine ni servicio de un colegio do misiones, en el cual los religiosos observen es­
trictamente las reglas y estatutos de sus órdenes; y cou tau importante fin dispuso: 
Io Que en dicho colegio se establezca la enseñanza de la lengua propia de los indígenas 
de la misión de Cauelos que está a cargo de los religiosos dominicos; 2° Que so fuude 
oon parte de los sueldos del convento principa! de Predicadores una escuela de primeras 
letras para uiños pobres y c o n  p r e f e r e n c ia  p a r a  h u l ig c n n s , en la que se les enseñe a 
leer y escribir, las cuatro reglas do aritmética, la gramática castellana y fundamentos 
de religión; 3" Que a más de esta escuela se fundarán y dotarán en el sobredicho ea- 
t Metimiento, por cuenta «leí mismo convento, una cátedra de latinidad, una de filosofía 
y una do teología dogmática, por ser estos conocimientos necesarios cu los varones 
apostólicos que tlobeu emplearse en la misión de Canelos y en otras a quo puedeu ser 
destinados”.

Por haberse introducido el criminal abuso de cobrarles a los in­
dios cuotas e impuestos arbitrarios con diversos pretextos; y para co­
rregirlos oportunamente en obsequio de esta clase desgraciada, sobre 
cuya sencillez siempre la codicia ba pretendido especular, consta que 
el Senado y la Clamara de Representantes de la República, reunidos 
en Congreso, expidieron el siguiente Decreto, a 14 de Abril de 1837;

“Art. Io El corregidor que bnjo el pretexto de reserva o do otro cualquiera, exi 
gioso de los indígenas alguna suma, sea en dinero, o en otra espide, será destituido de 
su destino, y además multado en doscientos pesos sin perjuicio de devolver a los inte­
resados las cantidades que hubiese recibido; Art, 2o Serán responsables a esta multa 
loa bienes propios del corregidor; Art. 3o Si las personas o agentes de quienes éste se 
valga.resultaren nu toros do tales estafas, serán juzgados criminal mente y castigados con 
la poda de presidio por un año; Art. 4o El cura quo cobrare derechos a los indígenas 
por las partidas bautismales, le do muertos o por cualquier otro titulo quo uo esté au­
torizado por la ley, será privado de su beneficio por ol tiempo de dos meses, y si rein­
cidiere se impondrá ol duplo de la pona, correspon Hondo desdo luego su publicación 
a la autoridad eclesiástica, con devolución de las sumas percibidas; Art. 5o Ningún 
iunígeua podrá ser nombrado prioste, siuo úuicumeute pava las cuatro tiestas establo-
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cidns por In ley; Art. 6o El curo que fuero de estas cuatro destas nombrare o aprobare 
el uoiubramiento que se baga en uu indlgenn de prioste, con el pretesto de que éste 
lo ba solicitado o bajo de cualquiera otra razón, incurrirá en la misma peua del Art. 40,\

En contestación a una solicitud de los Curas Rectores de la Igle­
sia Catedral de Quito, que deploraban los muchos y graves males que 
se seguían por la insurrección de los indios que no asistían a la doc­
trina cristiana y se entregaban a desórdenes y vicios, atribuyendo a 
la falta de justicia, de principios educacionales y de castigo corporal; 
el Vicepresidente Encargado del Mando Supremo, expidió enMa^o 
de 1841, la siguiente resolución:

“El Arfe, 5o de la ley de 5 de Octubre de 1833 uo es ciertamente de los refundidos 
en la ley de 2 de Setiembre de 1835; mas no es esta razón pora juzgar que por el mismo 
hecho se restableciese la bmnillnote e ignominiosa pena de azotes, la cual desde la pro­
mulgación de la sobredicha ley de 33, quedó abolida, siendo por tanto, uecesario para 
restablecerla, otra disposición legal expresa contenida en el Código Penal promulgado 
cou posterioridad. El celo pastoral de los peticionarios, puede haberles inducido a 
creer que el articulo eu cuestión fuese del mismo género que los demás; pero una seria 
reflexión sobre el texto de la ley, persuade que el legislador en 1835, no consideró ne­
cesario repetir la abolición de la peua de azotes, como jopltió las otras disposiciones 
reglamentarias, para que ella se tuviese como abolida; pues esa humana disposición 
desde entonces produjo los benéficos efectos que so propuso. Los párrocos (le indíge­
nas, para cumplir con los deberes de su importante ministerio, deben emplear todo el 
celo y diligeucia que prescriben las disposiciones civiles y canónicas; y la autoridad 
pública debe prestarles la cooperación más elicnz, empleando todos los medios que 
estén a su disposición; teniendo entendido que en cuso contrario, so exigirá I» debida 
responsabilidad a los funcionarios omisos Para que esta resolución tonga cumplidos 
efectos, corrigiendo Jos males que deploran los Cuins Héctores de I» Iglesia Catedral rio 
Quito, comuniqúese con la representación que la motiva a los Gobernadores y n los 
Prelados diocesanos”.—Todo lo que transcribo a ÜS. para su inteligencia y Unes con­
siguientes.—Dios gude. a US.— F r a n c is c o  M a r c o s ”.

En forma expresa y con lo amplitud necesaria, la Convención 
de 1843, expidió el 1? de Junio, un decreto que se merece todo en­
comio, ordenundo que se les distribuya gratuitamente tierias ba/rlíris 
a todos los indígenas que no las tengan y  las soliciten, siempre que 
la población que existía en las parroquias no cupiese ya en los te­
rrenos de comunidad. Al efecto, el Poder Ejecutivo, debía pedir 
informe a los gobernadores sobre la localidad, clima, extensión y de­
nominación de las tierras baldías que hubiese en sus respectivas pro­
vincias, pretirieudo para el reportólas demás salubridad. El Art. 
4?, Impuso, además, al Ejecutivo, la obligación de adjudicar en pio- 
piedad a los indígenas, las tierras de comunidad en proporción a 
las familias, prefiriendo a los que se hallen en actual posesión. Y
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se ordenó que si beclio el repartimiento sobrare algún terreno, éste se 
conservará como de comunidad, sin que jamás pueila venderse. Por 
el Art. 5°. quedaron derogadas como contrarias al Art. 91 de la 
Constitución, la Ley 14, tít 3, lib. G de las Municipales y la Real 
Cédula dada en Aranjuez a 10 de Marzo de 1805.

El 5 de Junio de 1843, la misma Convención Nacionnl del 
Ecuador, dió para la República una nueva forma de contribución 
general, dividida en una personal de tres pesos cuatro reales que de- 
bíun pagar anualmente todos los varones desde la edad de veintitrés 
años basta los cincuenta y cinco; y en otras que afectaban a la pro­
piedad urbana y rústica, industrias y profesiones. Gozaban de la 
exención de derechos parroquiales, al igual que los indígenas, los 
jornuleros, los peones y sirvientes domésticos. Consta en el Decreto 
Reglamentario del Presidente Flores, que: Todos los varones habi­
tantes de la República, con exclusión de los indígenas del interior y  
de los esclavos, desde la edad de 23 años basta la de 55 cumplidos, 
pugnráu anualmente la suma de tres pesos cuatro reales, conforme a 
lo prevenido en el Art. 2 de la ley citada.

A nombre del Presidente de la República, el Ministro de Gobier­
no, pasó una circular a los Gobernadores de Provincia, para que se 
dicten las disposici nes dicaces, con el fin de que se proceda al re­
paro de los caminos, puentes y calzadas, exigiendo los servicios a 
todos los ciudadanos que estén obligados según el Decreto de 19 de 
Diciembre de 1830, en el que so hallaban comprendidos los indígenas.

lín 9 de Junio de 1843, decretó la referida Convención una ley 
particular para los habitantes de Cuencn y Guayaquil, relativa a la 
composición y mejora del camino de Naranjal, hasta el límite diviso­
rio de crnla provincia; destinando varios fondos, entre ellos, el jornal 
correspondiente a los cuatro días que lodo habitante de las menciona­
das provincias, sea o no vecino, estaba obligado a trabajar en dicho 
camino, si no quiere o no puede hacerlo, por sí o por otro; excepto 
solamente las mujeres, los menores de veinte años, los mayores de 
sesenta y los enfermos habituales con tal que no sean propietarios. 
Los indígenas y no indígenas establecidos en el punto de hlolleturo, 
sus hijos y los nuevos pobladores, quedaron exentos de pagar al Es­
tado toda otra clase de contribución, inclusive los diezmos y primi­
cias, por el tiempo de diez años.

Merece especial mensión la Ordenanza expedida por el Presi­
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dente don Juan José Flores, el 1? de Agosto de 1844, relativa ni 
funcionamiento de la Casa del Hospicio que era destinada al refugio 
y corrección no sólo paru los condenados a la pena de reclusión, sino 
también para los pobres y huérfanos que a ella iban voluntariamente, 
porque nu tenían con que vivir, y los mendigos remitidos por la po­
licía, así cúmu los vagos y contraventoros, menestrales y artesanos 
que no habían cumplido con sus compromisos. Según el art. 24 del 
Capítulo IV, debíau establecerse fondos para oficios mecánicos y ta­
lleres; y cuando ingresaban reclusos en la mencionada Casa, debían 
escoger la ocupación u oficio a que querían dedicarse, y de no haeerlo 
el inspector les destinaba a uno cualquiera de los ya establecidos, pre­
firiendo el de tejer sombreros de paja toquilla. Todas las obras que 
se trabajen en la Casa, que debía suministrar la materia prima, te­
nían que ser guardadas en un almacén, para su venta, cuyo precio era 
distribnible, de conformidad con el art. 30, de un modo equitativo.

Contiene acertadas normas de justicia social la ley de contribu­
ción de indígenas que fue expedida por la Convención Nacional de 
1851, promulgada el 3 de Julio del mismo año, por el Presidente don 
Ciego Nnbuu, segúu la que cada indio debía pagar tres pesos, desde 
la edad de 18 años hasta los 50, excepto los lisiados o habituulmente 
enfermos; sin perjuicio da la contribución ordinaria que gravaba a los 
que a más de lus tierras de "comunidad o resguardo”, poseían en 
propiedad libre, fineuB raíces cuyo valor excedía de mil pesos.

Los indígenas no podían ser obligados a servir en el ejército ni 
en la milicia nacional, habiendo reconocido oste privilegio el art. 28 
de la expresada ley. Si voluntariamente ingresaban en el servicio 
de las armas eran eximidos de aquella contribución personal, mientras 
permanecían en ellas. Quedaron también excluidos: los indígenas 
durante el tiempo en que se concretaban a la carrera de las letras; los 
que servían de postas o guías de correos; los que se dedicaban a ser 
maestros de primeras letras por el espacio de seis años continuos; los 
gobernadores o caciques auxiliares en la cobranza de la contribución; 
el maestro de capilla y los sacristanes de catedrales y parroquias, 
siempre'que pertenezcan a la clase indígena. Arts. 29, 30, 31, 
32 y 33.

Quedaron también exceptuados de la contribución de los tres pe­
sos, los indios de Guayaquil, Manabí, Esmeraldas, Chito y Zumba y 
los demás de la banda oriental. Según el art. 34, los iudígenas de
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las provincias del Interior donde la contribución estaba establecida, 
lio debían pagar alcabala ni impuesto alguno que pueda grnvar sus 
negocios y contratos, ni sus cosechas, labranzas, labores o indus­
trias personales.

Gozaban los indios de justicia y  asistencia médica gratuitas. El 
nrt. 35, prohibió expresamente que no se les llevará derecho alguno 
en los tribunales y juzgados seculares ni en los eclesiásticos ni por los 
escribanos, médicos o empíricos, a no ser que sean propietarios de 
fundos rústicos que valgan más de mil pesos.

El art. 36, prescribió que: Ninguna persona podrá destinar u 
ocupar indígenas de cualquier edad o sexo a servicio personal o do­
méstico, contra su voluntad, sin su consentimiento expreso, y sin 
previo ajuste de su salario, según las costumbres y circunstancias 
del país.

Ningún indígena podía ser nombrado prioste contra su voluntad 
-nrt. 37; los deudos no podían ser obligados a satisfacer otros dere­
chos que los del entierro, aunque el finado haya dejado bienes; y en 
caso de peste no podía exijirse derechos ni por los entierros-art. 38; 
no era permitido el secuestro de los instrumentos y animales de la- 
branzu, para los indígenas morosos en el pago de la contribución 
-art. 42; y a los recaudadores que reducían a prisión a las mujeres 
o hijos por una deuda fiscal o privada de un indígena, se les castigaba 
como reos de detención arbitraria, conforme al art. 33.

El art. 46 del mismo Decreto de 1851, ordenó que; los concejos 
municipales y curas párrucos, promoverán el establecimiento de es­
cuelas de primeras letras en las cabeceras de cantón y eu los parro­
quias de población más numerosa para enseñanza do los niños indí­
genos. En obedecimiento al art. 51, en las parroquias donde había 
tierras de comunidad o resgunrdo, era obligatorio asignar a cada fa­
milia de indígenas la parte necesaria para su habitación y cultivo 
particular, a  más de Iu b  que necesiten en común para sus ganados u 
otros usos. No podían venderse según el art. 52, los sobrantes de 
las tierras de comunidad; pero sí arrendarse para aplicar la renta a 
beneficio de las escuelas primarias de las respectivas parroquias, de­
biendo verificarse estos arrendamientos en pública subasta, ante el 
Gobernador de la provincia, con asistencia del protector de la raza, 
para que sean preferidos los indígenas.

Los protectores de indios teuían quu sujetarse a lo estatuido en
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la Ley Orgiíuica del Poder Judicial, y sus funciones detalladas en el 
nrt. 13, se reducían: a defender n los indígenas en todos los asuntos 
de primera instancia; autorizar sus juramentos y los contratos sobre 
los bienes raíces; y liquidar las cuentas con arreglo a las leyes mu­
nicipales. Sólo a falta de Agente Fiscal tenía lugar el nombramien­
to de un protector, en cada cantón, que lo hacía el Tribunal Superior.

Gomo tuvimos ocasión de observar, en el año 1927, en un en­
sayo jurídico que entonces lo publicamos sobre si existían o no en el 
Ecuador las tierras de reversión; nuestros gobiernos y legisladores 
han sido menos hostiles que los de otras naciones de América Ispana 
que han declarado vacantes inmensas zonas de territorio, despojándo­
les a los indios que las ocupaban legítimamente mediante títulos de 
composición y cédulas reales.

Reproducimos sintéticamente algunos párrafos que consignamos 
en el referido estudio, al que alude el Dr. Pío Jurumillo Alvarado, 
en su culminante obra Del agro ecuatoriano, cuyas apreciaciones 
nos honran.

El Congreso General de Nueva Granada y Venezuela reunido 
en la Villa del Rosario de Cúcuta, decretó la enajenación de tierras 
baldías, a 11 de Octubre de 1821, autorizando que se realice en pú­
blica subasta, previos el avalúo y la mensura, así en las provincias 
marítimas como en las del interior, siempre que no hayan sido con­
cedidas antes a persona alguna, o que habiéndolo sido por composi­
ción, hubiesen vuelto al dominio de la Ropública. Se exceptuaron 
las tierras de Comunidades de Indios y de los pastos y ejidos de vi­
llas y ciudades, conforme al art. 2? de esta misma ley colombiano— 
ecuatoriana; quedando, por consiguiente, abolido el método de com­
posición establecido particularmente por la instrucción de 15 de 
Octubre de 1754.

La ley de 25 de Noviembre de 1851, sobre contribución y dere­
chos de los indígenas, asignó a cada familia de éstos en las parroquias 
donde existían terrenos de “comunidad o resguardo”, la parte necesa­
ria para su habitación y cultivo particular, fuera de lo que necesita­
ban en común para sus gauados u otros usos. Aquellas asignaciones 
estuvieron obligados a llevar a cabo los Gobernadores de las Provin­
cias, previo informe de los Jefes Políticos que, a su vez, lo exijían de 
los curas y tenientes parroquiales.

Se merece homenaje el Presidente y General Dn. José María
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Urvina, que después de abolir la esclavitud el año 1852, introdujo 
varias reformas legislativas el 25 de Noviembre de 1854, en favor de 
los indígenas. El art. 43, textualmente dice: “Quedan abolidos los 
abusos de los diezmeros de cobrar cuy y gallina, de tasar las semente­
ras parn deducir el diezmo; igualmente que el de exigir esa contri­
bución pecuniaria llamada tazas y el de reparto que en algunas pro­
vincias hacen los diezmeros de los granos para cobrar su doble valor 
ni vencimiento del plazo que designan”. El art. 44, del Decreto re­
formatorio, suprimió el cargo de protector de los indios, reconocién­
doles la misma personería y capacidad legal que a los demás ecuato­
rianos. El art. 40, derogó la Lev 27, Tít. 1, lib. VI de la Recopila­
ción de ludias, para que los indígenas puedan enagenar libremente 
sus bienes raíces. El art. 48, prescribía que: Los abogados están 
obligados a defender gratuitamente a los indígenas que lo exijan. 
Notable reforma fue la del art. 51, que ordenó: “Los indígenas con­
ciertos que so hallen adscritos a los fundos de agricultura u obraje, 
no podrán ser obligados a desquitar sus deudas con su trabajo, y se 
les permitirá salir del servicio, pagando lo que adeuden, previa la li­
quidación que se practicará ante un teniente parroquial, si así lo exi­
ge el indígena”. Según el art. 52: En lo sucesivo ni los curas, ni 
los tenientes parroquiales, ni losjefos políticos podían nombrar a los 
alcaldes, bajo la multa de 10 a 50 pesos.

En la Loy del Arancel General do Derechos Judiciales de la 
República quo expidió el Senado y la Cámara de Representantes del 
Ecuador, reunidos un Congreso, el 30 de Octubre de 1857, en el Cap. 
XV, quo trata de los defensores de indígenas, el art. 73, prescribió 
que: “ Los ahogados de pobres y agentes fiscales quedan encargados 
do unn manera especial para hacer gratuitamente la defensa de los 
indígenas de lo interior”. Sin porjuicio de la libertad que éstos to­
nina para elegir cualquier abogado de su confianza, los respectivos 
ministros fiscales también estaban obligados a la defensa de los indios, 
en segunda y tercera instancia. Los abogados defensores de éstos, 
no podrán recibir otro honorario quo el siguiente, según el art. 74: 
“Cuatro reales por cada liquidación de cuentas; cuatro reales por un 
juicio verbal, sea cual fuese su duración; cuatro reales por cada es­
crito en derecho y dos reales por los que se llaman da cajún".

Siendo técnica y sustancial la diferencia que existe cutre las tie 
rras baldías y las de resguardo o reversión, unas y otras quedaron
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clasificadas y definidas, con toda claridad y precisión, mediante la ley 
de 24 de Octubre de 1863, sancionada el 4 de Setiembre de 1865, re­
lativa a la adjudicación y compraventa de tales inmuebles. El texto 
literal dice así:

“Son tierras b a ld ía s  (nrt. 1) todas las comprendidas dentro de los límites de la 
República, cuyo dominio uo pertenece n los particulares, corporaciones y comunidades 
según leyes anteriores”.

“Son tierras de r e s g u a r d o  o r e v e r s ió n  'art 2) las que no siendo de propiedad 
particular están comprendidas en los sitios en los que se han formado pueblos o reduc­
ciones y se hnn destinado al uso común o particular de los indígenas. So exceptúan de 
esta regla los ejidos de las villas y ciudades que continuarán perteneciendo a las Mu- 
nicipalldades”.

El Congreso al dictar esta Ley. inspirado en la equidad y bene­
ficencia pública, escribió en el art. 14 que: “Las tierras baldías po­
seídas y cultivadas por indígenas y personas miserables, serán adju­
dicadas gratuitamente a los poseedores, siempre qne prueben suma­
riamente ante el Juez Letrado de Hacienda o ante el Alcalde Muni­
cipal Primero de la cabecera del cantón, su imposibilidad de satisfacer 
el valor que hayan podido tener cuando se bailaban eriales”. T, el 
art. 15, ordenó que: “Las tierras de resguardo o reversión de que los 
indígenas han estado aprovechando en comunidad, continuarán pura 
b u  uso común; y  las que han estado distribuidas para el uso particular 
de cada indígena y de que se hallan en posesión, quedan en pleno 
dominio y propiedad de éstos, cualquiera que sea la extensión de 
dichas tierras; para cuyo efecto les conferirá el Gobernador de la Pro­
vincia el título respectivo de propiedad". El art. final, que es ol 21, 
derogó expresamente todas las leyes sobre terrenos do resguardo o 
reversión que antes existían.

Ouundo García Moreno rigió los destinos de ln Patria, llevó 
triunfnlmente a la práctica, además de estas leyes, al amparo de las 
Constituciones do 1801 y 18G9: La libertad de enseñanza en la Itcpá- 
blica y la difusión de admirables métodos y programas pedagógicos, 
habiendo adquirido en esa época relevante prestigio y progreso ln Ins­
trucción pública, tanto elemental, como secundaria y superior, con la 
organización de una multitud de escuelas y algunos colegios, inclusive 
un instituto politécnico; y también es admirable, en segundo lugar, 
la orientación y el gran impulso que supo dar tan eximio magistrado n 
las obras públicas, no sólo de ln capital y de las provincias, sino aún 
a las de los cantones y apartadas parroquias, distribuyendo eqnitati-
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vamonte las rentas del Presupuesto que no eran cuantiosas y el pro­
ducto de la contribución del trabajo subsidiario.

Así lo demuestran vurias leyes sociales y decretos ejecutivos que 
dieron enseñanza primaria y gratuita a los niños pobres y trabajo a 
millares de indios y obreros. Sin gravar los tesoros nacional y muni­
cipal, se ordenó que familias menesterosas del Azuay se trasladen a Id 
parroquia de Gualaquiza asignando a cada una media caballería de tie­
rras para su cultivo; y se proveyeron fondos suficientes para los Cole­
gios Nacionales de Cuenca y el de Bolívur en Ambato, ordenando en 
beneficio de algunas parroquias de la provincia del Cbimborazo, que 
permanezcan comunes las tierras no cultivables, como los páramos; 
dando cumplimiento a las leyes de 13, 24 y 28 de Octubre de 1863, 
y a las de 23 de Octubre de 18G5.

En los confines de desmembrados y antiguos territorios, ban que­
dado Untando bellas teorías y esfuerzos colonizadores que si de inme­
diato se hubieran convertido en realidad, no lamentaría ahora el 
Ecuador la pérdida de inmensas regiones. Con el fin de promover 
eficazmente la inmigración extranjera de Europa y los Estados Cui­
dos de América, para el aumento de la población en los terrenos bal­
díos, fértiles y ricos que abundan en la República, se le dió amplias 
facultades al Ejecutivo, por un Decreto de la Convención de 1861. 
Años mas tarde, entre otros contratos, se aprobó el celebrado por el 
Gobierno con don Julián Fabre, para colonizar la Región Oriental. 
De llevarse a cabo tan magnífico proyecto, se habría realizado, al 
mismo tiempo, el trazo y ejecución del ferrocarril trasandino destina­
do a favorecer la inmigración y fomentar, con el servicio de vapores, 
el desarrollo económico de esa región, desde un punto navegable de 
los ríos Santiago Morona y l’asíaza, tributarios del Amazonas, hasta 
el golfo de Guayaquil.

También fué de lo más benéfica y justiciera la Ley de 5 de No­
viembre de 1867, por la que se declnró absolutos propietarios a los 
que como dueños poseían sin contrndieión terrenos en el interior de 
la República, dentro o fuera de las antiguas parroquias; y, en conse­
cuencia, se ordenó que les sirva de titulo inficiente la presente ley, 
aunque dichos terrenos hubiesen pertenecido a la Nación o a las 
Municipalidades.

Con espíritu de equidad y justicia, el 31 de Agosto de 1869, 
una Ley autorizó al Poder Ejecutivo, vender previa la tasación co­
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rrespondiente los terrenos nacionales, municipales y de reversión, 
a sus actuales poseedores que fuesen personas pobres o indígenas, 
concediéndoles plazos para el pago y aun rebajas.

La Ley de Régimen Político Administrativo Interior, de 15 de 
Setiembre de 1869, dictada por la Asamblea Nacional, asignó bienes 
y rentas mnnioipales, en la Sección 3, Tít. IV, inclusive el producto 
de la contribución subsidiaria a que coadyuven anualmente con ella 
los vecinos de los cantones de toda la República, para la construcción, 
conservación y mejora de las obras públicas cantonales. El impues­
to debía cobrarse en dinero equivalente a la cantidad de cuatro 

jornales íntegros.
Para los efectos de esta Ley, el urt. 9U, clasificó las obras públi­

cas, entre las que se comprendían los edificios para escuelas y cárceles, 
las iglesias principales y pobres de las parroquias, las plazas, alame­
das, etc. El valor de los jornales para aquella contribución genera), 
era fijado por los Municipios; no podían eximirse de ella sino los 
menores de diez y ocho años y los mayores de cincuenta, los que te­
nían incapacidad física para el trabajo y los qne poseían bienes infe­
riores a la suma de mil pesos. Este impuesto degeneró en el de tra­
bajos forzados para la raza indígena, sobre cuyos hombros ba recaído 
siempre el peso de todas las obras públicas.

Otra Ley de 1869, señaló fondos para la apertura y  conserva­
ción de caminos vecinales para favorecer a los campesinos y 1a mo­
vilización de sus productos, destinando con este objeto, entre otras con­
tribuciones, la de dos días de trabajo o el jo rn a l correspondiente, 
para todos los vecinos délas parroquias interesadas. Existen varios 
decretos con destinaciones del trabajo subsidiario, como el de 18 de 
Octubre de 1867, qne en la provincia del Azuay, aplicó todo su pro­
ducto a la apertura del camino de Naranjal.

En la época del Presidente Dn. Ignacio de Veinlemilla, se de­
cretó por el Congreso de 1880, lá abolición de la prisión pur deudas 
civiles y mercantiles. Esta misma garantía para las clases pobres 
se reprodujo en la Constitución vigente de 1906. habiendo existido 
desde años atrás por Decreto Ejecutivo de 15 de Mayo de 1869, para 
toda clase de contratos, excepto en el depósito, en los arrendamien­
tos de impuestos nacionales y municipales o de obras y servicios per­
sonales, y en los casos de estelionato u otro fraude. Sólo en 25 de 
Octubre de 1918, cuando se reformó el inciso I o del art. 561 del

Biblioteca Nacional Eugenio Espejo



— 199 —

Código de Enjuiciamientos Civiles, llegó a suprimirse en nuestra 
Legislación la cárcel por deudas personales provenientes de obras o 
servicios.

Bajo el punto de vista educativo y social, existen muchas leyes 
para la implantación de Escuelas Normales, destinadas especialmente 
a formar institutores, siendo una de las primeras In Reformatoria de 
Instrucción Pública de 1880, para las provincias donde determine el 
Ejecutivo, cuya organización definitiva en la República, con moder­
nos programas, se debe al impulso y gestiones de varios gobiernos 
que a medida de las posibilidades económicas y del espíritu del siglo, 
ban seguido los rumbos trazados para la instrucción pública demo­
crática por Rocafuerte y García Moreno.

El 11 de Agosto de 1885, se llegó a sancionar el Decreto Le­
gislativo expedido por el Congreso del Ecuador de aquel memorable 
año, en el que desempeñaron la Presidencia de las Cámaras del Sena­
do y  Diputados, respectivamente, los educadores do la juventud e 
ilustres azuáyos doctores Luis Cordero y Juan Bautista Vázquez, que 
contiene acertadas disposiciones en defensa de los trabajadores indios 
que residían en el Oriente. Se le concedió para ello al Gobernador, 
entre otras atribuciones, las siguientes: “Velar sobre la conducta de 
los blancos que estuvieren domiciliados y délos que fueren a nego­
cios industriales o de comercio, a fin de evitar todo vejamen o actos 
de violencia y arbitrariedad contra los indios”. “Prohibir, bajo su 
estricta responsabilidad, los repartos o ventas forzadas o al fiado de 
géneros o efectos que los negociantes trataren de hacer”. “Auxiliar 
a los padres misioneros en todo lo correspondiente al desempeño de 
su ministerio, y particularmente al de la organización de las reduc­
ciones o poblaciones, a fin de que los indios se acostumbren a la vida 
civil”. “Establecer escuelas en coda centro de población a costa del 
gobierno, en las que se enseñarán la lengua castellana, la instrucción 
religiosa, lectura, escritura, aritmética, cauto'y algún oficio; y asimis­
mo fundar escuelas dominicales en las que se dará la instrucción pri­
maria durante dos lloras en cada día festivo”. El Jefe Político debía 
hacer de Comisario de Policía y perseguir de oficio a los que maltra­
tasen a los indios con azotes u otras injurias graves.

El art. 13 del referido Decreto prohíbe terminantemente que: 
“Ninguna persono sea cualquiera su condición o autoridad, podrá im­
poner a los indios género alguno de trabajo forzado, ni tomarles por

Biblioteca Nacional Eugenio Espejo



— 200 —

gañanes o conciertos adscritos a las chacras. Para el servicio de 
pongos o huasicamas será necesario libre convenio con estipulación 
del jornal o salario respectivo”. El art. 14, prohíbe de igual modo 
que: “Ninguna persona podrá obligar a los indios a trasportar car­
gas, ni ponerse en camino con cualquier otro- objeto, sino en virtud 
de convenio y previo el pago del jornal respectivo. Satisfecha esta 
condición, la autoridad intervendrá si fuese solicitada, para que el 
contrato se lleve a ejecución. El nrt. 15, prescribe que: “Cuando 
los dueños de chacras u otros individuos pagaren a los indios el jornal 
o salario en efectos, la autoridad velará en que los precios de éstos 
sean los corrientes en la localidad respectiva”. “ Por último, prohibió­
se eu el art. 16, la elaboración y venta de aguardiente y todo licor 
alcohólico en el territorio de In provincia oriental, so pena de deco­
miso y destrucción de la cosa decomisada”.

En la Ley para la Región Oriental que puso en vigencia Al faro 
el 25 de Octubre de 1899, constan copiadas la mayor parte de estas 
disposiciones, con excepción del deber que tenían los Gobernadores 
de auxiliar en las reducciones y poblaciones a los misioneros, únicos 
civilizadores de los habitantes de la selva, únicoB heroicos y abnega­
dos centinelas que detenían el avance de las tropas peruanas.

En Julio de 188G, autorizó el Congreso al Presidente Caamaño, 
para que contrate con la Congregación de Padres Salesianos, la en­
señanza, dirección v mejora del Establecimiento que pertenecía al 
Protectorado Outólico, en la Capital, donde se estableció la Escuela 
de Artes y Oficios instaurada por el Decreto Ejecutivo de 2 de Enero 
de 1884, con el objeto de dar asilo y ocupación a los hijos del pue­
blo. Pocos años después se instalaron en otras provincias, como 
Guayaquil y Cuenca, tan beneméritos religiosos abriendo talleres y 
escuelas para la niñez y la juventud, y tomaron a su cargo misiones 
en el Oriente. Vista la solicitud del Vicario Apostólico de Canelos 
y Macas, votó el Congreso de 1892. la suma de ocho mil sucres para 
la apertura de caminos y adquisición de dos puentes de acero en la 
misión de asas regiones, y cuatro mil sucres para la reconstrucción de 
un templo y couvento destruidos por un incendio en la parroquia 
de Macas.

En la Presidencia del doctor Luis Cordero, se expidieron algu­
nas leyes y decretos, salvaguardiando los intereses orientales y 1# 
enseñanza popular gratuita. Se destinaron fondos para el estableci­
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miento de las escuelas de Artes y Oficios en Guayaquil y Loja y para 
el mejor funoionnraiento de las que existían en Cuenca y Riobnmba. 
Para la educación de las niñas se hicieron valiosas construcciones de 
escuelas, y se subvencionaron Colegios y una casa de huérfanas. Se 
favoreció especialmente la instrucción primaria lassallezca, creando 
nuevas escuelas de los Hermanos Cristianos.

En rivalidad con otros países de América, las constituciones del 
Ecuador han establecido como principales garantías individuales y 
colectivas, la inviolabilidad del domicilio y de la propiedad privada, 
la igualdad para ejercer derechos civiles y ser juzgados por las mis­
mas leyes y sometidos a los mismos deberes, servicios y contribucio­
nes, sin que pueda concederse privilegios y monopolios; y, adomás, 
se han dictado no pocas leyes proteccionistas especiales, tomando en 
cuenta la situación del indio ecuatoriano, pero sin extinguir el concer­
taje que llegó a reglamentarlo el Presidente Dn. Eloy Al faro que se 
titulaba protector de la raza, quien prescribió la liquidación de cuen­
tas que debía verificar el patrono de un modo judicial y anualmente.

A raíz de la transformación política de 1895, el Consejo de Mi­
nistros Encargado del Poder Ejecutivo, defiriendo a la indicación del 
Jefe de la República, expidió en la ciudad de Guayaquil el 18 de 
Agosto, un decreto por el cual se declaró que; “Io La raza india 
queda exonerada de la contribución territorial y  del trabajo subsi­
diario; 2° Las autoridades civiles y militares cuidarán de que se 
trate a los indios con las consideraciones debidas al ciudadano ecua­
toriano, a fin de corregir así los abusos que se han cometido con nna 
raza que es digna de mejor suerte; 3? Establézcanse escuelas espe­
ciales para la educación de los indios, a fin de que puedan adquirir 
los derechos y cumplir los deberes de la ciudadanía"

Considerando Alfuro que la contribución personal subsidiaria era 
de lo más odiosa, que estaba en pugna cou la justicia y el estado ac­
tual del progreso, que su recaudación no correspondía a los fines a 
que estaba destiuadu, y que eran muchas y muy profundas las quejas 
de la parte menesterosa del pueblo, por los abusos y extorciones que 
cometían los asentistas del ramo, decretó que desde el 1° de Enero de 
1896. quedaba abolida dicha contribución del subsidiario.

El mismo caudillo del liberalismo, paro proteger de una manera 
especial a los individuos de la raza indígena pura, decretó el 9 de 
Abril de 1896, que gozarán del beneficio de amparo de pobreza en
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los litigios, pudiendo hacer uso de papel común ante cualquiera au­
toridad. Ordenó quo los indígenas que se hallaren retenidos por cos­
tas judiciales procedentes de juicios civiles, sean puestos en libertad, 
tan Inego como sumariamente comprueben su insolvencia.

Olvidando que estuvo abolida la contribución subsidiaria gene­
ral, la volvió a implantar Alfaro en los Decretos Ejecutivos de 16 de 
Febrero, 23 de Abril, 8 de Julio y 9 de Agosto de 1898, haciendo 
uso de una antigua facultad concedida por la Ley de 3 de Agosto de 
18G9, sobre caminos vecinalos v destinó entre los fondos para estas 
obras do algunas parroquias: el jornal correspondiente a dos días de 
trubnjo que debían pagar todos los que no poseyeren fundos rústicos, 
dejando a voluntad de los contribuí entes devengar con su trabajo 
personal.

En 19 de Diciembre de 1895, se expidió en la República el pri­
mer Decreto qne habilitó a la mujer ecuatoriana a que pueda desem­
peñar cargos en la administración pública, ordenando que desde el 
1? do Enero de 1896, serán servidos por señoritas loa puestos pura 
el despacho de cartas al público, en las administraciones de correos 
de todas las capitales de provincia. Se estableció, además, en Quito 
y Guayaquil, una clase de telegrafía, costeada por el Gobierno y de­
dicada a la enseñanza de señoritas para que más tarde puedan ejercer 
el cargo de telegrafistas.

No podemos dejar de mencionar los Decretos de 20 y 26 de Di­
ciembre de 1895 y 18 de Setiembre de 1896, por los que se crearon 
becas para niños pobres en el Liceo Rocafuerte y en el Colegio Na­
cional de San Vicente de la ciudad de Guayaquil; habiéndose asigna­
do en beneficio de la instrucción pública religiosa también becas pnra 
niños pobres, en el Colegio de las Madres de la Providencia y en el 
de los Sagrados Corazones.

El 23 de Febrero de 1898, considerando el Ejecutivo que no 
había sido derogado por la Convención Nacional, el Decreto de 18 
de Agosto de 1895, que exoneró a la raza indígena de la contribución 
territorial, declaró que no se hallaba obligada a dicho pago, reiteran­
do a las autoridades civiles y militares que cumplan con la obligación 
que les imponía el art. 2 del Decreto principal, en orden al mejora­
miento y protección de los indios.

En capítulos anteriores a éste, hemos demostrado que hace más 
de tres siglos ya estuvo abolido en forma explícita el concertaje, por
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varias ordenanzas y cédulas reales, según las que el contrato de trabajo 
debía ser voluntario y libre para los jornaleros que tenían derecho a 
que se les pague la suma de un real a dos reales diarios, en las enco­
miendas y faenas agrícolas, y hasta un tomín y medio de oro, en el 
laboreo de minas.

Ninguna novedad introdujo Alfaro al declarar en 1899 que la 
estipulación del salario era libre y que debía ser proporcionado al tra­
bajo y suficiente para la sustentación del trabajador, agregando que 
en ningún caso bajará de diez centavos diarios. Para reprimir los 

• abusos que habían convertido el contrato de concertaje en verdadera 
esclavitud, se ordenó en el Reglamento de 12 de Abril del mismo año 
que el documento se otorgue en la forma establecida en el art. 1979 
dél Código Civil, esto es, por un año a lo más, ante el juez de la pa­
rroquia y dos testigos. No podía exigirse el cumplimiento del contra­
to si no era visado por el Jefe Político del Cantón respectivo, ante 
quien el peón debía expresar su consentimiento, B¡n apremio alguno.

Se prohibió a los menores de catorce años otorgar documentos 
de concierto, ni aún con la intervención de guardador legítimo; y se 
impuso en los arts. 2 y 3, que la liquidación de cuentas se verificará 
anualmente, en el despacho público del juez y a presencia de dos tes­
tigos; sin que se puedan exigir los servicios de la esposa, hijos y pa­
rientes del peón, a no ser previo contrato y pago del salario. Se pres­
cribió que en tudo fundo en que hubieren más de veinte indios 
adscritos a él, el amo estará obligado a hacer que concurran diaria­
mente a la escuela los niños hasta que cumplan catorce años; y de no 
existir escuela inmediata debía establecerse gratuitamente en el mismo 
fundo.

En las reformas legislativas do 1911, se determinó que el jornal 
en la estipulación de los conciertos sen no menor de veinte centavos 
diarios en el interior de la República y de ochenta en la costa.

Por Decreto Ejecutivo de 9 de Agosto de 1912, se acordó la 
creación de escuelas en las poblaciones que determine el Gobierno, 
con el objeto de dar instrucción primaria a la raza indígena; y se esta­
bleció un curso especial en el Instituto Normal de Varones de la Pro­
vincia de Pichincha, destinado a preparar maestros que se dediquen 
al ramo de enseñanza pública para niños indígenas.

En 11 de Setiembre de 1916, se sancionó el Decreto Legislativo 
que contiene la reglamentación de trabajos pnra empleados, dopen-
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dientes de oficinas, jornaleros y obreros, fijando el tiempo de ocho ho­
ras diarias y el de seis días por semana, con excepción de los domin­
gos y días de fiesta legal. Se estableció una escala desde el 250/o de 
recargo hasta el 100°/o, para el caso que exceda el trabajo de ucbo 
horas diarias. El aviso de desahucio debía ser de treinta días de an­
ticipación, tanto para el patrón, como para el empleado o jornalero, 
bajo la sanción de daños y perjuicios.

En 1920, por favorecer al campesinado, se derogó en el Ecuador 
toda contribución territorial relativa a predios rústicos avaluados en 
menos de mil sucres. El Congreso Nacional de 1921, acordó insinuar 
al Ejecutivo que constituya en la Capital de la República una Junta 
Protectora de la raza indin, encargada de presentar los proyectos en­
caminados o civilizarle y protegerle.

En la época presidencial del doctor José Luis Tamayo, el 1? de 
Octubre de 1921, se promulgó la Ley sobre Accidentes de Trabajo, 
concediendo indemnizaciones pecuniarias al obrero o jornalero que su­
friese una lesión corporal con motivo o a consecuencia del trabajo que 
ejecute por cuenta ajena, así como en el caso de enfermedades profe­
sionales en él adquiridas, o de fallecimiento. En el art. 3 se clasifica­
ron los trabajos y las industrias que dan lugar a la responsabilidad pa­
tronal; y el art. 5 determinó la forma y cuantía de las indemnizaciones 
por los accidentes que produzcun una incapacidad, sea absoluta o par­
cial, temporal o perpetua, imponiendo al patrono además la asistencia 
médica y farmacéutica del enfermo, Para las reclamaciones que de­
bían tramitarse en juicio verbal sumario, se le concedió al obrero el 
beneficio de amparo de pobreza, así como para la viuda, descendien­
tes y ascendientes. El 29 de Abril de 1922, se dictó el Reglamento 
Ejecutivo a la Ley sobre Accidentes de Trabajo.

El 12 de Febrero de 192G, la Junta de Gobierno Provisional, 
expidió la Ley de Asistencia Pública, de carácter humanitario y de 
finalidad social, por la que toda persona indigente y desvalida tiene 
derecho a la protección gratuita del Estado, en Establecimientos des­
tinados, según el art. 2, a los siguientes servicios: asistencia de enfer­
mos y cuidado de alienados; asistencia y protección de ancianos, 
inválidos, mendigos, crónicos y niños desamparados; asistencia de em­
barazadas y parturientas y protección general de la infancia. Al 
efecto, creáronse en Quito y Ouenca Juntas Centrales de Asistencia 
Pública, con atribuciones y deberes que se hicieron extensivos a la
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Junta Municipal de Beneficencia de Guayaquil, y para la administra­
ción y funcionamiento de estas entidades, se les concedió personeros 
judiciales y un director técnico.

Bu uso de las supremas facultades de que estuvo investido el Pre­
sidente Provisional doctor Isidro Ayora, promulgó en Octubre de 1928, 
una serie de loyes sociales que contienen los principios orgánicos y  
fundamentales reproducidos en forma amplísima en el actual Código 
de Trabajo, en defensa de la claseasalariada.

De esta importante serio de v alor histórico, la primera Ley, fue 
la relativa al contrato individual del trabajo, que se lo definió y re­
glamentó en sus varias clases y modalidades, prescindiendo del servi- 
oio doméstico y del agrícola; siendo de notar que las disposiciones ge­
nerales comprenden no sólo a los obreros, sino a todo empleado que 
lo sea de instituciones de derecho privado, inclusive dependientes de 
oficina, almacenes, etc. Se determinaron los casos en que el patrouo, 
así como el empleado u obrero pueden dar por terminado el contrato.

Ln segunda Ley es relativa a la duración máxima de la jornada 
de trabajo y  de descanso semanal. Se prescribieron ocho horas dia­
rias y el pago de un aumento de salario por las suplementarias, de­
biendo intervenir pura ello el Inspector de Trabajo, y observarse cier­
tas prescripciones, con multas para el patrono que las infringiere; y 
quedó prohibido el trabajo obligatorio en los días y horas de descanso.

En la tercera Ley sobre el trabajo de mujeres j  menores y  de 
protección a la maternidad, se prohibió ocupar a los menores de ca­
torce años, y respecto a los que habían cumplido diez y ocho, se obli­
gó al patrón a concederles dos horas diarias a fin de que concurran a 
una escuela si acaso no habían terminado el aprendizaje de instrucción 
primaria. So les consideró como emancipados a los mayores de diez 
y ocho años, para la validez del contrato de trabajo y sus efectos civi­
les; pero los menores de esta edad y mayores de catorce años, debían 
obtener la autorización expresa de su representante legal o del Inspec­
tor del Trabajo. Se prohibió el trabajo nocturno a las mujeres y a 
los varones menores de diez y seis años, con excepción del servicio a 
domicilio; sin que se les pueda ocupar en industrias o tareas conside­
radas como peligrosas o insalubres, estableciéndose la presunción de 
culpabilidad del patrono por cualquier accidente que en ellas sufran. 
Se prohibió ocupar en establecimientos públicos o particulares a mu­
jeres durante tres semanas anteriores al parto y tres subsiguientes,
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sin que se les pueda despedir cou motivo del embarazo, otorgándoles 
en aquel periodo la mitad de su salario. Se le concedió a toda ma­
dre, en talleres y fábricas, un intervalo de tiempo, cada tres horas, pa­
ra loctar a su hijo.

La cuarta Ley sobre el desahucio del trabajo,'otorga, indemnizacio­
nes en favor del obrero, para el caso de despido intempestivo, así co­
mo si éste abandona el trabajo, sin causa justificativa; y señala los ca­
sos de paro forzoso producido por fuerza mayor o cualquiera otra cau­
sa independiente de la voluntad de los patronos u obreros.

Se dictó la quinta Ley de Prevención de Accidentes de Trabajo, 
con el humanitario objeto de asegurar a los asalariados condiciones de 
seguridad para sus personas, evitándoles todo peligro para su salud o 
la vida; debiendo los Inspectores de Trabajo vigilar los talleres y fá­
bricas a que se cumplan las normas previstas en los arts. 2, 5, 7, 8 y 
siguientes de esta misma Ley y los mandatos de las autoridades sani­
tarias, para precaver los accidentes, con el sistema de multas a las que 
se refiere el arfc. 22 del Reglamento sobre la Inspección General de 
Trabajo.

La sexta Ley de Accidentes de Trabajo, que pueden ocurrir con 
motivo y durante el tiempo de la prestación de servicios, o bien, por 
caso fortuito o fuerza mayor, contiene equitativas normas de justicia 
sooial, haciendo extonsivas las indemnizaciones a cargo del patrono 
también para las enfermedades profesionales. Según el art. 5, se pre­
sume la responsabilidad del patrono en todo nccidento producido en el 
trabajo, sin más excepciones que las puntualizadas en el art. 4, cuan­
do fue provocado por la víctima o por su culpa grave, o acaecido por 
fuerza mayor extraña al trabajo. El art. 7, enumera las industrias o 
trabajos que dan lugar a la responsabilidad patronal. El art. 9 y si­
guientes trata de los accidentes que producen incapacidad permanen­
te o temporal, total o parcial, y la muerte, para las correspondientes 
indemnizaciones, cuya cuantía es diversa según la profesión o clase de 
trabajo que se hubiese ejecutado y la mayor o menor gravedad del 
accidente sufrido, con el aumento de un 50?/; contra el patrono que' 
no hubiese observado las precauciones detalladas en la Ley de Preven­
ción y  Accidentes de Trabajo.

Por último, la Ley de Procedimiento complementaria de las an­
teriores, trata de las acciones judiciales entre patronos y obreros, alije? 
tas al trámite verbal sumario, cuyo juzgamiento corresponde al Cómi--
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Bario de Trabajo, y, én su falta a las autoridades de Policía; el infor­
me del Inspector de Trabajo, era considerado como solemnidad, sus­
tancial.

Para la protección y mejoramiento político-social de la raza in­
dígena, la Constitución de 1929 que se halla abolida, contiene sobre 
esta materia disposiciones superiores a la Oarta Política vigente de 
1906, pues en ella por primera vez en la República, se concedió para 
la tutela y defensa de los indios y campesinos, representación fun­
cional, en la Cámara del Senado. Se hizo, además, constar en el ca­
pítulo de las garantías fundamentales, que no habrá, en el Ecuador es­
clavitud ni apremio personal a título de servidumbre o concertaje-, y 
como consecuencia de la igualdad ante la ley, se prohibió conceder 
prerrogativas ni imponer obligaciones que hagan a unos individuos de 
peor condición que otros. Consagrando derechos inalienables tam­
bién se prohibió el reclutamiento y los monopolios, y se proclamó la 
libertad do contratar, el desarrollo de la pequeña propiedad, la protec­
ción del obrero y del campesino, de la maternidad y de la infancia, 
dándole atribución al legislador a que reglamente la jornada máxima 
de trabajo y la forma de los salarios mínimos, libres de todo embargo, 
compensación o descuento.

Por Decreto do 13 de Octubre de 1930, se estableció el horario' 
administrativo y el descanso en Ia tarde de los sábados, para los em­
pleados públicos.

Para la concesión de tierras a los labriegos, nuestra primera preo­
cupación citando concurrimos al Congreso Nacional de 1934, fue la de 
procurar la colonización interior del Oriente; y, al efecto, presentamos 
un Proyecto de Ley, suscrito por prestigiosas tirinas de la Cámara de 
Diputados, habiéndose aprobado el informe favorable de la Comisión 
de Legislación.

Desgraciadamente no se apreciaron entonces las iniciativas para 
la colonización que paralelamente requiere la apertura de caminos al 
Oriente, para mantener la posesión electiva y material de las selvas y 
poner eti contacto a las guarniciones militares con los grupos de pobla­
dores campesinos, quienes se ven obligados a abandonar los entables 
y retornar a sus hogares, por falta de auxilio pecuniario del Estado y 
por las violentas ¡ovaciones del enemigo secular que ha ensanchado 
sus dominios con el despojo sangrante de nuestros territorios.
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Otra cansa del despojo, es la incuria de los gobiernos que no han 
fomentado la inmigración de elementos de raza superior para la colo­
nización extranjera, bajo los auspicios do los Representantes Diplomá­
ticos y Agentes Consulares del Ecuador, a fin de consultar la idonei­
dad y las condiciones necesarias que deben reunir tales elementos pa­
ra su enraizamionto en el Oriente, a que realicen labores agrícolas y 
mineras, en grande escala.

En la Exposición de Motivos, decíamos: “En el Oriente ecuato­
riano, In primera obra de colonización europea se debe a concesiones 
mineras de la monarquía española que llegaron a culminar en un pro­
ceso de expansión nacionalista admirable, cuando se fundaron ciuda­
des importantes y florecientes, en la maraña de la selva, como las de 
Avila, Baeza, Hacas, Logroño, Valladolid, Archidona, Mendoza, Se­
villa del Oro: de éstas unas fueron abandonadas por los colonos y la 
mayor parte destruidas por la barbarie de los jíbaros”.

“La colonización espontánea ha principiado ya en Méndez, en 
estos últimos años, con más intensidad que en otras regiones; y a este 
hecho de carácter sociológico debería dar el Congreso Nacional la im­
portancia capital que se merece, expidiendo leyes proteccionistas para 
la expansión de la corriente migratoria”.

“El rendimiento metalífero de las provincias australes, excede de 
medio millón mensual en una de las zonas del Oriente, sin contar con 
la producción agrícola del Napo-Aguarico, perteneciente al Pichin­
cha, ni con la que rinden las colonias del centro, en la región del Pns- 
taza; debiendo recordarse que también existen iguales industrias lu­
crativas para los habitantes de Leja que extraen el precioso metal del 
río Zamora y de sus afluentes”.

“Para encausar por nuevos senderos la colonización oriental, opi­
namos que sería conveniente y necesario establecer el patrimonio fa­
miliar en cada una de las parcelas de tierra, con el objeto do un mejor 
laboreo y explotación en defensa de la propiedad inmueble que sería 
inembargable y sagrada".

El Congreso de 1934, declaró libres de impuesto predial a las tie­
rras de comunidades indígenas que repartidas entre los condominos no 
excedieren en su valor de cinco mil sucres. Visto el Proyecto de Re­
glamento presentado por el Director de Ingresos, ordenó el Ejecutivo 
en el Decreto de 7 de Febrero de 1935, que en armonía con lo que 
dispone el art. 5 de la Ley de Impuesto a la Propiedad Rural, cuando
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se conoce claramente la porción y el valor de las tierras pertenecien­
tes a condominos, se procederá a declarar libres de dicho impuesto a 
las tierras de comunidades, siempre que el valor de ellas y sus semo­
vientes repartidos entre los condominos no representen un valor por 
cnbezn que sea superior a cuatro mil sucres.

La ley de 31 de Octubre de 198-1, concedió a los trabajadores y 
empleados particulares, sin perjuicio de la parte de sueldo o jornal co­
rrespondiente, derecho al descanso en las tardes del sábado, o a un 
tiempo igual en otro día de la semana, tal como a los empleados públi­
cos. En las industrias y en la agricultura debía establecerse por los 
patronos un turno de servicio que dé opción al descanso del sábado, en 
la forma referida, por lo menos cada quince días.

Quedó reglamentada la ley anterior, por el Decreto Ejecutivo de 
1935, declarando que los patronos, las empresas, los establecimientos 
y talleres que remuneran por obra o por destajo, no quedan eximidos 
de pagar a los obreros por las cuatro horas de descanso semaual; de­
biendo hacerse el cómputo en proporción a la cantidad global de sala­
rios devengados durante las 44 horas de trabajo, deduciendo la oucea- 
va parte de dicha suma en favor del obrero, bajo la multa correspon­
diente.

En 18 de Enero de 1935, se creó un Departamento de atención 
módica gratuita y defensa biológica del campesinado del Litoral, de­
pendiente del Gobierno y de la Asistencia Pública, con sede en Gua­
yaquil, para las enfermedades tropicales de las que frecuentemente es 
víctima el obrero agrícola y campesino. El 5 de Diciembre del mis­
mo año, la Jefatura Suprema al crear el Seguro Obligatorio y el Ins­
tituto Nacional do Previsión, les dió representación a los campesinos 
en el Directorio, asignando rentas para el incremento del Seguro So­
cial del obrero y del indio. Con este laudable objeto se adjudicaron 
cuantiosas rentas, inclusive el producto de las sucesiones Intestadas 
desde el tercer grado de consanguinidad que se abolió para los here­
deros. Organo del Seguro Social Obligatorio, al que están sometidos 
los empleados públicos y privados y los asalariados, sea cualquiera el 
orden de las actividades en las que se ocupen, es la Caja de Pensiones 
oreada por la Ley de 13 de Marzo de 1928, sometida al Instituto Na­
cional de Previsión, cuyos recursos están formados de aportes indivi­
duales obligatorios de sueldos, pensiones y salarios, de descuentos 
basta del 50°/o c d  u u  mes, de aportes patronales obligatorios, del pro­
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ducto de multas y otras asignaciones. Los principales beneficios que 
concedo el Instituto, son.los siguientes: 1 Seguro de vida; 2 Pensio­
nes de retiro o jubilaciones; 3 Pensiones de Montepío temporales o 
vitalicias a favor de los deudos de los afiliados. Los bienes raíces que 
éstos adquieren, mediante préstamos, de la Caja de Pensiones, se con­
sideran como patrimonio familiar inembargable, mientras subsista el 
gravamen hipotecario.

El 13 de Febrero de 1935, se decretó para proteger a los labrie­
gos que todo propietario, usufructuario, arrendatario o tenedor rural 
que tengan bajo su dependencia colonos u obreros, presenten un infor­
me anual a la Dirección General o Delegaciones de Sanidad, acerca 
del número de asalariados que trabajen por su cuenta, indicando las 
enfermedades que afectan a la zona de su propiedad, con el objeto de 
proteger eficazmente la vida de los niños campesinos. Se les impuso, 
además, a los hacendados la obligación de construir casas para los tra­
bajadores y colonos; la de suministrarles gratuitamente un ajuar hi­
giénico para cada uno de los niños que nazcan, y, con un veinte y cin­
co por ciento de rebaja, los productos del fundo.

El Dictador don Federico Páez, dictó una Ley Orgánica del 
Trabajo, el P  de Febrero de 1936, y de los doce artículos que con­
tiene, los cinco son relativos a la Dirección de Trabajo con sede en la 
Capital de la .República, habiéndose establecido por ella un Subdirec­
tor, en Guayaquil, con varios Directores de Zona, Provinciales y Es­
peciales. Según el art. 8, correspondía a la Dirección del Trabajo 
conocer de las reclamaciones por el servicio agrario y campesino, y 
para que les patrocine a los indígenas en las demandas y recursos ju­
diciales y administrativos, debía intervenir un Procurador Especial, 
en lo concerniente al trabajo, salarios o relaciones jurídicas con 
patronos.

Como un ensayo para la fijación de salarios mínimos, recordemos 
la Ley expedida por la Jefatura Suprema, en 21 de Marzo de 1936, 
para los trabajadores textiles, en la que se establecieron Comisiones 
Calificadoras, integradas por dos delegados patronales y por dos de­
legados obreros, presididas por un funcionario nombrado por la Direc­
ción General del Trabajo. Sin estudio técnico ni orientación científica, 
se legisló para cinco categorías de trabajadores y para tres zonas: la 
del Norte, la Central y la del Sur, distribuyéndoles en aprendices, me­
ritorios, sustitutos, obreros varios y obreros textiles y profesionales.
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La Ley de Huelgas, de 31 de Julio de 193G, reconoció lá insu- 
. bordinación como un derecho legítimo de parte de los trabajadores, 
siempre qué se sometan a ciertas normas, con fines de mejoramiento 

'de clase, con tal que en las fábricas “no amenacen el orden y la dis­
ciplina”, como si hubiera ignorado el Dictador los consecuencias ine­
vitables de la coalición obrera. Pnra justificar la huelga, era necesa­
rio que se le demande al patrono y que se adhieran a ella por lo 
menos el cincuenta por ciento de los trabajadores; se requería el aviso 
inmediato a la Autoridad del Trabajo y que transcurran tres días des­
de la presentación de la demanda. Los obreros que incitaren o pro­
vocaren una huelga ¡lícita eran reprimidos con treinta días de prisión, 
y se le impuso por la ley, una multa al patrono que se denegare a 
acatar el fallo de la Junta de Conciliación y Arbitraje.

• Modernamente, la socialización del derecho encausa corrientes 
dinámicas en marcha hacia el bienestar colectivo, consultando el por­
venir de la juventud, con organizaciones eminentemente educadoras y 
prácticas. Obedece a estos fines altruistas, la Ley Orgánica de Hoga­
res de Protección Social, que se dictó el 25 de Octubre de 1937, para 
atender al niño y al adolescente, en las diversas etapas de la vida, es- 

■ pecialraente a los huérfanos, desamparados y menesterosos. Para la 
mejor organización y control directivo de esta institución de benefi­
cencia pública, anexa al Ministerio de Previsión Social, se establecie­
ron los sistemas ¿V, B, O y D, formados: el primero por Casas-Cunas, 
Horfelinatos, Escuelas-Hogares para varones y mujeres, colonias coo­
perativas e industríalos; el segundo, por todas las escuelas maternales 

• socio-edncativas; el tercero, por los establecimientos de carácter ree- 
ducativo, o sea por las casas do menores y escuelas de trabajo; el 
cuarto, por las colonias infantiles. Según el art. 53, los niños y ado­
lescentes que ingresan en los lugares de Protección Social, deben reci­
bir cuidados físicos e higiénicos, alimentación, vestido, albergue y 
oducación.

En la práctica ofrece graves dificultades de carácter social y eco­
nómico la Ley de Organización ¡/ Régimen de las Comunas, de 30 
de Julio de 1937, que se refiero a la vida comunal de centros pobla­
dos que no tienen la categoría de parroquias, o sen a los Caseríos, 
Anejos, Barrios, Partidos, Comunidades y Parcialidades. Para que 
cualquiera de estas entidades constituya una Comuna, es indispensable 
que el número de sus habitantes sea no menor al de cincuenta, pudien-
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do poseer bienes colectivos, como tierras de labranza y pastoreo, in­
dustrias, herramientas, etc. Según el art. 7, los bienes que tales or­
ganismos posean o adquieran en común, serán patrimonio de todos sus 
habitantes.

La representación judicial o extrnjudicial en todos los actos y 
contratos de la Comuna, corresponde a un Cabildo integrado por cinco 
miembros, que ejercerán las funcioues de Presidente, Vicepresidente, 
Tesorero, Síndico y Secretario. Las atribuciones del Cabildo, al que 
le corresponde el manejo y la administración de los bienes en común, 
se hallan determinados en el art. 7, pudiendo contraer con este objeto 
obligaciones a plazo, con garantía hipotecaria de los mismos bienes 
Los Caseríos, Parcialidades, Comunidades, etc., que tuvieren persone­
ría jurídica en virtud de haberse aprobado legalmente su organización, 
quedan sometidos a la presente Ley. Los bienes de la Comuna no 
podrán dividirse, enajenarse o permutarse, sino con previa aquiescen­
cia de la Asamblea General y aprobación del Ministerio de Previsión 
Social.

Con esta ley de avanzada se pueden concertar revueltas y trans­
formaciones sociales en los grupos indígenas y agrupaciones celulares 
en las aldeas y parroquias.

Entre las leyes sociales económico-proteccionistas para las clases 
obreras, merece lodo encomio la de las Sociedades Cooperativas que 
se puso en vigencia en 30 de Noviembre de 1937, cuyo Reglamento 
General se expidió el 9 de Febrero de 1938.

Estas Sociedades altruistas, humanitarias y de beneficencia públi­
ca, banse oreado para evitar monopolios y suprimir intermediarlos y 
están llamadas a funcionar sobre la base del aborro y de pequeñas 
economías y a dirigir la organización del crédito cooperativo que con­
templa medidas preventivas, para satisfacer necesidades presentes y 
futuras y mejorar la condición de sus miembros que no gozan de pri­
vilegios, siu que ninguna de ellas pueda perseguir fines políticos ni 
comerciales de lucro.

Según el art. 8 de la Ley, las Sociedades Cooperativas son de 
cuatro olases: de producción, de crédito, de consumo y mixtas, según 
sus diversas finalidades. Los arts. 9 y 10, facultan a los de una mis­
ma profesión y a los trabajadores manuales agruparse para mejorar 
sus condiciones y elevar su capacidad productiva, perfeccionando la 
técnica, Las Cooperativas de Crédito han suprimido toda operación
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usuraria, en los países en que se han implantado, sirviendo de Banco 
para obreros y campesinos, sin que entre nosotros se hubiesen estable­
cido todavía ni se conozca la forma institucional de los Cajas Scbulze 
-Delitzch y Raiffeisen, que tan benéficos resultados han producido.

Las Cooperativas de Consumo tienen por objeto proporcionar a 
los socios, eu las condiciones más ventajosas, artículos de primera ne­
cesidad, en cantidad suficiente y de la mejor calidad,—art. 12 de la 
Ley; ofrecen utilidades y ventajas inmediatas al público, con la apor­
tación de pequeñas cuotas mensuales de los afiliados a los que se les 
vende mercaderías y víveres a precio de costo, en forran tal que cual­
quier utilidad o ganancia sea en provecho exclusivo de los mismos 
s.cios.

El capital de las Cooperativas puede constituirse con aportes de 
dinero y de cualquier bien mueble o inmueble-art. 17; si se constituye 
por acciones éstas deben ser nominativas y de un valor hasta de cien 
sucres-art. 18; una parte del saldo neto está destinada, obligatoria­
mente, a la educación y  bienestar de los nfilindos-nrt. 20; y el resto 
debo distribuirse entre los socios en proporción a su trabajo o a las 
operaciones que cada uno haya realizado con la Sociedad-art. 21.

Puede constituirse Sociedades Cooperativas de productores que, 
por su objeto, se llaman agrícolas, pecuarias, forestales, comerciales, 
industriales, minoras, pesqueras, etc.; de diversas profesiones de em­
picados, trabajadores de la ciudad y del campo; y de ahorro, de segu­
ros, de vivienda, etc.

Conocemos un Proyecto de Ley de Sociedades Cooperativas, con 
dos parágrafos importantes, uno para los trabajadores, en general, y 
otro para los indios, presentado al primer Congreso de Agricultores 
del Ecuador por el doctor Ramón Inzna Rodríguez que, en 1937, fue 
Dologado de los Centros Agrícolas de la Provincia del Guayas, en el 
que se insinúan notables sugerencias sobre problemas fundamentales 
que merecen ser solucionados por el Estado, los Municipios y otras 
entidades colectivas, que deberían preocuparse de hacer cultivables y 
fructíferas las tierras baldías y ociosas, mejorando al mismo tiempo las 
condiciones y rendimiento del trabajo personal, no sólo en los campos, 
sino en las fábricas y talleres de las ciudades.

Merecen un voto de gratitud nacional, el ejemplar apóstol de los 
obreros uzuayos señor doctor Víctor Cuesta V., quien se adelantó a 
las iniciativas del legislador organizando sobre bases sólidas la progre­
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sista Sociedad de la Salle, con. un sistema cooperativo, y  el abnegado 
patriota lojauo señor doctor Matías Espinosa, quién emprendió diligen­
temente en varias provincias, en la fundación de algunas cooperativas 
para los hijos del taller, cuya entusiasta labor la secundamos en Cuen­
ca, formulando los Estatutos de una de ellas.

Entre nosotros, el Plan de Contabilidad para las Cooperativas, 
establece formas de control y seguridad para el manejo de los fondos 
públicos; y según el Decreto de 23 de Febrero de 1938, se ha creado 
una Comisión Asesora encargada de dirigir a estas Sociedades y su- 
pervigilarlas, en el aspecto técnico, gestionando la obtención de crédi­
tos para establecerlas.

■ . En la Ley de Protección de Salarios y  Sueldos, dictada por el 
Jefe Supremo, a 11 de Enero de 1938, se otorgó para ellos el privile­
gio de la inembargabilidad, excepto en el caso de alimentos que adeu­
de el trabajador y cuando se trate de cuotas obreras sindicales, coope­
rativas o para la Oaja del Seguro Obrero. Se prescribió que los pagos 
se bagan en moneda de curso legal, directamente al trabajador, y en 
el lugar donde preste sus servicios, semanalmente; y se garantizó la 
libro estipulación del salario o sueldo, a que se realice el pago, toman­
do encuenta la clase de trabajo, cantidud y  calidad del mismo, así 
como las justas demandas vitales del trabajador y su familia. Se de­
claró que las deudas contraídas por licores, en cantinas, no producen 
acción civil contra el obrero.

. Otro de los hondos problemas sociales del que se lia preocupado 
el legislador ecuatoriano, es el analfabetismo; y considerando que en 
esta deplorable situación se encuentra el campesino, se decretó el 28 
de Enero de 1938, que todo hacendndo, propietario, arrendatario o 
patrón rural, en e¡ perentorio plazo de dos años, deberá dar a sus tra­
bajadores del campo, de 8 a 12 años, la enseñanza elemental de lec­
tura y escritura, bajo la multa de cien sucres por cada peón analfabe­
to, sin perjuicio de la obligación de culturizarlos, en un nuevo año de 
plazo. Se concedió acción popular contra los infractores de la presen- 
sente Ley, que expresa un bello sentimiento humanitario que por des­
gracia aún no ha podido realizarse.

La Jefatura Suprema al expedir la Ley de Control, Inspección 
y  Apoyo a las Instituciones Privadas de Asistencia Social, en 25 de 
abril de 1938, con palmaria violación de nn derecho legítimamente 
adquirido y de garantías constitucionales, declaró que fo rm an  parte

Biblioteca Nacional Eugenio Espejo



del patrimonio colectivo, todos I0 6  bienes manejados por aquellas Ins­
tituciones, sin. embargo de que reconoció el legislador que tales bienes 
se deben en su mayor parte a herencias y  legados destinados á  obras 
pías y  de beneficencia.

Este Decreto de socialismo estatal y de centralización económica 
y administrativa, se dió con el pretexto de amparar a las Instituciones 
Privadas que tienen una función social, con la oferta de ayudarles con 
todos los recursos posibles, para la realización de sus múltiples fines, y 
con el propósito de supervigilar la recta inversión de los fondos en be­
neficio de la colectividad.

Nada tendríamos que observar si aquella orden de incautación no • 
fuera inconstitucional y si la ingerencia del Ministerio de Previsión 
Social, se limitara solo al auxilio, inspección y control para el cumpli­
miento de los fines y servicios que son de incumbencia de las Institu­
ciones Privadas Sociales, toda vez que, en virtud de su personería ju­
rídica, tienen derecho para conservar su patrimonio y administrarlo, . 
con ciertas restricciones de orden público, pero con independencia del 
■Estado que no puede disponer arbitrariamente de los bienes de aque­
llas entidades, sino cuando desaparecen la razón de ser y el fin de su 
existencia.

Creemos quo no es suficiento la superabundante literatura legislar 
tivn que rebusca fórmulas culturales de igualdad y justicia, si acaso no 
so ponen en práctica y se arbitran los recursos económicos necesarios . 
.do parto do los Poderes Públicos, con la cooperación de las clases so­
ciales interesadas en cainbiur la estructura atávica de la raza india 
desvalida y pobre que desconfía de las espectativas de mejoramiento 
y engañosas promesas.

Labor altamente humanitaria, científica y de utilidad práctica es 
ía que puede y debe realizar el Código de Menores, dictado el 1? de 
Agosto de 15)38, y que fue objeto de algunas reformas en el Congreso 
dé 1939. ¡dignifica una de las mayores cruzudas en defensa de los 
menores desvalidos y huérfanos, de los prófugos del hogar y abando­
nados, quo tienen derecho a la vigilancia y protección del Estado, que 
está obligado a asistirles física y jurídicamente, para su rehabilitación.

En el Código de Menores, se abordan los más importantes y tras­
cendentales problemas sociales, comenzando por el servicio prenatal 
éugeuésico y de protección a la mujer grávida, asistencia del parto y. 
■asilos de mudres indigentes, hasta la educación del impúber y adoles­
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cente, en instituciones adecundas; arbitrando la ley fondos y medidas 
conducentes para la pluralidad de fines que deben realizar, el Ministio 
de Asistencia Pública y Previsión Social, el Consejo Nacional de Me­
nores, la Asistencia Pública, el Departamento de Hogares de Protec­
ción Social y los Tribunales de Menores. Ojaló, todas las grandiosas 
obras que persignen estos organismos, se conviertan, en un futuro cer­
cano, en realidades positivas encaminadas a prevenir y remediar la 
situación de millares de menores que carecen de instrucción religiosa, 
de domicilio fijo y medios de subsistencia, necesitando de una mano 
caritativa que les aleje de la vagancia, de los malos hábitos, de la 
mendicidad y de la delincuencia.

La Legislatura de 1939, considerando que existían disposiciones en 
abierta pugna con principios constitucionales, derogó el Decreto Su­
premo de 7 de Diciembre de 1937 que contenía el Estatuto Jurídico 
de las Comunidades Campesinas, según el cual debían ser transfor­
madas por el Poder Público en Cooperativas de Producción, supri­
miendo algunas normas utópicas y de difícil aplicación que figuran en 
el Decreto derogado, como ésta: “Las familias de una misma Comu­
nidad usarán de la propiedad comunal en proporción al número de sus 
miembros; y en las labores realizados en común, los individuos per­
cibirán los beneficios en relación con el trabajo de cada uno”.

Obra postuma de la Dictadura del General Enríquez, fue el Códi­
go del Trabajo, síntesis de disposiciones esparcidas en algunos Decre­
tos Legislativos de las Jefaturas Supremas de Ay ora y Páez, con 
importautes adiciones y reformas; constan copiados en ól varios capí­
tulos de la Ley Federal del Trabajo vigente en México desde el 23 
de Julio de 1935. Empezó a regir en el Ecuador, el 17 de Noviem­
bre de 1938, por mandato de la Convención Nacional de ese año, que 
8e limitó a facultar la publicación del referido Código en el Registro 
Oficial; y de ese modo llegó a sancionarse sin el veto del Poder Ejecu­
tivo, sin previa lectura ni discusión alguna; pues consta en el acta No. 
56 de la sesión de once de Octubre que este triunfo socialista se obtu­
vo tan luego como se retiró una moción suspensiva del Proyecto. Se 
aprovechó, además, de la ausencia de varios asambleístas que fuimos 
delegados a Guayaquil, para representar a la Asamblea Constituyen­
te, con motivo de la efemérides del 9 de Octubre.

En contraste con el anticuado Código Civil que, con criterio rígi­
do e individualista, se ocupa sólo en diez artículos del arrendamiento
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de criados y  trabajadores asalariados, cuyo controlo a la muerte del 
amo subsistía con sus herederos, prevaleciendo el juramento de éste, 
salvo prueba en contrario, sobre la cuantía y el pago del salario y so­
bre los suplidos, el nuevo Código de Trabajo, que es sustantivo y pro­
cesal a la vez, contiene en 480 artículos, normas directrices favorables 
a los obreros, con modernos principios de justicia socinl que desgracia­
damente no han solucionado ni dirimido todos los conflictos patronales.

Es que faltaba un análisis desapasionado y sereno de la reali­
dad ecuatoriana. Se adoptó una obra con vacíos, errores e imperfec­
ciones, sin observación analítica de nuestras incipientes industrias, de 
los pequeños capitales nacionales, de los escasos recursos que dispone 
la generalidad de los maestros de taller que son patronos respecto a 
los trabajadores de su dependencia. Siguiendo el ritmo de progra­
mas extranjeros de amplísima orientación económica, ajustada a las 
exigencias do las clases trabajadoras, se ha legislado con criterio unila­
teral y espíritu de imitación, como si el Ecuador fuera un país de 
grandes maquinarias y de florecientes industrias, un país de holgada 
riqueza industrial, agrícola y comercial, como si estuviéramos en la 
América del Norte, en la Argentina, en Eusia o en México, sin un 
estudio concienzudo de los hechos y de los fenómenos sociales, sin re­
currir a la estadística, sin un plan técnico ni una reglamentación me­
tódica y científica que contenga soluciones integrales.

Cnlie, sin embargo, avalorar la trascendental importancia que en 
ol campo jurídico y en la historia del derecho ecuatoriano, tieoe el 
Código de Trabajo, que obedece a un complejo de causas doctrinarias 
y reivindicmloras de la clase obrera que busca medios do subsistencia 
por su trabajo a costa de los patronos, con el aumento de salarios, pri­
mas y sobresueldos, fuera de indemnizaciones por las enfermedades 
sean o no profesionales, en los casos de invalidez, incapacidad, paro o 
cesantía forzosa, ancianidad y muerto de los trabajadores; indemniza­
ciones unas provenientes del derecho común y otras de leyes especia­
les y privilegiadas, ora por el desahucio o despido intempestivo, hasta 
con efecto retroactivo por servicios ejecutados dos o más años antes 
de la vigencia del Código de Trabajo, a cargo del patrono o de la 
misma empresa; ora por la jubilación a que tiene derecho el trabaja­
dor que hubiese prestado servicios por veinticinco años o más............

Eli principio, nadie discute que esta fórmula coercitiva de auxi­
lios tiene un fondo humanitario y de beneficencia pública, para aliviar
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jas necesidades, el dolor y la miseria do empleados y obreros proleta­
rios, si bien se presta.a extorsiones y abusos.

Por sn parte, la Caja de Pensiones y el Seguro Social Ecuatoria­
no, que acrecientan sus fondos con la contribución pecuniaria del Es­
tado y  los aportes patronales y de los afiliados; tienen obligaciones 
impuestas en favor de los trabajadores y empleados públicos y priva­
dos, én los casos de enfermedad, jubilación, incapacidad, vejez y muer­
te, etc., de abonar cuotas y pensiones que la loy determina. Esto 
equivale a duplicaoión de beneficios en utilidad de la misma persona.

“La verdadera igualdad estlí en tratar desigualmente a seres 
desiguales por su posición económica”, ha dicho Ooussin, reproducien­
do la doctrina del idealista Platón.

El Código de Trabajo, en el Capítulo IV , se ocupa exclusiva­
mente de los patronos y obreros agrícolas, y define la situación del 
peón que puede ser “jornalero, buasipunguero, ynnapero o ayuda”, 
según el art. 242, influyendo para estas variedades las obras que ca­
da uno ejecuta y el jornal o beneficios que cada uno percibe.

. El patrono tiene las siguientes obligaciones para los que trabajan 
en el campo en forma estable por lo menos cuatro días semanales, a 
mús de las estipuladas en el contrato: 1? Permitir al peón que corte 
gratuitamente de los montes de finca la leña indispensable para su uso 
doméstico y que tome el agua necesaria de los acueductos y vertien­
tes: 2? Permitirle para sus usos propios, la caza y la pesca que no se 
hagan en viveros, de acuerdo con las disposiciones legales sobre la ma­
teria: 3-' Permitirle que en los pastos naturales de la finca mantenga 
gratuitamente hasta tres cabezas de ganado y veinte de menor; y 4o. 
Proporcionarle vivienda adecuada. Es muy equitativo y razonable la 
concesión de eBtos derechos legales para los que debían haberse toma­
do en cuenta la cabida del predio y su calidad; circunstancias que las 
ha tenido presente el legislador, sólo para la fijación del jornal, al ha­
blar de la extensión del huasipungo, en el art. 250, para que no sea 
inferior a la mitad del salario, en dineros

Es prohibido a los patronos efectuar trabajos suplementarios no 
remunerados, servirse gratuitamente de los animales del peón, obligar­
le a que abone con ellos los terrenos de la heredad o que le vendan los 
frutos qne le pertenecen, para cuya recolección puede permanecer el 
peón en el huasipnngo.
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Al efectuarse la liquidación anual de los servicios, ante el Comi­
sario del Trabajo, es prohibido hacer figurar en el cargo las especies 
dañndas, telas inservibles, granos deteriorados, etc.; tampoco se pue­
den tomar en cuenta las especies o “socorros”, sino al precio de plaza, 
siempre que no excedan en su valor del cincuenta por ciento de lo que 
haya debido percibir el peón, por su trabajo. En cnanto a la dura­
ción de la jornada, descanso obligatorio, etc., el art. 251 prescribe que 
se observen las disposiciones generales sobre la materia.

No es ni será nuevo el reclamo de “la tierra a los campesinos”, 
para los qne creen que esta es la única fórmula eficaz de solucionar el 
problema agrario, haciendo que coexista la propiedad colectiva, con la 
familiar e individual.

Sin ser comunistas ni socialistas, somos partidarios de reformas 
equitativas y de utilidad práctica en beneficio de las clases menestero­
sas, a las que debería dotarles el Estado de tierras vacantes o desocu­
padas, y en caso necesario expropiar las de los latifundistas reducién­
dolas a una extensión que no exceda de tres mil hectáreas, á fin de 
que el sobrante que estuviere sin trabajo y sin cultivo, sirva para las 
necesidades de la colectividnd. Así se conseguiría la subdivisión del 
agro y su mayor productividad

La tendencia persistente en los Códigos modernos, es el estableci­
miento de cooperativas agrícolas, mediante las que se realiza la fim- 
sión social de la propiedad sin intermediarios, subordinando el capital 
al trabajo y las fuerzas de la naturaleza a la actividad de personas que 
forman el grupo colectivo.

Por último, debería establecerse el sistema de “patrimonio fami­
liar”, a que los inmuebles que lo integren seun inalienables y uo estén 
sujetos a embargo ni a remate, hasta cierta cuantía fijada por la ley, 
sea cual fuese el título de la adquisición, tal como se ha implantado ya 
en México, Venezuela, Colombia, Perú, &. Esta admirable institu­
ción de fines humanitarios y que responde paro el resurgimiento econó­
mico a un elevado criterio de justicia social, no dudamos que se im­
plantará en el Ecuador, por haber quedado pendiente en la Cámara de 
Diputados, el Proyecto que lo presentamos al Congreso de 1939, como 
Presidente de la Comisión de Legislación, en el Senado, y que fuá 
aprobado en tres debates, previo estudio y el informe favorable de la 
Academia de Abogados de Quito, qne sugirió algunas reformas.
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La institución jurídica del patrimonio familiar, aliviaría la situa­
ción de la clase trabajadora, a la que se le arrebata su hogur y sus tie­
rras, cuatido no tiene con qué pagar a usureros y patronos que las re­
matan por ínfimo precio; y, además se evitaría el éxodo de los campe­
sinos a las ciudades que abandonan su labor agrícola, con el aliciente 
de obtener mayores comodidades y beneficios para sus familias. (]).

En estos óltimos tiempos, hay que reconocer que ninguna nación 
del Continente Americano se ha preocupado más hondamente que la 
de México, en la solución de problemas agrarios y ejidales, industria­
listas y mineros, con disposiciones legislativas en favor de las masas 
campesinas, de enorme revuelo e importancia que se han llevado a la 
práctica, repartiéndoles tierras ociosas y aguus de uso público, para 
su aprovechamiento.

Con sentido humanista, se le debería proveer al indio de todos los 
medios necesarios para su bienestar y rehabilitación, considerándole 
como una persona morulmente libre y responsable, sujeto de deberes y 
derechos inviolables, procurando que tenga no sólo bienes materiales 
suficientes, sino que se de cumplimiento a los programas de educación 
preescolar, primaria y complementaria; así como se le debería proveer 
de escuelas prediales y de experimentación objetiva que apenas se han 
ensayado en el Ecuador, no obstante haberse creado Inspectorías de 
Zona y Departamentos Técnicos, para su dirección.

 ̂ Es un crimen suprimir la idea de Dios, en las escuelas. La eli­
minación de preceptos religiosos, la descristiaiiización de lus costura- 
'bres y la lucha de clases, son el fruto de la simiente atea y de la mo­
ral independiente en pugna con la religión que es la fuerza lutente que 
gobierna el mundo y dirige las conciencias. No puede prescindirse 
en la integrul labor educativa de la Religión de Cristo, que es de amor 
y caridud, de paz y restauración, como garantía de orden jurídico y de 
equilibrio de los pueblos, por haber establecido los verdaderos funda­
mentos y baluartes del derecho y la justicia social, con fórmulas sensi- 
Ilas y de elevada filosofía, como la de la igualdad específica que ha re­
volucionado el mundo, para efectuar la redención de los siervos, de los 
oprimidos y menesterosos, de ios débiles y humildes............

(J) El Congreso de In República Uel Ecuador, expidió el 24 de Octubre de 1940, la Ley 
de Patrimonio Familiar, enmo reforma adicionada al Libro 11 del Código Civil, después 
«ir les Títulos VIII, IX y X, que tratan de las llmitaciuoes del dominio.
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Alentados por supremas ideas democráticas, desearíamos que en 
el vértice de la acción social, se encarne el espíritu de apostolado, pa­
ra conjurar los graves males que afligen al obrerismo y al indigenudo, 
en general, que tienen amplias posibilidades de progreso para desarro­
llar sus actividades en relación íntima con las normas democráticas y 
las vibraciones de la hora presente, haciendo que resurja la justicia con 
la civilización cristiana que viene del Evangelio que reglamenta los 
derechos fundamentales de la humanidad.

Oon profundo respeto, hemos examinado las antiguas LeyeB de 
las Indias, inspiradas en un alto concepto filosófico y realista de moral 
política, y hemos desempolvado los Cedularios Reales de la Audiencia 
de Quito que contienen maravillosas normas sociales indigenistas, cre­
yendo sinceramente que en ellas encontrarán los liberales, conservado­
res y socialistas, principios científicos fundamentales, sin falsas ideolo­
gías, utopías ni quimeras.

Con los mejores votos por el éxito de las grandes conquistas futu­
ras libres de opresión y servidumbre, con el más vivo interés por los 
problemas nacionales, hemos estudiado los rumbos de la legislación 
social en nuestra República, que salvaguardia los intereses del pueblo, 
los de la raza indígena y el proletariado.

Si sólo se apreciaran los hechos con un criterio pesimista extraño 
a las circunstancias, parecería que hemos marchado al azar, desorien­
tados por revoluciones y tragedias domésticas, sin llegar a la meta, 
olvidando que aún perdura la misión restauradora internacional hispá­
nica que ha sobrevivido a los siglos en América, con el brillo y sabi­
duría de las primitivas instituciones jurídico-sociales que revelan la 
civilización de occidente.

X V I I

Ponencias para el Primer Congreso indigenista Interamericano de México

Conviene formular un Código de Derecho Internacional Privado, 
en favor del indigenismo, a fin de que cada uno de los Estados ameri­
canos aplique en su territorio leyes uniformes de orden público e inte­
rés general relativas al estado civil y capacidad jurídica de los indios, 
habilitándoles como nacionales y personas que tienen iguales aptitudes
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que los demás hombres, para el pleno uso y goce de garantías y dere­
chos en lo civil, en lo económico y en lo político.

Los derechos adquiridos en un país al amparo de sus leyes, deben 
ser respetados y tener eficacia extraterritorial en los demás Estudos 
americanos que suscribieren la Convención de Derecho Internacional 
Privado Indigenista, que ha de reunirse en el lugar y en la fecha que 
acordare el Primer Congreso Interamericano de México.

Se deben considerar como problemas internos y de orden público 
internacional americano, 'os siguientes:

I. —La enseñanza primaria, secundaria y superior, tomándola en 
el amplio sentido de educación, para la reforma de las costumbres y la 
formación y desarrollo de la personalidad moral, intelectual y física de 
los indios, que ha de ser garantizada por el Estado, gratuitamente, con 
el fin de conseguir el perfeccionamiento del individuo y de la raza;

II. —En el funcionamiento de las escuelas rurales para los niños 
campesinos, la enseñanza que se les proporcione será obligatoria, así 
como el aprendizaje por grados no sólo de la lengua castellana y  de 
nociones elementales de gramática, historia patria, etc., sino de labores 
manuales, oficios y artes, instruyéndoles preferentemente en los méto­
dos agrícolas para el cultivo de los campos;

III. —Formulación de reglamentos y sistemas para la defensa 
biológica y salubridad de los niños y adultos campesinos, proporcio­
nándoles asistencia médicu y remedios gratuitos para evitar el desa­
rrollo de enfermedades mortíferas sobre todo en climas tropicales; y 
para que el Estado pueda cumplir con estos y otros filies humanitarios 
y sociales, han de establecerse Juntas Protectoras de la liaza In­
dígena;

IV. —Se distribuirán a los campesinos que carecen de tierras, 
parcelas libres de impuestos y contribuciones, arbitrando las formas 
económicas más adecuadas y convenientes que tiendan a la subdivi­
sión entre las clases trabajadoras de los terrenos pertenecientes al Es­
tado y de los que llegaren a expropiarse;

V. —Se procurará la implantación y autonomía de las Cajas de 
Seguros de enfermedad, invalidez y muerte, para los obreros campesi­
nos, poraccidentesde trabajo; y los fondos de la Caja serán recolectados 
con la triple imposición del Estado, del patrono y del obrero, adop­
tando para el indigenismo, en cnanto le fueren aplicables, análogos 
privilegios de los que goza el obrerismo en las fábricas y talleres;
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VI.— Prohibición absoluta de servicios forzosos y gratuitos;
VIL— Establecimiento de Comunas, con personería jurídica, en 

los centros poblados rurales, caseríos n anejos, siempre que en ellos 
existan por lo menos cien habitantes indios, en donde funcionarán ta­
les organismos con bienes raíces que sean suficientes para su existen­
cia y el desarrollo de sus actividades agrícolas;

VIH .— Justicia gratuita;
IX . — El indigenismo tiene legítimo derecho a que se respeten 

las Comunidades que actualmente existen y que se reconstruyan las 
que se hallan desintegradas, en las extensiones de tierras proindivisas 
que todavía poseen y en las que le fueren asignadas por el Estado. Las 
Comunidades serán representadas por uno o varios individuos de la 
misma raza indígena, judicial o extrnjudicinlmente. Sus Estatutos se­
rán aprobados por el Ministerio de Agricultura. No podrán ser disnel- 
tas sino cuando no respondan a los fines de su organización o cuando 
disminuyere su personal a menos de treinta individuos y en los demás 
casos permitidos por las leyes;

X. — Fomento de las Cooperativas de producción y de consumo 
que deben ser organizadas bajo la tutela jurídica y protección de los 
Municipios en las regiones que ofrezcan mayores ventajas para la 
agricultura; de modo que pueda conseguirse el máximum de la pro­
ducción y el abaratamiento de víveres en beneficio exclusivo de los 
afiliados y de sus familias;

XI. — Implantar y protejer la institución de! “patrimonio fami­
liar”, que es una garantía de subsistencia y bienestar económico para 
las clases trabajadoras, basta la cuantía de bienes raíces que determi­
nen las leyes de cada país, libre de todo gravamen y que no pueda 
ser enajenado ni embargado por los acreedores. En las fincas objeto 
del patrimonio familiar, deben incluirse algunas parejas de bueyes pa­
ra su labranza y otros animales, así como las herramientas y todos los 
muebles domésticos y de uso personal;

X X II.— Servicio militar obligatorio, temporalmente, debiendo 
los indios permanecer en el Ejército, sujetos a los cuadros instructores, 
siquiera por el lapso de dos años, desde la edad de diez y seis; y se les 
proporcionará la enseñanza primaria y cívica que imprima directivas 
de perfeccionamiento para el ejercicio de los derechos civiles y po­
líticos;
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X2CIII.— El Estado y los Municipios, deben emprender sin dila­
ción campana antialcohólica y adoptar las medidas conducentes paro 
que se restrinja la venta de las bebidas fermentadas que atrofian la 
mentalidad de lo raza indígena, le degeneran y conducen al proleta­
riado; y para ello debería prohibirse que haya estancos en las parro­
quias rurales y las fiestas y priostazgos que son ocasión de bacanales.

Quito, 24 de marzo do 1940.
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Quito, Marzo 10 de 1943.
Sr. Dr. Dn. Alfonso María Mora,
Ministro de la Corte Suprema y ex-Senador de la República.

Ciudad.
Ilustre señor y distinguido amigo mío:

Quiero merecer de Ud. que me permita el honor de una primi­
cia para ofrecerle un aplauso sincero y una felicitación cumplida, por 
el magnífico éxito obtenido por Ud. con su importante obra titulada: 
“ La conquista española juzgada jurídica y  sociológicamente” .

Esperaba con indeclinable constancia y con interés siempre cre­
ciente la aparición de los números de la Revista ‘‘Gaceta Municipal 
de Quito” , a la cual Ud. gentilmente, le había confiado los capítulos 
de su libro que, hoy, Ud. lo presenta, editado en conjunto, enrique­
ciendo, con tan valioso aporte, la bibliografía nacional y extranjera, 
escasa en materia como la que Ud. trata con erudición extraordinaria 
y con arte literario, como para cubrir con regio manto de seda, un 
trabajo científico, histórico y sociológico, fruto de sus dotes de inves­
tigador sapiente e ilustrado.

Y llega el libro de Ud., en el que actualiza el problema indíge­
na en América, en momento oportuno, }7a que en todos los ámbitos 
del Continente palpita el noble y justiciero empeño de devolver a la 
autoctonía americana sus atributos y sus dones, redimiendo la hoy 
abatida raza indígena que señoreó, en otros tiempos mejores de la 
historia, estos dominios y estas zonas hoy pobladas por el mestizaje 
que con caracteres extraordinarios, recios, claros y profundos, viene 
formando el substracto, el fondo y la corteza del hombre de América, 
con tendencia irresistible a la libertad, como un don natural y una 
predisposición insuperable a gozarla y disfrutarla sin trabas ni cortapi­
za alguna.

En su libro son sobresalientes todos sus capítulos. Devuelve Ud. 
a España la justicia que le asiste por sus constantes e intensas preocu­
paciones por salvar la raza y la cultura indígena del fustigante atro­
pello conquistador.

Del imponderable acervo que constituye el Archivo de la Corte 
Suprema de Justicia, Ud., con mérito extraordinario, ha arrancado 
aquellos cedularios contentivos de pragmáticas, ordenanzas, decretos, 
acuerdos y resoluciones que prescribían el respeto al indio americano, 
digno de toda consideración humana.

He leído su obra con verdadera delectación. Hay en ella crítica 
y enseñanzas, fondo y forma insuperables. Hay armonía y mérito,
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pero hay, sobre todo, un sentido sociológico y  jurídico de valoriza­
ción inconfundible, ya que Ud. encamina la sociología revertiéndola 
a un pasado que de cerca nos pertenece y demostrando así que en los 
cauces de la historia siempre el humanismo fue estimulado y  mante­
nido por hombres y entidades conscientes de los destinos universales.

Felipe II, Carlos III, Felipe V se presentan en la escena americana, 
con dictados promisores que, por desgracia, no son ni observados ni cum­
plidos, pero, por lo menos, hay perdón para estas testas coronadas, cuan­
do se piensa que los crímenes de entonces fueron “del tiempo y no de 
España” , y que para salvarlos están las innúmeras Cédulas, la Recopila­
ción de las Leyes de Castilla, la monumental Recopilación de las Leyes 
de Indias, las de las Siete Partidas.

Y nene la Independencia y adviene la República, y el indio conti­
núa doliente y abatido regando el surco y añorando en su música de due­
lo, los tiempos que se le fueron, cuando España suplantó la cultura au­
tóctona por la occidental que no le trajo al indígena ni mayor ventura, ni 
una aparente y menguada felicidad.

Usted, Dr. y amigo, enumera, concentra, detalla y analiza, todas las 
Disposiciones Legislativas y Ejecutivas, dictadas en la República sobre el 
Indigenismo. Ya antes encontró, y lo demuestra, que los problemas que 
hoy preocupan al socialismo fueron ya marginados y resueltos en la épo­
ca del coloniaje, sin que nada dejara de dictarse en favor del pueblo ame­
ricano: limitación de jornadas de trabajo, higiene, instrucción, vivienda, 
protección al niño, a la mujer y al anciano, limitación o extinción de 
impuestos y sobre todo concesión de tierras y libertad de trabajo. Todo 
lo dispuso España en tiempos de penumbra para el Nuevo Mundo, pero 
de gloria para esa nación en cuyos dominios no se ponía el sol.

Mas, por encima de anotaciones, reproducción de cédulas reales o 
de leyes y decretos de la época republicana, están las sabias y exactas con­
clusiones a que Ud. llega en sus estudios, sobre todo lo que antes se hizo 
y lo que hoy se debe ejecutar, para resguardo de una raza cuya incorpo­
ración integral a la vida ecuatoriana, es el mayor de los imperativos y la 
más elevada y clara de las esperanzas nacionales.

Usted con su libro ha despertado y actualizado este gran problema 
americano y especialmente ecuatoriano. En sus páginas todos los que se 
interesan por el problema indigenista, encontrarán fuentes de consulta y 
la demostración exacta de todo un proceso trazado, regulado y juzgado, 
con una visión anticipada de lo que hasta ahora permanece en la som­
bra, en espera de auroras de redención.

Reitero, pues, a Ud., muy distinguido y eminente amigo mío, mi 
cordial felicitación.
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